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Sentencia impugnada: Juzgado de Primera Instancia del D. J. 
de Trujillo Valdez, en grado de Apelación, de fecha 
7 de marzo de 1952. 

Materia: Penal. 

Recurrente: Miguel Angel Lora. 

ítil

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Francisco Elpidio Beras, Se-
gundo Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Gustavo 
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A. Díaz, Ambrosio Alvarez Aybar, Damián Báez B. y Nés-
tor Contín Aybar, asistidos del Secretario General, en la 
Sala donde celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Dis_ 
trito de Santo Domingo, hoy día once del mes de junio 
de mil novecientos cincuenta y dos, años 109 9  de la In-

dependencia, 89 9  de la Restauración y 239  de la Era de 

Trujillo, dicta en audiencia pública, como corte de casación, 

la siguiente sentencia: 
Sobre el recurso de casación interpuesto por Migu el 

Angel Lora, dominicano, de 30 años de edad, soltero, chó-
fer, domiciliado y residente en Baní, portador de la c' 
la personal de identidad No. 7758, serie 3, sello No. 41437 
contra sentencia correccional dictada en grado de apela 
por el Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judi 
de Trujillo Valdez, en fecha siete de marzo de mil no 
cientos cincuenta y dos, cuyo dispositivo se copia más a 

lante; 
Oído el Magistrado Juez Relator; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 

Vista el acta del recurso de casación levantada en la 

secretaría del Tribunal a quo, el mismo día del fallo, en la 

cual no se invoca ningún medio determinado de casación; 
La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-

berado, y vistos los artículos 18, 152, y 170 de la Ley 
2556, sobre Tránsito de Vehículos, de 1950; 154 del Código 
de Procedimiento Criminal, y 1 y 71 de la Ley sobre Pro-

cedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada consta lo 
siguiente: 1) que en fecha trece de noviembre de mil no-
vecientos cincuenta y uno, el miembro de la Policía Nacio-
nal Eduardo Cobo, sorprendió al chófer Miguel Angel Lo -

ra, mientras conducía en el camión placa No. 12341, diez 
mil libras de carga, estando matriculado para ocho mil li-
bras, y al efecto levantó el acta comprobatoria correspon - 
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te, por violación del artículo 18 de la Ley sobre Trán- 
de Vehículos; 2) que apoderado del hecho el Juzgado de 

az de la común de Baní, dictó sentencia en fecha diez 
de diciembre de mil novecientos cincuenta y uno, la cual 
contiene el siguiente dispositivo: FALLA: PRIMERO: Que 
debe descargar como al efecto descarga al nombrado Mi- 
guel Angel Lora, de las imputaciones que pesan sobre él, 
por insuficiencia de pruebas y 2do. Las costas se declaran 
de oficio"; 3) 'que sobre apelación interpuesta por el repre- 
sentante del ministerio público ante el Juzgado de Paz que 
descargó al prevenido, el Juzgado de Primera Instancia del 

istrito Judicial de Trujillo Valdez, dictó la sentencia aho- 
impugnada, la cual contiene el dispositivo que se copia 

continuación: "FALLA: PRIMERO: Declarar, como al 
ecto declaramos, buena y válida en cuanto a la forma, el 
urso de apelación interpuesto por el representante del 

misterio Público ante el Juzgado de Paz de esta común, 
r haber sido interpuesto en tiempo hábil; SEGUNDO: 

ue debe revocar, como al efecto revoca, en todas sus par- 
s la sentencia dictada por el Juzgado de Paz de la común 

r?, ,  Baní, de fecha 10 del mes de diciembre del año 1951, 
te descargó al nombrado Miguel Angel Lora, de generales 

anotadas, de violación a la Ley No. 2556, sobre Tránsito 
de Vehículos (exceso de carga), y obrando por propia au-
' idad, declara al nombrado Miguel Angel Lora, de ge- 

rales expresadas, culpable de violación a la Ley No. 
256, sobre Tránsito de Vehículos (exceso de carga), y en 

nsecuencia lo condena a sufrir diez (10) días de prisión 
rreccional y al pago de una multa de veinticinco pesos 

' 0 (RD$25.00), expresando que en caso de insolvencia la 
ta será compensada a razón de un día de prisión por 

da peso de multa dejado de pagar; TERCERO: Conde-
, como al efecto condenamos, a Miguel Angel Lora, al 

pago de las costas"; 

Considerando que al declarar el Tribunal a quo al pre-
- , /ido Miguel Angel Lora, culpable del delito de condu- 
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A. Díaz, Ambrosio Alvarez Aybar, Damián Báez B. y Né s_ 

tor Contín Aybar, asistidos del Secretario General, en l a 

 Sala donde celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Dis_ 

trito de Santo Domingo, hoy día once del mes de junio 
de mil novecientos cincuenta y dos, años 109 9  de la In-

dependencia, 89 9  de la Restauración y 234  de la Era de 
Trujillo, dicta en audiencia pública, como corte de casación, 

la siguiente sentencia: 
Sobre el recurso de casación interpuesto por Miguel 

Angel Lora, dominicano, de 30 años de edad, soltero, chó-
fer, domiciliado y residente en Baní, portador de la cédu-
la personal de identidad No. 7758, serie 3, sello No. 414376, 
contra sentencia correccional dictada en grado de apelación 
por el Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial 
de Trujillo Valdez, en fecha siete de marzo de mil nove-

cientos cincuenta y dos, cuyo dispositivo se copia más ade- 

lante; 
Oído el Magistrado Juez Relator; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 

Vista el acta del recurso de casación levantada en la 

secretaría del Tribunal a quo, el mismo día del fallo, en la 

cual no se invoca ningún medio determinado de casación; 
La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-

berado, y vistos los artículos 18, 152, y 170 de la Ley 
2556, sobre Tránsito de Vehículos, de 1950; 154 del Código 
de Procedimiento Criminal, y 1 y 71 de la Ley sobre Pro-

cedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada consta lo 
siguiente: 1) que en fecha trece de noviembre de mil no-
vecientos cincuenta y uno, el miembro de la Policía Nacio-
nal Eduardo Cobo, sorprendió al chófer Miguel Angel Lo-
ra, mientras conducía en el camión placa No. 12341, diez 
mil libras de carga, estando matriculado para ocho mil li-
bras, y al efecto levantó el acta comprobatoria correspon -  

diente, por violación del artículo 18 de la Ley sobre Trán-
sito de Vehículos; 2) que apoderado del hecho el Juzgado de 
pa , de la común de Baní, dictó sentencia en fecha diez 
de  diciembre de mil novecientos cincuenta y uno, la cual 
contiene el siguiente dispositivo: FALLA: PRIMERO: Que 
debe descargar como al efecto descarga al nombrado Mi-
guel Angel Lora, de las imputaciones que pesan sobre él, 
por insuficiencia de pruebas y 2do. Las costas se declaran 
de oficio"; 3) 'que sobre apelación interpuesta por el repre-
sentante del ministerio público ante el Juzgado de Paz que 
descargó al prevenido, el Juzgado de Primera Instancia del 
Distrito Judicial de Trujillo Valdez, dictó la sentencia aho-
ra impugnada, la cual contiene el dispositivo que se copia 
a continuación: "FALLA: PRIMERO: Declarar, como al 

to declaramos, buena y válida en cuanto a la forma, el 
urso de apelación interpuesto por el representante del 

inisterio Público ante el Juzgado de Paz de esta común, 
r haber sido interpuesto en tiempo hábil; SEGUNDO: 
ue debe revocar, como al efecto revoca, en todas sus par-

. s la sentencia dictada por el Juzgado de Paz de la común 
Baní, de fecha 10 del mes de diciembre del año 1951, 

ue descargó al nombrado Miguel Angel Lora, de generales 
otadas, de violación a la Ley No. 2556, sobre Tránsito 
Vehículos (exceso de carga), y obrando por propia au-

ridad, declara al nombrado Miguel Angel Lora, de ge- 
, ,,, r ales expresadas, culpable de violación a la Ley No. 

lipt
2556, sobre Tránsito de Vehículos (exceso de carga), y en 

nsecuencia lo condena a sufrir diez (10) días de prisión 
rreccional y al pago de una multa de veinticinco pesos 

' ) (RD$25.00), expresando que en caso de insolvencia la 
lita será compensada a razón de un día de prisión por 
la peso de multa dejado de pagar; TERCERO: Conde-

nar, como al efecto condenamos, a Miguel Angel Lora, al 
Pago de las costas"; 
! Considerando que al declarar el Tribunal a quo al pre-

*tido Miguel Angel Lora, culpable del delito de condu- 
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cir el camión placa No. 12341, con exceso de carga, pre-
visto por el artículo 18 de la Ley sobre Tránsito de Ve-
hículos, se fundó en el acta comprobatoria de la infrac-
ción levantada el trece de noviembre de mil novecientos 
cincuenta y uno, por el miembro de la Policía Nacional, 

 Eduardo Cobo, que hace fe hasta inscripción en falsedad 
de los hechos materiales constitutivos de la infracción, 
comprobados personalmente por el redactor del acta, d e 

 conformidad con las disposiciones de los artículos 154 del 
Código de Procedimiento Criminal y 152 de la Ley sobre 

Tránsito de Vehículos; 

Considerando que el Juzgado a quo ha admitido co-
rrectamente que los hechos así comprobados caracterizan el 
delito que se le imputa al prevenido Miguel Angel Lora, 
y al declararlo culpable del referido delito y condenarlo, 
consecuentemente, a las penas de diez días de prisión y 

veinticinco pesos de multa, se le impuso una sanción ajus-
tada al artículo 170 de la ley antes mencionada, vigente en 
el momento del hecho; 

Considerando que examinado el fallo impugnado en sus 
demás aspectos, no contiene ningún vicio que justifique su 

casación; 
• Por tales motivos, PRIMERO: Rechaza el recurso de 

casación interpuesto por Miguel Angel Lora, contra senten-
cia del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial 
de Trujillo Valdez de fecha siete de marzo de mil nove-
cientos cincuenta y dos, cuyo dispositivo se copia en otro 
lugar del presente fallo; y SEGUNDO: Condena al recu-
rrente al pago de las costas. 

(Firmados:) H. Herrera Billini.— Feo. Elpidio Beras.- - 

Juan A. Morel.— G. A. Díaz.— A. Alvarez Aybar.— Da-
mián Báez B.— Néstor Contín Aybar.— Ernesto Curiel 

hijo, Secretario General. 
La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 

Señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 

audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y 
fué firmada, leída y publicana por mi, Secretario Gene-
ral, que certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 

SENTENCIA DE FECHA 11 DE JUNIO DE 1952. 

  

   

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de La Vega, de fecha 
7 de marzo de 1952. 

   

Materia: Penal. 

     

   

Recurrente: Domingo Hernández. 

   

         

   

Dios, Patria y Libertad. 

República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de 
Justicia, regularmente constituído por los Jueces Licencia-
dos H. Herrera Billini, Presidente; Juan Tomás Mejía, Pri-
mer Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio Beras, Se-
gundo Sustituto de Presidente; Rafael Castro Rivera, Juan 
A. Morel, Gustavo A. Díaz, Ambrosio Alvarez Aybar, Da-
mián Báez B. y Néstor Contín Aybar, asistidos del Secreta-
rio General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en 
Ciudad Trujillo, Distrito de Santo Domingo, hoy día once 
del mes de junio de mil novecientos cincuenta y dos, años 
1099  de la Independencia, 89 9  de la Restauración y 23 9  de 
la Era de Trujillo, dicta en audiencia pública, como cor-
te de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Domingo 
Hernández, dominicano, de 41 años de edad, soltero, co-
merciante, domiciliado y residente en Villa Riva, portador 
de la cédula personal de identidad No. 1266, serie 58, se- 
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cir el camión placa No. 12341, con exceso de carga, pre-
visto por el artículo 18 de la Ley sobre Tránsito de Ve-
hículos, se fundó en el acta comprobatoria de la infrac-
ción levantada el trece de noviembre de mil novecientos 
cincuenta y uno, por el miembro de la Policía Nacional, 
Eduardo Cobo, que hace fe hasta inscripción en falsedad 
de los hechos materiales constitutivos de la infracción, 
comprobados personalmente por el redactor del acta, d e 

 conformidad con las disposiciones de los artículos 154 del 
Código de Procedimiento Criminal y 152 de la Ley sobre 

Tránsito de Vehículos; 

Considerando que el Juzgado a quo ha admitido co-

rrectamente que los hechos así comprobados caracterizan el 
delito que se le imputa al prevenido Miguel Angel Lora, 
y al declararlo culpable del referido delito y condenarlo, 
consecuentemente, a las penas de diez días de prisión y 

veinticinco pesos de multa, se le impuso una sanción ajus-
tada al artículo 170 de la ley antes mencionada, vigente en 
el momento del hecho; 

Considerando que examinado el fallo impugnado en sus 
demás aspectos, no contiene ningún vicio que justifique su 

casación; 
Por tales motivos, PRIMERO: Rechaza el recurso de 

casación interpuesto por Miguel Angel Lora, contra senten-
cia del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial 
de Trujillo Valdez de fecha siete de marzo de mil nove-
cientos cincuenta y dos, cuyo dispositivo se copia en otro 
lugar del presente fallo; y SEGUNDO: Condena al recu-
rrente al pago de las costas. 

(Firmados:) H. Herrera Billini.— Feo. Elpidio Beras.--
Juan A. Morel.— G. A. Díaz.— A. Alvarez Aybar.— Da-
mián Báez B.— Néstor Contín Aybar.— Ernesto Curiel 

hijo, Secretario General. 
La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 

Señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 

 

audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y 
fué firmada, leída y publicana por mi, Secretario Gene-
ral, que certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 

SENTENCIA DE FECHA 11 DE JUNIO DE 1952. 

    

    

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de La Vega, de fecha 
7 de marzo de 1952. 

          

    

Materia: Penal. 

     

    

Recurrente: Domingo Hernández. 

   

       

    

Dios, Patria y Libertad. 

República Dominicana. 

    

    

    

En Nombre de la República, la Suprema Corte de 
Justicia, regularmente constituido por los Jueces Licencia-
dos H. Herrera Billini, Presidente; Juan Tomás Mejía, Pri-
mer Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio Beras, Se-
gundo Sustituto de Presidente; Rafael Castro Rivera, Juan 
A. Morel, Gustavo A. Díaz, Ambrosio Alvarez Aybar, Da-
mián Báez B. y Néstor Contín Aybar, asistidos del Secreta-
rio General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en 
Ciudad Trujillo, Distrito de Santo Domingo, hoy día once 
del mes de junio de mil novecientos cincuenta y dos, años 
1099  de la Independencia, 89 9  de la Restauración y 23 9  de 
la Era de Trujillo, dicta en audiencia pública, como cor-
te de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Domingo 
Hernández, dominicano, de 41 años de edad, soltero, co-
merciante, domiciliado y residente en Villa Riva, portador 
de la cédula personal de identidad No. 1266, serie 58, se- 
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cir el camión placa No. 12341, con exceso de carga, p re. 

 visto por el artículo 18 de la Ley sobre Tránsito de Ve_ 

hículos, se fundó en el acta comprobatoria de la infrac-
ción levantada el trece de noviembre de mil novecientos 
cincuenta y uno, por el miembro de la Policía Nacional

'  Eduardo Cobo, que hace fe hasta inscripción en falsedad 
de los hechos materiales constitutivos de la infracción, 
comprobados personalmente por el redactor del acta, d e 

 conformidad con las disposiciones de los artículos 154 del 
Código de Procedimiento Criminal y 152 de la Ley sobre 

Tránsito de Vehículos; 

Considerando que el Juzgado a quo ha admitido co-
rrectamente que los hechos así comprobados caracterizan el 
delito que se le imputa al prevenido Miguel Angel Lora, 
y al declararlo culpable del referido delito y condenarlo, 
consecuentemente, a las penas de diez días de prisión y 
veinticinco pesos de multa, se le impuso una sanción ajus-
tada al artículo 170 de la ley antes mencionada, vigente en 

el momento del hecho; 
Considerando que examinado el fallo impugnado en sus 

demás aspectos, no contiene ningún vicio que justifique su 

casación: 
Por tales motivos, PRIMERO: Rechaza el recurso de 

casación interpuesto por Miguel Angel Lora, contra senten-
cia del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial 
de Trujillo Valdez de fecha siete de marzo de mil nove-
cientos cincuenta y dos, cuyo dispositivo se copia en otro 
lugar del presente fallo; y SEGUNDO: Condena al recu-
rrente al pago de las costas. 

(Firmados:) H. Herrera Billini.— Feo. Elpidio Beras – 
Juan A. Morel.— G. A. Díaz.— A. Alvarez Aybar.— Da-
mián Báez B.— Néstor Contín Aybar.— Ernesto Curiel 

hijo, Secretario General. 
La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 

Señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la  

audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y 
fué firmada, leída y publicana por mi, Secretario Gene-
ral, que certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 

SENTENCIA DE FECHA 11 DE JUNIO DE 1952. 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de La Vega, de fecha 
7 de marzo de 1952. 

Materia: Penal. 

Recurrente: Domingo Hernández. 

Dios, Patria y Libertad. 

República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de 
Justicia, regularmente constituído por los Jueces Licencia-
dos H. Herrera Billini, Presidente; Juan Tomás Mejía, Pri-
mer Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio Beras, Se-
gundo Sustituto de Presidente; Rafael Castro Rivera, Juan 
A. Morel, Gustavo A. Díaz, Ambrosio Alvarez Aybar, Da-
mián Báez B. y Néstor Contín Aybar, asistidos del Secreta-
rio General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en 
Ciudad Trujillo, Distrito de Santo Domingo, hoy día once 
del mes de junio de mil novecientos cincuenta y dos, años 
1099  de la Independencia, 89 9  de la Restauración y 23 9  de 
la Era de Trujillo, dicta en audiencia pública, como cor-
te de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Domingo 
Hernández, dominicano, de 41 años de edad, soltero, co-
merciante, domiciliado y residente en Villa Riva, portador 
de la cédula personal de identidad No. 1266, serie 58, se- 
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llo No. 2012, contra sentencia correccional de la Corte de 
Apelación de La Vega, de fecha siete de marzo de mil no-
vecientos cincuenta y dos, cuyo dispositivo se copia a con-
tinuación: FALLA: PRIMERO: Declara regular y válido en 
cuanto a la forma, el presente recurso de apelación; SE-
GUNDO: Confirma, en defecto, la sentencia dictada por 
la Cámara, en defecto, la sentencia dictada por la Cámara 
Penal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Ju-
dicial de Duarte, el veinticuatro de agosto de mil nove-
cientos cincuenta y uno, que condenó al prevenido y ape-
lante Domingo Hernández, de generales en el expediente, 
a sufrir dos años de prisión correccional y al pago de las 
costas por el delito de violación a la Ley No. 2402 en per-
juicio de la menor Cristina, procreada con la señora Do-
lores García, y fijó en la suma de ocho pesos la pensión 
mensual que dicho prevenido deberá pasar a la querellante 
para la manutención de la referida menor, y ordena la eje-
cución de esta sentencia no obstante cualquier recurso; y 
TERCERO: Condena al pre indicado Domingo Hernández,' 
al pago de las costas de esta instancia"; 

Oído el Magistrado Juez Relator; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Vista el acta del recurso de casación, levantada en 
la secretaría de la Corte a qua en fecha siete de marzo de 
mil novecientos cincuenta y dos; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
liberado, y vistos los artículos 7 y 8 de la Ley No. 2402, 
de 1950; y 1, 40 y 71 de la Ley sobre Procedimiento de 
Casación; • 

Considerando que el artículo 40 de la Ley sobre Pro-
cedimiento de Casación dispone que los condenados a una 
pena que exceda de seis meses de prisión correccional 
no podrán recurrir en casación si no estuviesen presos o 
en libertad provisional bajo fianza; 

Considerando que el recurrente fué condenado a la 
a de dos años de prisión correccional; oue en el expe-
te no hay constancia de que dicho recurrente se en-

entre preso, ni tampoco de que haya obtenido su 
provisional bajo fianza o la suspensión de la eje-

ción de la pena, de conformidad con los artículos 7 y 
e la Ley No. 2402, de 1950; que, por tanto, el presente 
urso no Puede ser admitido; 

Por tales motivos, PRIMERO: Declara inadmisible el 
rso de casación interpuesto por Domingo Hernández, 

tra sentencia de la Corte de Anelación de La Vega 
fecha siete de marzo de mil novecientos cincuenta y 

cuyo dispositivo se copia en otro lugar del presen-
1-11o, y SEGUNDO: Condena al recurrente al pago de 
costas. 

(Firmados): H. Herrera Billini.— J. Tomás Mejía.— 
Feo. Elpidio Beras.— Raf. Castro Rivera.— Juan A. Mo- 

l.— G. A. Díaz.— A. Alvarez Aybar.— Damián Báez 
Néstor Contín Aybar.— Ernesto Curiel hijo, Secre- 

io General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
Señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 

nudiencia pública del día, mes y año en él expresados, 
y fué firmada, leída y publicada por mí, Secretario Ge-
neral, que certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 

'!1 
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llo No. 2012, contra sentencia correccional de la Corte de 
Apelación de La Vega, de fecha siete de marzo de mil no-
vecientos cincuenta y dos, cuyo dispositivo se copia a con-
tinuación: FALLA: PRIMERO: Declara regular y válido en 
cuanto a la forma, el presente recurso de apelación; SE-
GUNDO: Confirma, en defecto, la sentencia dictada por 
la Cámara, en defecto, la sentencia dictada por la Cámara 
Penal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Ju-
dicial de Duarte, el veinticuatro de agosto de mil nove-
cientos cincuenta y uno, que condenó al prevenido y ape-
lante Domingo Hernández, de generales en el expediente, 
a sufrir dos años de prisión correccional y al pago de las 
costas por el delito de violación a la Ley No. 2402 en per-
juicio de la menor Cristina, procreada con la señora Do-
lores García, y fijó en la suma de ocho pesos la pensión 
mensual que dicho prevenido deberá pasar a la querellante 
para la manutención de la referida menor, y ordena la eje-
cución de esta sentencia no obstante cualquier recurso; y 
TERCERO: Condena al pre indicado Domingo Hernández,' 
al pago de las costas de esta instancia"; 

Oído el Magistrado Juez Relator; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Vista el acta del recurso de casación, levantada en 
la secretaría de la Corte a qua en fecha siete de marzo de 
mil novecientos cincuenta y dos; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
liberado, y vistos los artículos 7 y 8 de la Ley No. 2402, 
de 1950; y 1, 40 y 71 de la Ley sobre Procedimiento de 
Casación; • 

Considerando que el artículo 40 de la Ley sobre Pro-
cedimiento de Casación dispone que los condenados a una 
pena que exceda de seis meses de prisión correccional 
no podrán recurrir en casación si no estuviesen presos o 
en libertad provisional bajo fianza; 
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Considerando que el recurrente fué condenado a la 
a de dos años de prisión correccional; oue en el expe-
te no hay constancia de que dicho recurrente se en-

ntre preso, ni tampoco de que haya obtenido su 
provisional bajo fianza o la suspensión de la eje-

ción de la pena, de conformidad con los artículos 7 y 
e la Ley No. 2402, de 1950; que, por tanto, el presente 
urso no puede ser admitido; 

Por tales motivos, PRIMERO: Declara inadmisible el 
urso de casación interpuesto por Domingo Hernández, 
tra sentencia de la Corte de Anelación de La Vega 
fecha siete de marzo de mil novecientos cincuenta y 

s, cuyo dispositivo se copia en otro lugar del presen-
fallo, y SEGUNDO: Condena al recurrente al pago de 
costas. 

(Firmados): H. Herrera Billini.— J. Tomás Mejía.— 
co. Elpidio Beras.— Raf. Castro Rivera.— Juan A. Mo- 

- G. A. Díaz.— A. Alvarez Aybar.— Damián Báez 
.— Néstor Contín Aybar.— Ernesto Curiel hijo, Secre-
io General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
eñores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
diencia pública del día, mes y año en él expresados ; 

 fué firmada, leída y publicada por mí, Secretario Ge-
eral, que certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 
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SENTENCIA DE FECHA 11 DE JUNIO DE 1952. 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de San Cristóbal  
de fecha 5 de marzo de 1952. 

Materia: Penal. 

Recurrente: Bienvenido Moquete. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de 
Justicia, regularmente constituída por los Jueces Licen-
ciados H. Herrera Billini, Presidente; Juan Tomás Mejía, 
Primer Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio Beras, 
Segundo Sustituto de Presidente; Rafael Castro Rivera, 
Juan A. Morel, Gustavo A. Díaz, Ambrosio Alvarez Ay-
bar, Damián Báez B. y Néstor Contín Aybar, asistidos 
del Secretario General, en la Sala donde celebra sus au-
diencias, en Ciudad Trujillo, Distrito de Santo Domingo, 
hoy día once del mes de junio de mil novecientos cin-
cuenta y dos, años 1099  de la Independencia, 89 9  de la 
Restauración y 23 9  de la Era de Trujillo, dicta en au-
diencia pública, como corte de casación, la siguiente sen-
tencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Bienve-
nido Moquete, dominicano, de 40 años le edad, casado, 
chófer, domiciliado y residente en Duvergé, portador de 
la cédula personal de - identidad No. 95, serie 20, sello 
No. 1935, contra sentencia correccional de la Corte de 
Apelación de San Cristóbal, de fecha cinco de marzo de 
mil novecientos cincuenta y dos, cuyo dispositivo se co-
pia a continuación: "FALLA: PRIMERO: Declara regu-
lar y válido, en cuanto a la forma, el presente recurso 
de apelación; SEGUNDO: Confirma la sentencia contra  

la cual se apela, dictada en fecha diez (10) de octubre 
del año mil novecientos cincuenta y uno (1951) por el 
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de 
Independencia, cuyo dispositivo dice así: 'FALLA: PRI-
MERO: que debe declarar y declara, que el nombrado 
Bienvenido Moquete, de generales expresadas, es el pa-
dre de la menor Maritza, de siete meses de edad, procrea-
da con la señora María Gisela Pérez de Guerrero, y en 
consecuencia lo declara culpable de violación a la Ley 
2402 en perjuicio de dicha menor y lo condena a sufrir 
dos años de prisión correccional; SEGUNDO: que debe 
fijar y fija en diez pesos oro (RD$10.00) la pensión que 
mensualmente deberá pasar el prevenido Bienvenido Mo-
quete a la madre querellante para subvenir a las nece-
sidades de la referida menor; y TERCERO: Que debe 
condenar y condena, a Bienvenido Moquete al pago de 
las costas'; y TERCERO: Condena a Bienvenido Moquete, 
al pago de las costas de su recurso"; 

Oído el Magistrado Juez Relator; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador Gene-
ral de la República; 

Vista el acta del recurso de casación, levantada en 
la secretaría de la Corte a qua en fecha diez y ocho de 
marzo de mil novecientos cincuenta y dos; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
liberado, y vistos los artículos 7 y 8 de la Ley No. 2402, 
del 1950; y 1, 40 y 71 de la, Ley sobre Procedimiento 
de Casación; 

Considerando que el artículo 40 de la Ley sobre Pro-
cedimiento de Casación dispone que los condenados a una 
pena que exceda de seis meses de prisión correccional 
no podrán recurrir en casación si no estuviesen presos 
o en libertad provisional bajo fianza; 

Considerando que el recurrente fué condenado a la 
pena de dos años de prisión correccional; que en el ex- 
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SENTENCIA DE FECHA 11 DE JUNIO DE 1952. 

Sentencia impulnada: Corte de Apelación de San Cristóbal, 
de fecha 5 de marzo de 1952. 

Materia: Penal. 

Recurrente: Bienvenido Moquete. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de 
Justicia, regularmente constituida por los Jueces Licen-
ciados H. Herrera Billini, Presidente; Juan Tomás Mejía, 
Primer Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio Beras, 
Segundo Sustituto de Presidente; Rafael Castro Rivera, 
Juan A. Morel, Gustavo A. Díaz, Ambrosio Alvarez Ay-
bar, Damián Báez B. y Néstor Contín Aybar, asistidos 
del Secretario General, en la Sala donde celebra sus au-
diencias, en Ciudad Trujillo, Distrito de Santo Domingo. 
hoy día once del mes de junio de mil novecientos cin-
cuenta y dos, años 1099  de la Independencia, 89 9  de la 
Restauración y 23 9  de la Era de Trujillo, dicta en au-
diencia pública, como corte de casación, la siguiente sen-
tencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Bienve-
nido Moquete, dominicano, de 40 años ¿le edad, casado. 
chófer, domiciliado y residente en Duvergé, portador de 
la cédula personal de identidad No. 95, serie 20, sello 
No. 1935, contra sentencia correccional de la Corte de 
Apelación de San Cristóbal, de fecha cinco de marzo de 
mil novecientos cincuenta y dos, cuyo dispositivo se co-
pia a continuación: "FALLA: PRIMERO: Declara regu-
lar y válido, en cuanto a la forma, el presente recurso 
de apelación; SEGUNDO: Confirma la sentencia contra  

la cual se apela, dictada en fecha diez (10) de octubre 
del año mil novecientos cincuenta y uno (1951) por el 
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de 
Independencia, cuyo dispositivo dice así: 'FALLA: PRI-
MERO: que debe declarar y declara, que el nombrado 
Bienvenido Moquete, de generales expresadas, es el pa-
dre de la menor Maritza, de siete meses de edad, procrea-
da con la señora María Gisela Pérez de Guerrero, y en 
consecuencia lo declara culpable de violación a la Ley 
2402 en perjuicio de dicha menor y lo condena a sufrir 
dos años de prisión correccional; SEGUNDO: que debe 
fijar y fija en diez pesos oro (RD$10.00) la pensión que 
mensualmente deberá pasar el prevenido Bienvenido Mo-
quete a la madre querellante para subvenir a las nece-
sidades de la referida menor; y TERCERO: Que debe 
condenar y condena, a Bienvenido Moquete al pago de 
las costas'; y TERCERO: Condena a Bienvenido Moquete, 
al pago de las costas de su recurso"; 

Oído el Magistrado Juez Relator; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador Gene-
ral de la República; 

Vista el acta del recurso de casación, levantada en 
la secretaría de la Corte a qua en fecha diez y ocho de 
marzo de mil novecientos cincuenta y dos; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
liberado, y vistos los artículos 7 y 8 de la Ley No. 2402, 
del 1950; y 1, 40 y 71 de la. Ley sobre Procedimiento 
de Casación; 

Considerando que el artículo 40 de la Ley sobre Pro-
cedimiento de Casación dispone que los condenados a una 
pena que exceda de seis meses de prisión correccional 
no podrán recurrir en casación si no estuviesen presos 
o en libertad provisional bajo fianza; 

Considerando que el recurrente fué condenado a la 
pena de dos años de prisión correccional; que en el ex- 
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pediente no hay constancia de aue dicho recurrente se 
encuentre preso, ni tampoco de que haya obtenido su li-
bertad provisional bajo fianza o la suspensión de la eje-
cución de la pena, de conformidad con los artículos 7 y 
8 de la Ley No. 2402, de 1950; que, por tanto, el pre-
sente recurso no puede ser admitido; 

Por tales motivos, PRIMERO: Declara inadmisible 
,e1 recurso de casación interpuesto por Bienvenido Moque-
te, contra sentencia de la Corte de Apelación de San 
Cristóbal, de fecha cinco de marzo de mil novecientos 
cincuenta y dos, cuyo dispositivo se copia en otro lugar 
del presente fallo y SEGUNDO: Condena al recurrente 
al pago de las costas. 

(Firmados): H. Herrera Billini.— J. Tomás Mejía.—
Feo. Elpidio Beras.— Raf. Castro Rivera.— Juan A. Mo-
rel.— G. A. Díaz.— A. Alvarez Aybar.— Damián Báez 
B.— Néstor Contín Aybar.— Ernesto Curiel hijo, Secre-

tario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por 
los Señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en 
la audiencia pública del día, mes y año en expresados, 
y fué firmada, leída y publicada por mí, Secretario Ge-
neral, que certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 
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SENTENCIA DE FECHA 11 DE JUNIO DE 1952. 

Sentencia impugnada: Juzgado de Paz de la común de Puerto 
Plata, de fecha 6 de Marzo de 1952. 

Materia: Penal. 

Recurrente: Teodoro Morales. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de 
Justicia, regularmente constituída por los Jueces Licen-
ciados H. Herrera Billini, Presidente; Francisca Elpidio 
Beras, Segundo Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, 
Gustavo A. Díaz, Ambrosio Alvarez Aybar, Damián Báez 
B. y Néstor Contín Aybar, asistidos del Secretario Ge-
neral, en la Sala donde celebra sus audiencias, en Ciu-
dad Trujillo, Distrito de Santo Domingo, hoy día once 
del mes de junio de mil novecientos cincuenta y dos, años 
1099  de la Independencia, 89 9  de la Restauración y 23 9 

 de la Era de Trujillo, dicta en audiencia pública, como 
corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Teodo-
ro Morales, dominicano, comerciante, de 46 años de edad, 
portador de la cédula personal de identidad No. 108, se-
rie 37, sello No. 2025, para el año de 1952, domiciliado 
y residente en la ciudad de Puerto Plata, contra senten-
cia del Juzgado de Paz de la común de Puerto Plata, de, 
fecha seis de marzo de mil novecientos cincuenta y dos, 
cuyo dispositivo se copia a continuación: FALLA: Que 
debe condenar y condena al nombrado Teodoro Mora-
les, de generales anotadas, al pago de una multa de dos 
pesos y el pago de las costas, por violación al artículo 
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pediente no hay constancia de aue dicho recurrente se 
encuentre preso, ni tampoco de que haya obtenido su li-
bertad provisional bajo fianza o la suspensión de la eje-
cución de la pena, de conformidad con los artículos 7 y 
8 de la Ley No. 2402, de 1950; que, por tanto, el pre-
sente recurso no puede ser admitido; 

Por tales motivos, PRIMERO: Declara inadmisible 
el recurso de casación interpuesto por Bienvenido Moque-
te, contra sentencia de la Corte de Apelación de San 
Cristóbal, de fecha cinco de marzo de mil novecientos 
cincuenta y dos, cuyo dispositivo se copia en otro lugar 
del presente fallo y SEGUNDO: Condena al recurrente 
al pago de las costas. 

(Firmados): H. Herrera Billini.— J. Tomás Mejía.—
Feo. Elpidio Beras.— Raf. Castro Rivera.— Juan A. Mo-
rel.— G. A. Díaz.— A. Alvarez Aybar.— Damián Báez 
B.— Néstor Contín Aybar.— Ernesto Curiel hijo, Secre-
tario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por 
los Señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en 
la audiencia pública del día, mes y año en i expresados, 
y fué firmada, leída y publicada por mí, Secretario Ge-
neral, que certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 
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SENTENCIA DE FECHA 11 DE JUNIO DE 1952. 

Sentencia impugnada: Juzgado de Paz de la común de Puerto 
Plata, de fecha 6 de Marzo de 1952. 

1 
Materia: Penal. 

Recurrente: Teodoro Morales. 

Dios, Patria y Libertad. 

República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de 
Justicia, regularmente constituída Dor los Jueces Licen-
ciados H. Herrera Billini, Presidente; Francisco Elpidio 
Beras, Segundo Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, 
Gustavo A. Díaz, Ambrosio Alvarez Aybar, Damián Báez 
B. y Néstor Contín Aybar, asistidos del Secretario Ge-
neral, en la Sala donde celebra sus audiencias, en Ciu-
dad Trujillo, Distrito de Santo Domingo, hoy día once 
del mes de junio de mil novecientos cincuenta y dos, años 
1099  de la Independencia, 89 9  de la Restauración y 23 9 

 de la Era de Trujillo, dicta en audiencia pública, como 
corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Teodo-
ro Morales, dominicano, comerciante, de 46 años de edad, 
portador de la cédula personal de identidad No. 108, se-
rie 37, sello No. 2025, para el año de 1952, domiciliado 
y residente en la ciudad de Puerto Plata, contra senten-
cia del Juzgado de Paz de la común de Puerto Plata, de . 

 fecha seis de marzo de mil novecientos cincuenta y dos, 
cuyo dispositivo se copia a continuación: FALLA: Que 
debe condenar y condena al nombrado Teodoro Mora-
les, de generales anotadas, al pago de una multa de dos 
pesos y el pago de las costas, por violación al artículo 
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311 del Código Penal,, por ejercer violencias y vías de 
hecho en perjuicio del señor Ramón Rodríguez"; 

Oído el Magistrado Juez Relator; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador Gene-

ral de la República; 
Vista el acta del recurso de casación, levantada en 

la secretaría del Tribunal a quo, el día siete de marzo 
del corriente año, en la cual no se invoca ningún medio 
determinado de casación; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
liberado, y vistos los artículos 311, párrafo 1, del Có-
digo Penal; 200 del Código de Procedimiento Criminal, 
1 y 71 de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que de conformidad con el artículo 200 
del Código de Procedimiento Criminal, podrán ser impug-
nadas por la vía de la apelación, las sentencias que se 
pronuncien en materia correccional; 

Considerando que la sentencia impugnada, que decla-
ró al prevenido Teodoro Morales culpable del delito de 
violencias y vías de hecho, en perjuicio de Ramón Rodrí-
guez, previsto y sancionado por el artículo 311, párra-
fo 1, del Código Penal, y lo condenó a la pena de dos 
pesos de multa y al pago de las costas, acogiendo cir-
cunstancias atenuantes, fué pronunciada por el Juzgado 
a quo, en virtud de la atribución especial de competen-
cia que le confiere el citado artículo 311 del Código Pe-
nal; 
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tra sentencia del Juzgado de Paz de la común de Puer-
Plata, de fecha seis de marzo de mil novecientos cin-
nta y dos, cuyo dispositivo se copia en otro lugar del 
sente fallo; y SEGUNDO: condena al recurrente al pa-
de las costas. 

(Firmados): H. Herrera Billini.— Fco. Elpidio Beras.— 
an A. Morel.— G. A. Díaz.— A. Alvarez Aybar.— Da-
n Báez B.— Néstor Contín Aybar.— Ernesto Curiel 

o, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
ñores Jueces que figuran en su encabezamiento en la 
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y 

firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, 
e certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 

SENTENCIA DE FECHA 11 DE JUNIO DE 1952. 

tencia impugnada: Juzgado de Paz de la Segunda Circuns-
cripción de la común de La Vega, de fecha 14 de Ju-
lio de 1951. 

Materia: Civil. 

Recurrente: Miguel A. Brito Mata. Abogado: Lic. Ramón B. 
García. 

Intimado: Alcides Basilis. Abogado: Dr. J. Alberto Rincón. 

Considerando que siendo este fallo susceptible de 
Apelación, por haber intervenido en materia correccio-
nal, el presente recurso es inadmisible en virtud de lo 
dispuesto en el artículo 1 9  de la Ley sobre Procedimien-
to de Casación; 

Por tales motivos, PRIMERO: Declara inadmisible 
el recurso de casación interpuesto por Teodoro Morales, 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de 
ticia, regularmente constituida por los Jueces Licen-
dos H. Herrera Billini, Presidente; Juan Tomás Mejía, 
mer Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio Beras, 
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311 del Código Penal,, por ejercer violencias y vías de 
hecho en perjuicio del señor Ramón Rodríguez"; 

Oído el Magistrado Juez Relator; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador Gene-

ral de la República; 
Vista el acta del recurso de casación, levantada en 

la secretaría del Tribunal a quo, el día siete de marzo 
del corriente año, en la cual no se invoca ningún medio 
determinado de casación; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
liberado, y vistos los artículos 311, párrafo 1, del Có-
digo Penal; 200 del Código de Procedimiento Criminal, 
1 y 71 de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que de conformidad con el artículo 200 
del Código de Procedimiento Criminal, podrán ser impug-
nadas por la vía de la apelación, las sentencias que se 
pronuncien en materia correccional; 

Considerando que la sentencia impugnada, que decla-
ró al prevenido Teodoro Morales culpable del delito de 
violencias y vías de hecho, en perjuicio de Ramón Rodrí-
guez, previsto y sancionado por el artículo 311, párra-
fo 1, del Código Penal, y lo condenó a la pena de dos 
pesos de multa y al pago de las costas, acogiendo cir-
cunstancias atenuantes, fué pronunciada por el Juzgado 
a quo, en virtud de la atribución especial de competen-
cia que le confiere el citado artículo 311 del Código Pe-
nal; 

Considerando que siendo este fallo susceptible de 
Apelación, por haber intervenido en materia correccio-
nal, el presente recurso es inadmisible en virtud de lo 
dispuesto en el artículo 1 9  de la Ley sobre Procedimien-
to de Casación; 

Por tales motivos, PRIMERO: Declara inadmisible 
el recurso de casación interpuesto por Teodoro Morales,  

tra sentencia del Juzgado de Paz de la común de Puer-
Plata, de fecha seis de marzo de mil novecientos cin-
nta y dos, cuyo dispositivo se copia en otro lugar del 
sente fallo; y SEGUNDO: condena al recurrente al pa-
de las costas. 

(Firmados): H. Herrera Billini.— Fco. Elpidio Beras.— 
an A. Morel.— G. A. Díaz.— A. Alvarez Aybar.— Da-
n Báez B.— Néstor Contín Aybar.— Ernesto Curiel 

o, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
ores Jueces que figuran en su encabezamiento en la 

diencia pública del día, mes y año en él expresados, y 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, 

e certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 

SENTENCIA DE FECHA 11 DE JUNIO DE 1952. 

tencia impugnada: Juzgado de Paz de la Segunda Circuns-
cripción de la común de La Vega, de fecha 14 de Ju-
lio de 1951. 

Materia: Civil. 

Recurrente: Miguel A. Brito Mata. Abogado: Lic. Ramón B. 
García. 

Intimado: Alcides Basilis. Abogado: Dr. J. Alberto Rincón. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de 
usticia, regularmente constituída por los Jueces Licen-
ados H. Herrera Billini, Presidente; Juan Tomás Mejía, 

mer Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio Beras, 
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311 del Código Penal,, por ejercer violencias y vías de 
hecho en perjuicio del señor Ramón Rodríguez"; 

Oído el Magistrado Juez Relator; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador Gene-

ral de la República; 

Vista el acta del recurso de casación, levantada en 
la secretaría del Tribunal a quo, el día siete de marzo 
del corriente año, en la cual no se invoca ningún medio 
determinado de casación; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
liberado, y vistos los ártículos 311, párrafo 1, del Có-
digo Penal; 200 del Código de Procedimiento Criminal, 
1 y 71 de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que de conformidad con el artículo 200 
del Código de Procedimiento Criminal, podrán ser impug-
nadas por la vía de la apelación, las sentencias que se 
pronuncien en materia correccional; 

Considerando que la sentencia impugnada, que decla-
ró al prevenido Teodoro Morales culpable del delito de 
violencias y vías de hecho, en perjuicio de Ramón Rodrí-
guez, previsto y sancionado por el artículo 311, párra-
fo 1, del Código Penal, y lo condenó a la pena de dos 
pesos de multa y al pago de las costas, acogiendo cir-
cunstancias atenuantes, fué pronunciada por el Juzgado 
a quo, en virtud de la atribución especial de Competen-
cia que le confiere el citado artículo 311 del Código Pe-
nal; 

Considerando que siendo este fallo susceptible de 
Apelación, por haber intervenido en materia correccio-
nal, el presente recurso es inadmisible en virtud de lo 
dispuesto en el artículo 1 9  de la Ley sobre Procedimien-
to de Casación; 

Por tales motivos, PRIMERO: Declara inadmisible 
el recurso de casación interpuesto por Teodoro Morales,  

tra sentencia del Juzgado de Paz de la común de Puer-
plata, de fecha seis de marzo de mil novecientos cin-
nta y dos, cuyo dispositivo se copia en otro lugar del 
sente fallo; y SEGUNDO: condena al recurrente al pa-
de las costas. 

(Firmados): H. Herrera Billini.— Feo. Elpidio Beras.— 
an A. Morel.— G. A. Díaz.— A. Alvarez Aybar.— Da-
*án Báez B.— Néstor Contín Aybar.— Ernesto Curiel 
o, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
ñores Jueces que figuran en su encabezamiento en la 
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y 

firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, 
e certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 

SENTENCIA DE FECHA 11 DE JUNIO DE 1952. 

tencia impugnada: Juzgado de Paz de la Segunda Circuns-
cripción de la común de La Vega, de fecha 14 de Ju-
lio de 1951. 

teria: Civil. 

urrente: Miguel A. Brito Mata. Abogado: Lic. Ramón B. 
García. 

ado: Alcides Basilis. Abogado: Dr. J. Alberto Rincón. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de 
Justicia, regularmente constituida por los Jueces Licen-
ciados H. Herrera Billini, Presidente; Juan Tomás Mejía, 
Primer Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio Beras, 
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Segundo Sustituto de Presidente; Rafael Castro River a 
 Juan A. Morel, Gustavo A. Díaz, Ambrosio Alvarez Ay

-bar, Damián Báez B., y Néstor Contín Aybar, asistidos 
del Secretario General, en la Sala donde celebra sus au-
diencias, en Ciudad Trujillo, Distrito de Santo Domingo 
hoy día once del mes de junio de mil novecientos cincuen-

ta y dos, años 1099  de la Independencia, 89 9  de la Res. 

tauración y 23 9  de la Era de Trujillo, dicta en audiencia 
pública, como corte de casación la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Miguel 
A. Brito, dominicano, mayor de edad, soltero, abogad o , 

domiciliado y residente en La Vega, portador de la cé-
dula personal de identidad número 23397, serie 47, sello 
número 5363, contra sentencia del Juzgado de Paz de la 
Segunda Circunscripción de la común de La Vega, de fe-
cha catorce de julio de mil novecientos cincuenta y uno, 
(por un error material, se indica en el fallo impugnado 
la fecha del quince de junio), cuyo dispositivo se copia 
en otro lugar del presente fallo; 

Oído el Magistrada Juez Relator; 
'Oído el Dr. Servio Tulio Castaño E., cédula personal 

de identidad número 41701, serie 1 9, sello de renovación 
para el año mil novecientos cincuenta y dos, número 13703, 
en representación del Lic. Ramón E. García, cédula per-
sonal de identidad número 976, serie 47, con sello renova-
do número 4979 para el año mil novecientos cincuenta y 
uno, abogado del recurrente, en la lectura de sus conclu-
siones; 

Oído el Dr. J. Alberto Rincón, cédula personal de 
identidad número 16075, serie 47, con sello renovado nú- 

mero 9217 para el año mil novecientos cincuenta y dos. 
abogado de la parte intimada Alcides Basilis, cédula per-
sonal de identidad número 26, serie 47, en la lectura de 
sus conclusiones; , 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador Gene-
ral de la República, quien concluyó del siguiente modo:  

"Somos de opinión que se declare inadmisible el recurso 
de casación de que se trata, salvo vuestro más ilustrado 
parecer"; 

Visto el memorial de Casación suscrito en fecha 28 
de septiembre de mil novecientos cincuenta y uno, por el 
abogado del recurrente, en el cual se invocan los medios 
que luego se indican; 

Visto el memorial de defensa presentado por el abo-
lido de la parte intimada, el cual fué notificado al abo- 
ado del recurrente en fecha veinte de diciembre de mil 
ovecientos cincuenta y uno; 

La Suprema Corte de Justicia después de haber deli-
erado y vistos los artículos 1, párrafo 2, del Código de Pro-

cedimiento Civil, modificado por la Ley No. 571, de 1941; 
y 1 y 71 de la Ley Sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en el fallo impugnado consta que 
en fecha nueve de junio de mil novecientos cincuenta y 
une, Alcides Basilis demandó a Miguel Angel Brito, ante 
el Juzgado de Paz de la Segundá Circunscripción de la co-

ún de La Vega, a los siguientes fines "PRIMERO: la 
escición del contrato de inquilinato intervenido entre mi 

requeriente y mi requerido, SEGUNDO al desalojo inme-
diato de las tres habitaciones que ocupa en la casa No. 
55 de la calle "Juana Dolores Gómez" propiedad de mi 
requeriente por falta de pago de las mensualidades adeu-
dadas, CUARTO: que dicha sentencia sea ejecutada pro-
visionalmente y sin fianza, no obstante Oposición o Apela-
ción, QUINTO: que sea condenado al pago de las costas del 
presente procedimiento"; que, posteriormente, el día ca-
torce de julio del referido año, dicho Tribunal estatuyó 
sobre la antes mencionada demanda por la sentencia aho-
ra impugnada en casación, cuyo dispositivo se copia a con-
tinuación: FALLA: PRIMERO: Que debe declarar como 
al efecto declara buena y válida' la demanda intentada 
por el Señor Alcides Basilis en contra el señor Miguel 
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Segundo Sustituto de Presidente; Rafael Castro River a 
 Juan A. Morel, Gustavo A. Díaz, Ambrosio Alvarez Ay-

bar, Damián Báez B., y Néstor Contín Aybar, asistidos 
del Secretario General, en la Sala donde celebra sus au. 
diencias, en Ciudad Trujillo, Distrito de Santo Domingo 
hoy día once del mes de junio de mil novecientos cincuen-

ta y dos, años 1099  de la Independencia, 89 9  de la Res-

tauración y 23 9  de la Era de Trujillo, dicta en audienci a 
 pública, como corte de casación la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Miguel' 
A. Brito, dominicano, mayor de edad, soltero, abogado, 
domiciliado y residente en La Vega, portador de la cé-
dula personal de identidad número 23397, serie 47, sello 
número 5363, contra sentencia del Juzgado de Paz de la 
Segunda Circunscripción de la común de La Vega, de fe-
cha catorce de julio de mil novecientos cincuenta y uno, 
(por un error material, se indica en el fallo impugnado 
la fecha del quince de junio), cuyo dispositivo se copia 
en otro lugar del presente fallo; 

Oído el Magistrada Juez Relator; 
'Oído el Dr. Servio Tulio Castaño E., cédula personal 

de identidad número 41701, serie 19, sello de renovación 
para el año mil novecientos cincuenta y dos, número 13703, 
en representación del Lic. Ramón E. García, cédula per-
sonal de identidad número 976, serie 47, con sello renova-
do número 4979 para el año mil novecientos cincuenta y 
uno, abogado del recurrente, en la lectura de sus conclu-
siones; 

Oído el Dr. J. Alberto Rincón, cédula personal de 
identidad número 16075, serie 47, con sello renovado nú- 

mero 9217 para el año mil novec.e.ntos cincuenta y dos. 
abogado de la parte intimada Alcides Basilis, cédula per-
sonal de identidad número 26, serie 47, en la lectura de 
sus conclusiones; , 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador Gene-
ral de la República, quien concluyó del siguiente modo:  

"Somos de opinión que se declare inadmisible el recurso 
de casación de que se trata, salvo vuestro más ilustrado 
parecer"; 

Visto el memorial de Casación suscrito en fecha 28 
de septiembre de mil novecientos cincuenta y uno, por el 
abogado del recurrente, en el cual se invocan los medios 
que luego se indican; 

Visto el memorial de defensa presentado por el abo-
ado de la parte intimada, el cual fué notificado al abo-
ado del recurrente en fecha veinte de diciembre de mil 
ovecientos cincuenta y uno; 

La Suprema Corte de Justicia después de haber deli-
erado y vistos los artículos 1, párrafo 2, del Código de Pro-

cedimiento Civil, modificado por la Ley No. 571, de 1941; 
y 1 y 71 de la Ley Sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en el fallo impugnado consta que 
fecha nueve de junio de mil novecientos cincuenta y 

uno, Alcides Basilis demandó a Miguel Angel Brito, ante 
el Juzgado de Paz de la Segunda Circunscripción de la co-
mún de La Vega, a los siguientes fines "PRIMERO: la 
rescición del contrato de inquilinato intervenido entre mi 
requeriente y mi requerido, SEGUNDO al desalojo inme-
diato de las tres habitaciones que ocupa en la casa No. 
55 de la calle "Juana Dolores Gómez" propiedad de mi 
requeriente por falta de pago de las mensualidades adeu-
dadas, CUARTO: que dicha sentencia sea ejecutada pro-
visionalmente y sin fianza, no obstante Oposición o Apela-
ción, QUINTO: que sea condenado al pago de las costas del 
presente procedimiento"; que, posteriormente, el día ca-
torce de julio del referido año, dicho Tribunal estatuyó 
sobre la antes mencionada demanda por la sentencia aho-
ra impugnada en casación, cuyo dispositivo se copia a con-
tinuación: FALLA: PRIMERO: Que debe declarar como 
al efecto declara buena y válida' la demanda intentada 
pnr el Señor Alcides Basilis en contra el señor Miguel 
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Angel Brito Mata; SEGUNDO: Que debe declarar co mo 
 al efecto declara el defecto pronunciado en audiencia con-

tra el señor Miguel Brito Mata por no haber comparecido 
a la audiencia para la cual fué legalmente citado; TER-
CERO: Que debe condenar como al efecto condena al 
señor Miguel Brito Mata, a la rescición del contrato es-
crito de inqttilinato intervenido con el señor Alcides Ba-
silis y en consecuencia al desalojo inmediato de las tres 
habitaciones de la casa No. 55 que ocupa, radicada en la 
calle "Juana Dolores Gómez" de esta ciudad de La Ve-
ga, por falta de pago de dos mensualidades; CUARTO: que 
debe condenar como al efecto condena al señor Miguel 
Brito Mata, al pago de la suma de Dieciséis Pesos (RD$- 
16.00 ) que adeuda al señor Alcides Basilis por concep-
to de dos mensualidades vencidas y no pagadas; QUIN-
TO: Que debe declarar como al efecto declara la ejecu-
ción de la presente sentencia provisionalmente y sin fian-
za no obstante Oposición o Apelación; SEXTO: Que de-
be condenar como al efecto condena al señor Miguel Bri-
to Mata, al pago de los costos del procedimiento hasta 
su cabal ejecución; SEPTIMO: Que debe comisionar co-
mo al efecto comisiona al Alguacil de Estrados de este 
Juzgado de Paz de la 2da. Circ. de La Vega, Ciudadano 
Justo Alvarez P., para la ejecución de la presente sen-
tencia"; 

Considerando que de conformidad con el artículo 1 9 
 de la Ley sobre Procedimiento de • Casación, la Suprema 

Corte de Justicia decide, como Corte de Casación, si la 
Ley ha sido bien o mal aplicada en los fallos pronuncia-
dos en última instancia por las cortes de apelación y los 
tribunales inferiores;,que el párrafo 2 del artículo 1 9  del 

Código de Procedimiento Civil, reformado por la Ley No. 
571, de 1941, relativo a la competencia de los Jueces de 
Paz en materia de locación, establece que estos tribuna-
les conocen sin apelación hasta la suma de veinticinco 
pesos, y a cargo de apelación por cualquier cuantía a que  

se eleve la demanda; que cuando se trata de la resolu-
ción de un contrato de locación, fundada únicamente en 
la falta de pago de los alquileres o arrendamientos, o de 
una demanda de desalojo, el juez de paz estatuye siempre 
en primera instancia, en vista de que dichas demandas 
tienen un valor indeterminado; que, en tales condiciones, 
la sentencia objeto del prese .rite recurso no puede ser im-
pugnada en casación, porque no fué pronunciada en úl-
tima instancia; 

Por tales motivos, PRIMERO Declara inadmisible el 
recurso de casación interpuesto por Miguel Angel Brito, 
contra sentencia del Juzgado' de Paz de la Segunda Cir-
cunscripción de la común de La Vega, de fecha catorce 
de julio de' mil novecientos cincuenta y uno, cuyo dispo-
sitivo se copia en otro lugar del presente fallo; y SEGUN-
DO: Condena al recurrente al pago de las costas. 

(Firmados) : H. Herrera Billini.— J. Tomás Mejía-.— 
Fco. Elpidio Beras.— Raf. Castro Rivera.— Juan A. Mo-
rel.— G. A. Díaz.— Ambrosio Alvarez Aybar.— Damián 
Báez B.— Néstor Contín Aybar.— Ernesto Curiel hijo, Se-
cretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada pcir 
los Señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en 
la audiencia pública del día, mes y año 'en él expresados, 
y fué firmada, leída y publicada por mí, Secretario Ge-
neral, que certifico. (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 
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se eleve la demanda; que cuando se trata de la resolu-
ción de un contrato de locación, fundada únicamente en 
la falta de pago de los alquileres o arrendamientos, o de 
una demanda de desalojo, el juez de paz estatuye siempre 
en primera instancia, en vista de que dichas demandas 
tienen un valor indeterminado; que, en tales condiciones, 
la sentencia objeto del preseiníte recurso no puede ser im-
pugnada en casación, porque no fué pronunciada en úl-
tima instancia; 

Por tales motivos, PRIMERO Declara inadmisible el 
recurso de casación interpuesto por Miguel Angel Brito, 
contra sentencia del Juzgado' de Paz de la Segunda Cir-
cunscripción de la común de La Vega, de fecha catorce 
de julio de' mil novecientos cincuenta y uno, cuyo dispo-
sitivo se copia en otro lugar del presente fallo; y SEGUN-
DO: Condena al recurrente al pago de las costas. 

(Firmados) : H. Herrera Billini.— J. Tomás Mejía-.— 
Fco. Elpidio Beras.— Raf. Castro Rivera.— Juan A. Mo-
rel.— G. A. Díaz.— Ambrosio Alvarez Aybar.— Damián 
Báez B.— Néstor Contín Aybar.— Ernesto Curiel hijo, Se-
cretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada pdr 
los Señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en 
la audiencia pública del día, mes y año .en él expresados, 
y fué firmada, leída y publicada por mí, Secretario Ge-
neral, que certifico. (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 
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Angel Brito Mata; SEGUNDO: Que debe declarar co rno 
 al efecto declara el defecto pronunciado en audiencia con-

tra el señor Miguel Brito Mata por no haber comparecido 
a la audiencia para la cual fué legalmente citado; TER-
CERO: Que debe condenar como al efecto condena al 
señor Miguel Brito Mata, a la rescición del contrato es-
crito de inquilinato intervenido con el señor Alcides Ba-
silis y en consecuencia al desalojo inmediato de las tres 
habitaciones de la casa No. 55 que ocupa, radicada en la 
calle "Juana Dolores Gómez" de esta ciudad de La Ve-
ga, por falta de pago de dos mensualidades; CUARTO: que 
debe condenar como al efecto condena al señor Miguel 
Brito Mata, al pago de la suma de Dieciséis Pesos (RD$- 
16.00) que adeuda al señor Alcides Basilis por concep-
to de dos mensualidades, vencidas y no pagadas; QUIN-
TO: Que debe declarar como al efecto declara la ejecu-
ción de la presente sentencia provisionalmente y sin fian-
za no obstante Oposición o Apelación; SEXTO: Que de-
be condenar como al efecto condena al señor Miguel Bri-
to Mata, al pago de los costos del procedimiento hasta 
su cabal ejecución; SEPTIMO: Que debe comisionar co-
mo al efecto comisiona al Alguacil de Estrados de este 
Juzgado de Paz de la 2da. Circ. de La Vega, Ciudadano 
Justo Alvarez P., para la ejecución de la presente sen-
tencia"; 

Considerando que de conformidad con el artículo 1 9 
 de la Ley sobre Procedimiento de • Casación, la Suprema 

Corte de Justicia decide, como Corte de Casación, si la 
Ley ha sido bien o mal aplicada en los fallos pronuncia-
dos en última instancia por las cortes de apelación y los 
tribunales inferiores;,que el párrafo 2 del artículo 10 del 
Código de Procedimiento Civil, reformado por la Ley No. 
571, de 1941, relativo a la competencia de los Jueces de 
Paz en materia de locación, establece que estos tribuna-
les conocen sin apelación hasta la suma de veinticinco 
pesos, y a cargo de apelación por cualquier cuantía a que 
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SENTENCIA DE FECHA 11 DE JUNIO DE 1952. 

Sentencia impugnada: Tribunal Superior de Tierras, de fecha 

14 de diciembre de 1950. 

Materia: Tierras. 

Recurrente: Crispiliano Muñoz y Compartes. Abogado: Lic. Sal-

vador Espinal Miranda. 

Intimado: Pedro Emilio de Marchena y Curiel y Compartes. 

Abogado: Lic. Vetilio A. Matos. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Juan Tomás Mejía, Primer 
Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio Beras, Segundo 
Sustituto de Presidente; Rafael Castro Rivera, Juan A. 
Morel, Gustavo A. Díaz, Ambrosio Alvarez Aybar, Damián 
Báez B., y Néstor Contín Aybar, asistidos del Secretario Ge-
neral, en la Sala donde celebra sus audiencias, en Ciudad 
Trujillo, Distrito de Santo Domingo, hoy día once del mes 
de junio de mil novecientos cincuenta y dos, años 109 9  de 

la Independencia, 89 9  de la Restauración y 23 9  de la Era 

de Trujillo, dicta en audiencia pública, como corte de ca-
sación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Crispi-
liano Muñoz, portador de la cédula No. 674, serie 9, sello 
No. 800035, año. de 1950; Basilio Muñoz, portador de la 
cédula No. 3556, serie 5, sello No. 20505, año 1950; Jesús 
María Paula y Santos, portador de la cédula No. 3592, se-
rie 5, sello No. 80504, año de 1950; Doroteo Muñoz, por-
tador de la cédula No. 3279, serie 5, sello No. 1839, año de 
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1950; Cristino Muñoz, portador de la cédula No. 1839, se-
rie 9, sello No. 80373, año de 1950; Sabstián Muñoz Cruz 
portador de la cédula No. 5589, serie 5, sello No. 81314, 
año de 1950; Fermín Xavier, portador de la cédula perso-
nal No. 818, serie 9, sello No. 81059, año de 1950; Virgilio 
de Paula, portador de la cédula No. 671, serie 9, sello No. 
80237, año de 1950; Reyes Javier, portador de la cédula 
No. 13, serie 9, sello No. 80281, año de 1950; Beático Mu-
ñoz Morel, portador de la cédula No. 4068, serie 5, sello 
No. 80034, año de 1950; Escolástico Morillo, portador de 
la cédula No. 1336, serie 9, sello No. 80072, año de 1950; 
Juan Muñoz y Cruz, portador de la cédula No. 4084, se-
rie 5, sello No. 81817, año de 1950; Aurelio Muñoz, por-
tador de la cédula No. 1397, serie 9, sello No. 81583, año 
de 1950; Justo Javier, portador de la cédula No. 1646, 
serie 7, sello No. 81164, año de 1950; Julio de los Santos, 
portador de la cédula No. 356, serie 9, sello No. 80938, 
año de 1950; Evaristo Marión, portador de la cédula No. 
2333, serie 7, sello No. , año de 1950; Ciriaco Muñoz, 
portadoi 'de la cédula No. 801, serie 9, sello No. 80509, 
año de 1950; Pablo Paula, portador de la cédula No. 720, 
serie 5, sello No. 81054, año de 1950; Cándido Muñoz, 
portador de la cédula No. 18279, serie 9, sello No. 80374, 
año de 1950; Ciriaco Muñoz Paula, portador de la cédula 
No. 1513, serie 9, sello No. 80017, año de 1950; Eliseo Mo-
rel, cédula No. 21647, serie 1°, sello No. 81163, año de 
1950; Eugenio Muñoz, portador de la cédula No. 809, se-
rie 9, sello No. 80158, año de 1950; todos dominicanos, 
mayores de edad, agricultores, domiciliados y residentes 
en la sección de "Sierra Prieta", Distrito de Santo Do-
mingo, contra decisión del Tribunal Superior de Tierras, 
de fecha catorce de diciembre de mil novecientos cincuen-
ta; 

Oído el Magistrado Juez Relator; 

Oído el' Lic. Salvador Espinal Miranda, portador de 
la cédula personal de identidad, serie lra. número 8632, 
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SENTENCIA DE FECHA 11 DE JUNIO DE 1952. 

Sentencia impugnada: Tribunal Superior de Tierras, de fecha 

14 de diciembre de 1950. 

Materia: Tierras. 

Recurrente: Crispiliano Muñoz y Compartes. Abogado: Lic. Sal-

vador Espinal Miranda. 

Intimado: Pedro Emilio de Marchena y Curiel y Compartes. 

Abogado: Lic. Vetilio A. Matos. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituída por los Jueces Licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Juan Tomás Mejía, Primer 
Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio Beras, Segundo 
Sustituto de Presidente; Rafael Castro Rivera, Juan A. 
Morel, Gustavo A. Díaz, Ambrosio Alvarez Aybar, Damián 
Báez B., y Néstor Confin Aybar, asistidos del Secretario Ge-
neral, en la Sala donde celebra sus audiencias, en Ciudad 
Trujillo, Distrito de Santo Domingo, hoy día once del mes 
de junio de mil novecientos cincuenta y dos, años 109 9  de 

la Independencia, 89 9  de la Restauración y 23° de la Era 
de Trujillo, dicta en audiencia pública, como corte de ca-
sación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Crispi-
liano Muñoz, portador de la cédula No. 674, serie 9, sello 
No. 800035, año de 1950; Basilio Muñoz, portador de la 
cédula No. 3556, serie 5, sello No. 20505, año 1950; Jesús 
María Paula y Santos, portador de la cédula No. 3592, se-
rie 5, sello No. 80504, año de 1950; Doroteo Muñoz, por-
tador de la cédula No. 3279, serie 5, sello No. 1839, año de 
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1950; Cristino Muñoz, portador de la cédula No. 1839, se-
rie 9, sello No. 80373, año de 1950; Sabstián Muñoz Cruz 
portador de la cédula No. 5589, serie 5, sello No. 81314, 
año de 1950; Fermín Xavier, portador de la cédula perso-
nal No. 818, serie 9, sello No. 81059, año de 1950; Virgilio 
de Paula, portador de la cédula No. 671, serie 9, sello No. 
80237, año de 1950; Reyes Javier, portador de la cédula 
No. 13, serie 9, sello No. 80281, año de 1950; Beático Mu-
ñoz Morel, portador de la cédula No. 4068, serie 5, len() 
No. 80034, año de 1950; Escolástico Morillo, portador de 
la cédula No. 1336, serie 9, sello No. 80072, año de 1950; 
Juan Muñoz y Cruz, portador de la cédula No. 4084, se-
rie 5, sello No. 81817, año de 1950; Aurelio Muñoz, por-
tador de la cédula No. 1397, serie 9, sello No. 81583, año 
de 1950; Justo Javier, portador de la cédula No. 1646, 
serie 7, sello No. 81164, año de 1950; Julio de los Santos, 
portador de la cédula No. 356, serie 9, sello No. 80938, 
año de 1950; Evaristo Marión, portador de la cédula No. 
2333, serie 7. sello No. , año de 1950; Ciriaco Muñoz, 
portador: 'de la cédula No. 801, serie 9, -  sello No. 80509, 
año de 1950; Pablo Paula, portador de la cédula No. 720, 
serie 5, sello No. 81054, año de 1950; Cándido Muñoz, 
portador de la cédula No. 18279, serie 9, sello No. 80374, 
año de 1950; Ciriaco Muñoz Paula, portador de la cédula 
No. 1513, serie 9, sello No. 80017, año de 1950; Eliseo Mo-
rel, cédula No. 21647, serie 1°, sello No. 81163, año de 
1950; Eugenio Muñoz, portador de la cédula No. 809, se-
rie 9, sello No. 80158, año de 1950; todos dominicanos, 
mayores de edad, agricultores, domiciliados y residentes 
en la sección de "Sierra Prieta", Distrito de Santo Do-
mingo, contra decisión del Tribunal Superior de Tierras, 
de fecha catorce de diciembre de mil novecientos cincuen-
ta; 

Oído el Magistrado Juez Relator; 
Oído el .  Lic. Salvador Espinal Miranda, portador de 

la cédula personal de identidad, serie lra. número 8632, 
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con sello de renovación para 1952, número 8026, abogado 
de los recurrentes, en la lectura de sus conclusiones; 

Oído el Lic. Vetilio A. Matos, portador de la cédula 
personal de identidad, serie lra., número 2972, con sello 
de• renovación para 1952, número 559, abogado de los in-
timados, en la lectura de sus conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Vista la sentencia de la Suprema Corte de Justicia, 
de fecha doce de febrero de mil novecientos cincuenta y 
dos que declara el defecto contra Margaro Bello, por sí 
y como apoderado de la Sucesión de Anselmo Severino o 
Severiano, Marcelo Severino, Juan de Paula, Aurelio Rin-
cón y Lorenzo Manbrú, en el recurso de casación interpues-
to por Crispiliano Muñoz y compartes; 

Visto el memorial introductivo del rec'úrso, deposita-
do en fecha 15 de febrero de 1951, suscrito por el Lic. Sal-
vador Espinal Miranda, abogado de los intimantes; 

Visto el memorial de ampliación de los recurrentes, 
depositado en fecha 30 de abril de 1952; 

Visto el memorial de defensa suscrito por el Lic. Ve-
tilio A. Matos, en fecha 26 de abril de 1951 abogado de 
las partes intimadas, "Sr. Pedro Emilio de Marchena y 
Curiel, empleado, de este domicilio, con su cédula No. 295, 
serie 2; el Sr. Federico A. de Marchena, empleado domici-
liado en Santiago, portador de la cédula No. 27745, serie 
1; el Sr. Fernando de Marchena y Curiel, de este domici-

.lio, portador de la cédula No. 7834, serie 1; el Sr. Angel 
de Marchena y Curiel, de este domicilio, portador de la 
cédula No. 2924; la Sra. Mercedes de Marchena y Curiel 
de Germán, de este domicilio, con cédula No. 4580, serie 
1; la Sra. Sarah de Marchena y Curiel de Carbuccia, de 
este domicilio, con cédula No. 201, serie 1; la Sra. Mar-
garita de Marchena y Curiel de Paiewonsky, de este do-
micilio, cédula No. 200, serie 1; la Señorita Hermila de  

archena, de este domicilio, cédula No. 17864, serie 1; 
señora María de Marchena de Ravelo, de este domici- 

o, con cédula No. 2031, serie 1; el Dr. Rafael Arístides 
e Marchena, de este domicilio, con cédula No. 585 serie 
; el Sr. Emilio Antonio de Marchena, de este domicilio, 
n cédula No. 7703, serie 1; la Juan Parra Alba C. por A., 

e este domicilio y el señor Raúl Carbuccia A. agrimensor 
e este domicilio, portador de la cédula No. 4, serie 23"; 

Visto el memorial de ampliación de la parte intimada, 
epositado en fecha 30 de abril de 1952, suscrito por el 
'c. Vetilio A. Matos; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber \  deli-
rado, y vistos los artículos 16, 71, 79, 82, 87, 88, 140 de 
Ley de Registro de Tierras y 70 de la antigua Ley de 

egistro de Tierras (Arts. 137 y siguientes de la Ley No. 
542); 380 del Código de Procedimiento Civil; 1317, 1322 
siguientes del Código Civil; 18 y 30 de la Ley de Nota-

'ado; 19  y 71 de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que sobre el recurso en revisión por 
causa de fraude y la demanda de daños y perjuicios in-
tentada por Crispiliano Muñoz y compartes, actuales re-
currentes, en relación con las parcelas números 2, 3, 4 y 6 
del Distrito Catastral Número 10 de la Común de Yama-
sá (Antiguo Distrito Catastral Número 28 del Distrito de 
Santo Domingo), Sitio de "Sierra Prieta", Provincia Tru-
jillo, el Tribunal Superior de Tierras pronunció la senten-
cia ahora impugnada, cuyb dispositivo expresa: "FALLA: 
1°— Rechazar por improcedente e infundada, tanto la de-
manda en revisión por causa de fraude como la demanda 
en daños y perjuicios intentada por el señor Manuel Cas-
tillo Corporán, a nombre y en representación de los se-
ñores Crispiliano Muñoz y compartes, en relación con las 
Parcelas Números 2, 3, 4 y 6 del Distrito Catastral Núme-
ro 10 de la Común de Yamasá (Antiguo Distrito Catastral 
Número 28 del Distrito de Santo Domingo), Sitio de "Sie- 
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con sello de renovación para 1952, número 8026, abogado 
de los recurrentes, en la lectura de sus conclusiones; 

Oído el Lic. Vetilio A. Matos, portador de la cédula 
personal de identidad, serie lra., número 2972, con sello 
de' renovación para 1952, número 559, abogado de los in-
timados, en la lectura de sus conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Vista la sentencia de la Suprema Corte de Justicia, 
de fecha doce de febrero de mil novecientos cincuenta y 
dos que declara el defecto contra Margaro Bello, por sí 
y como apoderado de la Sucesión de Anselmo Severino o 
Severiano, Marcelo Severino, Juan de Paula, Aurelio Rin-
cón y Lorenzo Manbrú, en el recurso de casación interpues-
to por Crispiliano Muñoz y compartes; 

Visto el memorial introductivo del recurso, deposita-
do en fecha 15 de febrero de 1951, suscrito por el Lic. Sal-
vador Espinal Miranda, abogado de los intimantes; 

Visto el memorial de ampliación de los recurrentes, 
depositado en fecha 30 de abril de 1952; 

Visto el memorial de defensa suscrito por el Lic. Ve-
tilio A. Matos, en fecha 26 de abril de 1951 abogado de 
las partes intimadas, "Sr. Pedro Emilio de Marchena y 
Curiel, empleado, de este domicilio, con su cédula No. 295, 
serie 2; el Sr. Federico A. de Marchena, empleado domici-
liado en Santiago, portador de la cédula No. 27745, serie 
1; el Sr. Fernando de Marchena y Curiel, de este domici-
lio, portador de la cédula No. 7834, serie 1; el Sr. Angel 
de Marchena y Curiel, de este domicilio, portador de la 
cédula No. 2924; la Sra. Mercedes de Marchena y Curiel 
de Germán, de este domicilio, con cédula No. 4580, serie 
1; la Sra. Sarah de Marchena y Curiel de Carbuccia, de 
este domicilio, con cédula No. 201, serie 1; la Sra. Mar-
garita de Marchena y Curiel de Paiewonsky, de este do-
micilio, cédula No. 200, serie 1; la Señorita Hermila de  

archena, de este domicilio, cédula No. 17864, serie 1; 
señora María de Marchena de Ravelo, de este domici-
, con cédula No. 2031, serie 1; el Dr. Rafael Arístides 

e Marchena, de este domicilio, con cédula No. 585 serie 
el Sr. Emilio Antonio de Marchena, de este domicilio, 

n cédula No. 7703, serie 1; la Juan Parra Alba C. por A., 
este domicilio y el señor Raúl Carbuccia A. agrimensor 

e este domicilio, portador de la cédula No. 4, serie 23" ; 

Visto el memorial de ampliación de la parte intimada, 
positado en fecha 30 de abril de 1952, suscrito por el 
'c. Vetilio A. Matos; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber \  deli-
berado, y vistos los artículos 16, 71, 79, 82, 87, 88, 140 de 
la Ley de Registro de Tierras y 70 de la antigua Ley de 
Registro de Tierras (Arts• 137 y siguientes de la Ley No. 
1542); 380 del Código de Procedimiento Civil; 1317, 1322 
y siguientes del Código Civil; 18 y 30 de la Ley de Nota-
riado; 19  y 71 de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que sobre el recurso en revisión por 
causa de fraude y la demanda de daños y perjuicios in-
tentada por Crispiliano Muñoz y compartes, actuales re-
currentes, en relación con las parcelas números 2, 3, 4 y 6 
del Distrito Catastral Número 10 de la Común de Yama-
sá (Antiguo Distrito Catastral Número 28 del Distrito de 
Santo Domingo), Sitio de "Sierra Prieta", Provincia Tru-
jillo, el Tribunal Superior de Tierras pronunció la senten-
cia ahora impugnada, cuyt) dispositivo expresa: "FALLA: 
1 9— Rechazar por improcedente e infundada, tanto la de-
manda en revisión por causa de fraude como la demanda 
en daños y perjuicios intentada por el señor Manuel Cas-
tillo Corporán, a nombre y en representación de los se-
ñores Crispiliano Muñoz y compartes, en relación con las 
Parcelas Números 2, 3, 4 y 6 del Distrito Catastral Núme-
ro 10 de la Común de Yamasá (Antiguo Distrito Catastral 
Número 28 del Distrito de Santo Domihgo), Sitio de "Sie- 
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rra Prieta", Provincia Trujillo; 2 9— Mantener en t 
su fuerza y vigor la sentencia del 23 de noviembre 
1946 que puso fin al sanearnienfo y los Decretos de 
gistro y Certificados de Títulos que han sido expedidos 
relación con dichas parcelas; 

Considerando que en esta sentencia consta lo sigui 
te: a) que las Parcelas Números 2 y 3 del Distrito Cat 
tral Número 10 de la Común de Yamasá, fueron san 
das en favor de los Sucesores de Eugenio Generoso 
Marchena, la Juan Ibarra Alba, C. por A., Agrimenso 
Raúl A. Carbuccia, Pedro Emilio de Marchena y Curiel, 
Sucesores de Anselmo Severino, Aurelio Rincón, Juan d 
Paula y Marcelo Severino, según consta en la Decisión 
Número 1 del Tribunal Superior de Tierras de fecha 23 
de noviembre del 1946, la cual tiene la autoridad de la 
cosa juzgada; b) que la Parcela Número 4 del mismo Dis-
trito Catastral fué adjudicada en el saneamiento y se en 
cuentra registrada desde el 17 de enero del 1950, en fa 
vor del Agrimensor Raúl A. Carbuccia y la Número 
del mismo Distrito Catastral, fué adjudicada y se encuen-
tra registrada desde el 20 de enero del 1950, en favor 
de los Sucesores de Anselmo Severino; c) que encontrán-
dose en ese estado el expediente de todas esas parcelas in-
tervino la instancia en revisión por causa de fraude, so-
metida el 17 de agosto del 1950, por el señor Manuel Cas-
tillo Corporán, a nombre y en representación de los se-
ñores Crispiliano Muñoz y compartes, instancia que fu 
debidamente notificada a los adjudicatarios, habiéndose ce-
lebrado la audiencia correspondiente el día 29 de enero 
del 1950, con el resultado ya expuesto; 

Considerando que el recurrente invoca en apoyo de 
su recurso, los siguientes medios "Primer Medio: Viola-
ción del Art. 16 combinado con el Art. 87 de la Ley d 
Registro de Tierras y 380 del Código de Procedimiento Ci- 

-vil; Segundo Medio: Violación de las reglas de la instruc-
ción de todo asunto llamado a resolver por el Tribunal 
de Tierras; Tercer Medio: Violación del derecho de de-
fensa. Violación del Art. 140 de la Ley de Registro de 
Tierras, combinado con los Arts. 79 y 82 de la misma ley; 
Cuarto Medio: Violación del derecho de defensa en otro 
aspecto. Violación del Art. 140 de la Ley de Registro de 
Tierras y 82 de la misma ley, igualmente en otro aspec-
to. Quinto Medio: Violación del Art. 71 de la Ley de Re-
gistro de Tierras. Mala aplicación de los Arts. 1317, 1322 
y siguientes del Código Civil, 18 y 30 de la Ley del No-
tariado; Sexto Medio: Desnaturalización de los hechos y 
documentos de la causa. Motivos insuficientes. Séptimo Me-
dio: Violación del Art. 70 de la antigua ley de Registro 
de Tierras ( Arts. 137 y siguientes de la Ley No. 1542) 
y de la jurisprudencia de nuestra Suprema Corte de Jus-
ticia que determina y califica el fraude a que alude di-
cho artículo"; 

Considerando en cuanto al primero y segundo medios, 
los cuales se reunen para su examen, en vista de la es-
trecha relación que entre ellos existe, que el recurrente 
alega, esencialmente, a) que hay violación del artículo 16 
combinado con el artículo 87 de la Ley de Registro de 
Tierras y 380 del Código de Procedimiento Civil porque el 
Magistrado Lic. Jaime Vidal Velázquez, declaró, una vez 
abierta la audiencia, que él era cuñado del Agrimensor 
Raúl A. Carbuccia y que por eso no quería conocer del 
caso, que "el Presidente del Tribunal Superior de Tierras 
ha debido ajustarse a la ley para someter al tribunal el 
caso de inhibición del mencionado Magistrado y dictar lue-
go el correspondiente auto que designaba al Lic. Rafael 
Alburquerque C. y no proceder como lo hizo llamando in-
mediatamente a la audiencia —ya comenzada— sin otra 
formalidad y por su propia y exclusiva determinación al 
Magistrado Alburquerque C." y b) que se ha violado el 
artículo 16 de la Ley de Registro de Tierras, porque "el 

4) 
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rra Prieta", Provincia Trujillo; 2 9— Mantener en t 
su fuerza y vigor la sentencia del 23 de noviembre 
1946 que puso fin al saneamiento y los Decretos de 
gistro y Certificados de Títulos que han sido expedidos 
relación con dichas parcelas; 

Considerando que en esta sentencia consta lo sigui 
te: a) que las Parcelas Números 2 y 3 del Distrito Cat 
tral Número 10 de la Común de Yamasá, fueron san 
das en favor de los Sucesores de Eugenio Generoso 
Marchena, la Juan Ibarra Alba, C. por A., Agrimenso 
Raúl A. Carbuccia, Pedro Emilio de Marchena y Curiel, 
Sucesores de Anselmo Severino, Aurelio Rincón, Juan d 
Paula y Marcelo Severino, según consta en la Decisión 
Número 1 del Tribunal Superior de Tierras de fecha 23 
de noviembre del 1946, la cual tiene la autoridad de la 
cosa juzgada; b) que la Parcela Número 4 del mismo Dis-
trito Catastral fué adjudicada en el saneamiento y se en-
cuentra registrada desde el 17 de enero del 1950, en fa-. 
vor del Agrimensor Raúl A. Carbuccia y la Número 6 
del mismo Distrito Catastral, fué adjudicada y se encuen-
tra registrada desde el 20 de enero del 1950, en favor 
de los Sucesores de Anselmo Severino; e) que encontrán-
dose en ese estado el expediente de todas esas parcelas in-
tervino la instancia en revisión por causa de fraude, so-
metida el 17 de agosto del 1950, por el señor Manuel Cas-
tillo Corporán, a nombre y en representación de los se-
ñores Crispiliano Muñoz y compartes, instancia que fu 
debidamente notificada a los adjudicatarios, habiéndose ce-
lebrado la audiencia correspondiente el día 29 de enero 
del 1950, con el resultado ya expuesto; 

Considerando que el recurrente invoca en apoyo 
su recurso, los siguientes medios "Primer Medio: Vio 
ción del Art. 16 combinado con el Art. 87 de la Ley-
Registro de Tierras y 380 del Código de Procedimiento 
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vil; Segundo Medio: Violación de las reglas de la instruc-
ción de todo asunto llamado a resolver por el Tribunal 
de Tierras; Tercer Medio: Violación del derecho de de-
fensa. Violación del Art. 140 de la Ley de Registro de 
Tierras, combinado con los Arts. 79 y 82 de la misma ley; 
Cuarto Medio: Violación del derecho de defensa en otro 
aspecto. Violación del Art. 140 de la Ley de Registro de 
Tierras y 82 de la misma ley, igualmente en otro aspec-
to. Quinto Medio: Violación del Art. 71 de la Ley de Re-
gistro de Tierras. Mala aplicación de los Arts. 1317, 1322 
y siguientes del Código Civil, 18 y 30 de la Ley del No-
tariado; Sexto Medio: Desnaturalización de los hechos y 
documentos de la causa. Motivos insuficientes. Séptimo Me-
dio: Violación del Art. 70 de la antigua ley de Registro 
de Tierras ( Arts. 137 y siguientes de la Ley No. 1542) 
y de la jurisprudencia de nuestra Suprema Corte de Jus-
ticia que determina y califica el fraude a que alude di-
cho artículo"; 

Considerando en cuanto al primero y segundo medios, 
los cuales se reunen para su examen, en vista de la es-
trecha relación que entre ellos existe, que el recurrente 
alega, esencialmente, a) que hay violación del artículo 16 
combinado con el artículo 87 de la Ley de Registro de 
Tierras y 380 del Código de Procedimiento Civil porque el 
Magistrado Lic. Jaime Vidal Velázquez, declaró, una vez 
abierta la audiencia, que él era cuñado del Agrimensor 
Raúl A. Carbuccia y que por eso no quería conocer del 
caso, que "el Presidente del Tribunal Superior de Tierras 
ha debido ajustarse a la ley para someter al tribunal el 
caso de inhibición del mencionado Magistrado y dictar lue-
go el correspondiente auto que designaba al Lic. Rafael 
Alburquerque C. y no proceder como lo hizo llamando in-
mediatamente a la audiencia —ya comenzada— sin otra 
formalidad y por su propia y exclusiva determinación al 
Magistrado Alburquerque C." y b) que se ha violado el 
artículo 16 de la Ley de Registro de Tierras, porque "el 
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Tribunal Superior de Tierras dictó su sentencia en circuns-
tancias en que uno de sus jueces, el Lic.. Rafael Albur-
querque C., ha entrado a conocer de la causa leídos los 
autos de fijación de audiencia, instancia sometida por los 
intimantes sobre el recurso de revisión por fraude y otros 
documentos necesarios para percatarse del caso, que al 
Tribunal Superior de Tierras se le habían sometido", y 
que "se quiso poner en auto al Magistrado Rafael Albur-
querque C., del caso que se conocía ordenándose dar lec-
tura a lo que ya en dicha audiencia había expuesto el se-
ñor Manuel Castillo Corporán, apoderado de los intiman-
tes, pero sin ordenarse la lectura'del auto de fijación de 
audiencia y otros documentos"; pero 

Considerando que, al tenor del artículo 16, párrafo II, 
modificado de la Ley de Registro de Tierras: "Para el co-
nocimiento y fallo de los asuntos el Presidente ( del Tri-
bunal de Tierras, que lo es también del Tribunal Supe-
rior), asignará,. para cada taso, tres jueces del Tribunal 
Superior, pudiendo incluirse él en ese número"; que de 
acuerdo con el artículo 87 de la misma: "Las causas que 
de acuerdo con el Código de Procedimiento Civil puedan 
dar motivo a la inhibición o a la recusación de un Juez, 
tendrán igual aplicación a los Jueces del Tribunal de Tie-
rras, y se procederá en tales casos de conformidad con 
lo dispuesto en el mencionado Código y en la forma que 
'fuere compatible con esta Ley" y, que a los términos del 
artículo 380 del Código de Procedimiento Civil: "Siempre 
que un juez sepa que en él concurre cualquier causa de 
recusación, estará obligado a declararla en cámara para 
que el tribunal decida si aquél debe abstenerse"; que en 
la sentencia impugnada consta lo siguiente: "Resulta: que 
en virtud de las disposiciones de los artículos 1 y 16 ( mo-
dificado) de la Ley de Registro de Tierras, el Magistrado 
Presidente del Tribunal se designó él, conjuntamente con 
los jueces del Tribunal Superior de Tierras, Magistrados 
Licenciados Jaime Vidal Velázquez y Fernando Ravelo de 

Fuente, para el conocimiento y fallo de este expediente; 
e en el curso de la audiencia y en vista de que el Ma-
trado Vidal Velázquez estaba imposibilitado de seguir 
rmando parte del Tribunal por ser ptriente de una de 

partes, éste se inhibió, en virtud de las disposiciones 
el artículo 88 de la citada ley, designando el Magistrado 
esidente del Tribunal para sustituirlo, al Magistrado Li-
nciado Rafael Alburquerque Contreras"; que de la pom-

robación de la mención anterior así como del examen 

e los textos legales precedentemente transcritos, no re-
lta que en la sentencia impugnada se hayan cometido las 
olaciones señaladas por el recurrente en su Primer Me-
lo, toda vez que no habiendo propuesto el Magistrado 
icenciado Jaime Vidal Velázquez su inhibición, decla-
ando en cámara que en él concurrían causas de recusa-
ón. como señala el artículo 380 del Código de Procedi-
iento Civil, sino que lo hizo "en el curso de la audien-

ia", el Presidente del Tribunll de Tierras tenía forzosa-
ente que resolver el caso, en el acto, y, en virtud de 

as facultades que le otorga el 'artículo 16 (reformado) de 
a Ley de Registro de Tierras, así lo hizo, aplicando el 

ículo 88 de la misma ley, ya que el Magistrado Vidal 
elázquez quedaba con su inhibición, imposibilitado para 

conocer de la causa, y el Presidente del Tribunal Superior 
de Tierras, tenía que llamar inevitablemente al otro juez 
sin necesidad de "someter al tribunal el caso de inhibición 
del mencionado Magistrado y dictar luego el correspondien-
te auto que designaba al Magistrado Alburquerque C.", 
como pretenden los recurrentes; que, en este caso, bastaba 
que se hiciese mención de ello, como en realidad se hizo, 
en lá sentencia, para justificar así la presencia del Ma-
gistrado que había sido llamado para completar el Tri-
bunal; 

Considerando, que el artículo único de la Ley No. 
684, del 1934, sustitutiva del artículo 166 de la Ley de 
Organización Judicial, dice así: "Cuando, por causa de 
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Tribunal Superior de Tierras dictó su sentencia en circuns-
tancias en que uno de sus jueces, el Lic.. Rafael Albur-
querque C., ha entrado a conocer de la causa leídos los 
autos de fijación de audiencia, instancia sometida por los 
intimantes sobre el recurso de revisión por fraude y otros 
documentos necesarios para percatarse del caso, que aI 
Tribunal Superior de Tierras se le habían sometido", y 
que "se quiso poner en auto al Magistrado Rafael Albur-
querque C., del caso que se conocía ordenándose dar lec-
tura a lo que ya en dicha audiencia había expuesto el se-
ñor Manuel Castillo Corporán, apoderado de los intiman-
tes, pero sin ordenarse la lectura'del auto de fijación de 
audiencia y otros documentos"; pero 

Considerando que, al tenor del artículo 16, párrafo II, 
modificado de la Ley de Registro de Tierras: "Para el co-
nocimiento y fallo de los asuntos el Presidente ( del Tri-
bunal de Tierras, que lo es también del Tribunal Supe-
rior), asignará,. para cada baso, tres jueces del Tribunal 
Superior, pudiendo incluirse él en ese número"; que de 
acuerdo con el artículo 87 de la misma: "Las causas que 
de acuerdo con el Código de Procedimiento Civil puedan 
dar motivo a la inhibición o a la recusación de un Juez, 
tendrán igual aplicación a los Jueces del Tribunal de Tie-
rras, y se procederá en tales casos de conformidad con 
lo dispuesto en el mencionado Código y en la forma que 
fuere compatible con esta Ley" y, que a los términos del 
-artíCulo 380 del Código de Procedimiento Civil: "Siempre 
que un juez sepa que en él concurre cualquier causa de 
recusación, estará obligado a declararla en cámara para 
que el tribunal decida si aquél debe abstenerse"; que en 
la sentencia impugnada consta lo siguiente: "Resulta: que 
en virtud de las dispo;iciones de los artículos 1 y 16 (mo-
dificado) de la Ley de Registro de Tierras, el Magistrado 
Presidente del Tribunal se designó él, conjuntamente con 
los jueces del Tribunal Superior de Tierras, Magistrados 
Licenciados Jaime Vidal Velázquez y Fernando Ravelo de 

Fuente, para el conocimiento y fallo de este expediente; 
en el curso de la audiencia y en vista de que el Ma-

rado Vidal Velázquez estaba imposibilitado de seguir 
mando parte del Tribunal por ser 1.45riente de una de 
partes, éste se inhibió, en virtud de las disposiciones 
artículo 88 de la citada ley, designando el Magistrado 

esidente del Tribunal para sustituirlo, al Magistrado Li-
nciado Rafael Alburquerque Contreras"; que de la pom-
obación de la mención anterior así como del examen 
los textos legales precedentemente transcritos, no m-

ita que en la sentencia impugnada se hayan cometido las 
olaciones señaladas por el recurrente en su Primer Me-
o, toda vez que no habiendo propuesto el Magistrado 
cenciado Jaime Vidal Velázquez su inhibición, decla-
ndo en cámara que en él concurrían causas de recusa-
n, como señala el artículo 380 del Código de Procedi-

iento Civil, sino que lo hizo "en el curso de la audien-
a", el Presidente del Tribun21 de Tierras tenía forzosa-
ente que resolver el caso, en el acto, y, en virtud de 

las facultades que le otorga el 'artículo 16 (reformado) de 
la Ley de Registro de Tierras, así lo hizo, aplicando el 
artículo 88 de la misma ley, ya que el Magistrado Vidal 
Velázquez quedaba con su inhibición, imposibilitado para 
conocer de la causa, y el Presidente del Tribunal Superior 
de Tierras, tenía que llamar inevitablemente al otro juez 
sin necesidad de "someter al tribunal el caso de inhibición 
del mencionado Magistrado y dictar luego el correspondien-
te auto que designaba al Magistrado Alburquerque C.", 
como pretenden los recurrentes; que, en este caso, bastaba 
que se hiciese mención de ello, como en realidad se hizo, 
en la sentencia, para justificar así la presencia del Ma-
gistrado que había sido llamado para completar el Tri-
bunal; 

Considerando, que el artículo único de la Ley No. 
684, del 1934, sustitutiva del artículo 166 de la Ley de 
Organización Judicial, dice así: "Cuando, por causa de 
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inhabilitación, renuncia, traslado, destitución, muerte 
cualquier otro motivo justificado, los jueces que com e

-ron de un asunto judicial en materia civil, comercial 
administrativa, en cualquier tribunal de la República, 
pudieran fallarlo, los jueces que los sustituyan tienen 
pacidad legal para decidirlo, en cuanto esté en estado, 
su juicio, de ser juzgado, sin nueva audiencia, siemp 
que haya quedado constancia escrita de las conclusion 
y defensas de las partes, de las declaraciones de testig 
y de cualesquiera otros elementos que puedan influir e 
el fallo"; que estas disposiciones, son aplicables a la 
pecie, ya que, contrariamente a lo que aducen los rec 
rrentes, el asunto de que se trata aunque es "de tierra 
es civil, puesto que los asuntos que conoce el Tribun 
de Tierras, son, aunque de especial naturaleza, mate 
civil; que, en tales condiciones, la sentencia impugna 
no ha incurrido en las violaciones denunciadas en los m 
dios que acaban de ser examinados; 

Considerando que por su tercer medio de casación I 
recurrentes alegan violación del derecho de defensa y d 
artículo 140 de la Ley de Registro de Tierras, combinad 
con los artículos 79 y 82 de la misma ley, aduciendo que 
en la audiencia celebrada en fecha 29 de septiembre de 
1950, el Tribunal Superior de Tierras se negó a oír al tes-
tigo Florencio Rodríguez, que ellos habían presentado "pa-
ra deponer sobre el fraude"; pero que, por una parte, 1a, 
simple afirmación hecha por los recurrentes en su memo-
rial de casación, no en el momento de la audiencia ante 
el Tribunal Superior de Tierras, de que el referido testi-
go iba a "deponer sobre el fraude", no satisface las pres-
cripciones del artículo 140 de la Ley de Registro de Tie-
rras que ordena que las pruebas que deberá presentar el 

damandante en revisión por fraude, ya sean orales o escri-
tas "deben concretarse a demostrar que el intimado obtuvo 
el registro fraudulentamente"; que, por otra parte, el in-
dicado testigo declaró en la referida audiencia que tenía  

terés en el asunto y que era reclamante de alguna par-
de tierra, como se comprueba por las notas taquigrá-
as de la misma, razón que indujo al Tribunal Superior 

e Tierras, haciendo uso de sus poderes, a descartarlo co- 
o testigo, basado en la pauta que le traza el artículo 

2 de la Ley de Registro de Tierras que señala que al de-
rminar la preponderancia de las pruebas se tome en con-

*deración, entre otros motivos, el "interés o falta de inte-
s" de los testigos; que, finalmente, al producir sus con-
usiones al fondo, lejos de hacer reserva alguna por la 
esunta violación que ahora alegan, los recurrentes ma-
estaron que con los testimonios presentados había que-
do demostrado el fraude, con lo cual estaban admitiendo 

ue eran innecesarios o frustratorias cualesquiera otras 
ebas; que, de todo lo expuesto se establece que en el 

llo impugnado, no se han cometido las violaciones que, 
en su tercer medio de casación, señalan los recurrentes; 

Considerando, en cuanto al cuarto medio de casación, 
✓el cual los recurrentes invocan la violación del derecho 

de defensa, en otro aspecto y la de los artículos 82 y 
140 de la Ley de Registro de Tierras, igualmente en otro 
aspecto, alegando que el Tribunal Superior de Tierras "no 
ponderó el informativo celebrado en la audiencia de fecha 
29 de septiembre de 1950", por no hacer alusión "en los 
considerandos, en los motivos de su sentencia, a estas prue-
bas orales"; pero que tales afirmaciones carecen de fun-
amento, puesto que la sentencia impugnada se refiere 

pliamente a la declaración del testigo Gonzalo Girón, 
no en uno de sus motivos, en otra parte de la sentencia, 

n que, por otro lado, los jueces estén obligados a ex-
oner las razones que han tenido para atribuir fe a unas 
eclaraciones y no a otras, así como respecto a cuáles 
an sido aquellas que ha utilizado para formar su con-
*cción; que por todo lo anteriormente expresedo, este me- 
o es también infundado; 
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inhabilitación, renuncia, traslado, destitución, muerte 
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erés en el asunto y que era reclamante de alguna par-
de tierra, como se comprueba por las notas taquigrá-
s de la misma, razón que indujo al Tribunal Superior 
Tierras, haciendo uso de sus poderes, a descartarlo co-
testigo, basado en la pauta que le traza el artículo 

de la Ley de Registro de Tierras que señala, que al de-
rminar la preponderancia de las pruebas se tome en con-
deración, entre otros motivos, el "interés o falta de inte-
s" de los testigos; que, finalmente, al producir sus con-
usiones al fondo, lejos de hacer reserva alguna por la 
esunta violación que ahora alegan, los recurrentes ma-
estaron que con los testimonios presentados había que-
do demostrado el fraude, con lo cual estaban admitiendo 
e eran innecesarios o frustratorias cualesquiera otras 
ebas; que, de todo lo expuesto se establece que en el 

llo impugnado, no se han cometido las violaciones que, 
su tercer medio de casación, señalan los recurrentes; 

Considerando, en cuanto al cuarto medio de casación, 
r el cual los recurrentes invocan la violación del derecho 
defensa, en otro aspecto y la de los artículos 82 y 

40 de la Ley de Registro de Tierras, igualmente en otro:  
pecto, alegando que el. Tribunal Superior de Tierras "no 
nderó el informativo celebrado en la audiencia de fecha 

29 de septiembre de 1950", por no hacer alusión "en los 
considerandos, en los motivos de su sentencia, a estas prue- 

orales"; pero que tales afirmaciones carecen de fun-
amento, puesto que la sentencia impugnada se refiere 

pliamente a la declaración del testigo Gonzalo Girón, 
no en uno de sus motivos, en otra parte de la sentencia, 

n que, por otro lado, los jueces estén obligados a ex-
oner las razones que han tenido para atribuir fe a unas 
eclaraciones y no a otras, así como respecto a cuáles 
n sido aquellas que ha utilizado para formar su con-

vicción; que por todo lo anteriormente expresado, este me-
dio es también infundado; 
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Considerando, en cuanto al Quinto Medio, en el cual 
se invocan la violación del artículo 71 de la Ley de Re-
gistro de Tierras y mala aplicación de los artículos 1 317 
1322 y siguientes del Código Civil, y 18 y 30 de la Le; 
del Notariado; que todos los argumentos que los recurren-
tes emplean para tratar de justificar este medio de ca-
sación, no van' dirigidos propiamente contra la sentencia 
impugnada, que es la que rechazó su recurso de revisión 
por fraude y su demanda en daños y perjuicios, sino con-
tra la que puso fin al saneamiento, que ya tenía la auto-
ridad de la cosa juzgada, puesto que lo aue se pretende ata-
car ahora es la validez de los contratos de arrendamien-
tos que ligaban a las partes, cuestiones que, por otro lado, 
no fueron objeto de controversia con ocasión de la ins-
tancia en revisión por fraude, por lo cual no pueden ser 
presentadas por primera vez en casación, circunstancias to-
das que permiten establecer la improcedencia de este me-
dio; 

Considerando, en cuanto al Sexto y Séptimo Medios, 
reunidos para su examen por la estrecha vinculación que 
entre ellos existe; que por éstos se pretende: a) que los 
hechos y documentos de la causa fueran desnaturalizados; 
b) que los motivos de la sentencia impugnada son insu-
ficientes y c) violación del artículo 70 de la antigua Ley 
de Registro de Tierras (Arts. 137 y siguientes de la Ley 
No. 1542) "y de la jurisprudencia que determina y cali-
fica el fraude a que alude dicho artículo"; pero 

Considerando que la alegada desnaturalización de los 
hechos y documentos de la causa, basada en la impugna-
ción de los contratos de arrendamiento ya ha sido objeto 
de examen en anteriores consideraciones y puesta de ma-
nifiesto su improcedencia; que el hecho de aue el Agi - 
mensor Carbuccia no midiera las posesiones existentes que 
fué alegado como constitutivo de fraude, fué rechazado 
por el. Tribunal Superior de Tierras, del mismo modo que 
el alegato de que dicho Agrimensor obtuviera como remu- 

neración de su trabajo una porción de las tierras medi-
das; que en tales comprobaciones, no han sido desnatu-
ralizados los hechos y documentos de la causa, ya que 
la completa exposición de los primeros en relación a los 
antecedentes del título que ampara los derechos de las 
partes demandadas en revisión por fraude, permitieron 
realizar las verificaciones a ue fueron el resultado de la 
ponderación de las pruebas sometidas a la discusión de 
las partes en los debates y al examen del Juez en la de-
cisión; que, por otra parte, la motivación de la sentencia 
contra la cual• se recurre es adecuada a los pedimentos que 
las partes formularan en sus respectivas conclusiones, y 
justifica plenamente su dispositivo; que, por último, la 
violación del artículo 70 de la antigua Ley de Registro 
de Tierras (Arts. 137 y siguientes de la Ley No. 1542) 
se basa en hechos y circunstancias de la causa, cuyo es-
tablecimiento corresponde al dominio exclusivo de los jue-
ces del fondo, y escapan, por tanto, al control de la ca-
sación; que, además, la violación de "la jurisprudencia 
de la Suprema Corte de Justicia que determina y califi-
ca el fraude", no puede ser invocada como motivo de ca-
sación, pues a la Suprema Corte sólo le corresponde de-
cidir, como Corte de Casación, si la ley ha sido bien o 
mal aplicada en los fallos en última instálcia, pronunl 
ciados por las cortes de apelación y los tribunales infe-
riores; que, en consecuencia de todo lo expuesto, estos 
medios deben ser también desestimados; 

Por tales motivos, PRIMERO: Rechaza el recurso de 
casación interpuesto por Crispiliano Muñoz y compartes 
contra la sentencia del Tribunal Superior de Tierras, de 
fecha catorce de diciembre de mil novecientos cincuenta, 
cuyo dispositivo se copia en otro lugar del presente fa-
llo; y.  SEGUNDO: Condenó a los recurrentes al pago de 
las costas. 

(Firmados): H. Herrera Billini. —J. Tomás Mejía.— 
Fco. Elpidio Beras.— Raf. Castro Rivera.— Juan A. Mo- 
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Considerando, en cuanto al Quinto Medio, en el e 
se invocan la violación del artículo 71 de la Ley de 
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tos que ligaban a las partes, cuestiones que, por otro lado, 
no fueron objeto de controversia con ocasión de la ins-
tancia en revisión por fraude, por lo cual no pueden ser 
presentadas por primera vez en casación, circunstancias to-
das que permiten establecer la improcedencia de este me-
dio; 

Considerando, en cuanto al Sexto y Séptimo Medios, 
reunidos para su examen por la estrecha vinculación que 
entre ellos existe; que por éstos se pretende: a) que los 
hechos y documentos de la causa fueran desnaturalizados; 
b) que los motivos de la sentencia impugnada son insu-
ficientes y e) violación del artículo 70 de la antigua Ley 
de Registro de Tierras (Arts. 137 y siguientes de la Ley 
No. 1542) "y de la jurisprudencia que determina y cali-
fica el fraude a que alu1e dicho artículo"; pero 

Considerando que la alegada desnaturalización de los 
hechos y documentos de la causa, basada en la impugna-
ción de los contratos de arrendamiento ya ha sido objeto 
de examen en anteriores consideraciones y puesta de ma- • 
nifiesto su improcedencia; que el hecho de aue el Agri-
mensor Carbuccia no midiera las posesiones existentes que 
fué alegado como constitutivo de fraude, fué rechazado 
por el. Tribunal Superior de Tierras, del mismo modo que 
el alegato de que dicho .Agrimensor obtuviera como remu- 

aeración de su trabajo una porción de las tierras medi-
das; que en tales comprobaciones, no han sido desnatu-
ralizados los hechos y documentos de la causa, ya que 
la completa exposición de los primeros en relación a los 
antecedentes del título que ampara los derechos de las 
partes demandadas en revisión por fraude, permitieron 
realizar las verificaciones a ue fueron el resultado de la 
ponderación de las pruebas sometidas a la discusión de 
las partes en los debates y al examen del Juez en la de-
cisión; que, por otra parte, la motivación de la sentencia 
contra la cual. se  recurre es adecuada a los pedimentos que 
las partes formularan en sus respectivas conclusiones, y 
justifica plenamente su dispositivo; que, por último, la 
violación del artículo 70 de la antigua Ley de Registro 
de Tierras (Arts. 137 y siguientes de la Ley No. 1542) 
se basa en hechos y circunstancias de la causa, cuyo es-
tablecimiento corresponde al dominio exclusivo de los jue-
ces del fondo, y escapan, por tanto, al control de la ca-
sación; que, además, la violación de "la jurisprudencia 
de la Suprema Corte de Justicia que determina y califi-
ca el fraude", no puede ser invocada como motivo de ca-
sación, pues a la Suprema Corte sólo le corresponde de-
cidir, como Corte de Casación, si la ley ha sido bien o 
mal aplicada en los fallos en última instálcia, pronun: 
ciados por las cortes de apelación y los tribunales infe-
riores; que, en consecuencia de todo lo expuesto, estos 
medios deben ser también desestimados; 

Por tales motivos, PRIMERO: Rechaza el recurso de 
casación interpuesto por Crispiliano Muñoz y compartes 
contra la sentencia del Tribunal Superior de Tierras, de 
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(Firmados): H. Herrera Billini. —J. Tomás Mejía.—
Feo. Elpidio Beras.— Raf. Castro Rivera.— Juan A. Mo- 
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rel.— G. A. Díaz.— Ambrosio Alvarez Aybar.— Damián 
Báez B.— Néstor Contín Aybar.— Ernesto Curiel hijo, Se-
cretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
Señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y 
fué firmada, leída y publicada nor mí, Secretario Gene-
ral, que certifico. (Fdo): Ernesto Curiel hijo. 

SENTENCIA DE FECHA 11 DE JUNIO DE 1952. 

Sentencia impugnada: Tribunal Superior de Tierras, de fecha 

14 de Septiembre de 1951. 

Materia: Tierras. 

Recurrente: Gregorio Gómez y compartes. Abogados: Dr. R 
bén Alvarez V. y Lic. Francisco José Alvarez. 

Intimado: Angel Gómez (a)- Félix y María Gómhz. Abogado: 

Dra. Carmen Núñez Gómez. 

Dios, Patria y Libertad. 

República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de 
Justicia, regularmente constituida por los Jueces Licen-
ciados H. Herrera Billini, Presidente; Juan Tomás Mejía, 
Primer Sustituto de Presidente; Rafael Castro Rivera, Juan 
A. Morel, Gustavo A. Díaz, Ambrosio Alvarez Aybar, Da-
mián Báez B., y Néstor Contín Aybar, asistidos del Se-
cretario General, en la Sala donde celebra sus audiencias, 
en Ciudad Trujillo, Distrito de Santo Domingo, hoy día 
once del mes de junio de mil novecientos cincuenta y dos, 
años 109 de la Independencia, 89 9  de la Restauración y  

239  de la Era de Trujillo, dicta en audiencia pública, co-
mo corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Grego-
rio Gómez, de cédula No. 311352, serie 47, exonerado; 
Justo Gómez, de cédula No. 11467, serie 46, sello 186644; 
Justina Gómez, de cédula No. 9598, serie 47, sello 457104; 

• Aquilino Gómez, de cédula No. 64117, serie 57, exonera-
do por ser Alcalde Pedáneo; Juana María Gómez, de cé-
dula No. 10461, serie 47 exonerada; Pedro Gómez, de cé-
dula No. 7377, serie 47, sello 189534; Juliana Gómez, de 
cédula No. 1782, serie 47, sello 72631; Manuel Gómez, de 
cédula No. 4193, serie 47, sello 190154 y Ursula Gómez, 
de cédula No. 9597, serie 47, sello 2367859, agricultores, 
los varones, y de oficios domésticos las mujeres, todos con 
su domicilio y residencia en la sección de Jamo, común y 
provincia de La Vega, contra sentencia del Tribunal Supe-
rior de Tierras de fecha catorce de septiembre de mil no-
vecientos cincuenta y uno, cuyo dispositivo se copia des-
pués; 

Oído el Magistrado Juez Relator; 

Oído el Dr. Rubén Alvarez V., por sí y por el Lic. 
Francisco José Alvarez, abogados ambos de los recurren-
tes, en la lectura de sus conclusiones; 

Oído el Dr. Guillermo Sánchez Gil, portador de la 
cédula personal de identidad No. 14916, serie 47, renovada 
con el sello No. 14605, en representación de la Dra. Car-
men Núñez Gómez, abogada de los demandados en la lec-
tura de las conclusiones de ésta; 

Oído el dictamen del Procurador General de la Re-
pública; 

Visto el Memorial de Casación presentado por el Dr. 
Rubén Alvarez Valencia y el Lic. Francisco José Alvarez, 
portadores respectivamente de las cédulas No. 46696, serie 
lra. renovada para el año 1951, en que se intentó el re-
curso, con el sello No. 5396, y de la cédula No. 160, serie 
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Justicia, regularmente constituída por los Jueces Licen-
ciados H. Herrera Billini, Presidente; Juan Tomás Mejía. 
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once del mes de junio de mil novecientos cincuenta y dos. 
años 109 de la Independencia, 89 9  de la Restauración  

239  de la Era de Trujillo, dicta en audiencia pública, co-
mo corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Grego-
rio Gómez, de cédula No. 311352, serie 47, exonerado; 
Justo Gómez, de cédula No. 11467, serie 46, sello 186644; 
Justina Gómez, de cédula No. 9598, serie 47, sello 457104; 
Aquilino Gómez, de cédula No. 64117, serie 57, exonera-
do por ser Alcalde Pedáneo; Juana María Gómez, de cé-
dula No. 10461, serie 47 exonerada; Pedro Gómez, de cé-
dula No. 7377, serie 47, sello 189534; Juliana Gómez, de 
cédula No. 1782, serie 47, sello 72631; Manuel Gómez, de 
cédula No. 4193, serie 47, sello 190154 y Ursula Gómez, 
de cédula No. 9597, serie 47, sello 2367859, agricultores, 
los varones, y de oficios domésticos las mujeres, todos con 
su domicilio y residencia en la sección de Jamo, común y 
provincia de La Vega, contra sentencia del Tribunal Supe-
rior de Tierras de fecha catorce de septiembre de mil no-
vecientos cincuenta y uno, cuyo dispositivo se copia des-
pués; 

Oído el Magistrado Juez Relator; 

Oído el Dr. Rubén Alvarez V., por sí y por el Lic. 
Francisco José Alvarez, al-.1-gados ambos de los recurren-
tes, en la lectura de sus conclusiones; 

Oído el Dr. Guillermo Sánchez Gil, portador de la 
cédula personal de identidad No. 14916, serie 47, renovada 
con el sello No. 14605, en representación de la Dra. Car-
men Núñez Gómez, abogada de los demandados en la lec-
tura de las conclusiones de ésta; 

Oído el dictamen del Procurador General de la Re-
pública; 

Visto el Memorial de Casación presentado por el Dr. 
Rubén Alvarez Valencia y el Lic. Francisco José Alvarez, 
portadores respectivamente de las cédulas No. 46696, serie 
lra. renovada para el año 1951, en que se intentó el re-
curso, con el sello No. 5396, y de la cédula No. 160, serie 
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rel.— G. A. Díaz.— Ambrosio Alvarez Aybar.— Damián 
Báez B.— Néstor Contín Aybar.— Ernesto Curiel hijo, Se-

cretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
Señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y 
fué firmada, leída y publicada nor mí, Secretario Gene-
ral, que certifico. (Fdo): Ernesto Curiel hijo. 

SENTENCIA DE FECHA 11 DE JUNIO DE 1952. 

Sentencia impugnada: Tribunal Superior de Tierras, de fecha 

14 de Septiembre de 1951. 

Materia: Tierras. 

Recurrente: Gregorio Gómez y compartes. Abogados: Dr. Ra- 
bén Alvarez V. y Lic. Francisco José Alvarez. 

Intimado: Angel Gómez (a)-Félix y María Gómhz. Abogado: 

Dra. Carmen Núñez Gómez. 

Dios, Patria y Libertad. 

República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de 
Justicia, regularmente constituída por los Jueces Licen-
ciados H. Herrera Billini, Presidente; Juan Tomás Mejía. 
Primer Sustituto de Presidente; Rafael Castro Rivera, Juan 
A. Morel, Gustavo A. Díaz, Ambrosio Alvarez Aybar, Da-
mián Báez B., y Néstor Contín Aybar, asistidos del Se-
cretario General, en la Sala donde celebra sus audiencias. 
en Ciudad Trujillo, Distrito de Santo Domingo, hoy día 
once del mes de junio de mil novecientos cincuenta y dos. 
años 109 de la Independencia, 89° de la Restauración y 

239  de la Era de Trujillo, dicta en audiencia pública, co-
mo corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Grego-
rio Gómez, de cédula No. 311352, serie 47, exonerado; 
Justo Gómez, de cédula No. 11467, serie 46, sello 186644; 
Justina Gómez, de cédula No. 9598, serie 47, sello 457104; 
Aquilino Gómez, de cédula No. 64117, serie 57, exonera-
do por ser Alcalde Pedáneo; Juana María Gómez, de cé-
dula No. 10461, serie 47 exonerada; Pedro Gómez, de cé-
dula No. 7377, serie 47, sello 189534; Juliana Gómez, de 
cédula No. 1782, serie 47, sello 72631; Manuel Gómez, de 
cédula No. 4193, serie 47, sello 190154 y Ursula Gómez, 
de cédula No. 9597, serie 47, sello 2367859, agricultores, 
los varones, y de oficios domésticos las mujeres, todos con 
su domicilio y residencia en la sección de Jamo, común y 
provincia de La Vega, contra sentencia del Tribunal Supe-
rior de Tierras de fecha catorce de septiembre de mil no-
vecientos cincuenta y uno, cuyo dispositivo se copia des-
pués; 

Oído el Magistrado Juez Relator; 

Oído el Dr. Rubén Alvarez V., por sí y por el Lic. 
Francisco José Alvarez, a!_-fiados ambos de los recurren-
tes, en la lectura de sus conclusiones; 

Oído el Dr. Guillermo Sánchez Gil, portador de la 
cédula personal de identidad No. 14916, serie 47, renovada 
con el sello No. 14605, en representación de la Dra. Car-
men Núñez Gómez, abogada de los demandados en la lec-
tura de las conclusiones de ésta; 

Oído el dictamen del Procurador General de la Re-
pública; 

Visto el Memorial de Casación presentado por el Dr. 
Rubén Alvarez Valencia y el Lic. Francisco José Alvarez, 
portadores respectivamente de las cédulas No. 46696, serie 
lra. renovada para el año 1951, en que se intentó el re-
curso, con el sello No. 5396, y de la cédula No. 160, serie 
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47, renovada para el año arriba dicho con el sello No. 
1072, memorial en que se alegan las violaciones de la 
ley que luego se señalan; 

Visto el Memorial de Defensa presentado por la Doc-
tora Carmen Núñez Gómez, portadora de la cédula No. 
1453, serie 47, renovada con el sello No. 5032, abogada 
de las partes demandadas, Angel Gómez ( a) Félix, agri-
cultor, portador de la cédula número 4149, serie 47, re-
novada con el sello No. 192238, y María Gómez, de que-
haceres domésticos, de cédula número 21419, serie 47, re-' 
novada con el sello No. 208323, domiciliados y residentes, 
ambos en Jamo, sección de la común de La Vega, de la 
provincia del mismo nombre; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
liberado, y vistos los artículos 757 y 1134 del Código Ci-
vil; 214, inciso a, y 132 a 136 de la Ley de Registro 
de Tierras, y 71 de la Ley Sobre Procedimiento de Ca-

sación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en 
los documentos a que ella se refiere consta lo que sigue: 
A), que en fecha veintinueve de abril de mil novecientos 
cincuenta, las personas arriba mencionadas, concurrieron 
en sección de Jamo, de la común de La Vega, ante el No-
tario de la indicada común, señor Porfirio Antonio Gó-
mez, y le declararon todos (los actuales demandados, en 
su calidad de hijos naturales reconocidos del finado Ma-
cario Gómez, hijo legítimo del también finado Pedro Juan 
Gómez) que "siendo mayores de edad y estando de acuer-
do" habían "convenido formalizar la partición amigable 
de los bienes relictos por su referido deudo Pedro Juan 
Gómez en la forma que se detalla a continuación", 
lo cual seguían en el acta que al efecto levantó el No-
tario dicho, las cláusulas de la partición convenida y for-
malizada; B), que el notario Porfirio Antonio Gómez, que 
redactó el acta de lo que queda arriba expuesto, dirigió 

Tribunal Superior de Tierras, el veintiséis de julio de 
'1 novecientos cincuenta, en epresentación de los suce-
res de Pedro Juan Gómez, la determinación de los he-
deros de éste último y la aprobación de la partición en- 
e ellos realizada; c) que el Juez de Jurisdicción Origi-
1 que «para el caso fué designado, dictó sobre éste, el 

eintinueve de enero de mil novecientos cincue ,i+a y uno, 
Decisión No. 1, con el dispositivo que figura en el de 
sentencia ahora impugnada que después se indica; D) 
e en fecha veinte de febrero de mil novecientos cin-
enta y uno, presentó contra el fallo mencionado un re-

urso de apelación la doctora Carmen Núñez Gómez a 
ombre y en representación de Mánuel Gómez Reyes, Ur-
la Gómez R. de la Cruz, Juliana Gómez R. de Maree-

no, Gregorio Gómez R., Juana Gómez R. Vda. Tapia, Jus-
niano Gómez R., Pedro Gómez R., Justina Gómez R., de 
úñez, Aquilino Gómez R., y Macario Gómez R., represen-
do por sus hijos naturales reconocidos María Gómez Flo-
tind y Félix Gómez Cruz, ( a) Angel; E), que el seis 
marzo de mil novecientos cincuenta y uno, la doctora 

reten Núñez Gómez, presentó un escrito de ampliación 
on estas conclusiones "Por tales motivos, y por los que 
plais con vuestro elevado criterio jurídico, los hermanos 
ómez Reyes supra-mencionados y de generales anotadas, 
piden con todo respeto: PRIMERO: Que admitiendolos 

mo apelantes a la Decisión mencionada, les adjudiquéis 
a porción que a cada uno corresponda en su calidad de 
érederos del finado Pedro Juan Gómez, dentro de las 
arcelas Nos. 281, 290, 306, y 371, D. C. No. 7, Sitios 
e Ojo de Agua y Jamo, Común de La Vega; SEGUNDO: 

e las porciones que ocupan algunas personas y que ad-
uirieron por compras legales dentro de algunas de las 
.arcelas en referencia sean mantenidas; TERCERO: Que 

Parcela No. 289 D. C. No. 7, de la misma común de 
a Vega, y motivo por el cual el Juez de Jurisdicción 
riginal rechazó la partición hecha por el Notario Don 
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47, renovada para el año arriba dicho con el sello No. 
1072, memorial en que se alegan las violaciones de la 
ley que luego se señalan; 

Visto el Memorial de Defensa presentado por la Doc-
tora Carmen Núñez Gómez, portadora de la cédula No. 
1453, serie 47, renovada con el sello No. 5032, abogada 
de las partes demandadas, Angel Gómez ( a) Félix, agri-
cultor, portador de la cédula número 4149, serie 47, re-
novada con el sello No. 192238, y María Gómez, de que-
haceres domésticos, de cédula número 21419, serie 47, re-' 
novada con el sello No. 208323, domiciliados y residentes, 
ambos en Jamo, sección de la común de La Vega, de la 
provincia del mismo nombre; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
liberado, y vistos los artículos 757 y 1134 del Código Ci-
vil; 214, inciso a, y 132 a 136 de la Ley de Registro 
de Tierras, y 71 de la Ley Sobre Procedimiento de Ca-

sación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en 
los documentos a *que ella se refiere consta lo que sigue: 
A), que en fecha veintinueve de abril de mil novecientos 
cincuenta, las personas arriba mencionadas, concurrieron 
en sección de Jamo, de la común de La Vega, ante el No-
tario de la indicada común, señor Porfirio Antonio Gó-
mez, y le declararon todos (los actuales demandados, en 
su calidad de hijos naturales reconocidos del finado Ma-
cario Gómez, hijo legítimo del también finado Pedro Juan 
Gómez) que "siendo mayores de edad y estando de acuer-
do" habían "convenido formalizar la partición amigable 
de los bienes relictos por su referido deudo Pedro Juan 
Gómez en la forma que se detalla a continuación", a 
lo cual seguían en el acta que al efecto levantó el No-
tario dicho, las cláusulas de la partición convenida y for-
malizada; B), que el notario Porfirio Antonio Gómez, que 
redactó el acta de lo que queda arriba expuesto, dirigió 

Tribunal Superior de Tierras, el veintiséis de julio de 
'1 novecientos cincuenta, en epresentación de los suce-
res de Pedro Juan Gómez, la determinación de los he-
deros de éste último y la aprobación de la partición en-
e ellos realizada; c) que el Juez de Jurisdicción Origi-
1 que «para el caso fué designado, dictó sobre éste, el 

eintinueve de enero de mil novecientos cincuerd - a y uno, 
Decisión No. 1, con el dispositivo que figura en el de 
sentencia ahora impugnada que después se indica; D) 
e en fecha veinte de febrero de mil novecientos cin-
enta y uno, presentó contra el fallo mencionado un re-

urso de apelación la doctora Carmen Núñez Gómez a 
timbre y en representación de Manuel Gómez Reyes, Ur-
la Gómez R. de la Cruz, Juliana Gómez R. de Maree-

no, Gregorio Gómez R., Juana Gómez R. Vda. Tapia, Jus-
niano Gómez R., Pedro Gómez R., Justina Gómez R., de 
u' nez, Aquilino Gómez R., y Macario Gómez R., represen-
do por sus hijos naturales reconocidos María Gómez Flo-
tind y Félix Gómez Cruz, ( a) Angel; E), que el seis 
marzo de mil novecientos cincuenta y uno, la doctora 

reten Núñez Gómez, presentó un escrito de ampliación 
on estas conclusiones "Por tales motivos, y por los que 
plais con vuestro elevado criterio jurídico, los hermanos 
ómez Reyes supra-mencionados y de generales anotadas, 
piden con todo respeto: PRIMERO: Que admitiendolos 

mo apelantes a la Decisión mencionada, les adjudiquéis 
a porción que a cada uno corresponda en su calidad de 
érederos del finado Pedro Juan Gómez, dentro de las 
arcelas Nos. 281, 290, 306, y 371, D. C. No. 7, Sitios 

Ojo de Agua y Jamo, Común de La Vega; SEGUNDO: 
e las porciones que ocupan algunas personas y que ad-

uirieron por compras legales dentro de algunas de las 
.arcelas en referencia sean mantenidas; TERCERO: Que 

Parcela No. 289 D. C. No. 7, de la misma común de 
a Vega, y motivo por el cual el Juez de Jurisdicción 
riginal rechazó la partición hecha por el Notario Don 
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Porfirio Antonio Gómez, por haberla incluido dentro 
los bienes relictos por el finado Pedro Juan Gómez, s e 

 dicha parcela adjudicada a los sucesores de Macario G6_ 
mez Reyes. Por ser un bien relicto por éste"; F), que el 
Tribunal Superior de Tierras conoció del asunto en au 
diencia pública del nueve de agosto de mil novecientos cin-
cuenta y uno, en la que Angel Gómez de la Cruz, Aquili-
no Gómez, Justina Gómez de Núñez, Pedro Gómez, M a_ 
nuel Gómez Reyes, Ursula Gómez de la Cruz, Eduardo Gó-
mez y Berto Tapia comparecieron y declararon que da-
ban poder para representarlos en la audiencia a Porfirio 
Antonio Gómez; y éste concluyó pidiendo que "fuera re-
formada la decisión apelada" y se acogiera la partición 
amigable que constaba en el acta notarial por él levanta-
da; G) que, en la misma audiencia, Félix Cruz (Angel Gó-
mez) expresó "que estaba conforme con la partición he-
cha por el Notario Porfirio Antonio Gómez"; 

Considerando que el Tribun a l Superior de Tierras dic-
tó, el catorce de septiembre de mil novecientos cincuen-
ta y uno la sentencia ahora impugnada, que constituye su 
Decisión No. 37, sobre las Parcelas No. 281, 289, 290 y 
306 y 371 del Distrito Catastral No. 7 de la común de 
La Vega, provincia de La Vega, Sitios de Ojo de Agua y 
Jamo, con el dispositivo que a continuación se copia: FA-
LLA: PRIMERO: Se Rechaza la apelación interpuesta por • 
los Sucesores de Pedro Juan Gómez contra la Decisión No. 
1 dictada en Jurisdicción Original en fecha 29 de enero 
del año 1951, con relación a las parcelas Nos. 281, 289, 
290. 306, y 371 del Distrito Catastral No. 7 de la Común 
de La Vega; SEGUNDO: Se Confirma la Decisión de ju-
risdicción Original mencionada, con la modificación a que 
se ha hecho referencia, para que su dispositivo se lea co-
mo sigue: PRIMERO: Declarar a únicos herederos del fi-
nado Pedro Juan Gómez, y por tanto, las únicas personas 
llamadas a recibir sus bienes y transigir sobre los mismos, 
sus hijos legítimos: a) Gregorio Gómez R.; b) Justiniano  

mez R.; c) Justina Gómez R. de Núñez; ch) Aquilino 
mez R.; d) Juana María Gómez R. viuda Tapia; e) Pe-

ro Antonio Gómez R.; f) Ursula Gómez R. de la Cruz; 
.g) Manuel Gómez R.;. h) Juliana Gómez R.; i) •Macario 
Gómez R. finado, representado por sus hijos Angel Gó-
mez y María Gómez; SEGUNDO: Rechaza la partición de 
los bienes relictos por el finado Pedro Juan Gómez; TER-
CERO: Se ordena al Registrador de Títulos del Departa-
mento de La Vega la cancelación de los Certificados de 
Títulos Nos. 998, 59, 56 y 282 relativos a las Parcelas Nos. 
281, 290, 306 y 371 del Distrito Catastral No. 7 de la Co-
mún de La Vega, y la expedición de nuevos Certificados 
de Títulos en favor de los señores Gregorio Gómez R., 
Justino Gómez R., Justina Gómez R. de Núñez, Aquilino 
Gómez R., Juana María Gómez R. Vda. Tapia, Pedro An-
tonio Gómez R., Ursula Gómez R. de la Cruz, Manuel Gó-
mez R., Juliana Gómez R., Macario Gómez R., represen-
tado por sus hijos Angel Gómez y María Gómez, en la 
proporción de una décima parte para cada uno respecto 
de las parcelas Nos. 281, 306 y 371; y respecto de la par-
cela No. 290, una extensión de 46 Hectáreas, 56 áreas, 91 
centiáreas, en favor de las personas mencionadas y en la 
misma proporción de una décima parte para cada uno, 
y el resto de la parcela, o sean 62 áreas, 90 metros cua-
drados (10) tareas), en favor del señor Domingo Agramon-
te"; 

Considerando que los demandantes alegan en apoyo 
de su recurso, que en la sentencia que es objeto de éste 
se incurrió en los vicios señalados en los medios siguien-
tes: Primer Medio: Violación del artículo 1134 del Cóc .igo 
Civil; Segundo Medio: Violación del artículo 757 del Có-
digo Civil; y Tercer Medio: Violación del artículo 84 de 
la Ley de Registro de Tierras. Contradicción de motivos 
con el dispositivo de la sentencia; 

Considerando, respecto de los medios primero y se-
gundo que el artículo 1134 del Código Civil, invocados 
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Porfirio Antonio Gómez, por haberla incluido dentro 
los bienes relictos por el finado Pedro Juan Gómez, s ea 

 dicha parcela adjudicada a los sucesores de Macario G6_ 
mez Reyes. Por ser un bien relicto por éste"; F), que el 
Tribunal Superior de Tierras conoció del asunto en au-
diencia pública del nueve de agosto de mil novecientos cin-
cuenta y uno, en la que Angel Gómez de la Cruz, Aquili-
no Gómez, Justina Gómez de Núñez, Pedro Gómez, M a_ 
nuel Gómez Reyes, Ursula Gómez de la Cruz, Eduardo Gó-
mez y Berto Tapia comparecieron y declararon que da-
ban poder para representarlos en la audiencia a Porfirio 
Antonio Gómez; y éste concluyó pidiendo que "fuera re-
formada la decisión apelada" y se acogiera la partición 
amigable que constaba en el acta notarial por él levanta-
da; G) que, en la misma audiencia, Félix Cruz (Angel 
mez) expresó "que estaba conforme con la partición he-
cha por el Notario Porfirio Antonio Gómez"; 

Considerando que el Tribunal Superior de Tierras di 
tó, el catorce de septiembre de mil novecientos cincu 
ta y uno la sentencia ahora impugnada, que constituye 
Decisión No. 37, sobre las Parcelas No. 281, 289, 290 
306 y 371 del Distrito Catastral No. 7 de la común d 
La Vega, provincia de La Vega, Sitios de Ojo de Agua 
Jamo, con el dispositivo que a continuación se copia: FA-
LLA: PRIMERO: Se Rechaza la apelación interpuesta por 
los Sucesores de Pedro Juan Gómez contra la Decisión No. 
1 dictada en Jurisdicción Original en fecha 29 de enero 
del año 1951, con relación a las parcelas Nos. 281, 289, 
290. 306, y 371 del Distrito Catastral No. 7 de la Común 
de La Vega; SEGUNDO: Se Confirma la Decisión de ju-
risdicción Original mencionada, con la modificación a que 
se ha hecho referencia, para que su dispositivo se lea co-
mo sigue: PRIMERO: Declarar a únicos herederos del fi-
nado Pedro Juan Gómez, y por tanto, las únicas personal 
llamadas a recibir sus bienes y transigir sobre los mismos, 
sus hijos legítimos: a) Gregorio Gómez R.; b) Justiniano 
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Gómez R.; c) Justina Gómez R. de Núñez; ch) Aquilino 
Gómez R.; d) Juana María Gómez R. viuda Tapia; e) Pe-
dro Antonio Gómez R.; f) Ursula Gómez R. de la Cruz; 

. g) Manuel Gómez R.;. h) Juliana Gómez R.; i) •Macario 
Gómez R. finado, representado por sus hijos Angel Gó-
mez y María Gómez; SEGUNDO: Rechaza la partición de 
los bienes relictos por el finado Pedro Juan Gómez; TER-
CERO: Se ordena al Registrador de Títulos del Departa-
mento de La Vega la cancelación de los Certificados de 
Títulos Nos. 998, 59, 56 y 282 relativos a las Parcelas Nos. 
281, 290, 306 y 371 del Distrito Catastral No. 7 de la Co-
mún de La Vega, y la expedición de nuevos Certificados 
de Títulos en favor de los señores Gregorio Gómez R., 
Justino Gómez R., Justina Gómez R. de Núñez, Aquilino 
Gómez R., Juana María Gómez R. Vda. Tapia, Pedro An-
tonio Gómez R., Ursula Gómez R. de la Cruz, Manuel Gó-
mez R., Juliana Gómez R., Macario Gómez R., represen-
tado por sus hijos Angel Gómez y María Gómez, en la 
proporción de una décima parte para cada uno respecto 
e las parcelas Nos. 281, 306 y 371; y respecto de la par-

a No. 290, una extensión de 46 Hectáreas, 56 áreas, 91 
ntiáreas, en favor de las personas mencionadas y en la 
sma proporción de una décima parte para cada uno, 
el resto de la parcela, o sean 62 áreas, 90 metros cua-

drados (10) tareas), en favor del señor Domingo Agramon-
te"; 

Considerando que los demandantes alegan en apoyo 
de su recurso, que en la sentencia que es objeto de éste 
se incurrió en los vicios señalados en los medios siguien-
tes: Primer Medio: Violación del artículo 1134 del Cóc igo 
Civil; Segundo Medio: Violación del artículo 757 del Có-
digo Civil; y Tercer Medio: Violación del artículo 84 de 
la Ley de Registro de Tierras. Contradicción de motivos 
con el dispositivo de la sentencia; 

Considerando, respecto de los medios primero y se-
gundo que el artículo 1134 del Código Civil, invocados 
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por los recurrentes, expresa lo que sigue: "Las conven-
ciones legalmente formadas tienen fuerza de ley para aqu e..- 
líos que las han hecho. No pueden ser revocadas sino p or 

 mutuo consentimiento, o por las cgusas que están autori-
zadas por la ley. Deben llevarse a ejecución de buena fe"; 
que al tratarse, en el acta notarial del veintinueve de abril 
de mil novecientos cincuenta, de una convención interve-
nida entre personas mayores de edad y dueños absolutos 
de sus derechos, dicha convención no podía ser anulada 
por el Tribunal Superior de Tierras sobre el fundanien-
to de que alguna de las partes refutara lo que había con-
venido libremente, ni podía hacerlo de oficio dicho tri-
bunal, si no se trataba de la violación de disposiciones 
legales que afectasen el orden público, cosa ésta que no 
ocurre en la especie; que los contratantes pudieron incluir 
en la masa a partir la parcela No. 289, que en realidad ' 
pertenecía ya a todos, sin incurrir en vicio alguno que 
condujera a la anulación de lo pactado, aunque hubiere 
necesidad de hacer aclaraciones sobre la procedencia de 
la parcela dicha; que por otra parte, habiendo fallecido 
Macario Gómez el dieciséis de marzo de mil novecientos 
treinta y siete, según el Acta de defunción que figura en 
el expediente y que no es discutida por las partes, su su-
cesión estaba regida por el artículo 757 del Código Civil 
vigente en la fecha del fallecimiento, por lo cual a sus 
hijos naturales reconocidos, que concurrían a la partición 
de los bienes relictos por dicho Macario Gómez con los 
hermanos de éste, sólo podía corresponderles, conjunta-
mente, la mitad de lo que hubiera podido reclamar si hu-
biesen sido legítimos, tanto en las parcelas que entendió 
el tribunal a quo debían ser el único objeto de la parti-
ción, como en la parcela 289, que la sentencia impugnada 
ha tratado de excluir, como si fuera de la exclusiva per-
tenencia de los hijos naturales reconocidos del repetido 
Macario Gómez; que por todo lo expuesto, en la sentencia 
de que se trata han sido violados los cánones de ley in- 

vocados en los dos primeros medios del recurso; que, fi-
nalmente, la única parte del fallo que no está afectada 
por los vicios que queidan señalados, es la que concierne 
a los derechos de Domingo Agramonte, quien era un ter-
cero respecto de la convención contenida en el acta no-
tarial del veintinueve de abril de mil novecientos cincuen-
ta, arriba mencionada; 

Por tales motivos, PRIMERO: Casa la sentencia del 
Tribunal Superior de Tierras dé fecha catorce de septiem-
bre de mil novecientos cincuenta y uno, con excepción 
de lo que en ella se dispone en favor de Domingo Agra-
monte, y reenvía el asunto al mismo Tribunal Superior 
de Tierras; SEGUNDO: Condena a las partes demandadas 
que sucumben al pago de las costas. 

(Firmados) : H. Herrera Billini.— J. Tomás Mejía.— 
Raf. Castro Rivera.— Juan A. Morel.— G. A. Díaz. —A. 
Alvarez Aybar.— Damián Báez B.— Néstor Contín Ay-
bar.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
Señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y 
fué firmada, leída y publicada por mí, Secretario Gene-
ral, que certifico. (Firmado, Ernesto Curiel hijo.) 
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condujera a la anulación de lo pactado, aunque hubiere 
necesidad de hacer aclaraciones sobre la procedencia de 
la parcela dicha; que por otra parte, habiendo fallecido 
Macario Gómez el dieciséis de marzo de mil novecientos 
treinta y siete, según el Acta de defunción que figura en 
el expediente y que no es discutida por las partes, su su-
cesión estaba regida por el artículo 757 del Código Civil 
vigente en la fecha del fallecimiento, por lo cual a sus 
hijos naturales reconocidos, que concurrían a la partición 
de los bienes relictos por dicho Macario Gómez con los 
hermanos de éste, sólo podía corresponderles, conjunta-
mente, la mitad de lo que hubiera podido reclamar si hu-
biesen sido legítimos, tanto en las parcelas que entendió 
el tribunal a quo debían ser el único objeto de la parti-
ción, como en la parcela 289, que la sentencia impugnada 
ha tratado de excluir, como si fuera de la exclusiva per-
tenencia de los hijos naturales reconocidos del repetido 
Macario Gómez; que por todo lo expuesto, en la sentencia 
de que se trata han sido violados los cánones de ley in- 

votados en los dos primeros medios del recurso; que, fi-
nalmente, la única parte del fallo que no está afectada 
por los vicios qiie quddan señalados, es la que concierne 
a los derechos de Domingo Agramonte, quien era un ter-
cero respecto de la convención contenida en el acta no-
tarial del veintinueve de abril de mil novecientos cincuen-
ta, arriba mencionada; 

Por tales motivos, PRIMERO: Casa la sentencia del 
Tribunal Superior de Tierras dé fecha catorce de septiem-
bre de mil novecientos cincuenta y uno, con excepción 
de lo que en ella se dispone en favor de Domingo Agra-
monte, y reenvía el asunto al mismo Tribunal Superior 
de Tierras; SEGUNDO: Condena a las partes demandadas 
que sucumben al pago de las costas. 

(Firmados) : H. Herrera Billini.— J. Tomás Mejía.— 
Ruf. Castro Rivera.— Juan A. Morel.— G. A. Díaz. —A, 
Alvarez Aybar.— Damián Báez B.— Néstor Contín Ay-
bar.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
Señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y 
fué firmada, leída y publicada por mí, Secretario Gene-
ral, que certifico. (Firmado, Ernesto Curiel hijo.) 
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SENTENCIA DE FECHA 11 DE JUNIO DE 1952. 

Sentencia impugnada: Tribunal Superior de Tierras, de fecha 
24 de Noviembre de 1950. 

Mai1eria: Tierras. 

Recurrente: Fulvia Duluc Vda. Reyes y Compartes. Abogados: 
Drs.: Efraín Reyes Duluc y Teófilo Reyes Duluc. 

Dios, Patria y Libertad. 

República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
• ticia, regularmente constituída por los Jueces Licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Juan Tomás Mejía, Primer 
Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio Beras, Segundo 
Sustituto de Presidente; Rafael Castro Rivera, Juan A. Mo-
rel, Gustavo A. Díaz, Ambrosio Alvarez Aybar, Damián 
Báez B., y Néstor Contín Aybar, asistidos del Secretario 
General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en Ciu-
dad Trujillo, Distrito de Santo Domingo, hoy día once del 
mes de junio de mil novecientos cincuenta y dos, años 
1099 de la Independencia, 89 9  de la Restauración y 23 9  de 
la Era de Trujillo, dicta en audiencia pública, como corte 
de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Fulvia 
Duluc Viuda Reyes, portadora de la cédula personal de 
identidad No. 9442, serie 1, sello número 461034, para el 
año 1950, quien actúa en su calidad de cónyuge supervi-
viente de la disuelta comunidad conyugal que existió en-
tre ella y su finado esposo el Lic. Francisco Honorio Re-
yes, y por los hijos y herederos de éste, los señores Theo-
nille Angélica Reyes Duluc, portadora de la cédula perso-
nal de identidad número 8097, serie 23, sello No. 117225,  

ra el año 1950; Francisco Honorio Reyes Duluc, porta-

or de la, cédula personal de identidad número 11492, se-
e 23, sello número 33196; Mercedes Fulvia Geo;gina Re-
es Duluc, portadora de la cédula personal de identidad 
Cimero 9443, serie 1, sello número 15447, todos domini-
nos, propietarios, mayores de edad, de este domicilio; 
ltagracia Nury Reyes de Frías, dominicana, casada, pro-
letaria, mayor de edad, de este domicilio, portadora de 

cédula personal de identidad número 3749, serie 23, 
llo número 4755, año 1950; Dr. Efraín Reyes Duluc, por-
dor de la cédula personal de identidad número 22863, 
rie 23, sello número 47550 y Dr. J. Teófilo Reyes Du-

uc, portador de la cédula personal de identidad número 
19937, serie 23, sello número 33085, para el año 1950, do-
minicanos, abogados, solteros, mayores de edad, de este 
domicilio y residencia, contra sentencia del Tribunal Su-
perior de Tierras de fecha veinticuatro de noviembre de 
mil novecientos cincuenta, cuyo dispositivo se copia más 
adelante; 

Oído el Magistrado Juez Relator; 

Oído el Dr. Efraín Reyes Duluc, portador de la cédula 
personal de identidad número 22863, serie 23, sello núme-
ro 7801, para el año 1952, por sí y por el Dr. Teófilo Re-
Sres Duluc, portador de la cédula personal de identidad 

. ,número 19937, serie 23, sello número 33086, abogados de 
os intimantes, en la lectura de sus conclusiones; 

Oído el Lic. Moisés de Soto, portador de la cédula 
personal de identidad número 5984, serie 23, •sello número 
( 1 -74, para el año 1952, abogado de la parte intimada, en 
i lectura de sus conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Visto el memorial de casación presentado por los abo-
gados de los recurrentes, en el cual se alegan las violacio-
nes de la ley que luego se indican; 
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SENTENCIA DE FECHA 11 DE JUNIO DE 1952. 

Sentencia impugnada: Tribunal Superior de Tierras, de fecha 
24 de Noviembre de 1950. 

Maieria: Tierras. 

Recurrente: Fulvia Duluc Vda. Reyes y Compartes. Abogados: 
Drs.: Efraín Reyes Duluc y Teófilo Reyes Duluc. 

Dios, Patria y Libertad. 

República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
• ticia, regularmente constituída por los Jueces Licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Juan Tomás Mejía, Primar 
Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio Beras, Segundo 
Sustituto de Presidente; Rafael Castro Rivera, Juan A. Mo-
rel, Gustavo A. Díaz, Ambrosio Alvarez Aybar, Damián 
Báez B., y Néstor Contín Aybar, asistidos del Secretario 
General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en Ciu-
dad Trujillo, Distrito de Santo Domingo, hoy día once del 
mes de junio de mil novecientos cincuenta y dos, años 
1099  de la Independencia, 89 0  de la Restauración y 23Q de 
la Era de Trujillo, dicta en audiencia pública, como corte 
de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Fulvia 
Duluc Viuda Reyes, portadora de la cédula personal de 
identidad No. 9442, serie 1, sello número 461034, para el 
año 1950, quien actúa en su calidad de cónyuge supervi-
viente de la disuelta comunidad conyugal que existió en-
tre ella y su finado esposo el Lic. Francisco Honorio Re-
yes, y por los hijos y herederos de éste, los señores Theo-
nille Angélica Reyes Duluc, portadora de la cédula perso-
nal de identidad número 8097, serie 23, sello No. 117225,  

ra el año 1950; Francisco Honorio Reyes Duluc, porta-
or de la, cédula personal de identidad número 11492, se-
le 23, sello número 33196; Mercedes Fulvia Geor*gina Re-
es Duluc, portadora de la cédula personal de identidad 
Cimero 9443, serie 1, sello número 15447, todos domini-
nos, propietarios, mayores de edad, de este domicilio; 
ltagracia Nury Reyes de Frías, dominicana, casada, pro-
letaria, mayor de edad, de este domicilio, portadora de 

cédula personal de identidad número 3749, serie 23, 
110 número 4755, año 1950; Dr. Efraín Reyes Duluc, por-

tador de la cédula personal de identidad número 22863, 
serie 23, sello número 47550 y Dr. J. Teófilo Reyes Du-
luc, portador de la cédula personal de identidad número 
19937, serie 23, sello número 33085, para el año 1950, do-
minicanos, abogados, solteros, mayores de edad, de este 
domicilio y residencia, contra sentencia del Tribunal Su-
perior de Tierras de fecha veinticuatro de noviembre de 
mil novecientos cincuenta, cuyo dispositivo se copia más 
adelante; 

Oído el Magistrado Juez Relator; 

Oído el Dr. Efraín Reyes Duluc, portador de la cédula 
Personal de identidad número 22863, serie 23, sello núme-
ro 7801, para el año 1952, por sí y por el Dr. Teófilo Re-
yes Duluc, portador de la cédula personal de identidad 
número 19937, serie 23, sello número 33086, abogados de 
los intimantes, en la lectura de sus conclusiones; 

Oído el Lic. Moisés de Soto, portador de la cédula 
'personal de identidad número 5984, serie 23, sello número 
9374, para el año 1952, abogado de la parte intimada, en 
la lectura de sus conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Visto el memorial de casación presentado por los abo-
gados de los recurrentes, en el cual se alegan las violacio-
i.es de la ley que luego se indican; 

401 
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Vistos los memoriales de defensa presentados por e 
abogado de la parte intimada; 

Visto el memorial de ampliación de la parte recu-
rrente; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
liberado, y vistos los artículos 1319, 1320, 1353, 2252 y 
2262 del Código Civil; 253 del Código de Procedimiento 
Civil; 7 de la Ley de Registro de Tierras, y 1 9  y 7 de la 
Ley sobre Procedimiénto de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada consta: 
a) que en fecha veinte de julio de mil novecientos cuaren-
ta y nueve, el Tribunal de Jurisdicción Original, dictó su 
-decisión No. 3, en relación con las parcelas números 168 
y 216 del Distrito Catastral No. 38/15/ parte, Común de 
Hato Mayor, sección de El Cercado, lugar de Doña Ana, 
Provincia del Seibo; b) que contra esta sentencia interpu-
sieron recurso de apelación, en cuanto a la parcela No. 
216, Fidel Hernández La Paix y J. Teófilo Reyeá Duluc, 
en nombre y representación de Fulvia Duluc Vda. Reyes 
y de los sucesores del licenciado Francisco Honorio Re-
yes; 

Considerando que el fallo ahora impugnado en casa-
ción contiene el dispositivo siguiente: "FALLA: 1 9  Se re-
chazan las 'apelaciones interpuestas en fechas 5 de agosto 
del 1949, por los Licenciados Federico Nina hijo y Ramón 
Feliú R. y el Dr. José A. Hazim, a nombre y en represen-
tación de los Sucesores de León Valera (a) Moreno, en 
cuanto a la Parcela Número 168; en la misma fecha por 
el. Dr. José H. Hazim, a nombre y en representación del 
señór Fidel Hernández La Paíx, en cuanto a la Parcela 
Número 216; y 12 de agosto del 1949, por el Licenciado 
J. Teófilo Reyes Duluc, a nombre y en representación de 
la señora Fulvia Duluc Viuda Reyes, y de los Sucesores 
del Licenciado Francisco Honorio Reyes, en cuanto a la 
Parcela Número 216, contra la Decisión Número 3 del 
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Tribunal de jurisdicción original, de fecha 20 de julio del 
1949, en relación con el Distrito Catastral Número 38-15/ 
parte, Común de Hato Mayor, Provincia del Seibo; 2 9  Se 
confirma la referida Decisión, cuyo dispositivo es el si-
guiente: PARCELA NUMERO 168. 1 9— Que debe recha-
zar y rechaza, por infundada, la reclamación presentada 
sobre esta parcela por el señor Nicolás Santoni, dominica-
no, mayor de edad, casado, agricultor, domiciliado y re-
sidente en San Pedro de Macorís, identificado por la cé-
dula No. 396, serie 23; V Que debe rechazar y rechaza la'  
reclamación de los sucesores de León Valera, alias More-
no, en cuanto a la porción de esta parcela situada al Este 
del Arroyo Culebras; 3 9  Que debe ordenar y ordena el 
registro del derecho de propiedad de esta parcela y sus 
mejoras en la siguiente forma: a) La porción de esta parce-
la situada al Oeste del Arroyo Culebras y comprendida 
dentro del plano de fecha 1° de octubre del 1909, del Agri-
mensor Miguel A. Duvergé, en favor de los Sucesores de 
León Valera, alias Moreno; y b) el resto de la parcela, si-
tuada al Este del mismo Arroyo Culebras, en favor de la 
señora María Pión, dominicana, mayor de edad, soltera, 
domiciliada y residente en Hato Mayor, identificada por 
la Cédula No. 6539, serie 27, y de sus hijos Georgina, 
Eduardo, Eufemio y Horacio Pión, de generales ignora-
das; PARCELA NUMERO 216. 1°— Que debe rechazar y 
rechaza la reclamación formulada sobre esta parcela por la 
señora Fulvia Duluc Viuda Reyes y los Sucesores del Li-
cenciado Francisco Honorio Reyes; 2 9— Que debe recha-
zar y rechaza la reclamación presentada sobre, esta parce-
la por el señor Fidel Hernández La Paix, dominicano, ma-
yor de edad, agricultor, casado, domiciliado y residente en 
Hato Mayor, identificado por la cédula No. 616, serie 27; 
39— Que debe ordenar y ordena el registro del derecho 
de propiedad de esta parcela y sus mejoras en favor de 
los Sucesores de Genaro de Mota. Se ordena al Secretario 
del Tribunal de Tierras, que una vez recibidos por él los' 



1080 	 BOLETÍN JUDICIAL 

Vistos los memoriales de defensa presentados Por el 
abogado de la parte intimada; 

Visto el memorial de ampliación de la parte recu-
rrente; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
liberado, y vistos los artículos 1319, 1320, 1353, 2252 y 
2262 del Código Civil; 253 del Código de Procedimiento 
Civil; 7 de la Ley de Registro de Tierras, y 1 9  y 7 de la 
Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada consta: 
a) que en fecha veinte de julio de mil novecientos cuaren-
ta y nueve, el Tribunal de Jurisdicción Original, dictó su 
-decisión No. 3, en relación con las parcelas números 168 
y 216 del Distrito Catastral No. 38/15 1  parte, Común de-
Hato Mayor, sección de El Cercado, lugar de Doña Ana, 
Provincia del Seibo; b) que contra esta sentencia interpu-
sieron recurso de apelación, en cuanto a la parcela No. 
216, Fidel Hernández La Paix y J. Teófilo Reyeá Duluc, 
en nombre y representación de Fulvia Duluc Vda. Reyes 
y de los sucesores del licenciado Francisco Honorio Re-
yes; 

Considerando que el fallo ahora impugnado en casa-
ción contiene el dispositivo siguiente: "FALLA: 1 9  Se re-
chazan las 'apelaciones interpuestas en fechas 5 de agosto 
del 1949, por los Licenciados Federico Nina hijo y Ramón 
Feliú R. y el Dr. José A. Hazim, a nombre y en represen-
tación de los Sucesores de León Valera (a) Moreno, en 
Cuanto a la Parcela Número 168; en la misma fecha por 
el . 

Dr. José H. Hazim, a nombre y en representación del 
señór Fidel Hernández La Paix, en cuanto a la Parcela 
Número 216; y 12 de agosto del 1949, por el Licenciado 
J. Teófilo Reyes Duluc, a nombre y en representación de 
la señora Fulvia Duluc Viuda Reyes, y de los Sucesores 
del Licenciado Francisco Honorio Reyes, en cuanto a la 
Parcela Número 216, contra la Decisión Número 3 del 

Tribunal de jurisdicción original, de fecha 20 de julio del 
1949, en relación con el Distrito Catastral Número 38-15 1 

 parte, Común de Hato Mayor, Provincia del Seibo; 2° Se 
confirma la referida Decisión, cuyo dispositivo es el si-
guiente: PARCELA NUMERO 168. 19— Que debe recha-
zar y rechaza, por infundada, la reclamación presentada 
sobre esta parcela por el señor Nicolás Santoni, dominica-
no, mayor de edad, casado, agricultor, domiciliado y re-
sidente en San Pedro de Macorís, identificado por la cé-
dula No. 396, serie 23; 2 9  Que debe rechazar y rechaza la 
reclamación de los sucesores de León Valera, alias More-
no, en cuanto a la porción de esta parcela situada al' Este 
del Arroyo Culebras; 3 9  Que debe ordenar y ordena el 
registro del derecho de propiedad de esta parcela y sus 
mejoras en la siguiente forma: a) La porción de esta parce-
la situada al Oeste del Arroyo Culebras y comprendida 
dentro del plano de fecha 1 9  de octubre del 1909, del Agri-
mensor Miguel A. Duvergé, en favor de los Sucesores de 
León Valera, alias Moreno; y b) el resto de la parcela, si-
tuada al Este del mismo Arroyo Culebras, en favor de la 
señora María Pión, dominicana, mayor de edad, soltera, 
domiciliada y residente en Hato Mayor, identificada por 
la Cédula No. 6539, serie 27, y de sus hijos Georgina, 
Eduardo, Eufemio y Horacio Pión, de generales ignora-
das; PARCELA NUMERO 216. 1 9— Que debe rechazar y 
rechaza la reclamación formulada sobre esta parcela por la 
señora Fulvia Duluc Viuda Reyes y los Sucesores del Li-
cenciado Francisco Honorio Reyes; 2 9— Que debe recha-
zar y rechaza la reclamación presentada sobre, esta parce-
la por el señor Fidel Hernández La Paix, dominicano, ma-
yor de edad, agricultor, casado, domiciliado y residente en 
Hato Mayor, identificado por la cédula No. 616, serie 27; 
39— Que debe ordenar y ordena el registro del derecho 
de propiedad de esta parcela y sus mejoras en favor de 
los Sucesores de Genaro de Mota. Se ordena al Secretario 
del Tribunal de Tierras, que una vez recibidos por él los 
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planos definitivos, preparados por el Agrimensor Contra.. 
tista y aprobados por la Dirección General de Mensuras 
Catastrales, relativos a las parcelas objeto de la presente, 
expida los Decretos de Registro de Títulos correspondien-
tes, de acuerdo con la presente Decisión; 

Considerando que los recurrentes invocan en su me-
morial de casación los siguientes medios contra el fallo im-
pugnado: 1.— Violación del derecho de defensa; 2.— Des-
naturalización de los hechos de la causa; 3.— Violación 
del artículo 2252 del Código Civil.— 4.— Falsa aplicación 
del artículo 2262 del Código Civil; 5.— Violación de los 
artículos 1319 y 1320 del Código Civil; 6.— Falta de base 
legal; 7.— Violación del artículo 253 del Código de Pro-
cedimiento Civil, y 8.— Violación del artículo 71 de la 
Ley de Registro de Tierras; 

Considerando que, por su parte, en su memorial de 
defensa la parte intimada expresa que los únicos herede-
ros citados regularmente lo fueron María Elisa Mota, Ma-
tilde Mota, Porfiria Mota y María Antonia Mota y que 
los demás herederos, o sea, María de Jesús de Mota Vda. 
Aquino, Teolinda de Mota de Grateró, Rosa de Mota, Jua-
nica de Mota y Linda de Mota no fueron emplazados den-
tro del término legal; 

Considerando que en el presente caso a la coheredera 
María de Jesús Mota Vda. Aquino, le fué hecha la noti-
ficación del recurso de casación, el día dos de marzo de 
mil novecientos cincuenta y uno, por acto del alguacil 
Pouerié, del Juzgado de Paz de la Común de Hato Ma -

yor; a María Elisa de Mota, Matilde de Mota, Porfiria di 
Mota y María Antonia de Mota, el mismo día dos de mar-
zo, en San Pedro y en sus inmediaciones, por acto del 
alguacil Puello, del Juzgado de Primera Instancia de San 
Pedro de Macorís, y a María de Jesús de Mota Vda. Aqui-
no, Juan de Mota, Fredesvinda de Mota, Teolinda de Mo-
ta Vda. Grateró y Rosa de Mota, en la persona del Magis-
trado Procurador General de la República, el día cinco  

del mismo mes de marzo, por acto del alguacil Miguel An- 
gel Rodrigo, de la Corte de Apelación de Ciudad Trujillo; 

Considerando que, habiendo sido dictado el auto de 
admisión del presente recurso el veintinueve de enero de 
mil novecientos cincuenta y uno, la notificación hecha a 
las personas domiciliadas en San Pedro de 'Macorís y en 
Hato Mayor es válida, porque el plazo de treinta días pa-
ra emplazar a la parte intimada es franco, y se aumenta 
en razón de la distancia; que, en efecto dicho plazo ven-
ció el primero de marzo y se prorrogó dos días para los 
intimados domiciliados en San Pedro de Macorís y tres 
días para los domiciliados en Hato Mayor; que, en cuan-
to a los emplazados en la persona del Magistrado Procu-
rador General de la República, el día cinco de marzo, la 
notificación del recurso está viciada de caducidad, porque 
al tratarse de personas que no tienen domicilio conocido 
en la República, no hay lugar al aumento del plazo en 
razón de la distancia; que esta caducidad no puede apli-
carse, sin embargo, a María de Jesús Mota Vda. Aquino, 
ya que ésta había sido citada regularmente, como se ha 
dicho, por medio del repetido acto del dos de marzo; 

Considerando que por su segundo medio de casación 
los recurrentes alegan que el Tribunal Superior de Tie-
rras ha violado el derecho de defensa en su perjuicio: a) 
porque dicho Tribunal denegó el reenvío de la audiencia 
solicitado por e[los a fin de que fueran oídos otros tes-
tigos; b) porque no se les permitió establecer la prueba 
de la demanda en conciliación del cuatro de diciembre de. 
mil novecientos diecinueve, que fué presentada sin la úl-
tima hoja; y c) porque los escritos producidos por los abo-
gados contrarios no fueron puestos a disposición de los 
abogados de los recurrentes; 

Considerando en cuanto a lo marcado con la letra a) 
que, acerca del pedimento formulado por el abogado de 
los recurrentes tendiente a que fuera oído el testigo Julio 
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planos definitivos, preparados por el Agrimensor Contra-
tista y aprobados por' la Dirección General de Mensuras 
Catastrales, relativos a las parcelas objeto de la presente, 
expida los Decretos de Registro de Títulos correspondien-
tes, de acuerdo con la presente Decisión; 

Considerando que los recurrentes invocan en su me-
morial de casación los siguientes medios contra el fallo im-
pugnado: 1.— Violación del derecho de defensa; 2.— Des-
naturalización de los hechos de la causa; 3.— Violación 
del artículo 2252 del Código Civil.— 4.— Falsa aplicación 
del artículo 2262 del Código Civil; 5.— Violación de los 
artículos 1319 y 1320 del Código Civil; 6.— Falta de base 
legal; 7.— Violación del artículo 253 del Código de Pro-
cedimiento Civil, y 8.— Violación del artículo 71 de la 
Ley de Registro de Tierras; 

Considerando que, por su parte, en su memorial de 
defensa la parte intimada expresa que los únicos herede-
ros citados regularmente lo fueron María Elisa Mota, Ma-
tilde Mota, Porfiria Mota y María Antonia Mota y que 
los demás herederos, o sea, María de Jesús de Mota Vda. 
Aquino, Teolinda de Mota de Grateró, Rosa de Mota, Jua-
nica de Mota y Linda de Mota no fueron emplazados den-
tro del término legal; 

Considerando que en el presente caso a' la coheredera 
María de Jesús Mota Vda. Aquino, le fué hecha la noti-
ficación del recurso de casación, el día dos de marzo de 
mil novecientos cincuenta y uno, por acto del alguacil 
Pouerié, del Juzgado de Paz de la Común de Hato Ma-
yor; a María Elisa de Mota, Matilde de Mota, Porfiria de 
Mota y María Antonia de Mota, el mismo día dos de mar-
zo, en San Pedro y en sus inmediaciones, por acto del 
alguacil Puello, del Juzgado de Primera Instancia de San 
Pedro de Macorís, y a María de Jesús de Mota Vda. Aqui-
no, Juan de Mota, Fredesvinda de Mota, Teolinda de Mo-
ta Vda. Grateró y Rosa de Mota, en la persona del Magis-
trado Procurador General de la República, el día cinco  

del mismo mes de marzo, por acto del alguacil Miguel An- 
gel Rodrigo, de la Corte de Apelación de Ciudad Trujillo; 

Considerando que, habiendo sido dictado el auto de 
admisión del presente recurso el veintinueve de enero de 
mil novecientos cincuenta y uno, la notificación hecha a 
las personas domiciliadas en San Pedro de Macorís y en 
Hato Mayor es válida, porque el plazo de treinta días pa-
ra emplazar a la parte intimada es franco, y se aumenta 
en razón de la distancia; que, en efecto dicho 'plazo ven-
ció el primero de marzo y se prorrogó dos días para los 
intimados domiciliados en San Pedro de Macorís y tres 
días para los domiciliados en Hato Mayor; que, en cuan-
to a los emplazados en la persona del Magistrado Procu-
rador General de la República, el día cinco de marzo, la 
notificación del recurso está viciada de caducidad, porque 
al tratarse de personas que no tienen domicilio conocido 
en la República, no hay lugar al aumento del plazo en 
razón de la distancia; que esta caducidad no nuede apli-
carse, sin embargo, a María de Jesús Mota Vda. Aquino, 
ya que ésta había sido citada regularmente, como se ha 
dicho, por medio del repetido acto del dos de marzo; 

Considerando que por su segundo medio de casación 
los recurrentes alegan que el Tribunal Superior de Tie-
rras ha violado el derecho de defensa en su perjuicio: a) 
porque dicho Tribunal denegó el reenvío de la audiencia 
solicitado por ellos a fin de que fueran oídos otros tes-
tigos; b) porque no se les permitió establecer la prueba 
de la demanda en conciliación del cuatro de diciembre de 
mil novecientos diecinueve, que fué presentada sin la úl-
tima.hoja; y e) porque los escritos producidos por los abo-
gados contrarios no fueron puestos a disposición de los 
abogados de los recurrentes; 

Considerando en cuanto a lo marcado con la letra a) 
que, acerca del pedimento formulado por el abogado de 
los recurrentes tendiente a que fuera oído el testigo Julio 
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Lluberes y a que se reenviara la audiencia de la causa 
para que fueran oídos otros testigos que no habían podido 
ser localizados, en el fallo impugnado consta que el Tri-
bunal resolvió oír al testigo Lluberes y desestimar el pe-
dimento de reenvío, sobre el fundamente de que la par-
te apelante pudo hacer oír en jurisdicción original a los 
otros testigos; que esta negativa, por otra párte, no fué un 
obstáculo para que el abogado concluyera luego pidiendo 
el rechazamiento de las reclamaciones de los sucesores Mo-
ta y de Fidel Hernández La Paix, fundándose en las prue-
bas aportadas; en cuanto a lo marcado en la letra b), que 
sobre este particular el Tribunal a quo declaró en buen 
derecho que la referida demanda en conciliación es radi-
calmente nula porque no está firmada por el alguacil y 
que, en todo caso, carece de todo valor jurídico para la so-
lución del litigio, porque dicha demanda no fué seguida 
de emplazamiento, que es un requisito indispensable para 
que pudiera producir efecto útil como elemento interrup-
til,o de la prescripción; que,- por consiguiente, cualquiera 

-medida que hubiese tenido por objeto establecer la prueba 
'relativa a la regularidad de la mencionada citación en con-
ciliación, era frustratoria; en cuanto a lo marcado con la 
letra c) que en el mismo fallo impugnado se consigna "que 
el Tribunal concedió a cada una de las partes en causa 
quince días para someter escritos de réplica y contrarré-
plica y que dentro de estos plazos se recibieron los es-
critos producidos por el Dr. J. Teófilo Reyes Duluc, Lic. 
Moisés de Soto, Lic. Federico Nina hijo", y que en fecha 
treinta y uno de diciembre de inil novecientos cincuenta 
y uno, el Dr. J. Teófilo Reyes Duluc depositó varios docu-
mentos; que, en tales condiciones, el derecho de defensa 
no ha sido violado en este caso, como no lo fué tampoco 
en los casos expuestos precedentemente; 

Considerando que por el segundo medio los recurren-
tes alegan la desnaturalización de los hechos de la causa, 
porque no se les atribuyó "el carácter de verdaderos ac- 

s de posesión a los hechos que fueron aducidos y pro-
ados por los peticionarios"; 

Considerando que para rechazar la reclamación pre-
ntada por los sucesores del Lic. Reyes, el Tribunal Su-

erior de Tierras expresa lo que a continuación se trans-
ibe: "que la señora Fulvia Duluc Vda. Reyes y los Su-
sores del Licenciado Francisco Honorio Reyes reclaman 

sta parcela, fundando sus pretensiones en un acto de re-
roventa de fecha 8 de julio del 1913, otorgado por la 
eñora Cruz Santana viuda Mota y sus hijos Leovigildo y 
uan de Mota en favor del señor Francisco Honorio Re-

yes, sobre una porción de 410 tareas de terreno cercada 
con alambres de púas, conteniendo además de un bohío o 
-casa de vivienda, un cultivo de 200 tareas de cacao pañ-

ero, ubicada en el lugar de .`El Cercado', jurisdicción del 
Seibo; que el Juez a quo rechazó esta reclamación, por-
que estimó que el referido acto encubría un contrato de 
préstamo a interés con garantía inmobiliaria, y desde la 
-fecha del contrato mencionado había transcurrido treinti-
eis años sin que el Licenciado Francisco Honorio Reyes 

o sus causahabientes hubieran ejercido acción alguna ten-
diente a obtener el pago de la suma prestada a interés 
`ni acto alguno que le atribuya en algún momento la po-
sesión del terreno, por lo cual deben considerarse pres-
critas todas las acciones emanadas de dicho acto de fecha 
8 de julio del año 1913, en contra de los Sucesores de 
Genaro de Mota"; "que si bien este Tribunal Superior 
estima que los elementos constitutivos del pacto pigno-
raticio no han quedado lo suficientemente establecidos, es 
innegable que habiendo transcurrido más de treinta años 
desde el 8 de julio del 1913 en que se pactó la retroven-
ta, hasta el 27 de julio de 1948, fecha de la intervención 
de la viuda y de los Sucesores Reyes en la litis, cualquier 
acción tendiente a obtener derechos que se deriven de 
ese contrato prescribió, ya que los compradores a pacto 
retro no han ejercido ningún acto interruptivo de la pres- 
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Lluberes y a que se reenviara la audiencia de la causa 
para que fueran oídos otros testigos que no habían podido 
ser localizados, en el fallo impugnado consta que el Tri-
bunal resolvió oír al testigo Lluberes y desestimar el pe-
dimento de reenvío, sobre el fundamente de que la par-
te apelante pudo hacer oír en jurisdicción original a los 
otros testigos; que esta negativa, por otra parte, no fué un 
obstáculo para que el abogado concluyera luego pidiendo 
el rechazamiento de las reclamaciones de los sucesores Mo-
ta y de Fidel Hernández La Paix, fundándose en las prue-
bas aportadas; en cuanto a lo marcado en la letra b), que 
sobre este particular el Tribunal a quo declaró en buen 
derecho que la referida demanda en conciliación es radi-
calmente nula porque no está firmada por el alguacil y 
que, en todo caso, carece de todo valor jurídico para la so-
lución del litigio, porque dicha demanda no fué seguida 
de emplazamiento, que es un requisito indispensable para 
que pudiera producir efecto útil como elemento interrup-
tióo la prescripción; que,- por consiguiente, cualquiera 

'medida que hubiese tenido por objeto establecer la prueba 
'relativa a la regularidad de la mencionada citación en con-
ciliación, era frustratoria; en cuanto a lo marcado con la 
letra c) que en el mismo fallo impugnado se consigna "que 
el Tribunal concedió a cada una de las partes en causa 
quince días para someter escritos de réplica y contrarré-
plica y que dentro de estos plazos se recibieron los es-
critos producidos por el Dr. J. Teófilo Reyes Duluc, Lic. 
Moisés de Soto, Lic. Federico Nina hijo", y que en fecha 
treinta y une de diciembre de mil novecientos cincuenta 
y uno, el Dr. J. Teófilo Reyes Duluc depositó varios docu-
mentos; que, en tales condiciones, el derecho de defensa 
no ha sido violado en este caso, como no lo fué tampoco 
en los casos expuestos precedentemente; 

Considerando que por el segundo medio los recurren-
tes alegan la desnaturalización de los hechos de la causa, 
porque no se les atribuyó "el carácter de verdaderos ac- 

s de posesión a los hechos que fueron aducidos y pro-
ados por los peticionarios"; 

Considerando que para rechazar la reclamación pre- 
entada por los sucesores del Lic. Reyes, el Tribunal Su- 
erior de Tierras expresa lo que a continuación se trans- 
ibe: "que la señora Fulvia Duluc Vda. Reyes y los Su- 
sores del Licenciado Francisco Honorio Reyes reclaman 
ta parcela, fundando sus pretensiones en un acto de re-

roventa de fecha 8 de julio del 1913, otorgado por la 
eñora Cruz Santana viuda Mota y sus hijos Leovigildo y 
uan de Mota en favor del señor Francisco Honorio Re-

yes, sobre una porción de 410 tareas de terreno cercada 
con alambres de púas, conteniendo además de un bohío o 
.casa de vivienda, un cultivo de 200 tareas de cacao pari- 

ero, ubicada en el lugar de 'El Cercado', jurisdicción del 
•Seibo; que el Juez a quo rechazó esta reclamación, por-
que estimó que el referido acto encubría un contrato de 
préstamo a interés con garantía inmobiliaria, y desde la 
fecha del contrato mencionado había transcurrido treinti-
seis años sin que el Licenciado Francisco Honorio Reyes 
o sus causahabientes hubieran ejercido acción alguna ten-
diente a obtener el pago de la suma prestada a interés 
`ni acto alguno que le atribuya en algún momento la po-
sesión del terreno, por lo cual deben considerarse pres-
critas todas las acciones emanadas de dicho acto de fecha 
8 de julio del año 1913, en contra de los Sucesores de 
Genaro de Mota"; "que si bien este Tribunal Superior 
estima que los elementos constitutivos del pacto pigno-
raticio no han quedado lo suficientemente establecidos, es 
innegable que habiendo transcurrido más de treinta años 
desde el 8 de julio del 1913 en que se pactó la retroven-
ta, hasta el 27 de julio de 1948, fecha de la intervención 
de la viuda y de los Sucesores Reyes en la litis, cualquier 
acción tendiente a obtener derechos que se deriven de 
ese contrato prescribió, ya que los compradores a pacto 
retro no han ejercido ningún acto interruptivo de la pres- 
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cripción que estaba corriendo en su contra, pues el escrito 
sometido por la viuda y los Sucesores del Licenciad o 

 Francisco Honorio Reyes, para establecer que ellos inten-
taron una demanda en conciliación en fecha 4 de diciem-
bre del 1916 contra la señora Cruz Santana Viuda Mota y 
sus hijos Leovigildo y Juan de Mota, es un acto que no con 
tiene la firma del Alguacil que se dice lo instrumentó, 
y por carecer de ese requisito no tiene eficacia jurídica 
alguna, y además, como no fué seguido de emplazamiento 
no interrumpe la prescripción; que tampoco son actos os-
tensibles del derecho de propiedad de los señores Reyes so-
bre esta parcela, como ellos lo pretenden, el hecho de que 
depositaran en el Tribunal de Tierras 'la documentación' 
en que fundamentan sus derechos', ni el pedimento de 
que "antes de procederse a la depuración se ordenara un. 
nuevo juicio... de acuerdo a la documentación deposita-
da", ni la circunstancia de que el señor Julio Lluberes les 
ofreciera en venta el terreno a los Sucesores de Genaro de 
Mota por cuenta de los Reyes; que ninguno de estos he 
chos constituyen pruebas con valor jurídico para establece 
un derecho de propiedad sobre el terreno en litis"; 

Considerando que los jueces del fondo tienen facul-
tad para establecer soberanamente la materialidad de los . 
hechos de la causa; que, en el presente caso, dichos jue-
ces no han incurrido en desnaturalización alguna al decla-
rar que los hechos alegados por los recurrentes no carac-
terizan la posesión legal del terreno en litigio; 

Considerando, por otra parte, que nada se opone a 
que el vendedor pueda beneficiarse de la usucapión y opo-
nerla a su comprador cuando aquél ha permanecido en los 
lugares con todos los requisitos exigidos por la ley para 
prescribir; que, en consecuencia, todo lo expuesto ante-
riormente demuestra que lejos de haber desnaturaliza-
do los hechos de la causa, el Tribunal a quo les ha dada 
su verdadero carácter legal y ha derivado de ellos las 
consecuencias jurídicas pertinentes; 

Considerando que por los medios tercero y cuarto que 
se reúnen para su examen por la conexión que tienen en-
4re sí, los recurrentes alegan que el Tribunal a quo ha 
desconocido que la prescripción no corre contra los me-
nores de edad, y que, por consiguiente ha violado el ar-
tículo 2262 del Código Civil y ha hecho una falsa aplica-
ción del artículo 2252 del mismo Código; 

Considerando que a minoridad debe ser probada por 
la persona que la alega ante los jueces del fondo; que, 

_en la especie, el Tribunal a quo ha declarado en su sen-
tencia que "en cuanto al alegato de que la prescripción 

. no corría contra los Sucesores Reyes porque eran meno-
res, este es un hecho que no ha sido probado"; que no ha-
biendo estado el Tribunal a quo, por ese motivo, en con-
diciones de tener por cierta la simple afirmación de los 
actuales recurrentes, es obvio que dicho Tribunal no ha 
podido violar o hacer una falsa aplicación de los textos 
invocados en estos medios; 

Considerando que por los medios quinto y octavo, los 
recurrentes sostienen que se han violado los artículos 1319 
y 1320 del Código Civil y el artículo 71 de la Ley de Re-
gistro de Tierras, porque el Tribunal a quo ha desconoci-
do la fuerza probatoria del acta auténtica de retroventa 
del ocho de julio de mil novecientos trece, en la cual se 
consigna que el Lic. Reyes entró a partir de la fecha del 
acto "en la quieta y pacífica pbsesión del terreno compra-
do"; pero, 

Considerando que el examen de la mencionada acta 
de retroventa, instrumentada por el Notario Ramón Soñé 
Nolasco, lo que dice a este respecto es que el comprador 
bajo pacto de retroventa declaró que conocía la propiedad 
vendida por lo cual no necesitaba más amplia designación, 
"entrandó por virtud de este acto en quieta y pacífica po-
sesión para usar y disponer de ella como cosa que le per-
tenece"; que tal enunciación, en la forma en que está re-
dactada, no implica que el comprador entrara necesaria- 
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cripción que estaba corriendo en su contra, pues el escrito 
sometido por la viuda y los Sucesores del Licenciado. 
Francisco Honorio Reyes, para establecer que ellos inten-
taron una demanda en conciliación en fecha 4 de diciem-
bre del 1916 contra la señora Cruz Santana Viuda Mota 
sus hijos Leovigildo y Juan ,de Mota, es un acto que no con 
tiene la firma del Alguacil que se dice lo instrumentó 
y por carecer de ese requisito no tiene eficacia jurídica 
alguna, y además, como no fué seguido de emplazamiento-
no interrumpe la prescripción; que tampoco son actos osj 
tensibles del derecho de propiedad de los señores Reyes so-
bre esta parcela, como ellos lo pretenden, el hecho de que 
depositaran en el Tribunal de Tierras 'la documentación' 
en que fundamentan sus derechos', ni el pedimento de 
que "antes de procederse a la depuración se ordenara u 
nuevo juicio ... de acuerdo a la documentación deposita-
da", ni la circunstancia de que el señor Julio Lluberes les 
ofreciera en venta el terreno a los Sucesores de Genaro de 
Mota por cuenta de los Reyes; que ninguno de estos he-
chos constituyen pruebas con valor jurídico para estables 
un derecho de propiedad sobre el terreno en litis"; 

Considerando que los jueces del fondo tienen facul-
tad para establecer soberanamente la materialidad de los 
hechos de la causa; que, en el presente caso, dichos jue 
ces no han incurrido en desnaturalización alguna al decla-
rar que los hechos alegados por los recurrentes no carac-
terizan la posesión legal del terreno en litigio; 

Considerando, por otra parte, que nada se opone a 
que el vendedor pueda beneficiarse de la usucapión y opo-
nerla a su comprador cuando aquél ha permanecido en los 
lugares con todos los requisitos exigidos por la ley para 
prescribir; que, en consecuencia, todo lo expuesto ante-
riormente demuestra que lejos de haber desnaturaliza-
do los hechos de la causa, el Tribunal a quo les ha dada 
su verdadero carácter legal y ha derivado de ellos las 
consecuencias jurídicas pertinentes; 

Considerando que por los medios tercero y cuarto que 

se reúnen para su examen por la conexión que tienen en-
4re sí, los recurrentes alegan que el Tribunal a quo ha 
desconocido que la prescripción no corre contra los me-
nores de edad, y que, por consiguiente ha violado el ar-
tículo 2262 del Código Civil y ha hecho una falsa aplica-
ción del artículo 2252 del mismo Código; 

Considerando aue a minoridad debe ser probada por 

la persona que la alega ante los jueces del fondo; que, 
en la especie, el Tribunal a quo ha declarado en su sen-
tencia que "en cuanto al alegato de que la prescripción 

. no corría contra los Sucesores Reyes porque eran meno-
res, este es un hecho que no ha sido probado"; que no ha-
biendo estado el Tribunal a quo, por ese motivo, en con-
diciones de tener por cierta la simple afirmación de los 
actuales recurrentes, es obvio que dicho Tribunal no ha 
podido violar o hacer una falsa aplicación de los textos 
invocados en estos medios; 

Considerando que por los medios quinto y octavo, los 
recurrentes sostienen que se han violado los artículos 1319 
y 1320 del Código Civil y el artículo 71 de la Ley de Re-
gistro de Tierras, porque el Tribunal a quo ha desconoci-
do la fuerza probatoria del acta auténtica de retroventa 
del ocho de julio de mil novecientos trece, en la cual se 
consigna que el Lic. Reyes entró a partir de la fecha del 
acto "en la quieta y pacífica pOsesión del terreno compra-
do"; pero, 

Considerando que el examen de la mencionada acta 
de retroventa, instrumentada por el Notario Ramón Soñé 
Nolasco, lo que dice a este respecto es que el comprador 
bajo pacto de retroventa declaró que conocía la propiedad 
vendida por lo cual no necesitaba más amplia designación, 
"entrando por virtud de este acto en quieta y pacífica po-
sesión para usar y disponer de ella como cosa que le per-
tenece"; que tal enunciación, en la forma en que está re-
dactada, no implica que el comprador entrara necesaria- 
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mente en la posesión real del terreno; que, en tales con_ 
diciones, el Tribunal a quo no ha podido violar los textos 
antes mencionados, al hacer uso de otros medios de prue-: 
bas para establecer que el comprador no intentó ninguna ac-
ción relativa al contrato y que el vendedor y sus suceso-
res permanecieron en el terreno objeto de la retroventa 
como dueños del mismo; 

Considerando, en cuanto al sexto medio, que todo lo 
anteriormente expuesto pone de manifiesto que el fallo im-
pugnado no carece de base legal, como lo pretenden los 
recurrentes, puesto que los hechos consignados en la sen-
tencia intervenida le han permitido a la Suprema Corte 
dé Justicia ejercer su poder de verificación en el presente' 
caso; 

Considerando, en cuanto a la violación del artículo 
253 del Código de Procedimiento Civil, alegada en el sép-
timo medio; que el recurrente no ha expresado en su me-
morial en qué consiste la violación del referido texto le-
gal; que, por tanto, este medio debe ser rechazado por fal-
ta de justificación; 

Considerando, en cuanto a la condenación en costas, 
que la parte que intenta una demanda improcedente o que 
se niega a reconocer una demanda que resulta bien fun-
dada en derecho, se expone, por razones de equidad, 
a restituir a su adversario los gastos en que éste hubiese 
incurrido en la medida señalada por la ley; pero, que al 
no ser de orden público en materia civil la condenación en 
costas, ya que su objeto es regular intereses puramente 
privados de los litigantes, es improcedente pronunciar, de 
oficio, tal condenación, cuando, como en la especie, la par-
te gananciosa no la haya pedido; 

Por tales motivos, PRIMERO: Declara la caducidad 
del recurso de casación interpuesto por Fulvia Duluc Vda. 
Reyes y compartes, contra sentencia del Tribunal Superior 
de Tierras, de fecha veinticuatro de noviembre de mil no- 

vecientos cincuenta, cuyo dispositivo se copia en otro lu-
gar del presente fallo, en cuanto concierne a los intimados 
Teolinda Mota Vda. Grateró, Fredesvinda de Mota, Juan 
de Mota y Rosa de Mota; SEGUNDO: Rechaza, respecto 
de los demás intimados, el mencionado recurso de casa-
ción. 

(Firmados) : H. Herrera Billini.— J. Tomás Mejía.— 
Fco. Elpidio Beras.— Raf. Castro Rivera.-- 7- Juan A. Mo-
rel.— G. A. Díaz.— A. Alvarez Aybar.— Damián Báez 
B.— Néstor Contín Aybar.— Ernesto Curiel hijo, Secreta-
rio General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
Señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y 
fué firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, 
que certifico. (Firmado) : Ernésto Curiel hijo. 
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mente en la posesión real del terreno; que, en tales con-
diciones, el Tribunal a quo no ha podido violar los textos 
antes mencionados, al hacer uso de otros medios de prue-
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pugnado no carece de base legal, como lo pretenden los 
recurrentes, puesto que los hechos consignados en la sen-
tencia intervenida le han permitido a la Suprema Corte 
de Justicia ejercer su poder de verificación en el presente' 
caso; 

Considerando, en cuanto a la violación del artículo 
253 del Código de Procedimiento Civil, alegada en el sép-
timo medio; que el recurrente no ha expresado en su me-
morial en qué consiste la violación del referido texto le-
gal; que, por tanto, este medio debe ser rechazado por fal-
ta de justificación; 

Considerando, en cuanto a la condenación en costas, 
que la parte que intenta una demanda improcedente o que 
se niega a reconocer una demanda que resulta bien fun-
dada en derecho, se expone, por razones de equidad, 
a restituir a su adversario los gastos en que éste hubiese 
incurrido en la medida señalada por la ley; pero, que al 
no ser de orden público en materia civil la condenación en 
costas, ya que su objeto es regular intereses puramente 
privados de los litigantes, es improcedente pronunciar, de 
oficio, tal condenación, cuando, como en la especie, la par-
te gananciosa no la haya pedido; 

Por tales motivos, PRIMERO: Declara la caducidad 
del recurso de casación interpuesto por Fulvia Duluc Vda. 
Reyes y compartes, contra sentencia del Tribunal Superior 
de Tierras, de fecha veinticuatro de noviembre de mil no- 

vecientos cincuenta, cuyo dispositivo se copia en otro lu-
gar del presente fallo, en cuanto concierne a los intimados 
Teolinda Mota Vda. Grateró, Fredesvinda de Mota, Juan 
de Mota y Rosa de Mota; SEGUNDO: Rechaza, respecto 
de los demás intimados, el mencionado recurso de casa-
ción. 

(Firmados) : H. Herrera Billini.— J. Tomás Mejía.— 
Fco. Elpidio Beras.— Raf. Castro Rivera. Juan A. Mo-
rel.— G. A. Díaz.— A. Alvarez Aybar.— Damián Báez 
B.— Néstor Contín Aybar.— Ernesto Curiel hijo, Secreta-
rio General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
Señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y 
fué firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, 
que certifico. (Firmado) : Ernáto Curiel hijo. 

• 

Á 



1090 	 BOLETÍN JUDICIAL 

SENTENCIA DE FECHA 13 DE JUNIO DE 1952. 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de San Juan de la 
Maguana, de fecha 5 de marzo de 1952. 

Materia: Penal. 

Recurrente: Uladislao Herrera y Octaviano Herrefti,, 

Dios, Patria y Libertad. 

República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Juan Tomás Mejía, Pri-
mer Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio Beras, Se-
gundo Sustituto de Presidente; Rafael Castro Rivera, Juan 
A. Morel, Gustavo A. Díaz, Ambrosio Alvarez Aybar, Da-
mián Báez B. y Néstor Contín Aybar, asistidos del Secre-
tario General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en 
Ciudad Trujillo, Distrito de Santo Domingo, hoy día trece 
del mes de junio de mil novecientos cincuenta y dos, años 
1099  de la Independencia, 39 9  de la Restauración y 23 9  de 
la Era de Trujillo, dicta en audiencia públicá, como corte 
de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Uladis-
lao Herrera, dominicano, mayor de edad, agricultor, sol-
tero, domiciliado y residente en la sección de "El Guanal", 
de la común de San Juan de la Maguana, quien no pre-
sentó su cédula personal de identidad por encontrarse pre-
so, y Octaviano Herrera, dominicano, mayor de edad, agri-
cultor, domiciliado y residente eh la sección de "El Gua-
nal", de la común de San Juan de la Maguana, quien no 
presentó su cédula personal de identidad por encontrarse 
preso, contra sentencia dictada por la Corte de Apelación 
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de San Juan de la Maguana, de fecha cinco de marzo de 
mil novecientos cincuenta y dos; 

Oído el Magistrado Juez Relator; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Vista el acta del recurso de casación, levantada en 
la Secretaría de la Corte a qua, en fecha seis de marzo 
de mil novecientos cincuenta y dos; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
liberado, y vistos los artículos 55, 379, 384, 385, 463-3 9  del 
Código Penal y 19  y 71 de la Ley sobre Procedimiento de 
Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada consta 
lo siguiente: a) que en fecha veinte del mes de junio del 
año mil novecientos cincuenta y uno, el Comandante del 
Destacamento E. N., de Las Matas de Farfán sometió a la 
acción de la justicia a Anacleto Moreta, por robo noctur-
no en la casa de Manuel de los Santos; b) que éste decla-
ró que lo acompañaban los nombrados Octaviano y Pasón 
Herrera, domiciliados y residentes en la Sección de El Gua-
nal ( paraje de "Los Rinconcitos") jurisdicción de la común 
de San Juan de la Maguana; e) que una vez instruído el 
proceso por el Magistrado Juez de Instrucción del Distrito 
Judicial de Benefactor, éste funcionario dictó su providen-
cia calificativa, de fecha veintitrés del mes de agosto de 
mil novecientos cincuenta y uno, por la cual dispuso: "Que 
los procesados Anacleto Moreta, Uladislao Herrera (a) Pa-
són y Octaviano Herrera, sean enviados por ante el Tribu-
nal Criminal para que allí se les juzgue con arreglo a 11 
Ley, porque existen cargos, hechos y circunstancias sufi-
cientemente graves para inculpar a los nombrados Ana-
cleto Moreta, Uladislao Herrera (a) Pasón y Octaviano 
Herrera, de generales anotadas, como autores del crimen 
de robo de noche en casa habitada con ayuda de animales 
de carga y armas"; d) que el Juzgado de Primera Instan- 
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SENTENCIA DE FECHA 13 DE JUNIO DE 1952. 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de San Juan de la 
Maguana, de fecha 5 de marzo de 1952. 
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Recurrente: Uladislao Herrera y Octaviano Herrer'a, 

Dios, Patria y Libertad. 
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tero, domiciliado y residente en la sección de "El Guanal", 
de la común de San Juan de la Maguana, quien no pre-
sentó su cédula personal de identidad por encontrarse pre-
so, y Octaviano Herrera, dominicano, mayor de edad, agri-
cultor, domiciliado y residente en la sección de "El Gua-
nal", de la común de San Juan de la Maguana, quien no 
presentó su cédula personal de identidad por encontrarse 
preso, contra sentencia dictada por la Corte de Apelación 
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de San Juan de la Maguana, de fecha cinco de marzo de 
mil novecientos cincuenta y dos; 

Oído el Magistrado Juez Relator; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Vista el acta del recurso de casación, levantada en 
la Secretaría de la Corte a qua, en fecha seis de marzo 
de mil novecientos cincuenta y dos; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
liberado, y vistos los artículos 55, 379, 384, 385, 463-3 9  del 
Código Penal y 1 9  y 71 de la Ley sobre Procedimiento de 
Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada consta 
lo siguiente: a) que en fecha veinte del mes de junio del 
año mil novecientos cincuenta y uno, el Comandante del 
Destacamento E. N., de Las Matas de Farfán sometió a la 
acción de la justicia a Anacleto Moreta, por robo noctur- . 

no en la casa de Manuel de los Santos; b) que éste decla-
ró que lo acompañaban los nombrados Octaviano y Pasón 
Herrera, domiciliados y residentes en la Sección de El Gua-
nal (paraje de "Los Rinconcitos") jurisdicción de la común 
de San Juan de la Maguana; c) que una vez instruído el 
proceso por el Magistrado Juez de Instrucción del Distrito 
Judicial de Benefactor, éste funcionario dictó su providen-
cia calificativa, de fecha veintitrés del mes de agosto de 
mil novecientos cincuenta y uno, por la cual dispuso: "Que 
los procesados Anacleto Moreta, Uladislao Herrera (a) Pa-
són y Octaviano Herrera, sean enviados por ante el Tribu-
nal Criminal para que allí se les juzgue con arreglo a h 
Ley, porque existen cargos, hechos y circunstancias sufi-
cientemente graves para inculpar a los nombrados Ana-
cleto Moreta, Uladislao Herrera (a) Pasón y Octaviano 
Herrera, de generales anotadas, como autores del crimen 
de robo de noche en casa habitada con ayuda de animales 
de carga y armas"; d) que él Juzgado de Primera Instan- 
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cia del Distrito Judicial de Benefactor, dictó en fecha cin-
co de octubre de mil novecientos cincuenta y uno, una 
sentencia por la cual fueron condenados los acusados Ana-
cleto Moreta, Uladislao Herrera (a) Pasón y Octaviano He-
rrera a sufrir cada uno tres años de reclusión y al pago 
solidario de las costas, por el crimen de robo de noche 
en casa habitada, portando armas algunos de los acusa-
dos; e) que disconforme con el fallo anterior los acusados 
mencionados interpusieron recurso de apelación, en fecha 
once de octubre de mil novecientos cincuenta y uno; 

Considerando que la sentencia ahora impugnada con-
tiene el siguiente dispositivo: "FALLA: PRIMERO: De-
clara regular y válido en cuanto a la forma, por haber 
sido declarado en los plazos y mediante el cumplimiento 
de los demás requisitos legales, el recurso de apelación in-
terpuesto en fecha 11 del mes de octubre del año 1951 
por los acusados Anacleto Moreta, Uladislao Herrera (a) 
Pasón, Octaviano Herrera, y por el Magistrado Procura-
dor Fiscal del Distrito Judicial de Benefactor, contra sen-
tencia del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Ju-
dicial de Benefactor, dictada en atribuciones criminales en 
fecha 5 del mismo mes y año_ citados, cuyo dispositivo es 
el siguiente: "PRIMERO: Varía la calificación y declara 
a los acusados Anacleto Moreta, Uladislao Herrera (a) Pa-
són y Octaviano Herrera, culpables del crimen de robo de 
noche en casa habitada, portando armas algunos de los acu-
sados, en perjuicio de Manuel de los Santos; SEGUNDO: 
Acoge circunstancias atenuantes en fávor de los menciona-
dos acusados, y condena a cada uno a sufrir tres años de 
reclusión; TERCERO: Condena a dichos acusados al pago 
solidario de las costas; CUARTO: Ordena la devolución 
dr la azada• cuerpo del delito a su legítimo dueño Manuel 
de los Santos; QUINTO: Ordena la confiscación del mache-
te ocupado la noche del robo, así como de la zambeta que 
portaba el acusado Moreta'; SEGUNDO: Confirma dicha  

ntencia; TERCERO Condena a los acusados al pago so-
lidario de las costas de ambas instancias; 

Considerando que los jueces del fondo, mediante la 
ponderación de los elementos de prueba sometidos regu-
larmente al debate, establecieron que los acusados Octavia-
no y Uladislao Herrera, ahora recurrentes, realizaron, en 
compañía de Anacleto Moreta y armados de machetes, 
la noche del diecinueve al veinte de junio de mil nove-
cientos cincuenta y uno, una sustracción fraudulenta de 
'algunos instrumentos de labranza, en perjuicio de Manuel 
de los Santos, en la casa que éste habitaba; 

Considerando que la Corte a qua al calificar los he-
chos cometidos por los recurrentes como constitutivos del 
crimen de robo de noche, en casa habitada, cometido por 
dos o más personas y llevando armas visibles u ocultas, 
previsto y sancionado por los artículos 379, 384 y 385 del 
Código Penal, y al condenar a los acusados a la pena de 
tres años de reclusión, al pago solidario de las costas y 
a la restitución de los objetos robados, acogiendo en su 
favor circunstancias atenuantes, de acuerdo con el. ar-
tículo 463-39  del Código Penal, hizo una correcta aplica-
ción de la ley; 

Considerando que examinada la sentencia en sus demás 
aspectos, no contiene ningún vicio de forma o de fondo 
que la haga anulable. 

Por tales motivos, PRIMERO: Rechaza el recurso de 
casación interpuesto por Uladislao Herrera y Octaviano He-
rrera contra sentencia de la Corte de Apelación de San 
Juan de la Maguana, de fecha cinco de marzo de mil no-
vecientos cincuenta y dos, cuyo dispositivo aparece copia-
do en otro lugar del presente fallo; y SEGUNDO: Conde-
na a los recurrentes al pago de las costas. 

(Firmados) : H. Herrera Billini.— J. Tomás Mejía.—
Feo. Elpidio Beras.— Raf. Castro Rivera.— Juan A. Mo- 
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cia del Distrito Judicial de Benefactor, dictó en fecha cin-
co de octubre de mil novecientos cincuenta y uno, una 
sentencia por la cual fueron condenados los acusados Ana-
cleto Moreta, Uladislao Herrera (a) Pasón y Octaviano He-
rrera a sufrir cada uno tres años de reclusión y al pago 
solidario de las costas, por el crimen de robo de noche 
en casa habitada, portando armas algunos de los acusa-
dos; e) que disconforme con el fallo anterior los acusados 
mencionados interpusieron recurso de apelación, en fecha 
once de octubre de mil novecientos cincuenta y uno; 

Considerando que la sentencia ahora impugnada con-
tiene el siguiente dispositivo: "FALLA: PRIMERO: De-
clara regular y válido en cuanto a la forma, por haber 
sido declarado en los plazos y mediante el cumplimiento 
de los demás requisitos legales, el recurso de apelación in-
terpuesto en fecha 11 del mes de octubre del año 1951 
por los acusados Anacleto Moreta, Uladislao Herrera (a) 
Pasón, Octaviano Herrera, y por el Magistrado Procura-
dor Fiscal del Distrito Judicial de Benefactor, contra sen-
tencia del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Ju-
dicial de Benefactor, dictada en atribuciones criminales en 
fecha 5 del mismo mes y año_ citados, cuyo dispositivo es 
el siguiente: "PRIMERO: Varía la calificación y declara 
a los acusados Anacleto Moreta, Uladislao Herrera (a) Pa-
són y Octaviano Herrera, culpables del crimen de robo de 
noche en casa habitada, portando armas algunos de los acu-
sados, en perjuicio de Manuel de los Santos; SEGUNDO: 
Acoge circunstancias atenuantes en fávor de los menciona-
dos acusados, y condena a cada uno a sufrir tres años de 
reclusión; TERCERO: Condena a dichos acusados al pago 
solidario de las costas; CUARTO: Ordena la devolución 
dr la azada• cuerpo del delito a su legítimo dueño Manuel 
de los Santos; QUINTO: Ordena la confiscación del mache-
te ocupado la noche del robo, así como de la zambeta que 
portaba el acusado Moreta'; SEGUNDO: Confirma dicha  

ntencia; TERCERO Condena a los acusados al pago so-
lidario de las costas de ambas instancias; 

Considerando que los jueces del fondo, mediante la 
ponderación de los elementos de prueba sometidos regu-
larmente al debate, establecieron que los acusados Octavia-
no y Uladislao Herrera, ahora recurrentes, realizaron, en 
compañía de Anacleto Moreta y armados de machetes, 
la noche del diecinueve al veinte de junio de mil nove-
cientos cincuenta y uno, una sustracción fraudulenta de 
.algunos instrumentos de labranza, en perjuicio de Manuel 
de los Santos, en la casa que éste habitaba; 

Considerando que la Corte a qua al calificar los he-
chos cometidos por los recurrentes como constitutivos del 
crimen de robo de noche, en casa habitada, cometido por 
dos o más personas y llevando armas visibles u ocultas, 
previsto y sancionado por los artículos 379, 384 y 385 del 
Código Penal, y al condenar a los acusados a la pena de 
tres años de reclusión, al pago solidario de las costas y 
a la restitución de los objetos robados, acogiendo en su 
favor circunstancias atenuantes, de acuerdo con el, ar-
tículo 463-39  del Código Penal, hizo una correcta aplica-
ción de la ley; 

Considerando que examinada la sentencia en sus demás 
aspectos, no contiene ningún vicio de forma o de fondo 
que la haga anulable. 

Por tales motivos, PRIMERO: Rechaza el recurso de 
casación interpuesto por Uladislao Herrera y Octaviano He-
rrera contra sentencia de la Corte de Apelación de San 
Juan de la Maguana, de fecha cinco de marzo de mil no-
vecientos cincuenta y dos, cuyo dispositivo aparece copia-
do en otro lugar del presente fallo; y SEGUNDO: Conde-
na a los recurrentes al pago de las costas. 

(Firmados) : H. Herrera Billini.— J. Tomás Mejía.— 
Fco. Elpidio Beras.— Raf. Castro Rivera.— Juan A. Mo- 
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rel.— G. A. Díaz.— A. Alvarez Aybar.— Damián Báez B. 
Néstor Contín Aybar.— Ernesto Curiel hijo, Secretario Ge-
neral. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
Señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y 
fué firmada, leída y publicada por mí, Scretario General: 
que certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 

SENTENCIA DE FECHA 13 DE JUNIO DE 1952. 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de San Pedro de M 
corís, de fecha 14 de marzo de 1952. 

Materia: Penal. 

Recurrente: Manuel Carlo. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Francisco Elpidio Beras, 
Segundo Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Gustavo 
A. Díaz, Ambrosio Alvarez Aybar, Damián Báez B. y Nés-
tor Contín Aybar, asistidos del Secretario General, en la 
Sala donde celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Dis-
trito de Santo Domingo, hoy día trece del mes de junio 
de mil novecientos cincuenta y dos, años 1099 de la Inde-
pendencia, 89° de la Restauración y 239 de la Era de Tru-
jillo, dicta en audiencia pública, como corte de casación. 
lá siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Manuel 
Carlo, dominicano, soltero, de veintidós años de edad, jor-
nalero, domiciliado y residente en "Bermejo", Central Ro- 

mana, portador de la cédula personal de identidad núme-
ro 21.3n8, serie 26, cuyo sello de renovación no se expresa 
en el expediente, contra sentencia de la Corte de Apela-
ción de San Pedro de Macorís de fecha catorce de marzo 
de mil novecientos cincuenta y dos, cuyo dispositivo se 
copiará más adelante; 

Oído el Magistrado Juez Relator; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Vista el acta de declaración del recurso levantada en 
la Secretaría de la Corte a qua, en fecha cate. cc cie marzo 
del año de mil novecientos cincuenta y dos, en la cual 
no se invoca ningún medio determinado de casación; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
liberado, y vistos los artículos 332, 379, 381 y 383 del Có-
digo Penal, y 1 9  y 71 de la Ley sobre Procedimiento de 
Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada consta 
lo siguiente: a) que por su providencia calificativa de fe-
cha catorce de septiembre de mil novecientos cincuenta 
y uno el Magistrado Juez de Instrucción del Distrito Ju-
dicial de La Altagracia, envió al acusado Manuel Carlo, 
ante el Juzgado de Primera Instancia del referido distrito 
judicial en sus atribuciones criminales, bajo la inculpación 
de robo con violencia en camino público y estupro en per-
juicio de la menor de diecio,cho años Luisa Buicina; b) que 
el tribunal apoderado dictó en fecha quince de noviembre 

ele Mil novecientos cincuenta y uno una sentencia cuyo 
dispositivo se transcribirá más adelante; c) que contra esta 
sentencia recurrió en apelación el condenado Manuel Car-
lo, y la Corte de Apelación de San Pedro de Macorís, apo-
derada de su recurso lo decidió por el fallo ahora impug-
nado, cuyo dispositivo es el siguiente: "FALLA: PRIME-
RO: Declara regular y válido el recurso de apelación in-
terpuesto por el acusado Manuel Carlo, contra sentencia 
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rel.— G. A. Díaz.— A. Alvarez Aybar.— Damián Báez B. 
Néstor Contín Aybar.— Ernesto Curiel hijo, Secretario Ge-
neral. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
Señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y 
fué firmada, leída y publicada por mí, Scretario General, 
que certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 

SENTENCIA DE FECHA 13 DE JUNIO DE 1952. 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de San Pedro de M 
corís, de fecha 14 de marzo de 1952. 

Materia: Penal. 

Recurre-nte: Manuel Carlo. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituída por los Jueces Licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Francisco Elpidio Beras, 
Segundo Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Gustavo 
A. Díaz, Ambrosio Alvarez Aybar, Damián Báez B. y Nés-
tor Contín Aybar, asistidos del Secretario General, en la 
Sala donde celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Dis-
trito de Santo Domingo, hoy día trece del mes de junio 
de mil novecientos cincuenta y dos, años 109 9  de la Inde-
pendencia, 899 de la Restauración y 23 9  de la Era de Tru-
jillo, dicta en audiencia pública, como corte de casación, 
lá siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Manuel 
Carlo, dominicano, soltero, de veintidós años de edad, jor-
nalero, domiciliado y residente en "Bermejo", Central Ro- 
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mana, portador de la cédula personal de identidad núme-
ro 2608, serie 26, cuyo sello de renovación no se expresa 
en el expediente, contra sentencia de la Corte de Apela-
ción de San Pedro de Macorís de fecha catorce de marzo 
de mil novecientos cincuenta y dos, cuyo dispositivo se 
copiará más adelante; 

Oído el Magistrado Juez Relator; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Vista el acta de declaración del recurso levantada en 
la Secretaría de la Corte a qua, en fecha ca( Ice (v marzo 
del año de mil novecientos cincuenta y dos, en la cual 
no se invoca ningún medio determinado de casación; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
liberado, y vistos los artículos 332, 379, 381 y 383 del Có-
digo Penal, y 1 9  y 71 de la Ley sobre Procedimiento de 
Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada consta 
lo siguiente: a) que por su providencia calificativa de fe-
cha catorce de septiembre de mil novecientos cincuenta 
y uno el Magistrado Juez de Instrucción del Distrito Ju-
dicial de La Altagracia, envió al acusado Manuel Carlo, 
ante el Juzgado de Primera Instancia del referido distrito 
judicial en sus atribuciones criminales, bajo la inculpación 
de robo con violencia en 'camino público y estupro en per-
juicio de la menor de dieciocho años Luisa Buicina; b) que 
el tribunal apoderado dictó en fecha quince de noviembre 

Mil novecientos cincuenta y uno una sentencia cuyo 
dispositivo se transcribirá más adelante; e) que contra esta 
sentencia recurrió en apelación el condenado Manuel Car-
lo, y la Corte de Apelación de San Pedro de Macorís, apo-
derada de su recurso lo decidió por el fallo ahora impug-
nado, cuyo dispositivo es el siguiente: "FALLA: PRIME-
RO: Declara regular y válido el recurso de apelación in-
terpuesto por el acusado Manuel Carlo, contra sentencia 
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rel.— G. A. Díaz.— A. Alvarez Aybar.— Damián Báez B. 
Néstor Contín Aybar.— Ernesto Curiel hijo, Secretario G e.. 
neral. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
Señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y 
fué firmada, leída y publicada por mí, Scretario General, 
que certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 

SENTENCIA DE FECHA 13 DE JUNIO DE 1952. 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de San Pedro de Ma-
corís, de fecha 14 de marzo de 1952. 

Materia: Penal. 

Recurrénte: Manuel Carlo. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-i 
ticia, regularmente constituida por los Jueces Licenciad 
H. Herrera Billini, Presidente; Francisco Elpidio Ber 
Segundo Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Gustav 
A. Díaz, Ambrosio Alvarez Aybar, Damián Báez B. y Nés-
tor Contín Aybar, asistidos del Secretario General, en la 
Sala donde celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Dis-
trito de Santo Domingo, hoy día trece del mes de junio 
de mil novecientos cincuenta y dos, años 109 9  de la Inde-
pendencia, 89° de la Restauración y 239 de la Era de Tru-
jillo, dicta en audiencia pública, como corte de casación, 
lá siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Manuel 
Carlo, dominicano, soltero, de veintidós años de edad, jor-
nalero, domiciliado y residente en "Bermejo", Central Ro- 

mana, portador de la cédula personal de identidad núme-
o 26n8, serie 26, cuyo sello de renovación no se expresa 

en el expediente, contra sentencia de la Corte de Apela-
ción de San Pedro de Macorís de fecha catorce de marzo 
de mil novecientos cincuenta y dos, cuyo dispositivo se 
copiará más adelante; 

Oído el Magistrado Juez Relator; 

Oído el dictameii del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Vista el acta de declaración del recurso levantada en 
la Secretaría de la Corte a qua, en fecha cate: cc c;c marzo 
del año de mil novecientos cincuenta y dos, en la cual - 
no se invoca ningún medio determinado de casación; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
liberado, y vistos los artículos 332, 379, 381 y 383 del Có-
digo Penal, y 1° y 71 de la Ley sobre Procedimiento de 
Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada consta 
lo siguiente: a) que por su providencia calificativa de fe-
cha catorce de septiembre de mil novecientos cincuenta 
y uno el Magistrado Juez de Instrucción del Distrito Ju-
dicial de La Altagracia, envió al acusado Manuel Carlo, 
ante el Juzgado de Primera Instancia del referido distrito 
judicial en sus atribuciones criminales, bajo la inculpación 
de robo con violencia en camino público y estupro en per-
juicio de la menor de dieciopho años Luisa Buicina; b) que 
el tribunal apoderado dictó en fecha quince de noviembre 

ele mil novecientos cincuenta y uno una sentencia cuyo 
dispositivo se transcribirá más adelante; e) que contra esta 
sentencia recurrió en apelación el condenado Manuel Car-
lo, y la Corte de Apelación de San Pedro de Macorís, apo-
derada de su recurso lo decidió por el fallo ahora impug-
nado, cuyo dispositivo es el siguiente: "FALLA: PRIME-
RO: Declara regular y válido el recurso de apelación in-
terpuesto por el acusado Manuel Carlo, contra sentencia 
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rendida por el Juzgado de Primera Instancia del Distrito 
Judicial de La Altagracia, en fecha quince del mes de no-
viembre del año mil novecientos cincuenta y uno, cuya 
parte dispositiva dice así: 'FALLA: PRIMERO: Que debe 
declarar, como al efecto declara, al nombrado Manuel Car-
los, de generales anotadas, culpable de haber cometido los 
crímenes de estupro y robo con violencia en camino pú-
blico, en perjuicio de Luisa Buicina, y en consecuencia lo 
condena a sufrir la pena de cinco (5) años de detención, 
que debe agotar en la Cárcel Pública de esta ciudad, aco-
giendo en su favor la regla del no cúmulo de penas; SE-
GUNDO: que debe ordenar, como al efecto ordena, la de-
volución de los efectos que obran en el expediente como 
cuerpo del delito a su legítima dueña, Luisa Buicina; TER-
CERO: que debe condenar, como al efecto condena, al dicho 
acusado Manuel Carlos, al pago de las costas'; SEGUNDO: 
Confirma en todas sus partes la antes expresada sentencia; 
TERCERO: Condena al predicho acusado Manuel Carlos 
al pago de las costas"; 

Considerando que el inculpado al intentar el presente 
recurso expresó que lo interponía "por no estar conforme 
con la sentencia, por los motivos que se reserva deducir, 
por memorial que depositaría en la Secretaría de la Corte 
a qua y en la de la Suprema Corte de Justicia", memo-
riales que no han sido depositados; 

Considerando que la Corte a qua, fundándose en prue-
bas admitidas por la ley y regularmente administradas, dió 
por comprobados los siguientes hechos a) que en fecha 
ocho de marzo de mil novecientos cincuenta y uno, la agra-
viada Luisa Buicina, quien transitaba por un camino pú-
blico, fué objeto de repetidas violencias por parte de, acu-
sado Manuel Carlo, para despojarla de una suma de dine-
ro, y de unas prendas de plata que portaba; b) que igual-
mente el acusado, usando siempre de violencias que ven-
cieron la resistencia de su víctima, sostuvo relaciones se-
xuales con ella en el mismo lugar; 

Considerando que en los hechos así comprobados y ad-
mitidos por la Corte a qua, se encuentran reunidos los ele-

mentos constitutivos de los crímenes de robo con violen-
cia en camino público y de estupro de una menor de die-
ciocho años, previstos y sancionados, respectivamente, por 
los artículos 379, 381 párrafo 5, 383 y 332, reformado, del 
Código Penal; que la referida Corte al calificar como los 
hechos y al confirmar la pena que le fué impuesta al acu-
sado por el juez de primer grado, teniendo en cuenta que 
dicho acusado era el único apelante, hizo una correcta apli-
cación de la ley y de los principios que rigen los efectos 

de la apelación; 

Considerando que examinada la sentencia impugnada 
en sus demás aspectos no contiene vicio alguno que jus-
tifique su casación; 

Por tales motivos, PRIMERO: rechaza el recurso de 
casación interpuesto por Manuel Carlo, contra sentencia 
de la Corte de Apelación de San Pedro de Macorís, de fe-
cha catorce de marzo de mil novecientos cincuenta y dos, 
cuyo dispositivo ha sido copiado e notro lugar del presente 
fallo, y SEGUNDO: condena al recurrente al pago de las 

costas. 

(Firmados) : H. Herrera Billini.— Fco. Elpidio Beras. 
— Juan A. Morel.— G. A. Díaz.— A. Alvarez Aybar.-
Damián Báez B.— Néstor Contín Aybar.— Ernesto Curiel 
-hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
Señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y 
fué firmada, leída y publicada por mí, Secretario General„ 
que certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 
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rendida por el Juzgado de Primera Instancia del Distrito 
Judicial de La Altagracia, en fecha quince del mes de no-
viembre del año mil novecientos cincuenta y uno, cuya 
parte dispositiva dice así: 'FALLA: PRIMERO: Que debe 
declarar, como al efecto declara, al nombrado Manuel Car-
los, de generales anotadas, culpable de haber cometido los 
crímenes de estupro y robo con violencia en camino pú-
blico, en perjuicio de Luisa Buicina, y en consecuencia lo 
condena a sufrir la pena de cinco (5) años de detención, 
que debe agotar en la Cárcel Pública de esta ciudad, aco-
giendo en su favor la regla del no cúmulo de penas; SE-
GUNDO: que debe ordenar, como al efecto ordena, la de-
volución de los efectos que obran en el expediente como 
cuerpo del delito a su legítima dueña, Luisa Buicina; TER-
CERO: que debe condenar, como al efecto condena, al dicho 
acusado Manuel Carlos, al pago de las costas'; SEGUNDO: 
Confirma en todas sus partes la antes expresada sentencia; 
TERCERO: Condena al predicho acusado Manuel Carlos 
al pago de las costas"; 

Considerando que el inculpado al intentar el presente 
recurso expresó que lo interponía "por no estar conforme 
con la sentencia, por los motivos que se reserva deducir, 
por memorial que depositaría en la Secretaría de la Corte 
a qua y en la de la Suprema Corte de Justicia", memo-
riales que no han sido depositados; 

Considerando que la Corte a qua, fundándose en prue-
bas admitidas por la ley y regularmente administradas, dió 
por comprobados los siguientes hechos a) que en fecha 
ocho de marzo de mil novecientos cincuenta y uno, la agra-
viada Luisa Buicina, quien transitaba por un camino pú-
blico, fué objeto de repetidas violencias por parte de, acu-
sado Manuel Carlo, para despojarla de una suma de .line-
ro, y de unas prendas de plata que portaba; b) que igual-
mente el acusado, usando siempre de violencias que ven-
cieron la resistencia de su víctima, sostuvo relaciones se-
xuales con ella en el mismo lugar; 

Considerando que en los hechos así comprobados y ad-
mitidos por la Corte a qua, se encuentran reunidos los ele-

mentos constitutivos de los crímenes de robo con violen-
cia en camino público y de estupro de una menor de die-
ciocho años, previstos y sancionados, respectivamente, por 
los artículos 379, 381 párrafo 5, 383 y 332, reformado, del 
Código Penal; que la referida Corte al calificar como los 
hechos y al confirmar la pena que le fué impuesta al acu-

sado por el juez de primer grado, teniendo en cuenta que 
dicho acusado era el único apelante, hizo una correcta apli-
cación de la ley y de los principios que rigen los efectos 

de la apelación; 

Considerando que examinada la sentencia impugnada 
en sus demás aspectos no contiene vicio alguno que jus-

tifique su casación; 

e 	Por tales motivos, PRIMERO: rechaza el recurso de 
casación interpuesto por Manuel Carlo, contra sentencia 
de la Corte de Apelación de San Pedro de Macorís, de fe-
cha catorce de marzo de mil novecientos cincuenta y dos, 
cuyo dispositivo ha sido copiado e notro lugar del presente 
fallo, y SEGUNDO: condena al recurrente al pago de las 

costas. 

(Firmados) : H. Herrera Billini.— Fco. Elpidio Beras. 
— Juan A. Morel.— G. A. Díaz.— A. Alvarez Aybar.-
Damián Báez B.— Néstor Contín Aybar.— Ernesto Curiel 

ido, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
Señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y 
fué firmada, leída y publicada por mí, Secretario General > 

 que certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 
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SENTENCIA DE FECHA 17 DE JUNIO DE 1952. 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de San Pedro de Ma 
corís, de fecha 17 de diciembre de 1951. 

Materia: Penal. 

Recurrente: Alfredo Antonio Aquino Villafaña y Miguel Her.. 
nández. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituída por los Jueces Licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Francisco Elpidio Beras, Se-
gundo Sustituto de Presidente, Rafael Castro Rivera, Juan 
A. Morel, Gustavo A. Díaz, Ambrosio Alvarez Aybar, Da-
mián Báez B., y Néstor Contín Aybar, asistidos del Secreta-, 
rio General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en 
Ciudad Trujillo, Distrito de Santo Domingo, hoy día die-
cisiete del mes de junio de mil novecientos cincuenta y 
dos, años 1099  de la Independencia, 89 9  de la Restauración 
y 23° de la Era de Trujillo, dicta en audiencia pública, co-
mo corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre los recursos de casación interpuestos por Alfre-
do Antonio Aquino Villafaña, dominicano, mayor de edad, 
casado, chófer, domiciliado y residente en la ciudad de El 
Seibo, 'portador de la cédula personal de identidad No. 
13371, serie 25, sello No. 52782, y por Miguel Hernández, 
dominicano, de 50 años de edad, casado, chófer, domicilia-
do y residente en la ciudad de El Seibo, portador de la 
cédula personal de identidad No. 2301, serie 25, no reno-
vada para el año 1952, contra sentencia de la Corte de 
Apelación de San Pedro de Macorís, pronunciada en mate-
ria correccional en fecha diez y siete de diciembre de mil 
novecientos cincuenta y uno, cuyo dispositivo se copia más  

adelante, los cuales se acumulan para su deliberación y fa-

llo, en vista de la relación que entre ellos existe; 
Oído el Magistrado Juez Relator, en la lectura del 

relato correspondiente al recurso del prevenido Anfredo 
Antonio Aquino Villafaña, conocido en la audiencia del 
cuatro de abril del corriente año; 

Oído el Magistrado Juez Relator, en la lectura del 
relato correspondiente al recurso de la persona civilmente 
responsable, Miguel Hernández, conocido en la audiencia 
del veintitrés de mayo del corriente año; , 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República, relativo al recurso de Alfredo Antonio 
Aquino Villafaña; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República, relativo al recurso de Miguel Hernández; 

Vista el acta del recurso de casación interpuesto por el 
prevenido Anfredo Antonio Aquino Villafaña, levantada 
en la secretaría de la Corte a qua, en fecha veintiuno de 
diciembre de mil novecientos cincuenta y uno, en la cual 
no se invoca ningún medio determinado de casación; 

Vista el acta del recurso de casación interpuesto por 
Miguel Hernández, persona civilmente responsable, le-
vantada en la secretaría de la Corte a qua, en fecha vein-

tinueve de abril del corriente año, en la cual no se invoca 
ningún medio determinado de casación; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
liberado, y vistos los artículos 31, párrafo 3, 35 y 55 de 
la Ley sobre cédula Personal de Identidad, No. 990, de 
1945; 12 de la Ley No. 2565, de 1950; 3, apartado c), y 
los párrafos II y IV, inciso b, del mismo artículo de la Ley 
No. 2022, de 1949, sobre accidentes causados con el ma-
nejo de un vehículo de motor, y 1 y 71 de la Ley sobre 

Procedimiento de Casación; 
Considerando que en el fallo impugnado consta lo si-

guiente: 1) Que en fecha seis de mayo de mil novecientos 
cincuenta, el Inspector de Carreteras Agustín Valerio Val- 
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SENTENCIA DE FECHA 17 DE JUNIO DE 1952. 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de San Pedro de Ma. 
corís, de fecha 17 de diciembre de 1951. 

Materia: Penal. 

Recurrente: Alfredo Antonio Aquino Villafaña y Miguel Her-
nández. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituída por los Jueces Licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Francisco Elpidio Beras, Se-
gundo Sustituto de Presidente, Rafael Castro Rivera, Juan 
A. Morel, Gustavo A. Díaz, Ambrosio Alvarez Aybar, Da-
mián Báez B., y Néstor Contín Aybar, asistidos del Secreta-
rio General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en 
Ciudad Trujillo, Distrito de Santo Domingo, hoy día die-
cisiete del mes de junio de mil novecientos cincuenta y 
dos, años 1099  de la Independencia, 899 de la Restauíación 
y 239  de la Era de Trujillo, dicta en audiencia pública, co-
mo corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre los recursos de casación interpuestos por Alfre-
do Antonio Aquino Villafaña, dominicano, mayor de edad, 
casado, chófer, domiciliado y residente en la ciudad de El 
Seibo, 'portador de la cédula personal de identidad No. 
13371, serie 25, sello No. 52782, y por Miguel Hernández, 
dominicano, de 50 años de edad, casado, chófer, domicilia-
do y residente en la ciudad de 'El Seibo, portador de la 
cédula personal de identidad No. 2301, serie 25, no reno-
vada para el año 1952, contra sentencia de la Corte de 
Apelación de San Pedro de Macorís, pronunciada en mate-
ria correccional en fecha diez y siete de diciembre de mil 
novecientos cincuenta y uno, cuyo dispositivo se copia más  

adelante, los cuales se acumulan para su deliberación y fa-
llo, en vista de la relación que entre ellos existe; 

Oído el Magistrado Juez Relator, en la lectura del 
relato correspondiente al recurso del prevenido Anfredo 
Antonio Aquino Villafaña, conocido en la audiencia del 
cuatro de abril del corriente año; 

Oído el Magistrado Juez Relator, en la lectura del 
relato correspondiente al recurso de la persona civilmente 
responsable, Miguel Hernández, conocido en la audiencia 

del veintitrés de mayo del corriente año; , 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República, relativo al recurso de Alfredo Antonio 
Aquino Villafaña; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República, relativo al recurso de Miguel Hernández; 

Vista el acta del recurso de casación interpuesto por el 
prevenido Anfredo Antonio Aquino Villafaña, levantada 
en la secretaría de la Corte a qua, en fecha veintiuno de 
diciembre de mil novecientos cincuenta y uno, en la cual 
no se invoca ningún medio determinado de casación; 

Vista el acta del recurso de casación internuesto por 
Miguel Hernández, persona civilmente responsable, le-
vantada en la secretaría de la Corte a qua, en fecha vein-
tinueve de abril del corriente año, en la cual no se invoca 
ningún medio determinado de casación; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
liberado, y vistos los artículos 31, párrafo 3, 35 y 55 de 
la Ley sobre cédula Personal de Identidad, No. 990, de 
1945; 12 de la Ley No. 2565, de 1950; 3. apartado cl, y 
los párrafos II y IV, inciso b, del mismo artículo de la Ley 
No. 2022, de 1949, sobre accidentes causados con el ma-
nejo de un vehículo de motor, y 1 y 71 de la Ley sobre 
Procedimiento de Casación; 

Considerando que en el fallo impugnado consta lo si-
guiente: 1) Que en fecha seis de mayo de mil novecientos 
cincuenta, el Inspector de Carreteras Agustín Valerio Val- 
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dez sometió a la acción de la justicia represiva al preve-
nido Alfredo Antonio Aquino Villafaña, por el hecho de 
haber atropellado ese mismo día a Margarita Santana, 
en el kilómetro 21 de la carretera "Mella", comprendi-
do en el tramo de Hato Mayor a San Pedro de Macorís, 
con la guagua placa No. 3396, que conducía, propiedad 
de Miguel Hernández, causándole a la víctima una fractu-
ra expuesta de la tibia derecha y el peroné, que curó 
después de veinte días; 2) Que el Procurador Fiscal del 
Distrito Judicial de El Seibo, puso en movimiento la ac-
ción pública, apoderando del hecho al Juzgado de Prime-
ra Instancia del referido Distrito Judicial; 3) Que Marga-
rita Santana se constituyó en parte civil y puso en causa, 
como persona civilmente responsable, a Miguel Hernández, 
en su calidad de comitente del prevenido Aquino Villafa-
ña; 4) Que en fecha veintidós de diciembre de mil nov 
cientos cincuenta el Juzgado de Primera Instancia del Dis-
trito Judicial de El Seibo, dictó una sentencia con el si-
guiente dispositivo: "PRIMERO: que debe rechazar, como 
en efecto rechaza las conclusiones de la parte civilmente 
constituida, en cuanto a un nuevo reenvío se refiere, por 
improcedentes y mal fundadas; SEGUNDO: que debe or-
denar como en efecto ordena, que continúe la instrucción 
oral y pública de la causa a cargo del inculpado Alfredo 
Antonio Aquino Villafaña, y TERCERO: que debe reservar 
y reserva las costas procesales, para fallarlas conjuntamen-
te con el fondo"; 5) Que la parte civil interpuso en la 
misma fecha recurso de apelación contra la expresada sen-
tencia, y con tal motivo, el mismo día, el referido tribu-
nal dictó una sentencia sobreseyendo el conocimiento del 
¡olido de la prevención puesta a cargo del prevenido Aqui-
no Villafaña, hasta tanto la Corte de Apelación corres-
pondiente estatuyera sobre el mérito del mencionado re-
curso; 6) que, poáteriormente, en fecha cinco de marzo de 
mil novecientos cincuenta y uno, la Corte de Apelación de 
San Pedro de Macorís, falló el recurso por sentencia que 
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contiene el siguiente dispositivo: "PRIMERO: Ratifica el 
defecto que fué pronunciado en la audiencia contra el in-
culpado Alfredo Antonio Aquino Villafaña y contra la 
parte civilmente responsable Miguel Hernández (Memén) 
por no haber comparecido, a pesar de haber sido legal-
mente citados; SEGUNDO: Admite el recurso de apela-
ción interpuesto por la parte civil constituida Margarita 
Santana, contra la sentencia dictada por el Juzgado de 
Primera Instancia del Distrito Judicial del Seibo, de fecha 
veintidós de Diciembre del año mil novecientos cincuenta, 
cuyo dispositivo dice así: PRIMERO: que debe rechazar 
como en efecto rechaza, las conclusiones de la parte civil 
constituida en cuanto a un nuevo reenvío se refiere, por 
improcedente y mal fundada; SEGUNDO: aue debe orde-
nar, como en efecto ordena, que continúe la instrucción 
oral y pública de la causa a cargo del inculpado Alfredo 
Antonio Aquino Villafaña; y TERCERO: que debe reser-
var y reserva las costas procesales, para fallarlas conjun-
tamente con el fondo; por tratarse de un fallo susceptible 
de dicho recurso; TERCERO: revoca la expresada senten-
cia en todas sus partes, por improcedente e infundada, y 
juzgando por propia autoridad, avoca el conocimiento del 
fondo de la causa seguida al prevenido Alfredo Antonio 
Aquino Villafaña, inculpado del delito de violación de la 
Ley No. 2022, y, en consecuencia ordena las citaciones pa-
ra la comparecencia del testigo Francisco Quezada (Pan-
chito) y de los demás testigos que figuran en el expedien-
te, a la audiencia que efectúe esta Corte, en fecha que 
se fijará próximamente, con motivo de la mencionada cau-
sa; y CUARTO: declara reservadas las costas"; 7) Que el 
Procurador General de la Corte de San Pedro de Maco-
rís, interpuso recurso de casación contra dicho fallo el 
cual fué rechazado por sentencia de la Suprema Corte de 
fecha dos de octubre de mil novecientos cincuenta y uno; 
9) Que la Corte a qua, después de ordenar el reenvío de 
la causa para su mejor sustanciación, dictó sobre el fondo 
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dez sometió a la acción de la justicia represiva al preve-
nido Alfredo Antonio Aquino Villafaña, por el hecho de 
haber atropellado ese mismo día a Margarita Santana, 
en el kilómetro 21 de la carretera "Mella", comprendi-
do en el tramo de Hato Mayor a San Pedro de Macorís, 
cpn la guagua placa No. 3396, que conducía, propiedad 
de Miguel Hernández, causándole a la víctima una fractu-
ra expuesta de la tibia derecha y el peroné, que curó 
después de veinte días; 2) Que el Procurador Fiscal del 
Distrito Judicial de El Seibo, puso en movimiento la ac-
ción pública, apoderando del hecho al Juzgado de Prime-
ra Instancia del referido Distrito Judicial; 3) Que Marga-
rita Santana se constituyó en parte civil y puso en causa, 
como persona civilmente responsable, a Miguel Hernández, 
en su calidad de comitente del prevenido Aquino Villafa-
ña; 4) Que en fecha veintidós de diciembre de mil nove-
cientos cincuenta el Juzgado de Primera Instancia del Dis-
trito Judicial de El Seibo, dictó una sentencia con el si-
guiente dispositivo: "PRIMERO: que debe rechazar, como 
en efecto rechaza las conclusiones de la parte civilmente 
constituida, en cuanto a un nuevo reenvío se refiere, por 
improcedentes y mal fundadas; SEGUNDO: que debe or-
denar como en efecto ordena, que continúe la instrucción 
oral y pública de la causa a cargo del inculpado Alfredo 
Antonio Aquino Villafaña, y TERCERO: que debe reservar 
y reserva las costas procesales, para fallarlas conjuntamen-
te con el fondo"; 5) Que la parte civil interpuso en la 
misma fecha recurso de apelación contra la expresada sen-
tencia, y con tal motivo, el mismo día, el referido tribu-
nal dictó una sentencia sobreseyendo el conocimiento del 
forido de la prevención puesta a cargo del prevenido Aqui-
no Villafaña, hasta tanto la Corte de Apelación corres-
pondiente estatuyera sobre el mérito del mencionado re-
curso; 6) que, poáteriormente, en fecha cinco de marzo de 
mil novecientos cincuenta y uno, la Corte de Apelación de 
San Pedro de Macorís, falló el recurso por sentencia que  

contiene el siguiente dispositivo: "PRIMERO: Ratifica el 
defecto que fué pronunciado en la audiencia contra el in-
culpado Alfredo Antonio Aquino Villafaña y contra la 
parte civilmente responsable Miguel Hernández (Memén) 
por no haber comparecido, a pesar de haber sido legal-
mente citados; SEGUNDO: Admite el recurso de apela-
ción interpuesto por la parte civil constituída Margarita 
Santana, contra la sentencia dictada por el Juzgado de 
Primera Instancia del Distrito Judicial del Seibo, de fecha 
veintidós de Diciembre del año mil novecientos cincuenta, 
cuyo dispositivo dice así: PRIMERO: que debe rechazar 
como en efecto rechaza, las conclusiones de la parte civil 
constituida en cuanto a un nuevo reenvío se refiere, por 
improcedente y mal fundada; SEGUNDO: aue debe orde-
nar, como en efecto ordena, que continúe la instrucción 
oral y pública de la causa a cargo del inculpado Alfredo 
Antonio Aquino Villafaña; y TERCERO: que debe reser-
var y reserva las costas procesales, para fallarlas conjun-
tamente con el fondo; por tratarse de un fallo susceptible 
de dicho recurso; TERCERO: revoca la expresada senten-
cia en todas sus partes, por improcedente e infundada, y 
juzgando por propia autoridad, evoca el conocimiento del 
fondo de la causa seguida al prevenido Alfredo Antonio 
Aquino Villafaña, inculpado del delito de violación de la 
Ley No. 2022, y, en consecuencia ordena las citaciones pa-
ra la comparecencia del testigo Francisco Quezada (Pan-
chito) y de los demás testigos que figuran en el expedien-
te, a la audiencia que efectúe esta Corte, en fecha que 
se fijará próximamente, con motivo de la mencionada cau-
sa; y CUARTO: declara reservadas las costas"; 7) Que el 
Procurador General de la Corte de San Pedro de Maco-
rís, interpuso recurso de casación contra dicho fallo el 
cual fué rechazado por sentencia de la Suprema Corte de 
fecha dos de octubre de mil novecientos cincuenta y uno; 
9) Que la Corte a qua, después de ordenar el reenvío de 
la causa para su mejor sustanciación, dictó sobre el fondo 
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de la prevención y sobre la acción civil intentada por la 
parte lesionada contra Miguel Hernández, persona civil-
mente responsable, la sentencia ahora impugnada, la cual 
contiene e dispositivo que se copia a continuación: "FA-
LLA: PRIMERO: Declara al inculpado Alfredo Antonio 
Aquino Villafaña, culpable del delito de Violación a la 
Ley No. 2022, en perjuicio de la señora Margarita Santa-
na, y, en consecuencia, lo condena como autor del referi-
do delito, a sufrir la pena de Tres Meses de prisión co-
rreccional, al pago de una multa de Cincuenta Pesos Oro, 
(RD$50.00), por haber quedado establecida la existencia 
de una falta común entre el inculpado y la víctima; SE-
GUNDO: Condena al inculpado Alfredo Antonio Aquino 
Villafaña, al pago de las costas penales; TERCERO: Que 
debe cancelar y cancela la licencia del referido inculpado 
Alfredo Antonio Aquino Villafaña, por un período de Seis 
Meses, a partir de la extinción de la pena impuesta; CUAR-
TO: Declara regular y válida la constitución en arte ci-
vil hecha por la señora Margarita Santana; QUINTO: 
Condena al señor Miguel Hernández (a) Memén, al pago 
de la suma de Doscientos Cincuenta Pesos Oro (RD$250.- 
00,), en favor de la parte civil constituida, señora Marga-
rita Santana, a título de daños y perjuicios morales y ma-
teriales, que el hecho de su empleado el chófer Alfredo 
Antonio Aquino Villafaña, inculpado, le ha ocasionado a 
aquélla; SEXTO: Condena al señor Miguel Hernández (a) 
Memén, persona civilmente responsable, al pago de las 
costas civiles, distrayendo éstas en favor del Dr. Luis E. 
Marty Guzmán, quien afirma haberlas avanzado en su ma-
yor parte"; 

Sobre el recurso interpuesto por Miguel Hernández. 

Considerando que el ordinal 3 del artículo 31 de la 
Ley sobre Cédula Personal de Identidad establece aue la 
presentación de la cédula personal al día en el pago del  

impuesto, para fines de anotación y cita en documentos, 
es obligatoria "para ejercitar acciones o derechos y ges-
tionar bajo cualquier concepto ante los tribunales"; que 
el artículo 35 de la referida ley prescribe que en conse-
cuencia con lo dispuesto en el ordinal 3 del mencionado 
artículo 31, "los tribunales y jueces no darán curso a es-
crito alguno sin que el autor o recurrente o su represen-
tante legal determine en el encabezamiento del mismo 
su personalidad, con referencia a la circunstancia consig-
nada en la Cédula Personal que será exhibida Dará la com-
probación"; 

Considerando que, en la especie, según consta en el 
acta del recurso de' casación interpuesto por Miguel Her-
nández, levantada por el secretario de la Corte a qua en 
fecha veintinueve de abril del corriente año, el recurren-
te exhibió su cédula personal de identidad, la cual no es-
taba al día en el pago del impuesto, pues no había sido 
renovada su vigencia para el año 1952, no obstante ha-
berse vencido desde el treintiuno de mayo, el plazo que 
para ello otorga el artículo 12 de la Ley No. 2565, de 1950, 
que modifica la Ley 996, de 1945; que, en tales condiciones, 
el recurso de que se trata no puede ser admitido; 

Sobre el recurso interpuesto por 

Alfredo Antonio Aquino Villafaña. 

Considerando que la Corte de Apelación de San Pedro 
de Macorís da por establecido, como resultado de la pon-
deración de las pruebas que fueron administradas legal-
mente en la instrucción de la causa, lo siguiente: 1) Que 
el día seis de mayo de mil novecientos cincuenta, el pre-
venido Alfredo Antonio Aquino Villafaña, venía de Hato 
Mayor a San Pedro de Macorís, manejando la guagua pla-
ca No. 3396, y alcanzó al taxi placa No. 3955, conducido 
por el chófer Francisco Quezada, "después de sostener en-
tre ambos vehículos una competencia de velocidad", en el 



1102 	 BOLETÍN JUDICIAL 

de la prevención y sobre la acción civil intentada por la 

"FA- 
LLA: PRIMERO: Declara al inculpado Alfredo Antonio 

parte lesionada contra Miguel Hernández, persona civil- 
mente responsable, la sentencia ahora impugnada, la cual 

Aquino Villafaña, culpable del delito de Violación a la 
Ley No. 2022, en perjuicio de la señora Margarita Santa-
na, y, en consecuencia, lo condena como autor del referi-
do delito, a sufrir la pena de Tres Meses de prisión co- 
rreccional, 

e dispositivo que se copia a continuación: "FA- 

rreccional, al pago de una multa de Cincuenta Pesos Oro 
(RD$50.00), por haber quedado establecida la existencia 
de una falta común entre el inculpado y la víctima; SE-
GUNDO: Condena al inculpado Alfredo Antonio Aquino 
Villafaña, al pago de las costas penales; TERCERO: Que 
debe cancelar y cancela la licencia del referido inculpado 
Alfredo Antonio Aquino Villafaña, por un período de Seis 

' Meses, a partir de la extinción de la pena impuesta; CUAR-
TO: Declara regular y válida la constitución en harte ci-
vil hecha por la señora Margarita Santana; QUINTO: 
Condena al señor Miguel Hernández (a) Memén, al pago 
de la suma de Doscientos Cincuenta Pesos Oro (RD$250.- 
00,), en favor de la parte civil constituida, señora Marga-
rita Santana, a título de daños y perjuicios morales y ma-
teriales, que el hecho de su empleado el chófer Alfredo 
Antonio Aquino Villafaña, inculpado, le ha ocasionado a 
aquélla; SEXTO: Condena al señor Miguel Hernández (a) 
Memén, persona civilmente responsable, al pago de las 
costas civiles, distrayendo éstas en favor del Dr. Luis E. 
Marty Guzmán, auien afirma haberlas avanzado en su ma-
yor parte"; 

Sobre el recurso interpuesto por Miguel Hernández. 

Considerando que el ordinal 3 del artículo 31 de la 
Ley sobre Cédula Personal de Identidad establece que la 
presentación de la cédula personal al día en el pago del 
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impuesto, para fines de anotación y cita en documentos, 
es obligatoria "para ejercitar acciones o derechos y ges-
tionar bajo cualquier concepto ante los tribunales"; que 
el artículo 35 de la referida ley prescribe que en conse-
cuencia con lo dispuesto en el ordinal 3 del mencionado 
artículo 31, "los tribunales y jueces no darán curso a es-
crito alguno sin que el autor o recurrente o su represen-
tante legal determine en el encabezamiento del mismo 
su personalidad, con referencia a la circunstancia consig-
nada en la Cédula Personal que será exhibida paró la com-
probación"; 

Considerando que, en la especie, según consta en el 
acta del recurso de • casación interpuesto por Miguel Her-
nández, levantada por el secretario de la Corte a qua en 
fecha veintinueve de abril del corriente año, el recurren-
te exhibió su cédula personal de identidad, la cual no es-
aba al día en el pago del impuesto, pues no había sido 

renovada su vigencia para el año 1952, no obstante ha-
berse vencido desde el treintiuno de mayo, el plazo que 
para ello otorga el artículo 12 de la Ley No. 2565, de 1950, 
que modifica la Ley 991), de 1945; que, en tales condiciones, 
el recurso de que se trata no puede ser admitido; 

Sobre el recurso interpuesto por 

Alfredo Antonio 4quino Villafaña. 

Considerando que la Corte de Apelación de San Pedro 
de Macorís da por establecido, como resultado de la pon-
deración de las pruebas que fueron administradas legal-
mente en la instrucción de la causa, lo siguiente: 1) Que 
el día seis de mayo de mil novecientos cincuenta, el pre-
venido Alfredo Antonio Aquino Villafaña, venía de Hato 
Mayor a San Pedro de Macorís, manejando la guagua pla-
ca No. 3396, y alcanzó al taxi placa No. 3955, conducido 
por el chófer Francisco Quezada, "después de sostener en-
tre ambos vehículos una competencia de velocidad", en el 
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paraje de Jalonga, sección de Guayabo Dulce, común de 
Hato Mayor, en donde el taxi manejado por Francisco 
Quezada, se detuvo con el fin "de recibir en calidad de 
pasajera a la señora Margarita Santana"; 2) Que "cuando 
el chófer Alfredo Antonio Aquino Villafaña entendió" que 
Margarita Santana se iría en el taxi conducido por el 
'chófer Quezada, "sin tornar en cuenta las llamadas que a 
ésta le hacían los cobradores del taxi para que ocupzrz: 
asiento ...", el prevenido "emprendió la marcha de su gua-
gua, en el mismo instante "en que la víctima" se disponía 
a cruzar la carretera", siendo "alcanzada con la parte tra-
sera de la guagua manejada por el prevenido Anfredo Anto-
nio Aquino Villfaña", ocasionándole • lesiones corporales 
graves que curaron después de veinte días; y 3) Que si bien 
el prevenido actuó "con la imprudencia más deplorable y 
con la ineptitud impropia de un eficiente conductor de 
vehículo", la víctima, por su parte, "no procedid con la 
prudencia que requería el caso, al decidirse a cruzar la 
carretera", y que "su torpeza, como la que reveló el in-
culpado", fueron las causas determinantes del accidente; 

Considerando que en los hechos y circunstancias así 
comprobados y admitidos por la Corte a qua, están caracte-
rizados los elementos del delito de golpes y heridas invo-
luntarios causados con el manejo de un vehículo de motor, 
puesto a cargo del prevenida; que, por otra parte, al con-
denar a éste a las penas de tres meses de prisión correccio-
nal y cincuenta pesos de multa, teniendo en cuenta la in-
cidencia de la falta de la víctima en la realización del ac-
ciderite, y al ordenar, la cancelación de su licencia de chó-
fer, por un período de seis meses, a partir de la extinción 
de la pena principal, los jueces del fondo no han hecho 
más que imponerle al prevenido las sanciones establecidas 
en la ley y dentro de los límites fijados por ésta; que, en 
consecuencia, el fallo atacado, que en sus demás aspectos 
no contiene ningún vicio que lo haga anulable, se ha ajus-
tado a las disposiciones del artículo 3) apartado c, y a los  

párrafos II y IV del mismo artículo, en lo concerniente a 
las condenaciones penales pronunciadas contra dicho pre-
venido; 

Por tales motivos, Primero: Declara inadmisible el 
recurso de casación interpuesto por Miguel Hernández, 
contra la sentencia de la Corte de Apelación de San Pedro 
de Macorís, de fe echa diez y siete de diciembre de mil no-
vecientos cincuenta y uno, cuyo dispositivo se copia en 
otro lugar del presente fallo; Segundo: Rechaza el recurso 
de casación interpuesto contra la misma sentencia por Al-
fredo Antonio Aquino Villafaña; y Tercero: Condena a los 
recurrentes al pago de las costas. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Fco. Elpidio Beras. 
— Rafael Castro Rivera.— Juan A. Morel.— G. A. Díaz. 
—A. Alvarez Aybar.— Damián Báez B.— Néstor Contín 
Aybar.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
Señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y 
fué firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, 
que certifico.-- (Firmado) Ernesto Curiel hijo. 
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paraje de Jalonga, sección de Guayabo Dulce, común de 
Hato Mayor, en donde el taxi manejado por Francisco 
Quezada, se detuvo con el fin "de recibir en calidad de 
pasajera a la señora Margarita Santana"; 2) Que "cuando 
el chófer Alfredo Antonio Aquino Villafaña entendió" que 
Margarita Santana se iría en el taxi conducido por el 
'chófer Quezada, "sin tomar en cuenta las llamadas que a 
ésta le hacían los cobradores del taxi para que ocupzrz 
asiento ...", el prevenido "emprendió la marcha de su gua-
gua, en el mismo instante "en que la víctima" se disponía 
a cruzar la carretera", siendo "alcanzada con la parte tra-
sera de la guagua manejada por el prevenido Anfredo Anto-
nio Aquino Villfaña", ocasionándole • lesiones corporales 
graves que curaron después de veinte días; y 3) Que si bien 
el prevenido actuó "con la imprudencia más deplorable y 
con la ineptitud impropia de un eficiente condtictor de 
vehículo", la víctima, por su parte, "no procedial con la 
prudencia que requería el caso, al decidirse a cruzar la 
carretera", y que "su torpeza, como la que reveló el in-
culpado", fueron las causas determinantes del accidente; 

Considerando que en los hechos y circunstancias así 
comprobados y admitidos por la Corte a qua, están caracte-
rizados los elementos del delito de golpes y heridas invo-
luntarios causados con el manejo de un vehículo de motor, 
puesto a cargo del prevenidb; que, por otra parte, al con-
denar a éste a las penas de tres meses de prisión correccio-' 
nal y cincuenta pesos de multa, teniendo en cuenta la in-
cidencia de la falta de la víctima en la realización del ac-
cidente, y al ordenar, la cancelación de su licencia de chó-
fer, por un período de seis meses, a partir de la extinción 
de la pena principal, los jueces del fondo no han hecho 
más que imponerle al prevenido las sanciones establecidas 
en la ley y dentro de los límites fijados por ésta; que, en . 
consecuencia, el fallo atacado, que en sus demás aspectos 
no contiene ningún vicio que lo haga anulable, se ha ajus-
tado a las disposiciones del artículo 31 apartado c, y a los  

párrafos II y IV del mismo artículo, en lo concerniente a 
las condenaciones penales pronunciadas contra dicho pre-
venido; 

Por tales motivos, Primero: Declara inadmisible el 
recurso de casación interpuesto por Miguel Hernández, 
contra la sentencia de la Corte de Apelación de San Pedro 
de Macorís, de fe .cha diez y siete de diciembre de mil no-
vecientos cincuenta y uno, cuyo dispositivo se copia en 
otro lugar del presente fallo; Segundo: Rechaza el recurso 
de casación interpuesto contra la misma sentencia por Al-
fredo Antonio Aquino Villafaña; y Tercero: Condena a los 
recurrentes al pago de las costas. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Feo. Elpidio Beras. 
— Rafael Castro Rivera.— Juan A. Morel.— G. A. Díaz. 

A. Alvarez Aybar.— Damián Báez B.— Néstor Contín 
Aybar.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La 'presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
Señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y 
fué firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, 
que certifico.— (Firmado) Ernesto Curiel hijo. 
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SENTENCIA DE FECHA 17 DE JUNIO DE 1952. 

Sentencia impugnada: Juzgado de Primera. Instancia del D. j. 

de Benefactor, en grado de apelación, de fecha 28 de 

febrero de 1952. 

Materia: Penal. 

Recurrente: Ramón Teódulo Soler. 

Dios, Patria y Libertad. 

República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de 
Justicia, regularmente constituida por los Jueces Licen-
ciados H. Herrera Billini, Presidente; Francisco Elpidio 
Beras, Segundo Sustituto de Presidente; Rafael Castro Ri-
vera, Juan A. Morel, Gustavo A. Díaz, Ambrosio Alvarez 
Aybar, Damián Báez B., y Néstor Contín Aybar, asistidos 
del Secretario General, en la Sala donde celebra sus au-
diencias, en Ciudad Trujillo, Distrito de Santo Domingo, 
hoy día diecisiete del mes de junio de mil novecientos cin-
cuenta y dos, años 109° de la Independencia, 89 9  de la Res-

tauración y 23 9  de la Era de Trujillo, dicta en audiencia 
pública pública, como corte de casación, la siguiente sen-
tencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Ramón 
Teódulo Soler, dominicano, soltero, agricultor, domicilia-
do y residente en la sección de Las Carreras, en la común 
de Las Matas de Farfán, Provincia Benefactor, portador de 
la cédula personal de identidad número 3434, serie 1, re-
novada con sello número 644365, contra sentencia del Juz-
gado de Primera Instancia del Distrito Judicial de Bene-
factor, en grado de apelación, de fecha veintiocho de fe-
brero de mil novecientos cincuenta y dos; 
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Oído el Magistrado Juez Relator; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Vista el acta contentiva del recurso de casación levan-
tada en fecha veintiocho de febrero de mil novecientos 
cincuenta y dos en la Secretaría del Juzgado a quo; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
liberado, y vistas las Leyes 1688 y 1746, de 1948, sobre 
Conservación Forestal y Arboles Frutales, y 1 y 24 de 
la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en 
los documentos a que ella se refiere consta lo que sigue: 
a) que en fecha primero de abril del año mil novecientos 
cincuenta y uno el Encargado de la Colonia Agrícola "El 
llano", Provincia de San Rafael, actuando cómo Guarda-
bosque, levantó un acta en la cual expresa que ha sor-
prendido en la sección de Las Carreras, paraje El Almá-
cigo, de las Matas de Farfán, una violación de la Ley 
1746 sobre Conservación Forestal y Arboles Frutales, con-
sistente en el hecho de que Ramón Teódulo Soler pegó 
cande] a a cuatro matas de palma, tres caobas y dos man-
gos, ocasionando su destrucción; b) que apoderado del he-
cho el Juzgado de Paz de la Común de Las Matas de Far-
fán, Provincia Benefactor, dictó una sentencia el diecio-
cho de octubre de mil novecientos cincuenta y uno, conde-
nando a los nombrados Dionisio Pérez, Octaviano H. Ma-
teo y Ramón Teódulo Soler a un mes de prisión correccio-
nal, a una multa de veinticinco pesos oro y todos al pago 

,de las costas, por "el hecho de haber quemado árboles y 
maderas preciosas en la sección de Las Carreras"; c) que 
sobre las apelaciones de Octaviano H. Mateo y Ramón 
Teódulo Soler, el Juzgado a quo dictó la sentencia ahora 
impugnada, cuyo dispositivo dice así: "FALLA: PRIME-
RO: Declara bueno y válido en cuanto a la forma, el re-
curso de apelación interpuesto por los prevenidos Octavia- 
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SENTENCIA DE FECHA 17 DE JUNIO DE 1952. 

Sentencia impugnada: Juzgado de Primera Instancia del D. j. 

de Benefactor, en grado de apelación, de fecha 28 de  

febrero de 1952. 

Materia: Penal. 

Recurrente: Ramón Teódulo Soler. 

Dios, Patria y Libertad. 

República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte d 
Justicia, regularmente constituida por los Jueces Licen 
ciados H. Herrera Billini, Presidente; Francisco Elpidio 
Beras, Segundo Sustituto de Presidente; Rafael Castro Ri-
vera, Juan A. Morel, Gustavo A. Díaz, Ambrosio Alvarez 
Aybar, Damián Báez B., y Néstor Contín Aybar, asistidos 
del Secretario General, en la Sala donde celebra sus au-
diencias, en Ciudad Trujillo, Distrito de Santo Domingo, 
hoy día diecisiete del mes de junio de mil novecientos cin-
cuenta y dos, años 109 9  de la Independencia, 89 9  de la Res-

tauración y 23 9  de la Era de Trujillo, dicta en audiencia 
pública pública, como corte de casación, la siguiente sen-
tencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Ramón 
Teódulo Soler, dominicano, soltero, agricultor, domicilia-
do y residente en la sección de Las Carreras, en la común 
de Las Matas de Farfán, Provincia Benefactor, portador de 
la cédula personal de identidad número 3434, serie 1, re-
novada con sello número 644365, contra sentencia del Juz-
gado de Primera Instancia del Distrito Judicial de Bene-
factor, en grado de apelación, de fecha veintiocho de fe-
brero de mil novecientos cincuenta y dos; 

Oído el Magistrado Juez Relator; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Vista el acta contentiva del recurso de casación levan-
tada en fecha veintiocho de febrero de mil novecientos 
cincuenta y dos en la Secretaría del Juzgado a quo; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
liberado, y vistas las Leyes 1688 y 1746, de 1948, sobre 
Conservación Forestal y Arboles Frutales, y 1 y 24 de 
la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en 
los documentos a que ella se refiere consta lo que sigue: 
a) que en fecha primero de abril del año mil novecientos 
cincuenta y uno el Encargado de la Colonia Agrícola "El 
Llano", Provincia de San Rafael, actuando como Guarda-
bosque, levantó un acta en la cual expresa que ha sor-
prendido en la sección de Las Carreras, paraje El Almá-
cigo, de las Matas de Farfán, una violación de la Ley 
1746 sobre Conservación Forestal y Arboles Frutales, con-
sistente en el hecho de que Ramón Teódulo Soler pegó 
cande] a a cuatro matas de palma, tres caobas y dos man-
gos, ocasionando su destrucción; b) que apoderado del he-
cho el Juzgado de Paz de la Común de Las Matas de Far-
fán, Provincia Benefactor, dictó una sentencia el diecio-
cho de octubre de mil novecientos cincuenta y uno, conde-
nando a los nombrados Dionisio Pérez, Octaviano H. Ma-
teo y Ramón Teódulo Snler a un mes de prisión correccio-
nal, a una multa de veinticinco pesos oro y todos al pago 
de las costas, por "el hecho de haber quemado árboles y 
maderas preciosas en la sección de Las Carreras"; c) que 
sobre las apelaciones de Octaviano H. Mateo y Ramón 
Teódulo Soler, el Juzgado a quo dictó la sentencia ahora 
impugnada, cuyo dispositivo dice así: "FALLA: PRIME-
RO: Declara bueno y válido en cuanto a la forma, el re-
curso de apelación interpuesto por los prevenidos Octavia- 

iü 
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no Mateo y Ramón Teódulo Soler, de generales anotadas, 
contra la sentencia dictada por el Juzgado de Paz de la 
común de Las Matas de Farfán, de fecha 18 del mes de 
octubre del año 1951, cuyo dispositivo es el siguiente: 
`PRIMERO: que debe condenar y condena a los nombrados 
Dionisio Pérez, Octaviano H. Mateo ,y Ramón Teódulo  So-
ler, de generales anotadas, a pagar una multa de veinti-
cinco pesos oro, compensables con prisión de un día por 
cada peso dejado de pagar; a sufrir la pena de un mes de 
prisión correccional y todos al pago de las costas "por el 
hecho de haber quemado árboles frutales y maderas pre-
ciosas en la Sección de Las Carreras, de esta común"; SE-
GUNDO: que debe confirmar, como al efecto confirma, la 
sentencia apelada en cuanto se refiere al prevenido Ramón 
Teódulo Soler, condenándolo además al pago de las costas 
de la presente alzada; TERCERO: que debe reenviar y re-
envía la causa, con respecto al prevenido Octaviano Mateo, 
para una próxima audiencia, a fin de una mejor sustancia-
ción de la misma, ordenándose la citación del Alcalde Pe-
dáneo de la Sección de Las Carreras, de la común de Las 
Matas de Farfán así como también al señor Ramón Leoni-
das Mateo, residente en la misma Sección; CUARTO: Re-
serva las costas del procedimiento en cuanto a Octaviano 
Mateo"; 

Considerando que para condenar a Ramón Teódulo So-
ler el Juzgado a quo se fundó en el hecho de que el acta 
levantada por el Encargado de la Colonia Agrícola de El 
Llano, actuando como Guardabosque, hace fe hasta prue-
ba en contrario de la mencionada violación de la Ley 
1746, de 1948, sobre Conservación Forestal y Arboles Fru-
tales, y que "el prevenido Ramón Teódulo Soler, no ha de-
mostrado el no haber cometido el hecho que se le imputa, 
de violación a los artículos 2 párrafo (b) de l e  Ley No. 
1746 sobre Conservación Forestal, y por tanto procede la 
confirmación de la sentencia apelada en todas sus partes; 
pero, 
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Considerando que, en la especie, la mencionada acta 
levantada por el Encargado de la Colonia Agrícola de El 
Llano, actuando en la expresada calidad de Guardabosque, 
es el único medio de prueba aportado a la instrucción de 
la causa, y que el prevenido, quien negó haber cometido 
el hecho, solicitó, según consta en el acta de audiencia de 
la misma fecha de la sentencia impugnada, para rebatir 
el contenido de la referida acta, que fuera citado el Alcal-
de Pedáned del lugar, expresándose así: "Yo tengo interés 
en que se cite al Alcalde, pues él comprobó que ahí no ha-
bía ningún árbol quemado"; que al no acoger el pedimen-
to del prevenido Ramón Teódulo Soler, tendiente a sumi-
nistrar, por medio de testigos, la prueba contraria de las 
afirmaciones contenidas en el acta comprobatoria de la in-
fracción, el Juzgado a quo violó el derecho de fedensa; 

Por tales motivos: PRIMERO: Casa la sentencia del 
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de Be-
nefactor, de fecha veintiocho de febrero de mil novecientos 
cincuenta y dos, en lo que concierne al prevenido Ramón 
Teódulo Soler, y envía el asunto al Juzgado de Primera 
Instancia del Distrito Judicial de San Rafael; y SEGUN-
DO: Declara las costas de oficio. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Fco. Elpidio Beras. 
Raf. Castro Rivera.— Juan A. Morel.— G. A. Díaz.— 

Ambrosio Alvarez Aybar.— Damián Báez B.— Néstor 
Contín Aybar.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
Señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia del día, mes y año en él expresados, y fué firma-
da, leída y publicada por mí, Secretario General, que cer-
tifico. (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 
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no Mateo y Ramón Teódulo Soler, de generales anotadas, 
contra la sentencia dictada por el Juzgado de Paz de la 
común de Las Matas de Farfán, de fecha 18 del mes de 
octubre del año 1951, cuyo dispositivo es el siguiente: 
`PRIMERO: que debe condenar y condena a los nombrados 
Dionisio Pérez, Octaviano H. Mateo ,y Ramón Teódulo So-
ler, de generales anotadas, a pagar una multa de veinti-
cinco pesos oro, compensables con prisión de un día por 
cada peso dejado de pagar; a sufrir la pena de un mes de 
prisión correccional y todos al pago de las costas "por el 
hecho de haber quemado árboles frutales y maderas pre-
ciosas en la Sección de Las Carreras, de esta común"; SE-
GUNDO: que debe confirmar, como al efecto confirma, la 
sentencia apelada en cuanto se refiere al prevenido Ramón 
Teódulo Soler, condenándolo además al pago de las costas 
de la presente alzada; TERCERO: que debe reenviar y re-
envía la causa, con respecto al prevenido Octaviano Mateo, 
para una próxima audiencia, a fin de una mejor sustancia-
ción de la misma, ordenándose la citación del Alcalde Pe-
dáneo de la Sección de Las Carreras, de la común de Las 
Matas de Farfán así como también al señor Ramón Leoni-
das Mateo, residente en la misma Sección; CUARTO: Re-
serva las costas del procedimiento en cuanto a Octaviano 
Mateo"; 

Considerando que para condenar a Ramón Teódulo So-
ler el Juzgado a quo se fundó en el hecho de que el acta 
levantada por el Encargado de la Colonia Agrícola de El 
Llano, actuando como Guardabosque, hace fe hasta prue-
ba en contrario de la mencionada violación de la Ley 
1746, de 1948, sobre Conservación Forestal y Arboles Fru-
tales, y que "el prevenido Ramón Teódulo Soler, no ha de-
mostrado el no haber cometido el hecho que se le imputa, 
de violación a los artículos 2 párrafo (b) de le Ley No. 
1746 sobre Conservación Forestal, y por tanto procede la 
confirmación de la sentencia apelada en todas sus partes; 
pero, 

Considerando que, en la especie, la mencionada acta 
levantada por el Encargado de la Colonia Agrícola de El 
Llano, actuando en la expresada calidad de Guardabosque, 
es el único medio de prueba aportado a la instrucción de 
la causa, y que el prevenido, quien negó haber cometido 
el hecho, solicitó, según consta en el acta de audiencia de 
la misma fecha de la sentencia impugnada, para rebatir 
el contenido de la referida acta, que fuera citado el Alcal-
de Pedáneó del lugar, expresándose así: "Yo tengo interés 
en que se cite al Alcalde, pues él comprobó que ahí no ha-
bía ningún árbol quemado"; que al no acoger el pedimen-
to del prevenido Ramón Teódulo Soler, tendiente a sumi-
nistrar, por medio de testigos, la prueba contraria de las 
afirmaciones contenidas en el acta comprobatoria de la in-
fracción, el Juzgado a quo violó el derecho de fedensa; 

Por tales motivos: PRIMERO: Casa la sentencia del 
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de Be-
nefactor, de fecha veintiocho de febrero de mil novecientos 
cincuenta y dos, en lo que concierne al prevenido Ramón 
Teódulo Soler, y envía el asunto al Juzgado de Primera 
Instancia del Distrito Judicial de San Rafael; y SEGUN-
DO: Declara las costas de oficio. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Fco. Elpidio Beras. 
Raf. Castro Rivera.— Juan A. Morel.— G. A. Díaz.— 

Ambrosio Alvarez Aybar.— Damián Báez B.— Néstor 
Contín Aybar.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
Señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia del día, mes y año en él expresados, y fué firma-
da, leída y publicada por mí, Secretario General, que cer-
tifico. (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 
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SENTENCIA DE FECHA 17 DE JUNIO DE 1952. 

Sentencia impugnada: Juzgado de Primera Instancia del D. j. 

en Espaillat, en grado de apelación, de fecha 20 de 

de febrero de 1952. 

Materia: Penal. 

Recurrente: Miguel Neftalí Veras. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularniente constituida por los Jueces Licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Francisco Elpidio Beras, 
Segundo Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Gusta-
vo A. Díaz, Ambrosio Alvarez Aybar, Damián Báez B., y 
Néstor Contín Aybar, asistidos del Secretario General, en 
la Sala donde celebra sus, audiencias, en Ciudad Trujillo, 
Distrito de Santo Domingo, hoy día diecisiete del mes de 
junio de mil novecientos cincuenta y dos, años 109 9  de la 
Independencia, 89 9  de la Restauración y 23 9  de la Era de 
Trujillo, dicta en audiencia pública, como corte de casa-
ción, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Miguel 
Neftalí Veras, de 22 años de 'edad, soltero, agricultor, do-
miciliado y residente en la sección de Monte Adentro, de 
la común de Salcedo, portador de la cédula personal de 
identidad número 10978, serie 55, contra sentencia del Juz-
gado de Primera Instancia del Distrito Judicial de Espai-
llat, de fecha Veinte de febrero de mil novecientos cincuen-
ta y dos, cuyo dispositivo se copia más adelante; 

Oído el Magistrado Juez Relator; 

Oído el dictamen del Magistr'ado Procurador General 
de la República; 

BOLETÍN JUDICIAL 	 1111 

Vista el acta del recurso de casación, levantada en 
la secretaría del Tribunal a quo en fecha veinte de febre-
ro de mil novecientos cincuenta y dos; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 1 :7  24 de la L'y sobre Pro-
cedimiento de Casación; 

Considerando que en el fallo impugnado consta: a) 
que en fecha doce de noviembre de mil novecientos cin-
cuenta y uno, el Juzgado de Paz de la Común de Salcedo, 
dictó una sentencia, en sus atribuciones correccionales, cu-
yo dispositivo dice así: "FALLA: PRIMERO: aue debe 
condenar como al efecto condena al nombrado Miguel Nef-
talí Veras, de generales ya cDnsignadas, al pago de una 
multa de veinte pesos (RD$20.00) y a sufrir la pena de 
veinte días de prisión correccional, por su delito de gol-
pes al Sr. Juan María Valerio Liriano; SEGUNDO: que 
debe condenar como los condena a los nombrados Félix 
María García, José Ant. Taveras, Francisco Ant. Amparo, 
Marco Amparo, Leonel Ant. Gil, de generales ya conocidas, 
los dos primeros, al pago de una multa de diez pesos (RD$-
1.0.00), cada uno, todos por su delito de golpes. y los tres res-
tantes, al pago de una multa de cinco pesos (RD$5.00), cada 
uno; TERCERO: que debe descargar como los descarga a 
los nombrados Juan María Valerio Liriano y José Fco. 
de Aza, de generales ya anotadas, por no ser autores del 
hecho que se les imputa; CUARTO: que debe condenar 
como los condena en los costos del procedimiento; QUIN-
TO: que debe declarar como declara de oficio los costos 
de José Fco. de Aza y Juan Ma. Valerio Liriano"; b) que 
contra esta sentencia interpuso recurso de apelación el 
prevenido Neftalí Veras, así como también el representan-
te del ministerio público ante dicho . Juzgado de Paz, pero 
sólo en cuanto concierne al mismo prevenido Miguel Nef-
talí Veras; 

Considerando que el fallo ahora impugnado contiene 
el•siguiente dispositivo: "FALLA: PRIMERO: Declara re- 
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SENTENCIA DE FECHA 17 DE JUNIO DE 1952. 

Sentencia impugnada: Juzgado de Primera Instancia del D. j. 

en Espaillat, en grado de apelación, de fecha 20 de • 

de febrero de 1952. 

Materia: Penal. 

Recurrente: Miguel Neftalí Veras. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularniente constituida por los Jueces Licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Francisco Elpidio Beras, 
Segundo Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Gusta-
vo A. Díaz, Ambrosio Alvarez Aybar, Damián Báez B., y 
Néstor Contín Aybar, asistidos del Secretario General, en 
la Sala donde celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, 
Distrito de Santo Domingo, hoy día diecisiete del mes de 
junio de mil novecientos cincuenta y dos, años 109° de la 
Independencia, 899  de la Restauración y 23 9  de la Era de 
Trujillo, dicta en audiencia pública, como corte de casa-
ción, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Miguel 
Neftalí Veras, de 22 años de edad, soltero, agricultor, do-
miciliado y residente en la sección de Monte Adentro, de 
la común de Salcedo, portador de la cédula personal de 
identidad número 10978, serie 55, contra sentencia del Juz-
gado de Primera Instancia del Distrito Judicial de Espai-
llat, de fecha Veinte de febrero de mil novecientos cincuen-
ta y dos, cuyo dispositivo se copia más adelante; 

Oído el Magistrado Juez Relator; 

Oído el dictamen del Magistrádo Procurador General 
de la República; 

Vista el acta del recurso de casación, levantada en 
la secretaría del Tribunal a quo en fecha veinte de febre-
ro de mil novecientos cincuenta y dos; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 1 : 7  24 de la Ley sobre Pro-
cedimiento de Casación; 

Considerando que en el fallo impugnado consta: a) 
que en fecha doce de noviembre de mil novecientos cin-
cuenta y uno, el Juzgado de Paz de la Común de Salcedo, 
dictó una sentencia, en sus atribuciones correccionales, cu-
yo dispositivo dice así: "FALLA: PRIMERO: a ue debe 
condenar como al efecto condena al nombrado Miguel Nef-
talí Veras, de generales ya consignadas, al pago de una 
multa de veinte pesos (RD$20.00) y a sufrir la pena de 
veinte días de prisión correccional, por su delito de gol-
pes al Sr. Juan María Valerio Liriano; SEGUNDO: que 
debe condenar como los condena a los nombrados Félix 
María García, José Ant. Taveras, Francisco Ant. Amparo, 
Marco Amparo, Leonel Ant. Gil, de generales ya conocidas, 
los dos primeros, al pago de una multa de diez pesos (RD$-
10.00), cada uno, todos por su delito de golpes, y los tres res-
tantes, al pago de una multa de cinco pesos (RD$5.00), cada 
uno; TERCERO: que debe descargar como los descarga a 
los nombrados Juan María Valerio Liriano y José Fco. 
de Aza, de generales ya anotadas, por no ser autores del 
hecho que se les imputa; CUARTO: que debe condenar 
como los condena en los costos del procedimiento; QUIN-
TO: que debe declarar como declara de oficio los costos 
de José Fco. de Aza y Juan Ma. Valerio Liriano"; b) que 
contra esta sentencia interpuso recurso de apelación el 
prevenido Neftalí Veras, así como también el representan-
te del minísterio público ante dicho Juzgado de Paz, pero 
sólo en cuanto concierne al mismo prevenido Miguel Nef-
talí Veras; 

Considerando que el fallo ahora impugpado contiene 
el•siguiente dispositivo: "FALLA: PRIMERO: Declara re- 
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guiares y válidos los recursos de apelación interpuestos a 
nombre de Miguel Neftalí Veras y del Magistrado Procu-
rador Fiscal de este Distrito Judicial; SEGUNDO: Declara 
nula y sin ningún valor ni efecto, en lo que respecta al 
nombrado Miguel Neftalí Veras, la sentencia de fecha do-. 
ce del mes de noviembre del año mil novecientos cincuen / 

 ta y uno, del Juzgado de Paz de la común de Salcedo, pos' 
incompetencia de dicho Juzgado, en razón de que los gol-
pes recibidos por el agraviado, curaron después de veinte 
días, y, actuando por propia autoridad, declara al nombra-
do Miguel Neftalí Veras, de generales anotadas, culpable 
de golpes, curables después de veinte días, y en consecuen-
cia, lo condena a sufrir un mes de prisión correccional, 
en la cárcel pública de esta ciudad, y a pagar veinte pesos 
oro de multa, acogiendo en su favor el beneficio de cir-
cunstancias atenuantes; TERCERO: Condena a Miguel 
Neftalí Veras, al pago de las costas"; 

Considerando que en el presente caso el Juzgado de 
Paz de la común de Salcedo condenó, entre otros incul-
pados a Miguel Neftalí Veras, a la pena de veinte días de 
prisión correccional y al pago de una multa de treinta 
pesos, acogiendo en su favor circunstancias atenuantes, 
por el delito de golpes curables después de veinte días, 
en perjuicio de Juan María Valerio Valeriano; 

Considerando que el tribunal de apelación, después 
de declarar que el referido delito no era de la competencia 
excepcional del Juzgado de Paz, en razón de que el hecho 
no estaba incurso en el artículo 311, párrafo primero, del 
Código Penal, sino en el artículo 309 del mismo Código, 
juzgó y condenó al prevenido, obrando por propia autori-
dad, a las penas antes mencionadas; 

Considerando que cuando los tribunales en materia 
correccional, actuando como tribunales de apelación, decla-
ran la incompetencia rationae materiae del juzgado de 
paz, apoderado como tribunal correccional de primer no- 

do, deben limitarse a declarar su propia incompetencia 
para estatuir, como tribunal de apelación, del fondo de 
la prevención puesta a cargo del inculpado, puesto que dé 
lo contrario se estaría privando al prevenido del beneficio 
que para él implica el doble grado de jurisdicción; 

Por tales motivos, PRIMERO: casa, por causa de in-
competencia, la sentencia del Juzgado de Primera Instan-
.cia del Distrito Judicial de Espaillat, de fecha veinte de 
febrero de mil novecientos cincuenta y dos, cuyo disposi-
tivo se copia en otro lugar del presente fallo; SEGUNDO: 
designa a la Cámara Penal del Juzgado de Primera Ins-
tancia del Distrito Judicial de La Vega para que conozca 
del caso en primer grado; TERCERO: declara las costas 
de oficio. 

(Firmados): H. Herrera Billini.— Fco. Elpidio Beras. 
—Juan A. Morel.—G. A. Díaz.—A. Alvarez Aybar.—Da-
mián Báez B.— Néstor Contín Aybar.— Ernesto Curiel 
hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
Señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y 
fué firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,, 
,que certifico. —(Firmado): Ernesto Curiel hijo. 
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la prevención puesta a cargo del inculpado, puesto que de 
lo contrario se estaría privando al prevenido del beneficio 
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SENTENCIA DE FECHA. 17 DE JUNIO DE 1952 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santiago, de fe-
cha 25 de marzo de 1952. 

Materia: Penal. 

Recurrente: Laura Estela García de Gallardo. Causa seguida a 
José Baldemiro Tejada. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Francisco Elpidio Beras, Se-
gundo Sustituto de Presidente; Rafael Castro Rivera, Juan 
A. Morel, Gustavo A .Díaz, Ambrosio Alvarez Aybar, Da-
mián Báez B., y Néstor Contín Aybar, asistidos del Secre-
tario General, en la Sala donde celebra sus audiencias, 
en Ciudad Trujillo, Distrito de Santo Domingo, hoy día 
diecisiete del mes de junio de mil novecientos cincuenta y 
dos, años 109 9  de la Independencia, 89 9  de la Restauración 
y 239  de la Era de Trujillo, dicta en audiencia pública, co-
mo corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Laura 
Estela García de Gallardo, dominicana, mayor de edad, 
casada, de oficios domésticos, domiciliada y residente en 
la ciudad de Santiago, portadora de la cédula personal de 
identidad número 6547, serie 31, con sello número 526469, 
para el año 1951, contra sentencia de la Corte de Apelación 
de Santiago de fecha veinticinco de marzo de mil novecien-
tos cincuenta y dos en la causa seguida a Baldemiro Teja-
da, cuyo dispositivo sc indica más adelante; 

Oído el Magistrado Juez Relator; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Vista el acta del recurso de casación, levantada en la 
secretaría de la Corte a qua, en fecha veintiocho de marzo 
de mil novecientos cincuenta y dos; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 191 del Código de Procedi-
miento Criminal y 1 9  y 71 de la' Ley sobre Procedimiento 
de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada consta 
lo siguiente: 1) que con motivo de la querella presentada 
por Laura Estela García de Gallardo, contra José Balde-
miro Tejada, "por el hecho de éste no cumplir con sus obli-
gaciones de padre de la menor Gilda Evangelista, de dos 
meses de edad, que tiene prócreada con la querellante, y 
previa comparecencia en conciliación en la cual no se ob-
tuvo el acuerdo de las partes, la Segunda Cámara Penal 
del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de 
Santiago, legalmente apoderada del caso, dictó el trein-
ta de noviembre de mil novecientos cincuenta y uno, una 
sentencia por la cual declaró al nombrado José Baldemi-
ro Tejada, no culpable del delito de haber violado las dis-
posiciones de la Ley No. 2402, en perjuicio de una menor 
procreada con la señora Laura Estela García, lo descargó 
de toda responsabilidad penal, por insuficiencia de prue-
bas, y declaró las costas causadas de oficio; 2) que discon-
forme con esa sentencia la querellante interpuso en debida 
forma y tiempo hábil recurso de apelación, y la Corte a qua 
por su sentencia del doce de febrero de este año, antes de 
decidir el fondo de la prevención dispuso lo siguiente: 
"FALLA: PRIMERO: Admite en la forma el recurso de 
apelación; SEGUNDO: Declara que la causa _a cargo del 
prevenido Baldemiro Tejada, de generales anotadas, incul-
pado del delito de violación a la Ley No. 2402, en perjuicio 
de una menor hija de la señora Lausa Estela García de 
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Gallardo, no se encuentra suficientemente sustanciada, y, 
en consecuencia, envía su conocimiento para una fecha que 
se fijará próximamente; TERCERO: Ordena un experticio 
médico de las sangres del prevenido Baldemiro Tejada, de 
la querellante Laura Estela García de Gallardo y de la me.. 
nor cuya paternidad se investiga, con el objeto de determi-
nar si existe afinidad sanguínea entre dicha menor y el 
inculpado, que pueda servir como indicio de la paternidad 
que se investiga, medida .  que deberá ser realizada dentro 
del plazo de un mes a partir de la fecha de la sentencia; 
CUARTO: Comisiona al Doctor José de Jesús Alvarez Pe-
relló, para realizar el examen de referencia, nrevio jura-
mento que prestará por ante el Juez de Paz de la Tercera 
Circunscripción de la común de Santiago, el cual comisio-
na para esos fines; QUINTO: Ordena que esta sentencia 
sea comunicada al Magistrado Procurador General de esta 
Corte, para los fines legales correspondientes"; 3) que la 
medida de instrucción ordenada por la sentencia cuyo dis-
positivo se acaba de transcribir, no tuvo efecto debido a 
que el inculpado renunció a dicha medida, alegando ca-
recer de recursos económicos para subvenir a los gastos 
que la misma irrogaba; 4) qué el fondo de la prevención 
puesta a cargo de José Baldemiro Tejada, fué fallado por 
la sentencia ahora impugnada en casación, y cuyo dispo-
sitivo es como sigue: "FALLA: PRIMERO: Confirma la 
sentencia dictada por la Segunda Cámara Penal del Juz-
gado de Primera Instancia del Distrito Judicial de Santia-
go, el treinta de noviembre del año mil novecientos cin-
cuenta y uno, de la cual es el dispositivo siguiente: PRI-
MERO: que debe declarar como al efecto declara al nom-
brado José Baldemiro Tejada, de generales que constan, 
no culpable del delito de haber violado las disposiciones de 
la Ley No. 2402, en perjuicio de un menor procreado con 
la señora Laura Estela García, y en consecuencia, debe 
descargarlo y lo descarga de toda responsabilidad penal por 
insuficiencia de pruebas; SEGUNDO: Que debe declarar 

y declara las costas causadas de oficio"; SEGUNDO: De-
clara de oficio las costas"; 

Considerando que el presente recurso tiene un carac-
ter general al no haber indicado la recurrente ningún me-
dio en apoyo del mismo; 

Considerando que la Corte a qua para declarar la no 
culpabilidad del prevenido José Baldemiro Tejada, confir-
mar la sentencia apelada y descargarlo de toda responsabi-
lidad, se fundó en "que si es cierto que en la especie que 
se juzga existen indicios de que ha cesado la vida en co-
mún entre la querellante Laura Estela García y su esposo 
Nuxi Gallardo no se ha establecido sin embargo, que ésta 
separación hubiese desvinculado de un modo absoluto a 
dichos esposos, al extremo de •no haber podido tener con-
tactos carnales; que por otra parte, por las declaraciones 
de la querellante cotejadas con las de los testigos de la 
causa, los jueces de esta Corte no han podido llegar a la 
convicción de que en el presente caso, hayan pruebas sufi-
cientes de la existencia de un concubinato entre la quere-
llante y el prevenido, puesto que lo más que se llega a de-
ducir de esas declaraciones, es que dicho prevenido tuvo 
relaciones carnales accidentales por algunas ocasiones con 
la querellante, no obstante haberlo negado, pero en cir-
cunstancias tales y en ausencia de todo otro elemento que 
pudiera caracterizar un notorio y público concubinato"; 

Considerando que, en tales condiciones, como en el 
presente caso,no se encuentran reunidos los elementos que 
permiten excluir la aplicación del artículo 312 del Código 
Civil, la Corte a qua, al descargar al prevenido, nó incurrió 
en ninguna violación de la ley; 

Considerando que, además, el examen general de la 
sentencia impugnada revela que ésta se encuentra ajusta-
da a la ley en todos sus demás aspectos; 

Por tales motivos, PRIMERO: rechaza el recurso de 
casación interpuesto por Laura Estela García de Gallardo, 
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contra sentencia de la Corte de Apelación de Santiago de 
fecha veinticinco de marzo de mil novecientos cincuenta y 
dos, cuyo dispositivo se copia en otro lugar del presente 
fallo, dictada en la causa seguida a José Baldemiro Tejada; 
y SEGUNDO: declara las costas de oficio. 

(Firmados): H. Herrera Billini.— Feo. Elpidio Beras. 
—Raf. Castro Rivera.— Juan A. Morel.— G. A. Díaz.-- 
A. Alvarez Aybar.— Damián Báez B.— Néstor Contín Ay-
bar.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

_ La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
Señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y 
fué firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, 
que certifico.— (Firmado) : Ernesto Curiel 'hijo. 

SENTENCIA DE FECHA 17 DE JUNIO DE 1952. 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santiago, de fecha 

13 de febrero de 1952. 

Materia: Penal. 

Recurrente: Magistrado Procurador General de la Corte de Ape-
lación de Santiago, en la causa seguida a Miguel Colla-

do. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituída por los Jueces Licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Francisco Elpidio Beras, 
Segundo Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Gustavo 
A. Díaz, Ambrosio Alvarez Aybar, Damián Báez B., y Nés-
tor Contín Aybar, asistidos del Secretario General, en la 

Sala donde celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Dis-
trito de Santo Domingo, hoy día diecisiete del mes de ju-
nio de mil novecientos cincuenta y dos, años 109 9  de la In-
dependencia, 899  de la Restauración y 23 9  de la Era de 
Trujillo, dicta en audiencia pública como corte de casación 
la sentencia siguiente: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por el Magis-
trado Procurador General de la Corte de Apelación de San-
tiago, en la causa seguida a Miguel Collado, contra senten-
cia dictada en atribuciones criminales, por esa misma Cor-
te de fecha trece de febrero de mil novecientos cincuenta 
y dos, cuyo dispositivo se copia después; 

Oído el Magistrado Juez Relator; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Vista el acta de declaración del recurso de casación, 
levantada en la Secretaría de la Corte a qua, en fecha die-
ciseis de febrero de mil novecientos cincuenta y dos; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
liberado, y vistos los artículos 272 del Código de Proce-
dimiento Criminal; y 1 9  y 71 de la Ley sobre Procedimien-
to de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada consta 
lo siguiente: "a) que en fecha dos de mayo de mil nove-
cientos cincuenta y uno fué sometido a la acción de la jus-
ticia por la Policía Nacional de Santiago, el nombrado Mi-
guel Collado, por robo de zapatos, siendo transportador de 
los mismos, en perjuicio del señor Miguel Parra; b) que 
remitido el expediente al Magistrado Procurador Fiscal 
de la segunda Cámara Penal del Juzgado de Primera Ins-
tancia del Distrito Judicial de Santiago, éste requirió al 
Magistrado Juez de Instrucción de la Segunda Circunscrip-
ción para la sumaria de lugar, y en fecha dieciocho de ju-
lio del año mil novecientos cincuenta y uno, dicho Magis-
trado dictó una providencia calificativa, por medio de la 
cual envió a dicho Miguel Collado al Tribunal Criminal, 
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Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santiago, de fecha 
13 de febrero de 1952. 

Materia: Penal. 

Recurrente: Magistrado Procurador General de la Corte de Ape-
lación de Santiago, en la causa seguida a Miguel Colla-
do. 

Dios, Patria y Libertad. 

República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Licenciados - 
H. Herrera Billini, Presidente; Francisco Elpidio Beras, 
Segundo Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Gustavo 
A. Díaz, Ambrosio Alvarez Aybar, Damián Báez B., y Nés-
tor Contín Aybar, asistidos del Secretario General, en la 

Sala donde celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Dis-
trito de Santo Domingo, hoy día diecisiete del mes de ju-
nio de mil novecientos cincuenta y dos, años 109 9  de la In-
dependencia, 899  de la Restauración y 23 9  de la Era de 
Trujillo, dicta en audiencia pública como corte de casación 
la sentencia siguiente: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por el Magis-
trado Procurador General de la Corte de Apelación de San-
tiago, en la causa seguida a Miguel Collado, contra senten-
cia dictada en atribuciones criminales, por esa misma Cor-
te de fecha trece de febrero de mil novecientos cincuenta 
y dos, cuyo dispositivo se copia después; 

Oído el Magistrado Juez Relator; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Vista el acta de declaración del recurso de casación, 
levantada en la Secretaría de la Corte a qua, en fecha die-
ciseis de febrero de mil novecientos cincuenta y dos; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
liberado, y vistos los artículos 272 del Código de Proce-
dimiento Criminal; y 1 9  y 71 de la Ley sobre Procedimien-
to de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada consta 
lo siguiente: "a) que en fecha dos de mayo de mil nove-
cientos cincuenta y uno fué sometido a la acción de la jus-
ticia por la Policía Nacional de Santiago, el nombrado Mi-
guel Collado, por robo de zapatos, siendo transportador de 
los mismos, en perjuicio del señor Miguel Parra; b) que 
remitido el expediente al Magistrado Procurador Fiscal 
de la segunda Cámara Penal del Juzgado de Primera Ins-
tancia del Distrito Judicial de Santiago, éste requirió al 
Magistrado Juez de Instrucción de la Segunda Circunscrip-
ción para la sumaria de lugar, y en fecha dieciocho de ju-
lio del año mil novecientos cincuenta y uno, dicho Magis-
trado dictó una providencia calificativa, por medio de la 
cual envió a dicho Miguel Collado al Tribunal Criminal, 

ti 
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contra sentencia de la Corte de Apelación de Santiago d e 
 fecha veinticinco de marzo de mil novecientos cincuenta y 

dos, cuyo dispositivo se copia en otro lugar del presente 
fallo, dictada en la causa seguida a José Baldemiro Tejada; 
y SEGUNDO: declara las costas de oficio. 

(Firmados): H. Herrera Billini.— Fco. Elpidio Beras 
—Raf. Castro Rivera.— Juan A. Morel.— G. A. Díaz.—
A. Alvarez Aybar.— Damián Báez B.— Néstor Contín Ay-
bar.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
Señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y 
fué firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, 
que certifico.— (Firmado) : Ernesto Curiel 'hijo. 

SENTENCIA DE FECHA 17 DE JUNIO DE 1952. 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santiago, de fecha 
13 de febrero de 1952. 

Materia: Penal. 

Recurrente: Magistrado Procurador General de la Corte de Ape-
lación de Santiago, en la causa seguida a Miguel Colla-
do. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

• 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituída por los Jueces Licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Francisco Elpidio Beras, 
Segundo Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Gustavo 
A. Díaz, Ambrosio Alvarez Aybar, Damián Báez B., y Nés-
tor Contín Aybar, asistidos del Secretario General, en la 
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Sala donde celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Dis-
trito de Santo Domingo, hoy día diecisiete del mes de ju-
nio de mil novecientos cincuenta y dos, años 109 9  de la In-
dependencia, 89 9  de la Restauración y 23 9  de la Era de 
Trujillo, dicta en audiencia pública como corte de casación 
la sentencia siguiente: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por el Magis-
trado Procurador General de la Corte de Apelación de San-
tiago, en la causa seguida a Miguel Collado, contra senten-
cia dictada en atribuciones criminales, por esa misma Cor-
te de fecha trece de febrero de mil novecientos cincuenta 
y dos, cuyo dispositivo se copia después; 

Oído el Magistrado Juez Relator; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Vista el acta de declaración del recurso de casación, 
levantada en la Secretaría de la Corte a qua, en fecha die-
ciseis de febrero de mil novecientos cincuenta y dos; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
liberado, y vistos los artículos 272 del Código de Proce-
dimiento Criminal; y 1 9  y 71 de la Ley sobre Procedimien-
to de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada consta 
lo siguiente: "a) que en fecha dos de mayo de mil nove-
cientos cincuenta y uno fué sometido a la acción de la jus-
ticia por la Policía Nacional de Santiago, el nombrado Mi-
guel Collado, por robo de zapatos, siendo transportador de 
los mismos, en perjuicio del señor Miguel Parra; b) que 
remitido el expediente al Magistrado Procurador Fiscal 
de la segunda Cámara Penal del Juzgado de Primera Ins-
tancia del Distrito Judicial de Santiago, éste requirió al 
Magistrado Juez de Instrucción de la Segunda Circunscrip-
ción para la sumaria de lugar, y en fecha dieciocho de ju-
lio del año mil novecientos cincuenta y uno, dicho Magis-
trado dictó una providencia calificativa, por medio de la 
cual envió a dicho Miguel Collado al Tribunal Criminal, 
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bajo la acusación del crimen de "robo siendo transporta-
dor" en perjuicio del señor Plácido Parra; c) que después 
de cumplidas las formalidades legales fué apoderada del 
asunto la Segunda Cámara Penal del Juzgado de Primera 
Instancia del Distrito Judicial de Santiago, la que lo de-
cidió por su sentencia dictada en fecha cuatro del mes de 
octubre del año mil novecientos cincuenta y uno, de la cual 
es el dispositivo siguiente: "FALLA: PRIMERO: que debe 
declarar, como al efecto declara al nombrado Miguel do-
Hado, de generales que constan, no culpable del crimen 
de robo siendo transportador, en perjuicio del Señor Plá-
cido Parra, y en consecuencia, debe descargarlo y lo des-
carga de toda responsabilidad penal, por no haber co-
metido el hecho; SEGUNDO: que debe declarar y decla-
ra las costas causadas de oficio"; d) que el Magistrado 
Procurador General de la Corte de Apelación de Santia-
go, interpuso recurso de apelación contra esta sentencia; 
e) que cumplidas las formalidades legales, fué fijada la 
audiencia pública de esta Corte, del trece de febrero del 
año en curso, a las nueve de la mañana, para conocer de 
dicho recurso; y en esa audiencia, v antes del conocimien-
to del fondo del asunto, el Dr. Víctor E. Almonte J., abo-
gado constituído del acusado, presentó un incidente, con-
cluyendo así: "en nombre y representación del acusado, 
nos oponemos formalmente a que sean oídos testigos pa-
ra probar la existencia del contrato de transporte, entre 
el acusado y el señor Plácido Parra, la presunta víctima"; 
incidente sobre el cual concluyó el Magistrado Procura-
dor General de este modo: "que se rechazará la excepción 
propuesta por el Consejo de Defensa del acusado, toda 
vez que éste fué sometido por el crimen de robo, por dis-
tracción de efectos que transportaba y considera que los 
testigos deben ser oídos"; incidente que la Corte resolvió 
fallarlo conjuntamente con el fondo; recurso cuyo conoci-
miento tuvo lugar, con todos los requisitos de ley, pública-
mente, concluyendo las partes como ya se ha expresado"; 
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Considerando que en fecha trece de febrero de mil 
novecientos cincuenta y dos, la Corte de Apelación de San-
tiago dictó la sentencia ahora impugnada, cuyo dispositivo 
es el siguiente: "FALLA: PRIMERO: Admite en la forma 
el recurso de apelación; SEGUNDO: Rechaza por improce-
ente el incidente propuesto por el abogado del acusa-
o; TERCERO: Confirma la sentencia dictada por la Se- 

da Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia del 
'strito Judicial de Santiago, el cuatro de octubre del año 
il novecientos cincuenta y uno, de la cual es el siguiente 
spositivo: "1 9— que debe declarar como al efecto decla-
al nombrado Miguel Collado, de generales que constan, 

o culpable del crimen de robo siendo transportador, en 
rjuicio del Sr. Plácido Parra, y en consecuencia, debe 

ehargarlo, y lo descarga de toda responsabilidad penal, 
r no haber cometido el hecho; 2 9  Que debe declarar y 

eclara las costas causadas de oficio'; CUARTO: Declara 
e oficio las costas del procedimiento"; 

Considerando que al interponer su recurso el Magis-
ado Procurador General de la Corte de Apelación de San-
ago expuso lo siguiente: "que interpone este recurso de 
sación especialmente porque Miguel Collado, reconoció 
un acta suscrita en el Cuartel General de la Policía 

acional de esta ciudad, que recibió los zapatos que le 
eron enviados por Francisco Vargas a Plácido Parra, 
mprometiéndose a pagar su valor de ciento veinticinco 
sos oro a razón de diez pesos mensuales, compromiso 

ue empezó a ejecutar enviándole a la señora Va .rgas, 
einte pesos oro para cubrir los dos primeros meses, por 
o cual no habiéndose probado que un caso de fuerza ma-
or o un caso fortuito le impidió entregar los zapatos al 
ñor Plácido Parra, considera que el hecho puesto a su 
rgo del robo de objeto siendo transportador, previsto 
r el artículo 386, reformado, del Código Penal, estuvo 

amente establecido y en consecuencia debió ser con-
nado el acusado; que además su recurso se basa en cual- 
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bajo la acusación del crimen de "robo siendo transporta-
dor" en perjuicio del señor Plácido Parra; c) que después 
de cumplidas las formalidades legales fué apoderada del 
asunto la Segunda Cámara Penal del Juzgado de Primera 
Instancia del Distrito Judicial de Santiago, la que lo de-
cidió por su sentencia dictada en fecha cuatro del mes de 
octubre del año mil novecientos cincuenta y uno, de la cual 
es el dispositivo siguiente: "FALLA: PRIMERO: que &s'o° 
declarar, como al efecto declara al nombrado Miguel do-
llado, de generales que constan, no culpable del crimen 
de robo siendo transportador, en perjuicio del Señor Plá-
cido Parra, y en consecuencia, debe descargarlo y lo des-
carga de toda responsabilidad penal, por no haber co-
metido el hecho; SEGUNDO: que debe declarar y decla-
ra las costas causadas de oficio"; d) que el Magistrado 
Procurador General de la Corte de Apelación de Santia-
go, interpuso recurso de apelación contra esta sentencia; 
e) que cumplidas las formalidades legales, fué fijada la 
audiencia pública de esta Corte, del trece de febrero del 
año en curso, a las nueve de la mañana, para conocer de 
dicho recurso; y en esa audiencia, v antes del conocimien-
to del fondo del asunto, el Dr. Víctor E. Almonte J., abo-
gado constituído del acusado, presentó un incidente, con-
cluyendo así: "en nombre y representación del acusado, 
nos oponemos formalmente a que sean oídos testigos pa-
ra probar la existencia del contrato de transporte, entre 
el acusado y el señor Plácido Parra, la presunta víctima"; 
incidente sobre el cual concluyó el Magistrado Procura-
dor General de este modo: "que se rechazará la excepción 
propuesta por el Consejo de Defensa del acusado, toda 
vez que éste fué sometido por el crimen de robo, por dis-
tracción de efectos que transportaba y considera que los 
testigos deben ser oídos"; incidente que la Corte resolvió 
fallarlo conjuntamente con el fondo; recurso cuyo conoci-
miento tuvo lugar, con todos los requisitos de ley, pública-
mente, concluyendo las partes como ya se ha expresado"; 

Considerando que en fecha trece de febrero de mil 
ovecientos cincuenta y dos, la Corte de Apelación de San-

tiago dictó la sentencia ahora impugnada, cuyo dispositivo 
es el siguiente: "FALLA: PRIMERO: Admite en la forma 
el recurso de apelación; SEGUNDO: Rechaza por improce-
dente el incidente propuesto por el abogado del acusa-
do; TERCERO: Confirma la sentencia dictada por la Se-
gunda Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia del 

istrito Judicial de Santiago, el cuatro de octubre del año 
fi novecientos cincuenta y uno, de la cual es el siguiente 
spositivo: "1 9— que debe declarar como al efecto decla-
al nombrado Miguel Collado, de generales que constan, 

o culpable del crimen de robo siendo transportador, en 
rjuicio del Sr. Plácido Parra, y en consecuencia, debe 

whargarlo, y lo descarga de toda responsabilidad penal, 
r no haber cometido el hecho; 2 9  Que debe declarar y 

eclara las costas causadas de oficio'; CUARTO: Declara 
e oficio las costas del procedimiento"; 

Considerando que al interponer su recurso el Magis-
ado Procurador General de la Corte de Apelación de San-
go expuso lo siguiente: "que interpone este recurso de 
sación especialmente porque Miguel Collado, reconoció 

n un acta suscrita en el Cuartel General de la Policía 
acional de esta ciudad, que recibió los zapatos que le 
eron enviados por Francisco Vargas a Plácido Parra, • 

omprometiéndose a pagar su valor de ciento veinticinco 
sos oro a razón de diez pesos mensuales, compromiso 

ue empezó a ejecutar enviándole a la señora Vargas, 
einte pesos oro para cubrir los dos primeros meses, por 
o cual no habiéndose probado que un caso de fuerza ma-
or o un caso fortuito le impidió entregar los zapatos al 
ñor Plácido Parra, considera que el hecho puesto a su 
rgo del robo de objeto siendo transportador, previsto 
✓ el artículo 386, reformado, del Código Penal, estuvo 

amente establecido y en consecuencia debió ser con-
nado el acusado; qué además su recurso se basa en cual- 



1122 	 BOLETÍN JUDICIAL 	 BOLETÍN JUDICIAL 	 1123 

quier otra violación legal en que haya podido incurrir la • 
sentencia recurrida"; 

Considerando que la sentencia impugnada consigna 
entre los motivos de hecho en que se funda, los siguientes: 
"que los testigos de la causa señores Gregorio Acevedo, 
Pablo Vásquez, Miguel Reyes y Bienvenido Cabrera es-
tuvieron contestes en sus declaraciones ante esta Corte, 
en el sentido de que en su condición de peones del ca, 
mión que conducía el acusado Miguel Collado, ellos no 
advirtieron la entrega del bulto aue dice el querellante 
y la señora Francisca Vargas (a) Nena haber entregado 
al acusado, no obstante ser quienes recibieron y coloca-
ron los bultos en la cama del camión, y sí recuerdan per-
fectamente que toda la carga a ue conducía el camión con-
sistente en 37 bultos fué entregada a sus destinatarios"; 
y agrega "que los medios de pruebas que se aportan pa-
ra deducir la culpabilidad del acusado no reunen los re-
quisitos indispensables para establecerla, ya que una mi-
nuciosa y serena ponderación de los testimonios de la cau-
sa aducidos tanto en instrucción como en esta jurisdicción 
de juicio no conducen a ese resultado, por lo que procede 
el descargo del acusado de la infracción puesta a su car-
go y, en consecuencia, la confirmación de la sentencia ape-
lada en todas sus partes, ya que el Juez a quo hizo una 
correcta apreciación de los hechos de la causa y, conse-
cuentemente, una recta aplicación de la ley y del derecho, 
toda vez que los elementos constitutivos de la infracción 
prevista y sancionada por el párrafo 4 9  (in-medio) del 
artículo 386 del Código Penal no concurren en el presente 
caso"; 

Considerando que al fundar la Corte a qua su fallo 
en estas apreciaciones, ha hecho uso de la facultad so-
berana que corresponde a los jueces del fondo de hacer 
la ponderación de las pruebas, y que en consecuencia el 
medio específicamente invocado por el Magistrado recu-
rrente en relación con la prueba, debe ser desestimado; 

Considerando que, ante un examen general, la senten-
cia impugnada no contiene ningún vicio que justifique su 
casación; 

Por tales motivos, PPRIMERO: rechaza el recurso de 
casación interpuesto por el Magistrado Procurador General 
de la Corte de Apelación de Santiago, en la causa segui-
da a Miguel Collado, contra sentencia de esa misma corte 
de fecha trece de febrero de mil novecientos cincuenta 
y dos, cuyo dispositivo se encuentra copiado en otro lugar 
del presente fallo; y SEGUNDO: declara las costas de ofi-
cio. 

(Firmados): H. Herrera Billini.— Feo. Elpidio Beras.— 
Juan A. Morel.— G. A. Díaz.— A. Alvarez Aybar.— Da-
mián Báez B.— Néstor Contín Aybar.— Ernesto Curiel hi-
jo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
Señores Jueces que figuran en su encabezamiento, el mis-
mo día, mes y año arriba expresados, y fué firmada, leída 
y publicada por mí, Secretario General que certifico. (fdo.): 
Ernesto Curiel hijo. 



1122 	 BOLETÍN JUDICIAL 	 BOLETÍN JUDICIAL 	 1123 

quier otra violación legal en que haya podido incurrir la 
 sentencia recurrida"; 

Considerando que la sentencia impugnada consigna 
entre los motivos de hecho en aue se funda, los siguientes : 

 "que los testigos de la causa señores Gregorio Acevedo 
Pablo Vásquez, Miguel Reyes Bienvenido Cabrera es-
tuvieron contestes en sus declaraciones ante esta Corte, 
en el sentido de que en su condición de peones del ca, 
mión que conducía el acusado Miguel Collado, ellos no 
advirtieron la entrega del bulto aue dice el querellante 
y la señora Francisca Vargas (a) Nena haber entregado 
al acusado, no obstante ser quienes recibieron y coloca-
ron los bultos en la cama del camión, v sí recuerdan per-
fectamente que toda la carga que conducía el camión con-
sistente en 37 bultos fué entregada a sus destinatarios"; 
y agrega "que los medios de pruebas que se aportan pa-
ra deducir la culpabilidad del acusado no reunen los re-
quisitos indispensables para establecerla, ya que una mi-
nuciosa y serena ponderación de los testimonios de la cau-
sa aducidos tanto en instrucción como en esta jurisdicción 
de juicio no conducen a ese resultado, por lo que procede 
el descargo del acusado de la infracción puesta a su car-
go y, en consecuencia, la confirmación de la sentencia ape-
lada en todas sus partes, ya que el Juez a quo hizo una 
correcta apreciación de los hechos de la causa y, conse-
cuentemente, una recta aplicación de la ley y del derecho, 
toda vez que los elementos constitutivos de la infracción 
prevista y sancionada por el párrafo 49 (in-medio) del 
artículo 386 del Código Penal no concurren en el presente 
caso"; 

Considerando que al fundar la Corte a qua su fallo 
en estas apreciaciones, ha hecho uso de la facultad so-
berana que corresponde a los jueces del fondo de hacer 
la ponderación de las pruebas, y que en consecuencia el 
medio específicamente invocado por el Magistrado re 
rrente en relación con la prueba, debe ser desestimado; 

Considerando que, ante un examen general, la senten-
a impugnada no contiene ningún vicio que justifique su 

ción; 

Por tales motivos, PPRIMERO: rechaza el recurso de 
casación interpuesto por el Magistrado Procurador General 
de la Corte de Apelación de Santiago, en la causa segui-
da a Miguel Collado, contra sentencia de esa misma corte 
de fecha trece de febrero de mil novecientos cincuenta 
y dos, cuyo dispositivo se encuentra copiado en otro lugar 
del presente fallo; y SEGUNDO: declara las costas de ofi-
cio. 

(Firmados): H. Herrera Billini.— Fco. Elpidio Beras.— 
Juan A. Morel.— G. A. Díaz.— A. Alvarez Aybar.— Da-
mián Báez B.— Néstor Contín Aybar.— Ernesto Curiel hi-
jo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
Señores Jueces que figuran en su encabezamiento, el mis-
mo día, mes y año arriba expresados, y fué firmada, leída 
y publicada por mí, Secretario General que certifico. (fdo.): 
Ernesto Curiel hijo. 
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SENTENCIA DE FECHA 20 DE JUNIO DE 1952. 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de San Juan de 

Maguana, de fecha 5 de febrero de 1952. 

Materia: Penal. 

Recurrente: Isidoro Méndez y Adelaida Vargas. Abogado: Lie. 

Elpidio Eladio Mercedes. 

Interviniente: Ana Antonia Marcano de Méndez. Abogado: Li 

Angel Salvador Canó Pelletier. 

Dios, Patria y Libertad. 

República Dominicana 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Juan Tomás Mejía, Primer 
Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio Beras, Segundo 
Sustituto de Presidente; Rafael Castro Rivera, Juan A. 
Morel, Gustavo A. Díaz, Ambrosio Alvarez Aybar, Damián 
Báez B., y Néstor Contín Aybar, asistidos del Secretario 
General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en Ciu-
dad Trujillo, Distrito de Santo Domingo, hoy día veinte 
del mes de junio de mil novecientos cincuenta y dos, años 

1099  de la Independencia, 89 9  de la Restauración y 239 

 de la Era de Trujillo, dicta en audiencia pública, como 

corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre los recursos de casación interpuestos por Isidoro 
Méndez, dominicano, mayor de edad, casado, domiciliado 
en la sección de El Palmar, de la común de Neibe, porta-
dor de la cédula personal de identidad número 51, serie 
22, sello número 9908, y Adelaida Vargas, dominicana, 
mayor de edad, soltera, comerciante, del mismo domicilio,  

portadora de la cédula personal de identidad número 1109, 
serie 22, con sello número 528684, contra sentencia de la 
Corte de Apelación de San Juan de la Maguana, de fecha 
cinco de febrero de mil novecientos cincuenta y dos, cuyo 
dispositivo se copia más adelante; 

Oído el Magistrado Juez Relator; 

Oído el Lic. Angel Salvador Canó Pelletier, porta-
dor de la cédula personal de identidad número 334, serie 
10, sello número 915, abogado de la parte interviniente, 
Ana Antonia Marcano de Méndez, dominicana, mayor de 
edad, casada, de oficios domésticos, del domicilio y resi-
dencia de la sección de Las Charcas de María Nova, por-
tadora de la cédula personal de identidad número 4096, 
serie 12, sello número 503168, en la lectura de sus con-
clusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Vista el acta de los recursos de casación, levantada en 
la Secretaría de la Corte a qua en fecha quince de febrero 
del año mil novecientos cincuenta y dos; 

Visto el memorial de casación presentado por el Lic. 
Elpidio Eladio Mercedes, portador de la cédula personal 
de identidad número 440, serie 47, sello 3248, abogado de 
los recurrentes; 

Visto el escrito de intervención presentado por el Lic. 
Angel Salvador Canó Pelletier, abogado de la parte inter-
viniente; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 4, 55,_59, 60, 336, 337 y 463, 
inciso 69, del Código Penal; 1382 del Código Civil, y 1, 24, 
27, 66 y 71 de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada consta: 
a) que en virtud de querella presentada por Ana Antonia 
Marcano contra su legítimo esposo Isidoro Méndez y Ade- 
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SENTENCIA DE FECHA 20 DE JUNIO DE 1952. 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de San Juan de la 

Maguana, de fecha 5 de febrero de 1952. 

Materia: Penal. 

Recurrente: Isidoro Méndez y Adelaida Vargas. Abogado:  Lic. 

Elpidio Eladio Mercedes. 

Interviniente: Ana Antonia Marcano de Méndez. Abogado: Lie 

Angel Salvador Canó Pelletier. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Juan Tomás Mejía, Primer 
Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio Beras, Segundo 
Sustituto de Presidente; Rafael Castro Rivera, Juan A. 
Morel, Gustavo A. Díaz, Ambrosio Alvarez Aybar, Damián 
Báez B., y Néstor Contín Aybar, asistidos del Secretario 
General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en Ciu-
dad Trujillo, Distrito de Santo Domingo, hoy día veinte 
del mes de junio de mil novecientos cincuenta y dos, años 

1099  de la Independencia, 89 4  de la Restauración y 239 

 de la Era de Trujillo, dicta en audiencia pública, como 
corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre los recursos de casación interpuestos por Isidoro 
Méndez, dominicano, mayor de edad, casado, domiciliado 
en la sección de El Palmar, de la común de Neibe, porta-
dor de la cédula personal de identidad número 51, serie 
22, sello número 9908, y Adelaida Vargas, dominicana, 
mayor de edad, soltera, comerciante, del mismo domicilio, 
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portadora de la cédula personal de identidad número 1109, 
serie 22, con sello número 528684, contra sentencia de la 
Corte de Apelación de San Juan de la Maguana, de fecha 
cinco de febrero de mil novecientos cincuenta y dos, cuyo 
dispositivo se copia más adelante; 

Oído el Magistrado Juez Relator; 

Oído el Lic. Angel Salvador Canó Pelletier, porta-
dor de la cédula personal de identidad número 334, serie 
10, sello número 915, abogado de la parte interviniente, 
Ana Antonia Marcano de Méndez, dominicana, mayor de 
edad, casada, de oficios domésticos, del domicilio y resi-
dencia de la sección de Las Charcas de María Nova, por-
tadora de la cédula personal de identidad número 4096, 
serie 12, sello número 503168, en la lectura de sus con-
clusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Vista el acta de los recursos de casación, levantada en 
la Secretaría de la Corte a qua en fecha quince de febrero 
del año mil novecientos cincuenta y dos; 

Visto el memorial de casación presentado por el Lic. 
Elpidio Eladio Mercedes, portador de la cédula personal 
de identidad número 440, serie 47, sello 3248, abogado de 
los recurrentes; 

Visto el escrito de intervención presentado por el Lic. 
Angel Salvador Canó Pelletier, abogado de la parte inter-
viniente; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 4, 55,_59, 60, 336, 337 y 463, 
inciso 69, del Código Penal; 1382 del Código Civil, y 1, 24, 
27, 66 y 71 de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada consta: 
a) que en virtud de querella presentada por Ana Antonia 
Marcano contra su legítimo esposo Isidoro Méndez y Ade- 
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laida Vargas, por el delito de adulterio y complicidad en 
el mismo, el Juzgado de Primera Instancia del Distrito 
Judicial de Bahoruco, apoderado del caso, dictó una sen-
tencia en fecha ocho de diciembre de mil novecientos cin-
cuenta y uno, por medio de la cual descargó a dichos pre-
venidos del delito que se les imputó; b) que contra este 
fallo interpusieron recurso de apelación, en tiempo opor-
tuno, el Magistrado Procurador Fiscal del mencionado Dis-
trito Judicial y la parte civil constituída, Ana Antonia 
Marcano de Méndez; 

Considerando que la sentencia ahora impugnada con-
tiene el siguiente dispositivo: "FALLA: PRIMERO: De-
clara regulares y válidos en cuanto a la forma, por ha-
ber sido declarados en los plazos y mediante el cumpli-
miento de los demás requisitos legales, los recursos de ape-
lación interpuestos en fecha 10 y 18 del mes de diciem-
bre del año 1951, por el Magistrado Procurador Fiscal 
del Distrito Judicial de Bahoruco, dictada en atribucio-
nes correccionales, en fecha 8 del mismo mes y año cita-
dos cuyo dispositivo es el siguiente: 'PRIMERO: Que de-
be declarar y declara, buena y válida la constitución en 
parte civil, hecha en audiencia por la señora Antonia Mar-
cano de Méndez; SEGUNDO: Que debe descargar y des-
carga, a los nombrados Isidoro Méndez y Adelaida Vargas 
(a) La Buena, cuyas generales constan, el primero, del de-
lito de adulterio, y la segunda de complicidad en el mismo 
hecho, por insuficiencia de pruebas; TERCERO: Que de-
be rechazar y rechaza, las peticiones de la parte civil cons-
tituida, por improcedentes y mal fundadas; y CUARTO: 
Que debe condenar y condena a la parte civil constituída, 
al pago de las costas civiles, declarando de oficio las pe-
nales"; SEGUNDO: Revoca la sentencia apelada; y, en 
consecuencia, declara a los prevenidos Isidoro Méndez y 
Adelaida Vargas (a) La Buena, culpables como autor y cóm-
plice, respectivamente, del delito de adulterio en perjuicio 
de la señora Ana Antonia Marcano de Méndez, legítima  

esposa del primero, constituida en parle civil; TERCERO: 
Condena al prevenido Isidoro Méndez, al pago de una mul-
ta de Cincuenta Pesos Oro (RD$50.00) y la Prevenida Ade-
laida Vargas (a) La Buena a Cinco Pesos Oro (RD$5.00) 
de multa y ambos al pago solidario de una indemnización 
de Doscientos Pesos (RD$200.00) en favor de la narte ci-
vil constituida señora Ana Antonia Marcano S. de Mén-
dez, a título de reparación pór lós daños y perjuicios mo-
rales y • materiales ocasionados por el delito; CUARTO: 
Condena a los prenombrados Isidoro Méndez y Adelaida 
Vargas (a) La Buena al pago solidario de las costas, dis-
trayendo las civiles en provecho del Lic. Angel Salvador 
Canó Pelletier, abogado de la parte civil constituida, quien 
afirma haberlas avanzado en su mayor parte"; 

Considerando, que al interponer su recurso de casación 
los recurrentes declararon que lo hacían por no estar con-
formes con dicha sentencia y que oportunamente deposi-
tarían el memorial en apoyo de su recurso; que en el 
memorial que ha sido presentado al efecto, suscrito por 
su abogado constituído Lic. Elpidio Eladio Mercedes, se ale-
ga que en el fallo impugnado se ha incurrido en los vicios 
de falta de motivos y falta de base legal, y que se han 
violado los artículos 141 del Código de Procedimiento Ci-
vil, y 4 y 337 del Código Penal; 

Considerando, en cuanto a la violación del artículo 
337 del Código Penal, que en el desarrollo de su memo-
rial de casación los recurrentes alegan esencialmente que 
en el presente caso dicho texto legal ha sido violado, por-
que no existe la prueba de que los prevenidos fueron sor-
prendidos en fragante delito de adulterio; 

Considerando que son hechos constantes en el fallo 
impugnado que el prevenido Isidoro Méndez, quien está 
casado con la querellante Ana Antonia Marcano S., desde 
el 30 de diciembre de 1950, vivió en público concubinato, 
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laida Vargas, por el delito de adulterio y complicidad en 
el mismo, el Juzgado de Primera Instancia del Distrito 
Judicial de Bahoruco, apoderado del caso, dictó una sen-
tencia en fecha ocho de diciembre de mil novecientos cin-
cuenta y uno, por medio de la cual descargó a dichos pre-
venidos del delito que se les imputó; b) que contra este 
fallo interpusieron recurso de apelación, en tiempo opor-
tuno, el Magistrado Procurador Fiscal del mencionado Dis-
trito Judicial y la parte civil constituída, Ana Antonia 
Marcano de Méndez; 

Considerando que la sentencia ahora impugnada con-
tiene el siguiente dispositivo: "FALLA: PRIMERO: De-
clara regulares y válidos en cuanto a la forma, por ha-
ber sido declarados en los plazos y mediante el cumpli-
miento de los demás requisitos legales, los recursos de ape-
lación interpuestos en fecha 10 y 18 del mes de diciem-
bre del año 1951, por el Magistrado Procurador Fiscal 
del Distrito Judicial de Bahoruco, dictada en atribucio-
nes correccionales, en fecha 8 del mismo mes y año cita-
dos cuyo dispositivo es el siguiente: 'PRIMERO: Que de-
be declarar y declara, buena y válida la constitución en 
parte civil, hecha en audiencia por la señora Antonia Mar-
cano de Méndez; SEGUNDO: Que debe descargar y des-
carga, a los nombrados Isidoro Méndez y Adelaida Vargas 
(a) La Buena, cuyas generales constan, el primero, del de-
lito de adulterio, y la segunda de complicidad en el mismo 
hecho, por insuficiencia de pruebas; TERCERO: Que de-
be rechazar y rechaza, las peticiones de la parte civil cons-
tituida, por improcedentes y mal fundadas; y CUARTO: 
Que debe condenar y condena a la parte civil constituída, 
al pago de las costas civiles, declarando de oficio las pe-
nales"; SEGUNDO: Revoca la sentencia apelada; y, en 
consecuencia, declara a los prevenidos Isidoro Méndez y 
Adelaida Vargas (a) La Buena, culpables como autor y cóm-
plice, respectivamente, del delito de adulterio en perjuicio 
de la señora Ana Antonia Marcano de Méndez, legítima  

esposa del primero, constituida en parle civil; TERCERO: 
C9Indena al prevenido Isidoro Méndez, al pago de una mul-
ta de Cincuenta Pesos Oro (RD$50.00) y la Prevenida Ade-
laida Vargas (a) La Buena a Cinco Pesos Oro (RD$5.00) 
.de multa y ambos al págo solidario de una indemnización 
de Doscientos Pesos (RD$200.00) en favor de la narte ci-
vil constituida señora Ana Antonia Marcano S. de Mén-
dez, a título de reparación por los daños y perjuicios mo-
rales y • materiales ocasionados por el delito; CUARTO: 
Condena a los prenombrados Isidoro Méndez y Adelaida 
Vargas (a) La Buena al pago solidario de las costas, dis-
trayendo las civiles en provecho del Lic. Angel Salvador 
Canó Pelletier, abogado de la parte civil constituída, quien 
afirma haberlas avanzado en su mayor parte"; 

Considerando, que al interponer su recurso de casación 
los recurrentes declararon que lo hacían por no estar con-
formes con dicha sentencia y que oportunamente deposi-
tarían el memorial en apoyo de su recurso; que en el 
memorial que ha sido presentado al efecto, suscrito por 
su abogado constituido Lic. Elpidio Eladio Mercedes, se ale-
ga que en el fallo impugnado se ha incurrido en los vicios 
de falta de motivos y falta de base legal, y que se han 
violado los artículos 141 del Código de Procedimiento Ci-
vil, y 4 y 337 del Código Penal; 

Considerando, en cuanto a la violación del artículo 
337 del Código Penal, que en el desarrollo de su memo-
rial de casación los recurrentes alegan esencialmente que 
en el presente caso dicho texto legal ha sido violado, por-
que no existe la prueba de que los prevenidos fueron sor-
prendidos en fragante delito de adulterio; 

Consiaerando que son hechos constantes en el fallo 
impugnado que el prevenido Isidoro Méndez, quien está 
casado con la querellante Ana Antonia Marcano S., desde 
el 30 de diciembre de 1950, vivió en público concubinato, 
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antes de su matrimonio, con Adelaida Vargas y procreó con : 
 ella siete hijos; que si bien dichos prevenidos alegaron que• 

este concubinato quedó disuelto desde el año 1947, la Cor-
te a qua estableció en hecho, mediante las pruebas regular 
mente sometidas al debate, especialmente por el acta le-
vantada por el Alcalde Pedáneo de El Palmar, que ese con-
cubinato fué reanudado después del matrimonio del preve-
nido, llevando éste a vivir a Adelaida Vargas a la misma 
casa donde había formado el hogar con su esposa, a la cual 
había abandonado y le había quitado los dos hijos que te-
nía como madrastra para que vivieran nuevamente con 
Adelaida Vargas, madre de los referidos menores; que, en 
tales condiciones, la prueba sobre la existencia del delito 
quedó suficientemente establecida, puesto que los hechos 
así comprobados hacen suponer necesariamente que entre. 
los prevenidos existían las relaciones íntimas que constitu-
yera el delito de adulterio; que, en consecuencia, la preten-
dida violación que se examina carece de fundamento; 

Considerando que acerca de la violación del Art. 4 
del Código Penal se alega que en el supuesto de que exis-
tiera el delito de adulterio por parte del marido, la sen-
tencia impugnada ha violado el principio de la legalidad 
de la pena, en lo que respecta a Adelaida Vargas, toda 
vez que el Código Penal no castiga a la mujer cómplice 
del marino adúltero; pero, 

Considerando que no estando sancionado específica-
mente la complicidad de la mujer en el adulterio del ma-
rido, preciso es reconocer que esta complicidad cae bajo 
el imperio del Art. 59 del Código Penal, el cual dispone 
de una manera general que a los cómplices de un crimen 
o delito se les impondrá la pena inmediata inferior a la 
que corresponda al autor principal, salvo los casos en que 
la Ley otra cosa disponga; 'que, por consiguiente, la Corte 
a qua hizo una correcta aplicación de la Ley al condenar 
a la prevenida Adelaida Vargas a cinco pesos de multa 

mínimum de esta pena en materia correccional, ya que el 
adulterio del marido está castigado con prisión correccio-
nal, y la pena inmediata inferior a la prisión correccional, 
es la multa; 

Considerando que como consecuencia de la infracción 
cometida por los prevenidos la Corte a qua estableció co-
rrectamente que la parte civil constituída había sufrido 
daños morales y materiales y condenó, consecuentemente, 
a los procesados al pago solidario de una indemnización 
evaluada soberanamente en la cantidad de doscientos pesos 
(RD$200.00); 

Considerando que todo lo expuesto anteriormente re-
vela que la sentencia impugnada no contiene los vicios de 
falta de base legal y de motivos invocados por los recu-
rrentes; y, que lo consignado en ella le ha permitido a la 
Suprema Corte de Justicia ejercer su poder de verifica-
ción; 

Considerando, sin embargo, que la sentencia impugna-
da ha violado, en lo que respecta al prevenido Isidoro Mén-
dez, el artículo 463, inciso 6 9  del Código Penal, al conde-
narlo a una multa de RD$50.00; que, en efecto, cuando el 
delito como en la especie, sólo está castigado con prisión 
correccional y los jueces por el efecto de las circunstancias 
atenuantes sustituyan la pena de prisión correccional, por 
la de multa, ésta no puede exceder de cinco pesos, que es 
el mínimo de la multa en materia correccional, porque no 
habiendo fijado la ley el máximo de la multa en esta ma-
teria, y no pudiendo determinarse tampoco dentro del Có-
digo Penal cuál sería este monto, a causa de las eventua-
lidades que ofrecen las multas proporcionales, toda multa 
en exceso del referido límite, resulta una pena arbitraria; 
que, por tanto la sentencia impugnada debe ser casada en 
cuanto a la pena impuesta al prevenido Isidoro Méndez; 

Por tales motivos, PRIMERO: admite la demanda en 
intervención de Ana Antonia Marcano de Méndez, parte 
civil constituida en el fallo impugnado; SEGUNDO: Casa, 
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antes de su matrimonio, con Adelaida Vargas y procreó con : 
 ella siete hijos; que si bien dichos prevenidos alegaron que. 
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Considerando, sin embargo, que la sentencia impugna-
da ha violado, en lo que respecta al prevenido Isidoro Mén-
dez, el artículo 463, inciso 6° del Código Penal, al conde-
narlo a una multa de RD$50.00; que, en efecto, cuando el 
delito como en la especie, sólo está castigado con prisión 
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Por tales motivos, PRIMERO: admite la demanda en 
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en cuanto concierne a la pena impuesta al prevenido Isi-
doro Méndez, la sentencia dictada por la Corte de Apela-
ción de San Juan de la Maguana, de fecha cinco de febre-
ro de 1952, cuyo dispositivo se copia en otro lugar de la 
presente sentencia; y, en consecuencia, rechaza el recurso 
de casación de que se trata en los demás aspectos; TER-
CERO: Rechaza, igualmente, el recurso de casación inter-
paesto por Adelaida Vargas; CUARTO: Envía el asunto así 
&limitado a la Corte de Apelación de San Cristóbal y 

Q1JINTO: Condena a los recurrentes al pago solidario de 
lar,  costas relativas a la acción civil, en favor de la parte 

?rviniente, distrayéndolas en provecho del Lic. Angel S. 
Canó Pelletier, quien afirma haberlas avanzado en su ma-
yor parte, y a la recurrente Adelaida Vargas, al pago de 
las costas relativas a la acción pública. 

(l"irmados): H. Herrera Billini.— J. Tomás Mejía.— 
Fco. Elpidio Beras.— Raf. Castro Rivera.— Juan A. Morel. 
— G. A. Díaz.— A. Alvarez Aybar.— Damián Báez B. 
—Néstor Contín Aybar.— Ernesto Curiel hijo, Secretario 
General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
Señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y 
fué firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, 
que certifico. (Fdo.): Ernesto Curiel hijo. 
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SENTENCIA DE FECHA 20 DE JUNIO DE 1952. 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de San Juan de la 
Maguana, de fecha 5 de febrero de 1952. 

Materia: Penal. 

Recurrente: Lic. Elpidio Eladio Mercedes y Ramón Méndez Báez. 
Abogado: Lic. Elpidio Eladio Mercedes. 

Dios, Patria y Libertad. 

República Dominicana 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituída Dor los Jueces Licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Juan Tomás Mejía, Primer 
Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio Beras, Segundo 
Sustituto de Presidente; Rafael Castro Rivera, Juan A. Mo-
rel, Gustavo A. Díaz, Ambrosio Alvarez Aybar, Damián 
Báez B. y Néstor Contín Aybar, asistidos del Secretario 
General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en Ciu-
dad Trujillo, Distrito de Santo Domingo, hoy día veinte 
del mes de junio de mil novecientos cincuenta y dos, años 
1099  de la Independencia, 89 9  de la Restauración y 23 9 

 de la Era de Trujillo, dicta en audiencia pública, como 
corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre los recursos de casación interpuestos por el Lic. 
Elpidio Eladio Mercedes, dominicano, mayor de edad, ca-
sado, abogado y notario, domiciliado en la ciudad de Nei-
ba, de la provincia de Bahoruco, portador de la cédula 
personal de identidad número 440, serie 47, renovada con 
el sello de R. I. No. 3248, y por Ramón Méndez Báez, do-
minicano, mayor de edad, casado, fotógrafo, también do-
micliado en la ciudad de Neyba, portador de la cédula 
personal número 3802, serie 22, contra sentencia penal de 
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en cuanto concierne a la pena impuesta al prevenido Isi-
doro Méndez, la sentencia dictada por la Corte de Apela-
ción de San Juan de la Maguana, de fecha cinco de febre-
ro de 1952, cuyo dispositivo se copia en otro lugar de la 
presente sentencia; y, en consecuencia, rechaza el recurso 
de casación de que se trata en los demás aspectos; TER-
CERO: Rechaza, igualmente, el recurso de casación inter-
p.(esto por Adelaida Vargas; CUARTO: Envía el asunto así 
&limitado a la Corte de Apelación de San Cristóbal y 
Q1JINTO: Condena a los recurrentes al pago solidario de 
lar costas relativas a la acción civil, en favor de la parte 
ir_:?rviniente, distrayéndolas en provecho del Lic. Angel S. 
Canó Pelletier, quien afirma haberlas avanzado en su ma-
yor parte, y a la recurrente Adelaida Vargas, al pago de 
las costas relativas a la acción pública. 

(l`irmados): H. Herrera Billini.— J. Tomás Mejía.— 
Fco. Elpidio Beras.— Raf. Castro Rivera.— Juan A. Morel. 
— G. A. Díaz.— A. Alvarez Aybar.— Damián Báez B. 
—Néstor Contín Aybar.— Ernesto Curiel hijo, Secretario 
General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
Señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y 
fué firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, 
que certifico. (Fdo.): Ernesto Curiel hijo. 
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SENTENCIA DE FECHA 20 DE JUNIO DE 1952. 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de San Juan de la 

Maguana, de fecha 5 de febrero de 1952. 

Materia: Penal. 

Recurrente: Lic. Elpidio Eladio Mercedes y Ramón Méndez Báez. 
Abogado: Lic. Elpidio Eladio Mercedes. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituída por los Jueces Licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Juan Tomás Mejía, Primer 
Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio Beras, Segundo 
Sustituto de Presidente; Rafael Castro Rivera, Juan A. Mo-
rel, Gustavo A. Díaz, Ambrosio Alvarez Aybar, Damián 
Báez B. y Néstor Contín Aybar, asistidos del Secretario 
General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en Ciu-
dad Trujillo, Distrito de Santo Domingo, hoy día veinte 
del mes de junio de mil novecientos cincuenta y dos, años 
1099  de la Independencia, 899  de la Restauración y 23 9 

 de la Era de Trujillo, dicta en audiencia pública, como 
corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre los recursos de casación interpuestos por el Lic. 
Elpidio Eladio Mercedes, dominicano, mayor de edad, ca-
sado, abogado y notario, domiciliado en la ciudad de Nei-
ba, de la provincia de Bahoruco, portador de la cédula 
personal de identidad número 440, serie 47, renovada con 
el sello de R. I. No. 3248, y por Ramón Méndez Báez, do-
minicano, mayor de edad, casado, fotógrafo, también do-
micliado en la ciudad de Neyba, portador de la cédula 
personal número 3802, serie 22, contra sentencia penal de 
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la Corte de Apelación de San Juan de la Maguana, de fe-
cha cinco de febrero de mil novecientos cincuenta y dos, 

cuyo dispositivo se copia después; 

Oído el Magistrado Juez Relator; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 

Vista el acta de declaraéión de los recursos, levantada 
en la Secretaría de la Corte a qua, a requerimiento del abo-
gado qüe representaba los recurrentes, el doce de febrero 
de mil novecientos cincuenta y dos; 

Visto el memorial enviado, en su propio nombre y 

en el del recurrente Ramón Méndez Báez, por el Lic. El-
pidio Eladio Mercedes, memorial en que se alegan los vi-

cios que luego se mencionan; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de- . 
liberado, y vistos los artículos 55, 330 y 463, párrafo 6to., 
del Código Penal; 180, 190, 194, 195, 209 y 211 del Códi-
go de Procedimiento Criminal; 1 9  y 71 de la Ley sobre 

Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada consta 
lo siguiente: "a) que en la ciudad de Neiba, Provincia Ba-
horuco, en horas de la mañana del 21 de septiembre del 
próximo pasado año de 1951, los inculpados Elpidio Ela-
dio Mercedes y Ramón Méndez Báez, cuyas generales cons-
tan en el proceso, se dirigieron, desde la fábrica de hielo, 
donde tomaban cerveza, hasta la habitación que ocupaba 
el Licenciado Mercedes, acompañados de dos mujeres hai-
tianas; que hasta allí fueron seguidos por un grupo de 

muchachos curiosos; que una vez llegados a la expresada 
habitación, ambos prevenidos y las dos mujeres, el incul-
pado Mercedes cerró las puertas de entrada, abrió una 
ventana y una puerta que da acceso al patio; b) que los 
prevenidos sostuvieron con sendas mujeres relaciones car-
nales; e) que en estas imprudentes condiciones, fueron vis- 

os por los muchachos, que allí acudieron, como se ha ex-
resado, con maliciosa curiosidad, exaltada su infantil ima-
nación por la escena impúdica que sospechaban se rea-

lizaba en esa casa donde dos hombres y dos mujeres aca-
baban de encerrarse, y, que, efectivamente, era así; d) 
.que los muchachos no solamente vieron la escena lúbrica 
.que ofendía su pudor, sino que escandalizaban lo que vie-
ron, a tal extremo de hacer aquello del conocimiento de 
los vecinos"; e) "que en fecha cinco del mes de octubre 
del año 1951, el Magistrado Procurador Fiscal del Distrito 
udicial de Bahoruco, procedió a realizar las investigacio-

nes correspondientes, y después de oír las declaraciones 
de varios testigos, en fecha diez del indicado mes, dictó 

andamiento de prisión preventiva contra los nombrados 
Lic. Elpidio Eladio Mercedes y Ramón Méndez Báez"; f) 
que el Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial 
de Bahoruco, al cual fué sometido regularmente el caso, 
dictó acerca del mismo, en fecha doce de noviembre de 
mil novecientos cincuenta y uno, una decisión por la cual 
fueron condenados el Lic. Elpidio Eladio Mercedes y Ra- 

ón Méndez Báez a sufrir las penas de treinta días de pri-
sión correccional y cincuenta pesos de multa cada uno, y 

bos al pago solidario de las costas, por el delito de u1-
aje público al pudor; g), que ambos prevenidos inter-

pusieron recursos de alzada contra este fallo, y la Corte 
e Apelación de San Juan de la Maguana, después de dos 
plazamientos, conoció contradictoriamente de los mencio-
dos recursos en audiencia del cinco de febrero de mil 

ovecientos cincuenta y dos, en la que los abogados con-
uyeron pidiendo: "1.— Acoger como bueno y válido, los 
cursos de apelación intentados por los señores Lic. Elpi-
'o Eladio Mercedes y Ramón Méndez; 2. —Descargar a 
s presuntos prevenidos por no haber cometido los hechos 
ue se le imputan y haréis justicia", y el Ministerio Público 
ncluyó, en su dictamen, de este modo: "PRIMERO: que 
a declarado bueno en la forma y en el fondo, el recurso 
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la Corte de Apelación de San Juan de la Maguana, de fe-
cha cinco de febrero de mil novecientos cincuenta y dos, 

cuyo dispositivo se copia después; 

Oído el Magistrado Juez Relator; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 

Vista el acta de declaración de los recursos, levantada 
en la Secretaría de la Corte a qua, a requerimiento del abo-
gado qüe representaba los recurrentes, el doce de febrero 
de mil novecientos cincuenta y dos; 

Visto el memorial enviado, en su propio nombre y 
en el del recurrente Ramón Méndez Báez, por el Lic. El-
pidio Eladio Mercedes, memorial en que se alegan los vi-
cios que luego se mencionan; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
liberado, y vistos los artículos 55, 330 y 463, párrafo 6to., 
del Código Penal; 180, 190, 194, 195, 209 y 211 del Códi-
go de Procedimiento Criminal; 1 9  y 71 de la Ley sobre 

Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada consta 
lo siguiente: "a) que en la ciudad de Neiba, Provincia Ba-
horuco, en horas de la mañana del 21 de septiembre del 
próximo pasado año de 1951, los inculpados Elpidio Ela-
dio Mercedes y Ramón Méndez Báez, cuyas generales cons-
tan en el proceso, se dirigieron, desde la fábrica de hielo, 
donde tomaban cerveza, hasta la habitación que ocupaba 
el Licenciado Mercedes, acompañados de dos mujeres hai-
tianas; que hasta allí fueron seguidos por un grupo de 
muchachos curiosos; que una vez llegados a la expresada 
habitación, ambos prevenidos y las dos mujeres, el incul-
pado Mercedes cerró las puertas de entrada, abrió una 
ventana y una puerta que da acceso al patio; b) que los 
prevenidos sostuvieron con sendas mujeres relaciones car-
nales; c) que en estas imprudentes condiciones, fueron vis- 

os por los muchachos, que allí acudieron, como se ha ex-
resado, con maliciosa curiosidad, exaltada su infantil ima-

ginación por la escena impúdica que sospechaban se rea-
lizaba en esa casa donde dos hombres y dos mujeres aca-

-baban de encerrarse, y, que, efectivamente, era así; d) 
que los muchachos no solamente vieron la escena lúbrica 
ue ofendía su pudor, sino que escandalizaban lo que vie-

ron, a tal extremo de hacer aquello del conocimiento de 
los vecinos"; e) "que en fecha cinco del mes de octubre 
del año 1951, el Magistrado Procurador Fiscal del Distrito 
udicial de Bahoruco, procedió a realizar las investigacio-

nes correspondientes, y después de oír las declaraciones 
de varios testigos, en fecha diez del indicado mes, dictó 

andamiento de prisión preventiva contra los nombrados 
Lic. Elpidio Eladio Mercedes y Ramón Méndez Báez"; f) 
que el Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial 
e Bahoruco, al cual fué sometido regularmente el caso, 
ictó acerca del mismo, en fecha doce de noviembre de 
il novecientos cincuenta y uno, una decisión por la cual 

fueron condenados el Lic. Elpidio Eladio Mercedes y Ra-
ón Méndez Báez a sufrir las penas de treinta días de pri-
ón correccional y cincuenta pesos de multa cada uno, y 

bos al pago solidario de las costas, por el delito de ul-
lje público al pudor; g), que ambos prevenidos inter-

pusieron recursos de alzada contra este fallo, y la Corte 
de Apelación de San Juan de la Maguana, después de dos 
aplazamientos, conoció contradictoriamente de los mencio-
nados recursos en audiencia del cinco de febrero de mil 
novecientos cincuenta y dos, en la que los abogados con-
cluyeron pidiendo: "1.— Acoger como bueno y válido, los 

cursos de apelación intentados por los señores Lic. Elpi-
dio Eladio Mercedes y Ramón Méndez; 2. —Descargar a 
los presuntos prevenidos por no haber cometido los hechos 
que se le imputan y haréis justicia", y el Ministerio Público 
concluyó, en su dictamen, de este modo: "PRIMERO: que 
ea declarado bueno en la forma y en el fondo, el recurso 
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de apelación de los prevenidos licenciados Elpidio Eladi 
Mercedes y Ramón Méndez Báez; SEGUNDO: que sea re.. 
formada la sentencia apelada en cuanto a la pena y en.  

consecuencia, que sean condenados a pagar cada uno RDts. 
30.00 de multa por el delito de ultraje público al pudor; 
TERCERO: que sean condenados ambos apelantes al pago. 

de las costas del procedimiento"; 
Considerando que la repetida Corte de Apelación d 

San Juan de la Maguana pronunció en audiencia pública, 
en fecha cinco de febrero de mil novecientos cincuenta y, 

dos, la sentencia ahora impugnada, con el dispositivo que' 
a continuación se copia: "FALLA: PRIMERO: Declara re-
gulares y válidos en cuanto a la forma, por haber sido de-

clarados en los plazos mediante el cumplimiento de los de-
más requisitos legales, los recursos de apelación interpues- , 

 tos en fecha 12 del mes de noviembre del año 1951 po 
los señores Lic. Elpidio Eladio Mercedes y Ramón Mén 
dez Báez, contra sentencia del Juzgado de Primera Instan 
cia del Distrito Judicial de Baoruco, dictada en atribucio-
nes correccionales en la misma fecha 12 del mes de n 
viembre del año 1951, cuyo dispositivo es el siguiente: 
`PRIMERO: Declarar a los nombrados Elpidio Eladio Mer-
cedes y Ramón Méndez, cuyas generales constan, culpables . 

 del delito de ultraje público al pudor; SEGUNDO: Con-
dena a los referidos prevenidos, a sufrir treinta días de pri-
sión correccional, y pagar una multa de RD$50.00 cada 
uno, acogiendo en favor de ambos acusados circunstancias 
atenuantes, por el delito que han sido declarados culpables, 

y TERCERO: Condena a los mismos prevenidos Elpidio 
Eladio Mercedes y Ramón Méndez, además, M pago soli-
dario de las costas'; SEGUNDO: Modifica en cuanto a las. 
penas pronunciadas la dicha sentencia apelada, y, en con-
secuencia, condena a los mismos prevenidos por la comi-
sión del delito de ultraje público al pudor, a sufrir las pe-
nas de cincuenta pesos (RD$50.00) de multa, el primero, 
y de treinta pesos (RD$30.00) de multa, el segundo, aco- 
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giendo en favor de ambos más amplias circunstancias ate-
nuantes; TERCERO: Condena a los prevenidos al pago soli-
dario de las costas de esta instancia"; 

Considerando que los prevenidos expusieron, en la de- 
claración de su recurso, por órgano de su abogado, que 
interponían tal recurso "por no estar conformes con dicha 
sentencia y que oportunamente depositarán el memorial 
correspondiente"; y en el memorial así anunciado y que 
efectivamente remitió a la Suprema Corte el Lic. Elpidio 
Eladio Mercedes como abogado propio y del prevenido Ra-
món Méndez Báez alegan: A) que la sentencia impugnada 
violó el artículo 330 del Código Penal porque los hechos 
puestos a su cargo, fueron narrados por testigos que de-
cían haberles sido relatados por otras personas, y porque 
en tales hechos no existía el elemento de la publicidad, re-
querido por el canon legal invocado; y B), que el men-
cionado fallo carece de motivos y de base legal; 

Considerando, respecto del medio que queda indica-
do con la letra A: que la sentencia atacada revela que la 
Corte a qua fundamentó su fallo en las actas levantadas 
por el Magistrado Procurador Fiscal de Bahoruco con mo-
tivo de las investigaciones que realizó, y en lo dicho, an-
te el primer juez, por testigos que no comparecieron ante 
dicha Corte, pero a cuyas declaraciones se dió lectura pú-
blica en la audiencia que celebraba la repetida Corte; que 
ésta expresa "que aún cuando ambos prevenidos han ne-
gado tanto ante el Juzgado a quo como ante la Corte los 
hechos, como autores del delito de ultraje público al pu-
dor", tales hechos quedaron "suficientemente probados"; 
que en uso del poder soberano de que están investidos 
los jueces del fondo para la ponderación de los medios 
de prueba sometidos al debate, la Corte de la que pro-
cede el fallo impugnado estableció en éste la existencia 
de los hechos que relata, y en tales hechos se encuentran 
reunidos todos los elementos legales del delito puesto a car-
go de los prevenidos, inclusive el de la publicidad de los 
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de apelación de los prevenidos licenciados Elpidio Eladio. 
Mercedes y Ramón Méndez Báez; SEGUNDO: que sea re.. 
formada la sentencia apelada en cuanto a la pena y en: 

consecuencia, que sean condenados a pagar cada uno RD$., 
30.00 de multa por el delito de ultraje público al pudor; 
TERCERO: que sean condenados ambos apelantes al pago. 

de las costas del procedimiento"; 
Considerando que la repetida Corte de Apelación de' 

San Juan de la Maguana pronunció en audiencia pública,. 
en fecha cinco de febrero de mil novecientos cincuenta y 

dos, la sentencia ahora impugnada, con el dispositivo que 
a continuación se copia: "FALLA: PRIMERO: Declara re-
gulares y válidos en cuanto a la forma, por haber sido de-
clarados en los plazos mediante el cumplimiento de los de-
más requisitos legales, los recursos de apelación interpues-; 
tos en fecha 12 del mes de noviembre del año 1951 po 
los señores Lic. Elpidio Eladio Mercedes y Ramón Mén 

dez Báez, contra sentencia del Juzgado de Primera Instan 
cia del Distrito Judicial de Baoruco, dictada en atribucio-
nes correccionales en la misma fecha 12 del mes de n 
viembre del año 1951, cuyo dispositivo es el siguiente: , 
`PRIMERO: Declarar a los nombrados Elpidio Eladio Mer-
cedes y Ramón Méndez, cuyas generales constan, culpables 
del delito de ultraje público al pudor; SEGUNDO: Con-
dena a los referidos prevenidos, a sufrir treinta días de pri-
sión correccional, y pagar una multa de RD$50.00 cada 
uno, acogiendo en favor de ambos acusados circunstancias 
atenuantes, por el delito que han sido declarados culpables, 
y TERCERO: Condena a los mismos prevenidos Elpidio 
Eladio Mercedes y Ramón Méndez, además, M pago soli-
dario de las costas'; SEGUNDO: Modifica en cuanto a las 
penas pronunciadas la dicha sentencia apelada, y, en con-
secuencia, condena a los mismos prevenidos por la comi-
sión del delito de ultraje público al pudor, a sufrir las pe-
nas de cincuenta pesos (RD$50.00) de multa, el primero, 
y de treinta pesos (RD$30.00) de multa, el segundo, aco- 
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giendo en favor de ambos más amplias circunstancias ate-
nuantes; TERCERO: Condena a los prevenidos al pago soli-
dario de las costas de esta instancia"; 

Considerando que los prevenidos expusieron, en la de- 
claración de su recurso, por órgano de su abogado, que 
interponían tal recurso "por no estar conformes con dicha 
sentencia y que oportunamente depositarán el memorial 
correspondiente"; y en el memorial así anunciado y que 
efectivamente remitió a la Suprema Corte el Lic. Elpidio 
Eladio Mercedes como abogado propio y del prevenido Ra- 
món Méndez Báez alegan: A) que la sentencia impugnada 
violó el artículo 330 del Código Penal porque los hechos 
puestos a su cargo, fueron narrados por testigos que de- 
cían haberles sido relatados por otras personas, y porque 
en tales hechos no existía el elemento de la publicidad, re- 
querido por el canon legal invocado; y B), que el men- 
cionado fallo carece de motivos y de base legal; 

Considerando, respecto del medio que queda indica-
do con la letra A: que la sentencia atacada revela que la 
Corte a qua fundamentó su fallo en las actas levantadas 
por el Magistrado Procurador Fiscal de Bahoruco con mo-
tivo de las investigaciones que realizó, y en lo dicho, an-
te el primer juez, por testigos que no comparecieron ante 
dicha Corte, pero a cuyas declaraciones se dió lectura pú-
blica en la audiencia que celebraba la repetida Corte; que 
ésta expresa "que aún cuando ambos prevenidos han ne-
gado tanto ante el Juzgado a quo como ante la Corte los 
hechos, como autores del delito de ultraje público al pu-
dor", tales hechos quedaron "suficientemente probados"; 
que en uso del poder soberano de que están investidos 
los jueces del fondo para la ponderación de los medios 
de prueba sometidos al debate, la Corte de la que pro-
cede el fallo impugnado estableció en éste la existencia 
de los hechos que relata, y en tales hechos se encuentran 
reunidos todos los elementos legales del delito puesto a car-
go de los prevenidos, inclusive el de la publicidad de los 
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hechos incriminados, contrariamente a lo que se alega e n 
 el memorial de los recurrentes; que por lo tanto., el me-

dio señalado con la letra A carece de fundamento; 
Considerando que en la decisión impugnada se encuen-

tran expuestos, de modo bastante para que la Suprema 
Corte pueda ejercer sus poderes de verificación, todos los 
hechos de la causa, y los fundamentos que tuvo la Corte 
a qua para calificarlos como lo hizo; para rechazar las pre-
tensiones de los apelantes y para condenar a éstos a las 
penas que les impuso, por lo cual el segundo y último me-
dio del memorial se encuentra tan desprovisto de razón co-
mo el primero; 

Considerando que las condenaciones impuestas a los 
prevenidos se encuentran de acuerdo con los textos legales 
que les fueron aplicados; y que ni en los aspectos exami-
nados ni en otro alguno, de forma o de fondo, se encuen-
tran vicios que pudieran conducir a la casación solicitada 
por los recurrentes; 

Por tales motivos, PRIMERO: rechaza los recursos de 
casación interpuestos por el Lic. Elpidio Eladio Mercedes 
y por Ramón Méndez Báez, contra sentencia de la Corte 
de Apelación de San Juan de la Maguana, de fecha cinco 
de febrero de mil novecientos cincuenta y dos, cuyo dis-
positivo se encuentra copiado en otro lugar del presente 
fallo, y SEGUNDO: condena a dichos recurrentes al pa-
go solidario de las costas. 

(Firmados): H. Herrera Billini.— J. Tomás Mejía.— 
Fco. Elpidio Beras.— Raf. Castro Rivera. —Juan A. Mo-' 
rel.— G. A. Díaz.— Damián Báez B.— A. Alvarez Aybar., 
— Néstor Contín Aybar.— Ernesto Curiel hijo, Secretario 
General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
Señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, 
y fué firmada, leída y publicada por mí, Secretario Ge-
neral, que certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 

SENTENCIA DE FECHA 20 DE JUNIO DE 1952. 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Ciudad Trujillo, 
de fecha 12 de marzo de 1952. 

Materia: Penal. 

Recurrentes: Juan Ramón Pérez Hernández y Enerio Santiago. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituída por los Jueces Licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Juan Tomás Mejía, Primer 
Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio Beras, Segundo 
Sustituto de Presidente; Rafael Castro Rivera, Juan A. 
Morel, Gustavo A. Díaz, Ambrosio Alvarez Aybar, Da-
mián Báez B. y Néstor Contín Aybar, asistidos del Secre-
tario General, en la Sala donde celebra sus audiencias, 
en Ciudad Trujillo, Distrito de Santo Domingo; hoy día 
veinte del mes de junio de mil novecientos cincuenta y 
dos, años 1099  de la Independencia, 899  de la Restauración 
y 239  de la Era de Trujillo, dicta en audiencia pública, 
como corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre los recursos de casación interpuestos por Juan 
Ramón Pérez Hernández, dominicano, soltero, ex agente de 
la Policía Nacional, de 25 años de edad, natural de Du-
vergé, de este domicilio y residencia; y Enerio Santiago, 
dominicano, casado, ex agente de la Policía Nacional, de 
40 años de edad, natural de Esperanza, domiciliado y re-
sidente en esta ciudad, po.  rtadores de las cédulas de iden-
tificación personales números 8894, serie 22, exonerada, y 
5, serie 33, exonerada, respectivamente, contra sentencia 
penal de la Corte de Apelación de Ciudad Trujillo, de fe- 
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hechos incriminados, contrariamente a lo que se alega e n 
 el memorial de los recurrentes; que por lo tanto, el 

dio señalado con la letra A carece de fundamento; 
Considerando que en la decisión impugnada se encuen-

tran expuestos, de modo bastante para que la Suprema 
Corte pueda ejercer sus poderes de verificación, todos los 
hechos de la causa, y los fundamentos que tuvo la Corte 
a qua para calificarlos como lo hizo; para rechazar las pre-- 
tensiones de los apelantes y para condenar a éstos a las 
penas que les impuso, por lo cual el segundo y último me-
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mo el primero; 

Considerando que las condenaciones impuestas a los 
prevenidos se encuentran de acuerdo con los textos legales 
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tran vicios que pudieran conducir a la casación solicitada 
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Por tales motivos, PRIMERO: rechaza los recursos de 
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de febrero de mil novecientos cincuenta y dos, cuyo dis-
positivo se encuentra copiado en otro lugar del presente 
fallo, y SEGUNDO: condena a dichos recurrentes al pa-
go solidario de las costas. 

(Firmados): H. Herrera Billini.— J. Tomás Mejía.— 
Fco. Elpidio Beras.— Raf. Castro Rivera. —Juan A. Mo-
rel.— G. A. Díaz.— Damián Báez B.— A. Alvarez Aybar. 
— Néstor Contín Aybar.— Ernesto Curiel hijo, Secretario 
General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
Señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, 
y fué firmada, leída y publicadá por mí, Secretario Ge-
neral, que certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 

SENTENCIA DE FECHA 20 DE JUNIO DE 1952. 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Ciudad Trujillo, 
de fecha 12 de marzo de 1952. 

Materia: Penal. 

Recurrentes: Juan Ramón Pérez Hernández y Enerio Santiago. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Juan Tomás Mejía, Primer 
Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio Beras, Segundo 
Sustituto de Presidente; Rafael Castro Rivera, Juan A. 
Morel, Gustavo A. Díaz, Ambrosio Alvarez Aybar, Da-
mián Báez B. y Néstor Contín Aybar, asistidos del Secre-
tario General, en la Sala donde celebra sus audiencias, 
en Ciudad Trujillo, Distrito de Santo Domingo; hoy día 
veinte del mes de junio de mil novecientos cincuenta y 
dos, años 1099  de la Independencia, 89° de la Restauración 
y 239  de la Era de Trujillo, dicta en audiencia pública, 
como corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre los recursos de casación interpuestos por Juan 
Ramón Pérez Hernández, dominicano, soltero, ex agente de 
la Policía Nacional, de 25 años de edad, natural de Du-
vergé, de este domicilio y residencia; y Enerio Santiago, 
dominicano, casado, ex agente de la Policía Nacional, de 
40 años de edad, natural de Esperanza, domiciliado y re-
sidente en esta ciudad, pórtadores de las cédulas de iden-
tificación personales números 8894, serie 22, exonerada, y 
5, serie 33, exonerada, respectivamente, contra sentencia 
penal de la Corte de Apelación de Ciudad Trujillo, de fe- 
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cha doce de marzo de mil novecientos cincuenta y d os, 
 cuyo dispositivo se copia después; 

Oído el Magistrado Juez Relator; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 
Vista el acta de declaración de los mencionados re-

cursos, levantada en la secretaría de la Corte a qua, a re-
querimiento de los recurrentes, en la misma fecha del fa-
llo; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
liberado, y vistos los artículos 55, 186, 198 y 311, párrafo 
primero, del Código Penal; 180 a 211 del Código de Pro- 
cedimiento Criminal; y 1 9  y 71 de la Ley sobre Procedi-
miento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada consta 
lo que sigue: A), "que los señores Nelson B. Díaz y Vicen-
te Fernández, fueron donducidos al cuartel de la Policía 
Nacional, en esta ciudad, por el raso de esa institución 
Fi ancisco Tavarez Martínez, por el hecho de éste haber-. 
le pedido la licencia a Fernández el día anterior y no aten-
der a la solicitud hecha; que en el cuartel, después de un 
cambio de palabras entre los prevenidos y los agraviados 
Díaz y Fernández, estos fueron golpeados por aquellos sin 
causa que justifique tal proceder, contrario a la ley"; B) 
"que de conformidad con los certificados médicos legales 
que obran en el expediente, expedidos por el médico le-
gista del Distrito Judicial de Santo Domingo, los golpes y 
contusiones recibidos por los agraviados Nelson B. Díaz y 
Vicente Fernández, curan antes de diez días, sin dejar in-
capacidad para dedicarse a sus trabajos habituales"; C) 
"que los inculpados Juan Ramón Pérez Hernández y Ene-
rio Santiago, en el momento de la comisión de los hechos , 

que se les imputan, prestaban servicio en el Cuartel Ge-
neral, como miembros de la Policía Nacional; que el servi-
cio que estaban haciendo, era inherente a sus funciones  

como agentes del orden público"; D), que la Segunda Cá-
mara Penal del Juzgado de Primera Instancia del Distri-
to Judicial de Santo Domingo, a la cual fué sometido el 
caso, dictó acerca del mismo, en fecha dieciséis de febrero 
de mil novecientos cincuenta y dos, una sentencia cuyo dis-
positivo se encuentra inserto en el de la decisión ahoya 
impugnada' que luego se indica; E), que el mismo dieciséis 
de febrero apelaron Miguel E. Ogando Sánchez, Juan Ra-
món Pérez Hernández y Enerio Santiago contra el fallo di-
cho, pero que el primero desistió de su recurso, y la. Corte 
de Apelación de Ciudad Trujillo conoció contradictoria-
mente del asunto, en lo que concernía a los otros dos re-
currentes, en audiencia de fecha diez de marzo de mil 
novecientos cincuenta y dos, en la que el abogado de los 
prevenidos concluyó así: "Honorables Magistrados, pedi-
mos muy respetuosamente, que nuestros patrocinados sean 
descargados por no haber cometido los delitos que se les 
imputa"; y el Ministerio Público presentó, en su dictamen, 
estas conclusiones: "Por tales motivos somos de opinión: 
PRIMERO. que declaréis bueno y válido, el presente re-
curso de apelación; SEGUNDO: que se dé acta del desisti-
miento del prevenido Miguel E. Ogando y que se le conde-
ne al pago de las costas; TERCERO: que obrando por pro-
pia autoridad, revoquéis la sentencia del Juez a quo, en 
cuanto se refiere al prevenido Juan Ramón Pérez Hernán-
dez, y lo descarguéis del delito por no haberlo cometido 
y en cuanto al prevenido Enerio Santiago sea confirmada 
en todas sus partes; CUARTO: que condenéis al preveni-
do Enerio Santiago al pago de las costas y en cuanto se 
refiere al prevenido Juan Ramón Pérez Hernández, sean 
declaradas las costas de oficio"; 

Considerando que la Corte de Apelación de Ciudad 
Trujillo pronunció el doce de marzo de mil novecientos 
cincuenta y dos, en audiencia pública, la sentencia ahora 
impugnada, con el dispositivo que se copia a continua-
ción: "FALLA: PRIMERO: Declara regulares y válidos, 
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mara Penal del Juzgado de Primera Instancia del Distri-
to Judicial de Santo Domingo, a la cual fué sometido el 
caso, dictó acerca del mismo, en fecha dieciséis de febrero 
de mil novecientos cincuenta y dos, una sentencia cuyo dis-
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de febrero apelaron Miguel E. Ogando Sánchez, Juan Ra-
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de Apelación de Ciudad Trujillo conoció contradictoria-
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currentes, en audiencia de fecha diez de marzo de mil 
novecientos cincuenta y dos, en la que el abogado de los 
prevenidos concluyó así: "Honorables Magistrados, pedi-
mos muy respetuosamente, que nuestros patrocinados sean 
descargados por no haber cometido los delitos que se les 
imputa"; y el Ministerio Público presentó, en su dictamen, 
estas conclusiones: "Por tales motivos somos de opinión: 
PRIMERO. que declaréis bueno y válido, el presente re-
curso de apelación; SEGUNDO: que se dé acta del desisti-
miento del prevenido Miguel E. Ogando y que se le conde-
ne al pago de las costas; TERCERO: que obrando por pro-
pia autoridad, revoquéis la sentencia del Juez a quo, en 
cuanto se refiere al prevenido Juan Ramón Pérez Hernán-
dez, y lo descarguéis del delito por no haberlo cometido 
y en cuanto al prevenido Enerio Santiago sea confirmada 
en todas sus partes; CUARTO: que condenéis al preveni-
do Enerio Santiago al pago de las costas y en cuanto se 
refiere al prevenido Juan Ramón Pérez Hernández, sean 
declaradas las costas de oficio"; 

Considerando que la Corte de Apelación de Ciudad 
Trujillo pronunció el doce de marzo de mil novecientos 
cincuenta y dos, en audiencia pública, la sentencia ahora 
impugnada, con el dispositivo que se copia a continua-
ción: "FALLA: PRIMERO: Declara regulares y válidos, 
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en cuanto a la forma, los presentes recursos de apelación; 
SEGUNDO: Da acta a Miguel E. Ogando de su desistimien-
to y lo condena al pago de las costas; TERCERO: Confirma 
en todas sus partes la sentencia dictada por la Segunda Cá-
mara Penal del Juzgado de Primera Instancia del Distri-
to Judicial de Santo Domingo, en fecha dieciséis de febre-
ro del año en curso, mil novecientos cincuenta y dos, cu-
yo dispositivo dice así: 'FALLA: PRIMERO: Que debe de-
clarar, y al efecto declara, que los nombrados Miguel E. 
Ogando Sánchez, Juan Ramón Pérez Hernández y Enerio 
Santiago, de generales expresadas, son culpables de los 
delitos que se expresan a continuación: a) abuso de au-
toridad, y b) violencias y vías de hecho cometidos en per-
juicio de los señores Nelson B. Díaz y Vicente Fernández, 
curables antes de los diez días, sin producirle incapacidad 
para dedicarse a sus trabajos habituales, previstos y san-
cionados por los artículos 186, 198 y 311 del Código Pe-
nal; y como tal los condena a sufrir la pena de sesenta 
días de prisión correccional y al pago de una multa de 
sesenta pesos oro dominicanos cada uno, compensable la 
multa a razón de un día de prisión por cada peso dejado 
de pagar; SEGUNDO: Que debe condenar y condena a los 
susodichos prevenidos al pago solidario de las costas'. 
CUARTO: Condena a los prevenidos Juan Ramón Pérez 
Hernández y Enerio Santiago, al pago de las costas de sus 
recursos"; 

Considerando que los recurrentes no exponen, en la 
declaración de su recurso, motivos especiales para éste, 
el cual, por lo tanto, tiene un carácter general y un al-
cance total; 

Considerando que la Corte a qua estableció en su sen-
tencia, "por los documentos del proceso, los hechos y cir-
cunstancias de la causa, las declaraciones de los agravia-
dos que fueron leídas en audiencia, así como por las con-
fesiones" de los prevenidos, cuanto ha sido expuesto en la 
relación de hechos del presente fallo, con lo cual hizo uso  

de los poderes soberanos de que para ello se encuentran 
investidos los jueces del fondo; que en tales hechos se 
encuentran los elementos del delito previsto en el artículo 
186 del Código Penal citado en la decisión impugnada, y las 
penas impuestas se encuentran dentro de los límites fija-
dos por dicho cánon legal; que si bien tal decisión se re-
fiere a los hechos por ella sancionados, indicando erra-
damente que constituían los delitos, ello no tuvo conse-
cuencias que agravasen la situación jurídica de los delin-
cuentes; que ni en los aspectos que quedan señalados ni en 
otro alguno, de forma o de fondo, se encuentran en la 
sentencia de que se trata vicios que pudieran conducir a 
su anulación; 

Por tales motivos, PRIMERO: rechaza los recursos de 
casación interpuestos por Juan Ramón Pérez Hernández y 
Enerio Santiago, contra sentencia de la Corte de Apela-
ción de Ciudad Trujillo, de fecha doce de marzo de mil 
novecientos cincuenta y dos, cuyo dispositivo está copiado 
en otro lugar del presente fallo y SEGUNDO: condena a 
dichoS recurrentes al pago solidario de las costas. 

(Firmados): H. Herrera Billini.— Fco. Elpidio Beras.— 
Raf. Castro Rivera.— Juan A. Morel.— G. A. Díaz.— A. 
Alvarez Aybar.— Damián Báez B.— Néstor Contín Aybar. 
— Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
Señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, 
y fué firmada, leída y publicada por mí, Secretario Ge-
neral, que certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 
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SENTENCIA DE FECHA 20 DE JUNIO DE 1952_ 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de San Pedro de Ma_ 
coxis, de fecha 7 de marzo de 1952. 

Materia: Penal. 

Recurrente: Próspero Castro Severino. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de 
Justicia, regularmente constituida por los Jueces Licencia-
dos H. Herrera Billini, Presidente; Juan Tomás Mejía, Pri-
mer Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio Beras, Se-
gundo Sustituto de Presidente; Rafael Castro Rivera, Juan 
A. Morel, Gustavo A. Díaz, Ambrosio Alvarez Aybar, Da-
mián Báez B. y Néstor Contín Aybar, asistidos del Secre-
tario General, en la Sala donde celebra sus audiencias, 
en Ciudad Trujillo, Distrito de Santo Domingo, hoy día 
veinte del m' es de junio de mil novecientos cincuenta y dos, 
años 1099  de la Independencia, 894  de la Restauración y 
239  de la Era de Trujillo, dicta en audiencia pública, co-
mo corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Próspero 
Castro Severino, dominicano, de 24 años de edad, soltero, 
agricultor, domiciliado y residente en Las Cañitas, sección 
de la común de Sabana de la Mar, portador de la cédula 
personal de identidad número 1615, serie 67, sello núme-
ro 577912, para el año 1951, contra sentencia de la Corte 
de Apelación de San Pedro de Macorís de fecha siete de 
marzo de mil novecientos cincuenta y dos, cuyo disposi-
tivo se copia más adelante; 

Oído el Magistrado Juez Relator; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Vista el acta del recurso de casación, levantada en 
,la secretaría de la Corte a qua en fecha ocho de marzo de 
mil novecientos cincuenta y dos; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
liberado, y vistos los artículos 295, 304, párrafo 2, y 311 
del Código Penal, 1 9  y 71 de la Ley Procedimiento de 
Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada consta lo 
que a continuación se expresa: a) que Próspero Castro Se-
verino fué sometido a la acción de la justicia bajo la pre-
vención de haber cometido homicidio en la nersona de Ovi-
dio Severino y de haber inferido heridas a Jesús María 
Severino; b) que instruída la sumaria correspondiente, 
Próspero Antonio Severino fué enviado al tribunal crimi-
nal para ser juzgado como autor responsable de los hechos 
puestos a su cargo; e) que el Juzgado de Primera Instan-
cia del Distrito Judicial del Seibo, le impuso en fecha on-
ce de enero de mil novecientos cincuenta y dos, las conde-
naciones que figuran en el dispositivo de la sentencia de 
la Corte de Apelación de San Pedro de Macorís, de que 
se hará mención más adelante; 

Considerando que sobre el recurso de alzada que in-
terpusieron tanto el Magistrado Procurador General de la 
Corte de Apelación de San Pedro de Macorís, como el acu-
sado Próspero Castro Severino, esta Corte de Apelación, 
resolvió ambos recursos por la sentencia ahora impugna-
da, cuyo dispositivo dice así: "FALLA: PRIMERO: De-
clara regulares y válidos, en cuanto a la forma los recur-
sos de apelación interpuestos por el Procurador General 
de esta Corte de Apelación y por el acusado Próspero 
Castro Severino, de generales anotadas, contra la senten-
cia rendida en atribuciones criminales, por el Juzgado de 
Primera Instancia del Distrito Judicial del Seibo en fecha 
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personal de identidad número 1615, serie 67, sello núme-
ro 577912, para el año 1951, contra sentencia de la Corte 
de Apelación de San Pedro de Macorís de fecha siete de 
marzo de mil novecientos cincuenta y dos, cuyo disposi-
tivo se copia más adelante; 

Oído el Magistrado Juez Relator; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Vista el acta del recurso de casación, levantada en 
Ja secretaría de la Corte a qua en fecha ocho de marzo de 
mil novecientos cincuenta y dos; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
liberado, y vistos los artículos 295, 304, párrafo 2, y 311 
del Código Penal, 1 9  y 71 de la Ley sobre Procedimiento de 
Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada consta lo 
que a continuación se expresa: a) que Próspero Castro Se-
verino fué sometido a la acción de la justicia bajo la pre-
vención de haber cometido homicidio en la persona de Ovi-
dio Severino y de haber inferido heridas a Jesús María 
Severino; b) que instruída la sumaria correspondiente, 
Próspero Antonio Severino fué enviado al tribunal crimi-
nal para ser juzgado como autor responsable de los hechos 
puestos a su cargo; c) que el Juzgado de Primera Instan-
cia del Distrito Judicial del Seibo, le impuso en fecha on-
ce de enero de mil novecientos cincuenta y dos, las conde-
naciones que figuran en el dispositivo de la sentencia de 
la Corte de Apelación de San Pedro de Macorís, de que 
se hará mención más adelante; 

Considerando que sobre el recurso de alzada que in-
terpusieron tanto el Magistrado Procurador General de la 
Corte de Apelación de San Pedro de Macorís, como el acu-
sado Próspero Castro Severino, esta Corte de Apelación, 
resolvió ambos recursos por la sentencia ahora impugna-
da, cuyo dispositivo dice así: "FALLA: PRIMERO: De-
clara regulares y válidos, en cuanto a la forma los recur-
sos de apelación interpuestos por el Procurador General 
de esta Corte de Apelación y por el acusado Próspero 
Castro Severino, de generales anotadas, contra la senten-
cia rendida en atribuciones criminales, por el Juzgado de 
Primera Instancia del Distrito Judicial del Seibo en fecha 
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once del mes de enero del año mil novecientos cincuent a. 
y dos, cuya parte dispositiva dice textualmente así: 'FA-
LLA: PRIMERO: que debe declarar y declara al nombra-
do Próspero Castro Severino, de generales anotadas en au-
tos, culpable del crimen de homicidio voluntario en la per-
sona de Ovidio Severino y del delito de inferir heridas a 
Jesús María Severino, que curaron en 10 y 15 días, he-
chos cometidos en la sección "Las Cañitas" de la común, 
de Sabana de la Mar, el 30 de septiembre del año 1951; 
SEGUNDO: que pronunciando la regla del no cúmulo de 
penas condena a dicho acusado Próspero Castro Severino 
a sufrir la pena de cuatro años de trabajos públicos en 
la Cárcel Pública de esta ciudad; TERCERO: que debe 
rechazar y rechaza la parte civil constituida, hecha en.. 
audiencia por los señores Miguel, Manuel de Jesús y Ovi-
dio Severino hijo, por improcedente y mal fundada; CUAR-
TO: que debe confiscar y confisca el cuchillo cuerpo del. 
delito; y QUINTO: que debe condenar y condena aderriás. 
a dicho acusado Próspero Castro Severino al pago de las. 
costas procedimentales'; SEGUNDO: Modifica la sentencia 
apelada, en cuanto a la pena impuesta, y juzgando por 
propia autoridad, condena al acusado Próspero Castro Se-
verino a sufrir la pena de seis años de trabajos públicos 
por el crimen de homicidio voluntario en la persona de 
Ovidio Severino y del delito de inferir heridas a Jesús Ma-
ría Severino, que curaron en más de 10 días y en menos 
de 20; TERCERO: condena al acusado al pago de las cos-
tas"; 

Considerando que para fallar como queda expresa-
do, la Corte a qua estableció, mediante la administración 
de pruebas legalmente aportadas al debate y que fueron 
soberanamente apreciadas: a) que mientras se celebraba 
un baile en la noche del treinta de noviembre de mil no-
vecientos cincuenta y uno en la casa de Salomón Rodrí-
guez, en la sección de Las Cañitas, Común de Sabana de 
la Mar, después de una discusión que sostuvieron Próspero ,  
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Castro Severino y Ovidio Severino, estos se dieron cita 
para ir a la playa; b) que el acusado, pasó por su casa, an-
tes de acudir a la cita y se proveyó de un cuchillo; c) 
que encontrados en el lugar convenido, Ovidio Severino 
acompañado de su hijo Jesús María Severino, Próspero 
Castro Severino, este último lanzó a Ovidio Severino, quien 
portaba una linterna de bolsillo varias cuchilladas que le 
produjeron: 1) herida incisa a nivel del tercio medio de 
la región lateral izquierda de la espalda, con anchura de 
cuatro centímetros y una profundidad de cinco pulgadas; 
2) herida incisa a nivel de la parte inferior lateral de la 
espalda izquierda que sólo interesó la piel; 3) herida a 
nivel de la parte izquierda del epigastrio de cuatro cen-
tímetros de ancho que penetró en el estómago y le pro-
dujo una hemorragia interna que le ocasionó la muerte; 
d) que al intervenir Juan María Severino en el suceso 
con el propósito de defender a su padre, aquél recibió va-
rias heridas que también le infirió Próspero Castro Seve-
rino, las cuales curaron entre los diez y quince días; e) 
que después del suceso el acusado Próspero Castro Seve-
rino se dirigió a su casa donde fué aprehendido por miem-
bros del Ejército Nacional. 

Considerando que el medio de defensa propuesto por 
el acusado respecto de que para él constituyó una pro-
vocación el hecho de que la víctima le invitara a salir de 
la fiesta, después de haberle injuriado, no fué establecido 
ante los jueces del fondo; 

Considerando que tampoco pudo ser establecido el ele-
mento de la premeditación, necesario para que el crimen 
de homicidio se convierta en el de asesinato, ya que el 
hecho de que el acusado pasara por su casa y se armara 
de un cuchillo para concurrir al lugar del suceso, no en-
traña, según lo apreció la Corte a qua correctamente, la 
"caracterización de un designio previamente formado, su-
ficiente para constituir la premeditación requerida como 
elemento esencial del asesinato"; 
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once del mes de enero del año mil novecientos cincuenta• 
y dos, cuya parte dispositiva dice textualmente así: 'FA-
LLA: PRIMERO: que debe declarar y declara al nombra-
do Próspero Castro Severino, de generales anotadas en au-
tos, culpable del crimen de homicidio voluntario en la per_ 
sona de Ovidio Severino y del delito de inferir heridas a 
Jesús María Severino, que curaron en 10 y 15 días, he-
chos cometidos en la sección "Las Cañitas" de la común. 
de Sabana de la Mar, el 30 de septiembre del año 1951; 
SEGUNDO: que pronunciando la regla del no cúmulo de 
penas condena a dicho acusado Próspero Castro Severino„ 
a sufrir la pena de cuatro años de trabajos públicos en. 
la  Cárcel Pública de esta ciudad; TERCERO: que debe 
rechazar y rechaza la parte civil constituída, hecha en. 
audiencia por los señores Miguel, Manuel de Jesús y Ovi-
dio Severino hijo, por improcedente y mal fundada; CUAR-
TO: que debe confiscar y confisca el cuchillo cuerpo del 
delito; y QUINTO: que debe condenar y condena adeniás. 
a dicho acusado Próspero Castro Severino al pago de las. 
costas procedimentales'; SEGUNDO: Modifica la sentencia 
apelada, en cuanto a la pena impuesta, y juzgando por 
propia autoridad, condena al acusado Próspero Castro Se-
verino a sufrir la pena de seis años de trabajos públicos 
por el crimen de homicidio voluntario en la persona de 
Ovidio Severino y del delito de inferir heridas a Jesús Ma-
ría Severino, que curaron en más de 10 días y en menos 
de 20; TERCERO: condena al acusado al pago de las cos-
tas"; 

Considerando que para fallar como queda expresa-
do, la Corte a qua estableció, mediante la administración 
de pruebas legalmente aportadas al debate y que fueron 
soberanamente apreciadas: a) que mientras se celebraba 
un baile en la noche del treinta de noviembre de mil no-
vecientos cincuenta y uno en la casa de Salomón Rodrí-
guez, en la sección de Las Cañitas, Común de Sabana de 
la Mar, después de una discusión que sostuvieron Próspero ,  
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Castro Severino y Ovidio Severino, estos se dieron cita 
para ir a la playa; b) que el acusado, pasó por su casa, an-
tes de acudir a la cita y se proveyó de un cuchillo; c) 
que encontrados en el lugar convenido, Ovidio Severino 
acompañado de su hijo Jesús María Severino, Próspero 
Castro Severino, este último lanzó a Ovidio Severino, quien 
portaba una linterna de bolsillo varias cuchilladas que le 
produjeron: 1) herida incisa a nivel del tercio medio de 
la región lateral izquierda de la espalda, con anchura de 
cuatro centímetros y una profundidad de cinco pulgadas; 
2) herida incisa a nivel de la parte inferior lateral de la 
espalda izquierda que sólo interesó la piel; 3) herida a 
nivel de la parte izquierda del epigastrio de cuatro cen-
tímetros de ancho que penetró en el estómago y le pro-
dujo una hemorragia interna que le ocasionó la muerte; 
d) que al intervenir Juan María Severino en el suceso 
con el propósito de defender a su padre, aquél recibió va-
rias heridas que también le infirió Próspero Castro Seve-
rino, las cuales curaron entre los diez y quince días; e) 
que después del suceso el acusado Próspero Castro Seve-
rino se dirigió a su casa donde fué aprehendido por miem-
bros del Ejército Nacional. 

Considerando que el medio de defensa propuesto por 
el acusado respecto de que para él constituyó una pro-
vocación el hecho de que la víctima le invitara a salir de 
la fiesta, después de haberle injuriado, no fué establecido 
ante los jueces del fondo; 

Considerando que tampoco pudo ser establecido el ele-
mento de la premeditación, necesario para que el crimen 
de homicidio se convierta en el de asesinato, ya que el 
hecho de que el acusado pasara por su casa y se armara 
de un cuchillo para concurrir al lugar del suceso, no en-
traña, según lo apreció la Corte a qua correctamente, la 
"caracterización de un designio previamente formado, su-
ficiente para constituir la premeditación requerida como 
elemento esencial del asesinato"; 
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Considerando que despojado el crimen cometido de las 
circunstancias a que se ha hecho referencia, la Corte a qu a 

 al imponer las penas ya indicadas, por considerar que se 
trataba de un homicidio voluntario y de heridas volunta-
rias que curaron después de diez días, pero en menos de 
veinte, aplicó correctamente la pena establecida en el ar-
tículo 304-2 9, del Código Penal que sanciona con trabajos 
públicos el homicidio cuando no es seguido de otro cri-
men; que en el presente caso el homicidio fué seguido del 
delito de heridas y las penas que la ley señala para este 
delito, no pueden imponerse unidas a la del crimen, en 
virtud del principio relativo a la no acumulación de las 
penas, por lo que el fallo no merece críticas; 

Considerando que examinada la sentencia en sus de-
más aspectos se ha comprobado que no presenta vicio al-
guno que la haga susceptible de casación; 

Por tales motivos, PRIMERO: rechaza el recurso de 
casación interpuesto por Próspero Castro Severino contra 
sentencia de la Corte de Apelación de San Pedro de Ma-
corís de fecha siete de marzo de mil novecientos cincuen-
ta y dos, cuyo dispositivo se copia en otro lugar del pre-
sente fallo, y SEGUNDO: condena a dicho recurrente al 
pago de las costas. 

(Firmados): H. Herrera Billini.— J. Tomás Mejía.— 
Fco. Elpidio Beras.— Raf. Castro Rivera. —Juan A. Mo-
rel.— G. A. Díaz.— A. Alvarez Aybar.— Damián Báez B. 
Néstor Contín Aybar.— Ernesto euriel hijo, Secretario Ge-
neral. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
Señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y 
fué firmada, leída y publicada por mí, Secretario Gene-
ral, que certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 
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SENTENCIA DE FECHA 23 DE JUNIO DE 1952. 

Sentencia impugnada: Juzgado de Primera Instancia del D. J. 

de Espaillat, en grado de Apelación, de fet'.a 28 de 

febrero de 1952. 

Materia: Penal. 

Recurrente: Pedro María Herrera Espinal. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituída por los Jueces Licencia-
dos H. Herrera Billini, Presidente; Juan Tomás Mejía, Pri-
mer Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio Beras, Se-
gundo Sustituto de Presidente; Rafael Castro Rivera, Juan 
A. Morel, Gustavo A. Díaz, Ambrosio Alvarez Aybar, Da-
mián Báez B., y Néstor Contín Aybar, asistidos del Secre-
tario General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en 
Ciudad Trujillo, Distrito de Santo Domingo, hoy día vein-
titrés del mes de junio del año mil novecientos cincuen-
ta y dos, años 1099  de la Independencia, 89 9  de la Restau-
ración y 23 9  de la Era de Trujillo, dicta en audiencia pú-
blica, como corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Pedro 
María Herrera Espinal, dominicano, soltero, agricultor, do-
miciliado y residente en Moca, Provincia Espaillat, porta-
dor de la cédula personal de identidad número 28447, se-
rie 54, renovada con sello número 394132, contra senten-
cia del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial 
de Espaillat, dictada en grado de apelación, de fecha vein-
tiocho de febrero de mil novecientos cincuenta y dos; 

Oído el Magistrado Juez Relator; 
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Considerando que despojado el crimen cometido de las 
circunstancias a que se ha hecho referencia, la Corte a qu a 

 al imponer las penas ya indicadas, por considerar que se 
trataba de un homicidio voluntario y de heridas volunta-
rias que curaron después de diez días, pero en menos de 
veinte, aplicó correctamente la pena establecida en el ar-
tículo 304-29, del Código Penal que sanciona con trabajos 
públicos el homicidio cuando no es seguido de otro cri-
men; que en el presente caso el homicidio fué seguido del 
delito de heridas y las penas que la ley señala para este 
delito, no pueden imponerse unidas a la del crimen, en 
virtud del principio relativo a la no acumulación de las 
penas, por lo que el fallo no merece críticas; 

Considerando que examinada la sentencia en sus de-
más aspectos se ha comprobado que no presenta vicio al-
guno que la haga susceptible de casación; 

Por tales motivos, PRIMERO: rechaza el recurso de 
casación interpuesto por Próspero Castro Severino contra 
sentencia de la Corte de Apelación de San Pedro de Ma-
corís de fecha siete de marzo de mil novecientos cincuen-
ta y dos, cuyo dispositivo se copia en otro lugar del pre-
sente fallo, y SEGUNDO: condena a dicho recurrente al 
pago de las costas. 

(Firmados): H. Herrera Billini.— J. Tomás Mejía.— 
Fco. Elpidio Beras.— Raf. Castro Rivera. —Juan A. Mo-
rel.— G. A. Díaz.— A. Alvarez Aybar.— Damián Báez B. 
Néstor Contín Aybar.— Ernesto ,Curiel hijo, Secretario Ge-
neral. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
Señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y 
fué firmada, leída y publicada por mí, Secretario Gene-
ral, que certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 
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SENTENCIA DE FECHA 23 DE JUNIO DE 1952. 

Sentencia impugnada: Juzgado de Primera Instancia del D. J. 

de Espaillat, en grado de Apelación, de fea 28 de 

febrero de 1952. 

Materia: Penal. 

Recurrente: Pedro María Herrera Espinal. 

Dios, Patria y Libertad. 

República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituída por los Jueces Licencia-
dos H. Herrera Billini, Presidente; Juan Tomás Mejía, Pri-
mer Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio Beras, Se-
gundo Sustituto de Presidente; Rafael Castro Rivera, Juan 
A. Morel, Gustavo A. Díaz, Ambrosio Alvarez Aybar, Da-
mián Báez B., y Néstor Contín Aybar, asistidos del Secre-
tario General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en 
Ciudad Trujillo, Distrito de Santo Domingo, hoy día vein-
titrés del mes de junio del año mil novecientos cincuen-
ta y dos, años 1099  de la Independencia, 89 9  de la Restau-

ración y 23 9  de la Era de Trujillo, dicta en audiencia pú-
blica, como corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Pedro 
María Herrera Espinal, dominicano, soltero, agricultor, do-
miciliado y residente en Moca, Provincia Espaillat, porta-
dor de la cédula personal de identidad número 28447, se-
rie 54, renovada con sello número 394132, contra senten-
cia del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial 
de Espaillat, dictada en grado de apelación, de fecha vein-
tiocho de febrero de mil novecientos cincuenta y dos; 

Oído el Magistrado Juez Relator; 
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Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Vista el acta contentiva del recurso levantada el vein-
tiocho de febrero de mil novecientos cincuenta y dos en 
la Secretaría del Juzgado a quo; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
liberado, y vistos los artículos 40, inciso 5, v 44 de la Ley 
No. 990 de 1945 sobre Cédula Personal de Identidad, y 
1 y 71 de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere consta lo que sigue: a) 
que según acta de contravención de fecha veintiuno de sep-
tiembre de mil novecientos cincuenta y uno el raso de 
la Policía Nacional Blas Ramón González comprobó en la 
ciudad de Moca que Pedro María Herrera Espinal, agri-
cultor de la sección La Isleta, de la Común de Moca, ha-
bía adulterado su cédula personal de identidad borrando 
la palabra "no" para intercalar el vocablo "sí" en la parte 
correspondiente a la respuesta que contiene el carnet de 
la cédula respecto de si la persona sabe o no leer; b) que 
apoderado del hecho el Juzgado de Paz de la Común de 
Moca, lo decidió por su sentencia del veintiuno de sep-
tiembre de mil novecientos cincuenta y uno, que condenó 
al prevenido a treinta días de prisión, a una multa de diez 
pesos oro y al pago de las costas, "por el hecho de viola-
ción al artículo 40 de la Lev número 990 de Cédula"; c) 
que sobre la apelación interpuesta por el prevenido el Juz-
gado a quo dictó la sentencia ahora impugnada, cuyo dis-
positivo dice así: "FALLA: PRIMERO: Declara regular y 
válido en la forma, el presente recurso de apelación; SE-
GUNDO: Confirma en todas sus partes la sentencia, del 
Juzgado de Paz de la común de Moca, de fecha 21 del 
mes de Septiembre del año mil novecientos cincuenta y 
uno, que condenó al nombrado Pedro María Herrera Espi-
nal, de generales que constan, a pagar Diez Pesos Oro de 
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:multa y a sufrir Treinta Días de Prisión Correccional, por 
violación al artículo 40 de la Ley 990, sobre Cédula Per-
.sonal de Identidad; TERCERO: Condena a Pedro María 
Herrera Espinal, al pago de las costas"; 

Considerando que los artículos 40, inciso 5, y 44 de 
la Ley 990 del 7 de septiembre de 1945, castigan con las 

. penas de treinta días de prisión y diez pesos oro de multa 
a "los que alteraren en las Cédulas Personales, con fines 
maliciosos o no, los nombres o cualquier dato de los que en 
:ella figuren"; 

Considerando que el Juez a quo ha admitido correc-
tamente que los hechos comprobados de conformidad con 
las pruebas administradas en la instrucción de la causa, 
caracterizan el delito que se imputa al prevenido Pedro 
María Herrera Espinal, y al declararlo culpable del refe-
rido delito y condenarlo consecuentemente a las penas an-
tes mencionadas, le impuso la sanción prescrita por las re-
feridas disposiciones legales; 

Considerando que el fallo impugnado no contiene en 
sus otros aspectos vicio alguno que pueda hacerlo suscep-
tible de casación; 

Por tales motivos, PRIMERO: Rechaza el recurso de 
casación interpuesto por Pedro María Herrera Espinal con-
tra sentencia del Juzgado de Primera Instancia del Distri-
to Judicial de Espaillat, de fecha veintiocho de febrero de • 

:mil novecientos cincuenta y dos, cuyo dispositivo se copia 
•en otra parte del presente fallo; y SEGUNDO: Condena 
.al recurrente al pago de las costas". 

(Firmados) : H. Herrera Billini.— J. Tomás Mejía.— 
Fco. Elpidio Beras. Raf. Castro Rivera.— Juan A. Morel. 
— G. A. Díaz.— A. Alvarez Aybar.— Damián Báez B.— 
Néstor Contín Aybar.— Ernesto Curiel hijo, Secretario Ge-
neral. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
Señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
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Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Vista el acta contentiva del recurso levantada el vein-
tiocho de febrero de mil novecientos cincuenta y dos en 
la Secretaría del Juzgado a quo; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
liberado, y vistos los artículos 40, inciso 5, y 44 de la Ley 
No. 990 de 1945 sobre Cédula Personal de Identidad, y 
1 y 71 de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere consta lo que sigue: a) 
que según acta de contravención de fecha veintiuno de sep-
tiembre de mil novecientos cincuenta y uno el raso de 
la Policía Nacional Blas Ramón González comprobó en la 
ciudad de Moca que Pedro María Herrera Espinal,, agri-
cultor de la sección La Isleta, de la Común de Moca, ha-
bía adulterado su cédula personal de identidad borrando 
la palabra "no" para intercalar el vocablo "sí" en la parte 
correspondiente a la respuesta que contiene el carnet de 
la cédula respecto de si la persona sabe o no leer; b) que 
apoderado del hecho el Juzgado de Paz de la Común de 
Moca, lo decidió por su sentencia del veintiuno de sep-
tiembre de mil novecientos cincuenta y uno, que condenó 
al prevenido a treinta días de prisión, a una multa de diez 
pesos oro y al pago de las costas, "por el hecho de viola-
ción al artículo 40 de la Ley número 990 de Cédula"; c) 
que sobre la apelación interpuesta por el prevenido el Juz-
gado a quo dictó la sentencia ahora impugnada, cuyo dis-
positivo dice así: "FALLA: PRIMERO: Declara regular y 
válido en la forma, el presente recurso de apelación; SE-
GUNDO: Confirma en todas sus partes la sentencia, del 
Juzgado de Paz de la común de Moca, de fecha 21 del 
mes de Septiembre del año mil novecientos cincuenta y 
uno, que condenó al nombrado Pedro María Herrera Espi-
nal, de generales que constan, a pagar Diez Pesos Oró de 

-multa y a sufrir Treinta Días de Prisión Correccional, por 
violación al artículo 40 de la Ley 990, sobre Cédula Per-
.sonal de Identidad; TERCERO: Condena a Pedro María 
Herrera Espinal, al pago de las costas"; 

Considerando que los artículos 40, inciso 5, y 44 de 
la Ley 990 del 7 de septiembre de 1945, castigan con las 

. penas de treinta días de prisión y diez pesos oro de multa 
a "los que alteraren en las Cédulas Personales, con fines 
maliciosos o no, los nombres o cualquier dato de los que en 
ella figuren"; 

Considerando que el Juez a quo ha admitido correc-
tamente que los hechos comprobados de conformidad con 
las pruebas administradas en la instrucción de la causa, 
caracterizan el delito que se imputa al prevenido Pedro 
María Herrera Espinal, y al declararlo culpable del refe-
rido delito y condenarlo consecuentemente a las penas an-
tes mencionadas, le impuso la sanción prescrita por las re-
feridas disposiciones legales; 

Considerando que el fallo impugnado no contiene en 
sus otros aspectos vicio alguno que pueda hacerlo suscep-
tíble de casación; 

Por tales motivos, PRIMERO: Rechaza el recurso de 
casación interpuesto por Pedro María Herrera Espinal con-
tra sentencia del Juzgado de Primera Instancia del Distri-
to Judicial de Espaillat, de fecha veintiocho de febrero de • 

:mil novecientos cincuenta y dos, cuyo dispositivo se copia 
.en otra parte del presente fallo; y SEGUNDO: Condena 
.al recurrente al pago de las costas". 

(Firmados') : H. Herrera Billini.— J. Tomás Mejía.—
Feo. Elpidio Beras. Raf. Castro Rivera.— Juan A. Morel. 
— G. A. Díaz.— A. Alvarez Aybar.— Damián Báez B.— 
Néstor Contín Aybar.— Ernesto Curiel hijo, Secretario Ge-
neral. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
Señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
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audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y 

fué firmada, leída y publicada por mí, Secretario General 
que certifico. (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 

SENTENCIA DE FECHA 23 DE JUNIO DE 1952. 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santiago, de fe-

cha 13 de febrero del año 1952. 

Materia: Penal. 

Recurrente: Magistrado Procurador General de la Corte de Ape-

lación de Santiago, causa seguida a José Antonio Gar-

cía Paulino. 

Dios, Patria y Libertad. 

República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de-
Justicia, regularmente constituída por los Jueces Licencia-
dos H. Herrera Billini; Presidente; Juan Tomás Mejía, Pri-
mer Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio Beras, Se-. 
gundo Sustituto de Presidente; Rafael Castro Rivera, Juan 
A. Morel, Gustavo A. Díaz, Ambrosio Alvarez Aybar, Da 
mián Báez B., y Néstor Contín Aybar, asistidos del Se- • 
cretario General, en la Sala donde celebra sus audiencias, 
en Ciudad Trujillo, Distrito de Santo Domingo, hoy día 
veintitrés del mes de junio de mil novecientos cincuenta 
y dos, años 109° de la Independencia, 89 9  de la Restaura-

ción y 239  de la Era de Trujillo, dicta en audiencia pú-
blica, como corte de tasación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por el Ma-
gistrado Procurador General de la Corte de Apelación de 
Santiago, contra sentencia de esa misma C o r te de 
fecha trece de febrero de mil novecientos cincuenta y dos. 
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cuyo dispositivo se copia más adelante, dictada en la causa 
seguida a José Antero García Paulino; 

Oído el Magistrado Juez Relator; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Vista el acta del recurso de casación levantada en la 
Secretaría de la Corte a qua en fecha dieciséis de febrero 
del año mil novecientos cincuenta y dos; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
liberado, y vistos los artículos 191 del Código de Procedi-
miento Criminal, 1 9  y 71 de la Ley sobre Procedimiento 
de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere consta lo siguiente: a) 
que el nueve de noviembre de mil novecientos cincuenta 
y uno, fueron sometidos a la acción de la justicia por la 
Policía Nacional de Santiago, los nombrados Luis Valen-
tín García y José Antero García por ofensas en la perso-
na del Jefe del Estado; 19) que apoderada del caso la Se-
gunda Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia 
del Distrito Judicial de Santiago, dicho tribunal, por su 
sentencia del cinco de diciembre de mil novecientos cin-
cuenta y uno, declaró a los nombrados Luis Valentín Gar-
cía y José Antero García, no culpables del delito de ofen-
sas en la persona del Jefe del Estado y descargó al prime-
ro por no haberlo cometido y al segundo por insuficien-
cia de pruebas, y declaró las costas causadas de oficio; 
c) que no conforme con esa sentencia el Magistrado Pro-

, curador General de la Corte de Apelación de Santiago, 
interpuso en forma legal y tiempo hábil recurso de ape-
lación contra la misma, y la Corte a qua dictó en fecha tre- 
ce de febrero de este año la sentencia ahora impugnada, .a 
de la cual es el siguiente dispositivo: "FALLA: PRIME- 
RO: Admite en la forma el recurso de apelación; SEGUN-
DO: Confirma la sentencia dictada por la Segunda Cáma- 
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audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y 
fué firmada, leída y publicada por mí, Secretario General 
que certifico. (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 

SENTENCIA DE FECHA 23 DE JUNIO DE 1952. 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santiago, de fe-

cha 13 de febrero del año 1952. 

Materia: Penal. 

Recurrente: Magistrado Procurador General de la Corte de Ape-

lación de Santiago, causa seguida a José Antonio Gar-

cía Paulino. 

Dios, Patria y Libertad. 

República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de-
Justicia, regularmente constituida por los Jueces Licencia-
dos H. Herrera Billini; Presidente; Juan Tomás Mejía, Pri-
mer Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio Beras, Se-
gundo Sustituto de Presidente; Rafael Castro Rivera, Juan 
A. Morel, Gustavo A. Díaz, Ambrosio Alvarez Aybar, Da-
mián Báez B., y Néstor Contín Aybar, asistidos del Se-
cretario General, en la Sala donde celebra sus audiencias, 
en Ciudad Trujillo, Distrito de Santo Domingo, hoy día 
veintitrés del mes de junio de mil novecientos cincuenta 
y dos, años 109 9  de la Independencia, 89 9  de la Restaura-

ción y 239  de la Era de Trujillo, dicta en audiencia pú-
blica, como corte de tasación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por el Ma-
gistrado Procurador General de la Corte de Apelación de 
Santiago, contra sentencia de esa misma C o r t e de 
fecha trece de febrero de mil novecientos cincuenta y dos„ 
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cliyo dispositivo se copia más adelante, dictada en la causa 
5eguida a José Antero García Paulino; 

Oído el Magistrado Juez Relator; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Vista el acta del recurso de casación levantada en la 
Secretaría de la Corte a qua en fecha dieciséis de febrero 
del año mil novecientos cincuenta y dos; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
liberado, y vistos los artículos 191 del Código de Procedi-
miento Criminal, 1 9  y 71 de la Ley sobre Procedimiento 
de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere consta lo siguiente: a) 
que el nueve de noviembre de mil novecientos cincuenta 
y uno, fueron sometidos a la acción de la justicia por la 
Policía Nacional de Santiago, los nombrados Luis Valen-
tín García y José Antero García por ofensas en la perso-
na del Jefe del Estado; b) que apoderada del caso la Se-
gunda Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia 
del Distrito Judicial de Santiago, dicho tribunal, por su 
sentencia del cinco de diciembre de mil novecientos cin-
cuenta y uno, declaró a los nombrados Luis Valentín Gar-
cía y José Antero García, no culpables del delito de ofen-
sas en la persona del Jefe del Estado y descargó al prime-
ro por no haberlo cometido y al segundo por insuficien-
cia de pruebas, y declaró las costas causadas de oficio; 

••c) que no conforme con esa sentencia el Magistrado Pro- 
curador General de la Corte de Apelación de Santiago, 
interpuso en forma legal y tiempo hábil recurso de ape-
lación contra la misma, y la Corte a qua dictó en fecha tre- 
ce de febrero de este año la sentencia ahora impugnada, .a 
de la cual es el siguiente dispositivo: "FALLA: PRIME- 
RO: Admite en la forma el recurso de apelación; SEGUN-
DO: Confirma la sentencia dictada por la Segunda Cama- 
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audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y 
fué firmada, leída y publicada por mí, Secretario General 
que certifico. (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 

SENTENCIA DE FECHA 23 DE JUNIO DE 1952. 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santiago, de fe-

cha 13 de febrero del año 1952. 

Materia: Penal. 

Recurrente: Magistrado Procurador General de la Corte de Ape-

lación de Santiago, causa seguida a José Antonio Gar-

cía Paulino. 

Dios, Patria y Libertad. 

República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de-
Justicia, regularmente constituida por los Jueces Licencia-
dos H. Herrera Billini; Presidente; Juan Tomás Mejía, Pri-
mer Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio Beras, Se-
gundo Sustituto de Presidente; Rafael Castro Rivera, Juan 
A. Morel, Gustavo A. Díaz, Ambrosio Alvarez Aybar, Da-
mián Báez B., y Néstor Contín Aybar, asistidos del Se- • 
cretario General. en la Sala donde celebra sus audiencias, 
en Ciudad Trujillo, Distrito de Santo Domingo, hoy día 
veintitrés del mes de junio de mil novecientos cincuenta 

y dos, años 109 9  de la Independencia, 899  de la Restaura-

ción y 239  de la Era de Trujillo, dicta en audiencia pú-
blica, como corte de tasación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por el Ma-
gistrado Procurador General de la Corte de Apelación de 
Santiago, contra sentencia de esa misma C o r t e de 
fecha trece de febrero de mil novecientos cincuenta y dos,,  

cuyo dispositivo se copia más adelante, dictada en la causa 
seguida a José Antero García Paulino; 

Oído el Magistrado Juez Relator; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Vista el acta del recurso de casación levantada en la 
'Secretaría de la Corte a qua en fecha dieciséis de febrero 

el año mil novecientos cincuenta y dos; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
liberado, y vistos los artículos 191 del Código de Procedi-
miento Criminal, 1 9  y 71 de la Ley sobre Procedimiento 
de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere consta lo siguiente: a) 
que el nueve de noviembre de mil novecientos cincuenta 
y uno, fueron sometidos a la acción de la justicia por la 
Policía Nacional de Santiago, los nombrados Luis Valen-
tín García y José Antero García por ofensas en la perso-
na del Jefe del Estado; b) que apoderada del caso la Se-
gunda Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia 
del Distrito Judicial de Santiago, dicho tribunal, por su 
sentencia del cinco de diciembre de mil novecientos cin-
cuenta y uno, declaró a los nombrados Luis Valentín Gar-
cía y José Antero García, no culpables del delito de ofen-
sas en la persona del Jefe del Estado y descargó al prime-
ro por no haberlo cometido y al segundo por insuficien-
cia de pruebas, y declaró las costas causadas de oficio; 
c) que no conforme con esa sentencia el Magistrado Pro-
curador General de la Corte de Apelación de Santiago, 
interpuso en forma legal y tiempo hábil recurso de ape-
lación contra la misma, y la Corte a qua dictó en fecha tre- 
ce de febrero de este año la sentencia ahora impugnada, .a 
de la cual es el siguiente dispositivo: "FALLA: PRIME- 
RO: Admite en la forma el recurso de apelación; SEGUN-
DO: Confirma la sentencia dictada por la Segunda Cama- 
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ra Penal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Ju-
dicial de Santiago, el cinco de diciembre del año mil no-
vecientos cincuenta y uno, cuyo dispositivo es el siguien-
te: PRIMERO: Que debe declarar y declara, a los nombra-
dos Luis Valentín García y José Antero García, de ge-
nerales que constan, no culpables del delito de ofensa en 
la persona del Jefe del Estado, y en consecuencia, debe 
descargar y descarga a los inculpados Luis Valentín Gar-
cía y José Antero García, el primero por no haberlo co-
metido y el segundo por insuficiencia de pruebas; SE-
GUNDO: Que debe declarar y declara las costas causa-
das de oficio"; TERCERO: Declara de oficio las costas de 

este recurso"; 
Considerando que en el acta de declaración de su re-

curso el Magistrado Procurador General de la Corte de 
Apelación de Santiago expone lo siguiente: "que interpo-
ne su recurso especialmente porque si es cierto que en 
cuanto al delito de ofensa al Jefe del Estado no hubo el 

más ligero asomo de pruebas, por lo cual pidió el descar-
go de Luis Valentín y José Antero García Paulino, no re-

sultó lo mismo en cuanto al delito de violaciones y vías 
de hecho en agravio de Rogelio Rodríguez, que fué ro-
bustamente establecido en audiencia no sólo por la decir, 
ración de la víctima sino muy especialmente por la confe-
sión de José Antero García Paulino, por la cual el recu-
rrente pidió en su dictamen que José Antero García Pau-
lino, fuera condenado, por esas violaciones y vías de he-
cho, a treinta días de prisión correccional de conformidad 
con el artículo 311 reformado del Código Penal; que ade-
más su recurso se basa en cualquiera otra violación legal 
en que haya podido incurrir, la sentencia recurrida"; que 
en consecuencia este recurso está limitado a la parte de 
la sentencia impugnada que descargó al prevenido del de-

lito de violencias y vías de hecho; 
Considerando que son hechos constantes en la senten-

cia contra la cual se recurre los siguientes: a) "que una 
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noche cuando se encontraban en el Café-Restaurant pro-
piedad. de Lisandro Cepeda, numerosas personas con mo-
tivo de una propaganda de ron Bermúdez, y entre ellos 
los nombrados Luis Valentín García, José Antero García, 
Rogelio Rodríguez, Luis Pichardo, José María Fragoso Cris-
toferos y José Ricardo de León, y al serle ofrecido gratis 
un frasco de ron Bermúdez a José Antero García por Papi 
Bermúdez, aquel lo rechazó alegando que él compraba el 
ron de su agrado, que era el de Brugal; y b) que luego 
José Antero García llamó a Rogelio Rodríguez, empleado 
de Bermúdez, quien estaba en otra mesa, y éste se levan-
tó y fué al patio sin hacer caso de la llamada, y al volver 
y sentarse, José Antero García le tiró el agua de un vaso, 
la cual mojó la pared y salpicó el espejo situado detrás de 
Rogelio Rodríguez y a éste, mientras dirigiéndose a los 
demás, exclamó: "perdonen, no fué a ustedes"; 

Considerando que la Corte a qua para descargar al 
prevenido José Antero García del delito de violencias, ex-
presa en la sentencia impugnada que ese delito "no se ca-
racterizó", "pues si es cierto que la actitud de José Ante-
ro García fué incorrecta al manifestar su enojo ante la 
indiferencia de Rodríguez tirándole el agua, lo cierto es 
que Rodríguez no la recibió directamente, y que conforme 
a lo que expuso en la audiencia él ni siquiera se dió por 
ofendido"; 

Considerando aue al tenor de lo dispuesto en el artícu-
lo 311, reformado, del Código Penal, y al sentido de lo mis-
mo, son punibles, aparte de los golpes o heridas, aquellas 
violencias o vías de hecho que alcanzan en su integridad 
física a las personas, así como aquellas que sin alcanzarlas 
son de naturaleza a impresionarlas o intimidarlas viva-
mente; que en el presente caso, la Corte a qua al apre-
ciar el hecho como ha sido expuesto anteriormente, y al 
no considerarlo incurso dentro de las disposiciones del re-
ferido artículo 311, lejos de violar dicho texto, hizo del 
mismo una correcta interpretación; 
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ra Penal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Ju-
dicial de Santiago, el cinco de diciembre del año mil no-
vecientos cincuenta y uno, cuyo dispositivo es el siguien-
te: PRIMERO: Que debe declarar y declara, a los nombra-

dos Luis Valentín García y José Antero García, de ge_ 
nerales que constan, no culpables del delito de ofensa en 
la persona del Jefe del Estado, y en consecuencia, debe 
descargar y descarga a los inculpados Luis Valentín Gar-
cía y José Antero García, el primero por no haberlo co-
metido y el segundo por insuficiencia de pruebas; SE-
GUNDO: Que debe declarar y declara las costas causa-
das de oficio"; TERCERO: Declara de oficio las costas de 

este recurso"; 
Considerando que en el acta de declaración de su re-

curso el Magistrado Procurador General de la Corte de 
Apelación de Santiago expone lo siguiente: "que interpo-
ne su recurso especialmente porque si es cierto que en 
cuanto al delito de ofensa al Jefe del Estado no hubo el 
más ligero asomo de pruebas, por lo cual pidió el descar-
go de Luis Valentín y José Antero García Paulino, no re-

sultó lo mismo en cuanto al delito de violaciones y vías 
de hecho en agravio de Rogelio Rodríguez, que fué ro-
bustamente establecido en audiencia no sólo por la decla-

ración de la víctima sino muy especialmente por la confe-
sión de José Antero García Paulino, por la cual el recu-
rrente pidió en su dictamen que José Antero García Pau-
lino, fuera condenado, por esas violaciones y vías de he-
cho, a treinta días de prisión correccional de conformidad 
con el artículo 311 reformado del Código Penal; que ade-
más su recurso se basa en cualquiera otra violación legal 
en que haya podido incurrir, la sentencia recurrida"; que 
en consecuencia este recurso está limitado a la parte de 
la sentencia impugnada que descargó al prevenido del de-

lito de violencias y vías de hecho; 
Considerando que son hechos constantes en la senten-

cia contra la cual se recurre los siguientes: a) "que una 
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noche cuando se encontraban en el Café-Restaurant pro- 
piedad. de Lisandro Cepeda, numerosas personas con mo- 
tivo de una propaganda de rón Bermúdez, y entre ellos 
los nombrados Luis Valentín García, José Antero García, 
Rogelio Rodríguez, Luis Pichardo, José María Fragoso Cris- 
toferos y José Ricardo de León, y al serle ofrecido gratis 
un frasco de ron Bermúdez a José Antero García por Papi 
Bermúdez, aquel lo rechazó alegando que él compraba el 
ron de su agrado, que era el de Brugal; y b) que luego 
José Antero García llamó a Rogelio Rodríguez, empleado 
de Bermúdez, quien estaba en otra mesa, y éste se levan-
tó y fué al patio sin hacer caso de la llamada, y al volver 
y sentarse, José Antero García le tiró el agua de un vaso, 
la cual mojó la pared y salpicó el espejo situado detrás de 
Rogelio Rodríguez y a éste, mientras dirigiéndose a los 
demás, exclamó: "perdonen, no fué a ustedes"; 

Considerando que la Corte a qua para descargar al 
prevenido José Antero García del delito de violencias, ex-
presa en la sentencia impugnada que ese delito "no se ca-
racterizó", "pues si es cierto que la actitud de José Ante-
ro García fué incorrecta al manifestar su enojo ante la 
indiferencia de Rodríguez tirándole el agua, lo cierto es 
que Rodríguez no la recibió directamente, y que conforme 
a lo que expuso en la audiencia él ni siquiera se dió por 
ofendido"; 

Considerando que al tenor de lo dispuesto en el artícu-
lo 311, reformado, del Código Penal, y al sentido de lo mis-
mo, son punibles, aparte de los golpes o heridas, aquellas 
violencias o vías de hecho que alcanzan en su integridad 
física a las personas, así como aquellas que sin alcanzarlas 
son de naturaleza a impresionarlas o intimidarlas viva-
mente; que en el presente caso, la Corte a qua al apre-
ciar el hecho como ha sido expuesto anteriormente, y al 
no considerarlo incurso dentro de las disposiciones del re-
ferido artículo 311, lejos de violar dicho texto, hizo del 
mismo una correcta interpretación; 
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Considerando que la sentencia contra la cual se recu-
rre está suficientemente motivada en hecho y en derecho, 
y en ningún aspecto de forma o de fondo, se encuentran 
en la misma vicios que pudieran conducir a su anulación; 

Por tales motivos, PRIMERO: Rechaza el recurso de 
casación interpuesto por el Magistrado Procurador Gene-
ral de la Corte de Apelación de Santiago, contra senten-
cia de dicha Corte del trece de febrero de mil novecien-
tos cincuenta y dos, cuyo dispositivo se encuentra copia-
do en otro lugar del presente fallo, y SEGUNDO'. Declara 

las costas de oficio. 

(Firmados): H. Herrera Billini. —J. Tomás Mejía.— 
Feo. Elpidio Beras.— Raf. Castro Rivera.— Juan A. Morel. 
— G. A. Díaz.— A. Alvarez Aybar.— Damián Báez B.—
Néstor Contín Aybar.— Ernesto Curiel hijo, Secretario Ge-
neral. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
Señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y 
fué firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, 
que certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 

SENTENCIA DE FECHA 23 DE JUNIO DE 1952. 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de San Cristóbal, de 
fecha 4 de marzo de 1952.• 

Materia: Penal. 

Recurrente: Carmen Josefa Acevedo de Sierra. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de 
Justicia, regularmente constituida por los Jueces Licencia-
dos H. Herrera Billini, Presidente; Juan Tomás Mejía, Pri-
mer Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio Beras, Se-
gundo Sustituto de Presidente; Rafael Castro Rivera, Juan 
A. Morel, Gustavo A. Díaz, Ambrosio Alvarez Aybar, Da-
mián Báez B. y Néstor Contín Aybar, asistidos del Secreta-
rio General, en la Sala donde celebra sus audiencias en 
Ciudad Trujillo, Distrito de Santo Domingo, hoy día vein-
titrés del mes de junio de mil novecientos cincuenta y 
dos, años 1099  de la Independencia, 89 9  de la Restauración 
y 239  de la Era de Trujillo, dicta en audiencia pública, 
como corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Carmen 
Josefa Acevedo de Sierra, dominicana, mayor de edad, ca-
sada, de oficios domésticos, domiciliada y residente en la 
ciudad de San Cristóbal, portadora de la cédula personal 
de identidad número 7252, serie 2, sello número 30361 
para el año 1950, contra sentencia de la Corte de Apela-
ción de San Cristóbal de fecha cuatro de marzo de mil 
novecientos cincuenta y dos, cuyo dispositivo se copia 
más adelante; 

Oído el Magistrado Juez Relator; 
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Considerando que la sentencia contra la cual se recu-
rre está suficientemente motivada en hecho y en derecho, 
y en ningún aspecto de forma o de fondo, se encuentran 
en la misma vicios que pudieran conducir a su anulación; 

Por tales motivos, PRIMERO: Rechaza el recurso de 
casación interpuesto por el Magistrado Procurador Gene-
ral de la Corte de Apelación de Santiago, contra senten-
cia de dicha Corte del trece de febrero de mil novecien-
tos cincuenta y dos, cuyo dispositivo se encuentra copia-
do en otro lugar del presente fallo, y SEGUNDO' Declara 
las costas de oficio. 

(Firmados): H. Herrera Billini. —J. Tomás Mejía.— 
Feo. Elpidio Beras.— Raf. Castro Rivera.— Juan A. Morel. 
— G. A. Díaz.— A. Alvarez Aybar.— Damián Báez B.—
Néstor Contín Aybar.— Ernesto Curiel hijo, Secretario Ge-
neral. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
Señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y 
fué firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, 
que certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 
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SENTENCIA DE FECHA 23 DE JUNIO DE 1952. 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de San Cristóbal, de 
fecha 4 de marzo de 1952. 

Materia: Penal. 

Recurrente: Carmen Josefa Acevedo de Sierra. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de 
Justicia, regularmente constituida por los Jueces Licencia-
dos H. Herrera Billini, Presidente; Juan Tomás Mejía, Pri-
mer Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio Beras, Se-
gundo Sustituto de Presidente; Rafael Castro Rivera, Juan 
A. Morel, Gustavo A. Díaz, Ambrosio Alvarez Aybar, Da-
mián Báez B. y Néstor Contín Aybar, asistidos del Secreta-
rio General, en la Sala donde celebra sus audiencias en 
Ciudad Trujillo, Distrito de Santo Domingo, hoy día vein-
titrés del mes de junio de mil novecientos cincuenta y 
dos, años 1099  de la Independencia, 89 9  de la Restauración 
y 239  de la Era de Trujillo, dicta en audiencia pública, 
como corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Carmen 
Josefa Acevedo de Sierra, dominicana, mayor de edad, ca-
sada, de oficios domésticos, domiciliada y residente en la 
ciudad de San Cristóbal, portadora de la cédula personal 
de identidad número 7252, serie 2, sello número 30361 
para el año 1950, contra sentencia de la Corte de Apela-
ción de San Cristóbal de fecha cuatro de marzo de mil 
novecientos cincuenta y dos, cuyo dispositivo se copia 
más adelante; 

Oído el Magistrado Juez Relator; 
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Oído el dictamen del Magistrado Procurador Gene-
ral de la República; 

Vista el acta del recurso de casación, levantada en la 
secretaría de la Corte a qua en fecha seis de marzo de mil 
novecientos cincuenta y dos; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
liberado, y vistos los artículos 317, reformado por la ley 
No. 1690, del año 1948, y 19 y 71 de la Ley sobre Pro-
cedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada consta 
lo que sigue: a) que con fecha cuatro de julio de mil no-
vecientos cincuenta y uno, al Magistrado Procurador Fis-
cal del Distrito Judicial de Trujillo le fué denunciado 
un caso de aborto provocado, y procedió a realizar las in-
vestigaciones correspondientes, interrogando a la señora 
Gisela A. Herrera de Duvergé quien se hallaba interna-
da en el hospital Juan Pablo Pina de la ciudad de San 
Cristóbal; b) que ese mismo día el doctor Domingo Ova-
lle, médico de dicho hospital, certificó que después de 
examinada esa paciente se "comprobó la presencia de una 
sonda de Nelatón introducida en su mayor parte en la 
cavidad uterina; así como laceraciones en el cuello que 
sugieren intervención manual en el mismo"; c) que instruí-
da la sumaria correspondiente, el Juez de Instrucción del, 
dicho Distrito Judicial declaró que existen cargos sufi-
cientes para inculpar a Carmen Josefa Acevedo de Sierra, 
como autora del crimen de aborto en perjuicio de la se-
ñora Gisela Herrera de Duvergé y ésta por haberlo con-
sentido; y en consecuencia fueron enviadas para ser juz-
gadas ante el Tribunal Criminal; d) que el Juzgado de . 

Primera Instancia del indicado Distrito Judicial conoció 
del caso y lo resolvió por sentencia de fecha diez de di-
ciembre de mil novecientos cincuenta y uno, cuyo dispo-
sitivo es el siguiente: "FALLA: PRIMERO: Declara a las 
nombradas Carmen Josefa Acevedo de Sierra y Gisela 
A. Herrera de Duvergé, de generales anotadas, culpables. 
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la primera, del crimen de aborto provocado en perjuicio de 
la segunda, y ésta, del crimen de haberlo consentido; SE-
GUNDO: Condena a la nombrada Carmen Josefa Acevedo 
de Sierra a sufrir tres años de reclusión, y la también 
nombrada Gisela A. Herrera de Duvergé a sufrir dos me-
ses de prisión correccional, acogiendo en favor de esta 
última el beneficio de las circunstancias atenuantes; y 
TERCERO: Las condena, además, al pago solidario de las 
costas, ordenando la confiscación de una sonda de nelatón, 
cuerpo del delito"; 

Considerando que contra este fallo interpusieron re-
curso de apelación la acusada Carmen Josefa Acevedo de 
Sierra y el Magistrado Procurador General de la Corte de 
Apelación de San Cristóbal; y esta misma Corte resolvió 
ambos recursos por la sentencia ahora impugnada que 
contiene el siguiente dispositivo: "FALLA: PRIMERO: 
Declara regulares y válidos, en cuanto a la forma, los pre-
sentes recursos de apelación; SEGUNDO: Modifica, en 
cuanto a la pena impuesta y en lo que se refiere a la 
acusada Carmen Josefa Acevedo de Sierra, cuyas gene-
rales constan, la sentencia contra la cual se apela y cu-
yo dispositivo figura copiado en otro lugar del presente 
fallo, dictada en fecha diez (10'1 de diciembre del año mil 
novecientos cincuenta y uno (1951) por el Juzgado de Pri-
mera Instancia del Distrito Judicial de Trujillo, y, obran-
do por propia autoridad, condena a la mencionada acusa-
da a sufrir la pena de dos años de reclusión, por el cri-
men de aborto provocado en la persona de Gisela A. Herre-
ra de Duvergé; TERCERO: Confirma, en cuanto a la acu-
sada Gisela A. Herrera, de generales expresadas, la rete-
rida sentencia; y CUARTO: Condena a Carmen Josefa 
Acevedo de Sierra, al pago de las costas de su recurso"; 

Considerando que por los medios de pruebas autori-
zados por la ley, regularmente administrados, sometidas 
al debate público y oral, las cuales fueron soberanamen-
te ponderadas por los jueces del fondo, la Corte a qua es- 
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Oído el dictamen del Magistrado Procurador Gene-
ral de la República; 

Vista el acta del recurso de casación, levantada en la 
secretaría de la Corte a qua en fecha seis de marzo de mil 
novecientos cincuenta y dos; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
liberado, y vistos los artículos 317, reformado por la ley 
No. 1690, del año 1948, y 1 9  y 71 de la Ley sobre Pro-
cedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada consta 
lo que sigue: a) que con fecha cuatro de julio de mil no-
vecientos cincuenta y uno, al Magistrado Procurador Fis-
cal del Distrito Judicial de Trujillo le fué denunciado 
un caso de aborto provocado, y procedió a realizar las in-
vestigaciones correspondientes, interrogando a la señora 
Gisela A. Herrera de Duvergé quien se hallaba interna-
da en el hospital Juan Pablo Pina de la ciudad de San 
Cristóbal; b) que ese mismo día el doctor Domingo Ova-
lle, médico de dicho hospital, certificó que después de 
examinada esa paciente se "comprobó la presencia de una 
sonda de Nelatón introducida en su mayor parte en la 
cavidad uterina; así como laceraciones en el cuello que 
sugieren intervención manual en el mismo"; c) que instruí-
da la sumaria correspondiente, el Juez de Instrucción del . 

 dicho Distrito Judicial declaró que existen cargos sufi-
cientes para inculpar a Carmen Josefa Acevedo de Sierra, 
como autora del crimen de aborto en perjuicio de la se-
ñora Gisela Herrera de Duvergé y ésta por haberlo con-
sentido; y en consecuencia fueron enviadas para ser juz-
gadas ante el Tribunal Criminal; d) que el Juzgado de 
Primera Instancia del indicado Distrito Judicial conoció. 
del caso y lo resolvió por sentencia de fecha diez de di-
ciembre de mil novecientos cincuenta y uno, cuyo dispo-
sitivo es el siguiente: "FALLA: PRIMERO: Declara a las. 
nombradas Carmen Josefa Acevedo de Sierra y Gisela 
A. Herrera de Duvergé, de generales anotadas, culpables, 
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la primera, del crimen de aborto provocado en perjuicio de 
la segunda, y ésta, del crimen de haberlo consentido; SE-
GUNDO: Condena a la nombrada Carmen Josefa Acevedo 
de Sierra a sufrir tres años de reclusión, y la también 
nombrada Gisela A. Herrera de Duvergé a sufrir dos me-
ses de prisión correccional, acogiendo en favor de esta 
última el beneficio de las circunstancias atenuantes; y 
TERCERO: Las condena, además, al pago solidario de las 
costas, ordenando la confiscación de una sonda de nelatón, 
cuerpo del delito"; 

Considerando que contra este fallo interpusieron re-
curso de apelación la acusada Carmen Josefa Acevedo de 
Sierra y el Magistrado Procurador General de la Corte de 
Apelación de San Cristóbal; y esta misma Corte resolvió 
ambos recursos por la sentencia ahora impugnada que 
contiene el siguiente dispositivo: "FALLA: PRIMERO: 
Declara regulares y válidos, en cuanto a la forma, los pre-
sentes recursos de apelación; SEGUNDO: Modifica, en 
cuanto a la pena impuesta y en lo que se refiere a la 
acusada Carmen Josefa Acevedo de Sierra, cuyas gene-
rales constan, la sentencia contra la cual se apela y cu-
yo dispositivo figura copiado en otro lugar del presente 
fallo, dictada en fecha diez (10) de diciembre del año mil 
novecientos cincuenta y uno (1951) por el Juzgado de Pri-
mera Instancia del Distrito Judicial de Trujillo, y, obran-
do por propia autoridad, condena a la mencionada acusa-
da a sufrir la pena de dos años de reclusión, por el cri-
men de aborto provocado en la persona de Gisela A. Herre-
ra de Duvergé; TERCERO: Confirma, en cuanto a la acu-
sada Gisela A. Herrera, de generales expresadas, la refe-
rida sentencia; y CUARTO: Condena a Carmen Josefa 
Acevedo de Sierra, al pago de las costas de su recurso"; 

Considerando que por los medios de pruebas autori-
zados por la ley, regularmente administrados, sometidas 
al debate público y oral, las cuales fueron soberanamen-
te ponderadas por los jueces del fondo, la Corte a qua es- 
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tableció: "a) que Gisela A. Herrera de Duvergé, quien se 
encontraba encinta y quebrantada, se dirigió, acompaña-
da de su madre, señora Fresa Rodríguez, de Herrera, y 
de la acusada Carmen Josefa Acevedo de Sierra, a Ciu-
dad Trujillo, a consultar con el Dr. Cc:Jame Aníbal Gó-
mez Patiño; b) que, una vez en el Consultorio de dicho 
facultativo, éste procedió, en presencia de Carmen Jose-
fa Acevedo de Sierra, a practicarle un examen ginecoló-
gico de Gisela A. Herrera de Duvergé; c) que, al observar 
en la paciente fiebre alta e infección en sus órganos ge-
nitales, recomendó se le aplicara penicilina y la volvie-
ran a llevar a su Consultorio, dentro de algunos días; d) 
que, de regreso a esta ciudad, el mismo día del viaje a 
Ciudad Trujillo, Gisela A. Herrera de Duvergé le pidió 
a Carmen Josefa Acevedo de Sierra le colocara una son-
da para hacerla abortar; e) que, tal como confesó en el 
Juzgado a quo, la acusada Acevedo de Sierra accedió a lo 
solicitado y le colocó una sonda de 'nelatón', para los 
fines deseados; f) que, como consecuencia del estado fe-
bril e infeccioso de Gisela A. Herrera de Duvergé, al apli-
cársele la sonda, se agravó, teniendo que ser conducida al 
Hospital 'Juan Pablo Pina' de esta ciudad; g) que en di-
cho establecimiento de Salud Pública, procedieron a exa-
minar a la paciente encontrándole 'una sonda de "nela-
tón", introducida en 5U mayor parte en la cavidad ute-
rina; así como laceraciones en el cuello que sugieren in-
tervención manual en el mismo', tal corno reza la certifi-
cación médica expedida por el Dr. Domingo A. Ovalle, 
médico del mencionado Hospital, de fecha 4 de julio de 
1951; h) que en la misma certificación médica consta lo 
siguiente: 'Anoche a las diez (10) P. M. fué conducida a 
este Hospital por su esposo la señora Gisela Herrera de 
Duvergé, presentando signos de aborto en curso infecta-
do (hemorragia profusa, pulso rápido, temperatura por en-
cima de 40). Conducida a la sala de operaciones se com-
probó la presencia de una sonda de "nelatón", introdu- 
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sida en su mayor parte en la cavidad uterina; etc. El 
estado actual de la paciente es de pronóstico reservado"; 

Considerando que la Corte a cala obtuvo el convenci-
miento de que la autora del crimen lo f .!a acusada 
Carmen Josefa Acevedo de • Sierra, cuien confesó prime-
ramente el hecho, aunque más tarde se y por 
los hechos y circunstancias de la causa; 

Considerando que establecido el hecho delictuoso, y 
comprobado que la acusada Carmen Josefa Acevedo de 
Sierra era la autora del mismo, la Corte a qua procedió 
correctamente al imponer a dicha acusada la : -)ena de dos 
años de reclusión cue es la rue establece el articulo 317 re-
formado, del Código Penal al que ror medio de alimen-
tos, brevaes, medicamentos, sondeos, tratamientos, o de 
otro modo cualquiera, causare o coopere directamente a 
-causar el aborto de una mujer embarazada, aún cuando 
ésta consienta en él; 

Considerando que examinada en sus demás aspectos, 
la sentencia recurrida no presenta vicio alguno que pueda 
conducir a su anulación; 

Por tales motivos, PRIMERO: rechaza el recurso de 
casación interpuesto por Carmen Josefa Acevedo de Sie-
rra contra sentencia de la Corte de Apelación de San Cris-
tóbal de fecha cuatro de marzo de mil novecientos cin 
cuenta y dos, cuyo dispositivo se copia en otro lugar del. 
presente fallo, y SEGUNDO: condena a dicha recurren-
te al pago de las costas. 

(Firmados): H. Hertera Billini.— J. Tomás Mejía.— 
Feo. Elpidio Beras.— Raf. Castro Rivera.— Juan A. Mo-
rel.— G. A. Díaz.— A. Alvarez Aybar.— Damián Báez. 
B.— Néstor Contín Aybar.— Ernesto Curiel hijo, Secre-
tario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
,Señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
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tableció: "a) que Gisela A. Herrera de Duvergé, quien se 
encontraba encinta y quebrantada, se dirigió, acompaña-
da de su madre, señora Fresa Rodríguez, ¿le Herrera, y 
de la acusada Carmen Josefa Acevedo de Sierra, a Ciu-
dad Trujillo, a consultar con el Dr. Ccame Aníbal Gó-
mez Patiño; b) que, una vez en el Consuhorio de dicho 
facultativo, éste procedió, en presencia de Carmen Jose-
fa Acevedo de Sierra, a practicarle un examen ginecoló-
gico de Gisela A. Herrera de Duvergé; e) rue, al observar 
en la paciente fiebre alta e infección en sus órganos ge-
nitales, recomendó se le aplicara penicilina y la volvie-
ran a llevar a su Consultorio, dentro de algunos días; d) 
que, de regreso a esta ciudad, el mismo día del viaje a 
Ciudad Trujillo, Gisela A. Herrera de Duvergé le pidió 
a Carmen Josefa Acevedo de Sierra le colocara una son-
da para hacerla abortar; e) que, tal como confesó en el 
Juzgado a quo, la acusada Acevedo de Sierra accedió a lo 
solicitado y le colocó una sonda de `nelatón', para los 
fines deseados; f) que, como consecuencia del estado fe-
bril e infeccioso de Gisela A. Herrera de Duvergé, al apli-
cársele la sonda, se agravó, teniendo que ser conducida al 
Hospital 'Juan Pablo Pina' de esta ciudad; g) que en di-
cho establecimiento de Salud Pública, procedieron a exa-
minar a la paciente encontrándole 'una sonda de "nela-
tón", introducida en su mayor parte en la cavidad ute-
rina; así como laceraciones en el cuello que sugieren in-
tervención manual en el mismo', tal como reza la certifi-
cación médica expedida por el Dr. Domingo A. Ovalle, 
médico del mencionado Hospital, de fecha 4 de julio de 
1951; h) que en la misma certificación médica consta lo 
siguiente: 'Anoche a las diez (10) P. M. fué conducida a 
este Hospital por su esposo la señora Gisela Herrera de 
Duvergé, presentando signos de aborto en curso infecta-
do (hemorragia profusa, pulso rápido, temperatura por en-
cima de 40). Conducida a la sala de operaciones se com-
probó la presencia de una sonda de "nelatón", introdu- 
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sida en su mayor parte en la cavidad uteri::a: etc. El 
estado actual de la paciente es de pronó.stico reservadlo"; 

Considerando que la Corte a Gua obtuvo el convenci-
miento de que la autora del crimen lo fué la acusada 
Carmen Josefa Acevedo de Sierra, ruien confesó prime-
ramente el hecho, aunque más tarde se relzactó, y por 
los hechos y circunstancias de la causa; 

Considerando que establecido el hecho delictuoso, y 
-comprobado que la acusada Carmen Josefa Acevedo de 
Sierra era la autora del mismo, la Corte a qua procedió 
.correctamente al imponer a dicha acusada la nana de dos 
años de reclusión que es la que establece el articulo 317 re-
formado, del Código Penal al rue por medio de alimen-
tos, brevajes, medicamentos, sondeos, tratarnientes, o de 
otro modo cualquiera, causare o cconere directamente a 
causar el aborto de una mujer embarazada, aún cuando 
.ésta consienta en él; 

Considerando que examinada en sus demás aspectos, 
la sentencia recurrida no presenta vicio alguno que pueda 
'conducir a su anulación; 

Por tales motivos, PRIMERO: rechaza el recurso de 
casación interpuesto por Carmen Josefa Acevedo de Sie-
rra contra sentencia de la Corte de Apelación de San Cris-
tóbal de fecha cuatro de marzo de mil novecientos cin-
cuenta y dos, cuyo dispositivo se copia en otro lugar del 
presente fallo, y SEGUNDO: condena a dicha recurren-
te al pago de las costas. 

(Firmados): H. Hertera Billini.— J. Tomás Mejía.— 
Fco. Elpidio Beras.— Raf. Castro Rivera.— Juan A. Mo-
rel.— G. A. Díaz.— A. Alvarez Aybar.— Damián Báez. 
B.— Néstor Contín Aybar.— Ernesto Curiel hijo, Secre-
tario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
.Señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 



1160 	 BOLETÍN JUDICIAL 
	

BOLETÍN JUDICIAL 	 1161 

audiencia pública del día, mes y año en él expresados, 
y fué firmada, leída y publicada por mí, Secretario Ge-
neral, que certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 

SENTENCIA DE FECHA 24 DE JUNIO DE 1952. 

Sentencia impugnada: Tribunal Superior de Tierras, de fecha 27' 
de julio de 1951. 

Materia: Tierras. 

Recurrente: Común de Higüey. Abogado: Lic. S. Lamela Díaz. 

Intimado: Baudilio Garrido. Abogado: Dr. Luis R. del Castillo 
Morales. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Licenciados -
H. Herrera Billini, Presidente; Juan Tomás Mejía, Pri-
mer Sustituto de Presidente; Rafael Castro Rivera, Juan 
A. Morel, Gustavo A. Día; Ambrosio Alvarez Aybar, Da-
mián Báez B., y Néstor Contín Aybar, asistidos del Secre-
tario General, en la Sala donde celebra sus audiencias, 
en Ciudad Trujillo, Distrito de Santo Domingo, hoy día 
veinticuatro del mes de junio de mil novecientos cincuen-
ta y dos, años 109 9  de la Independencia, 899  de la Res-

tauración y 239  de la Era de Trujillo, dicta en audiencia ' 

pública, como corte de casación, la siguiente sentencia: 
Sobre el recurso de casación interpuesto , por la Común 

de Higüey, representada por el Síndico Municipal, Emilio 
A. Méndez Núñez, dominicano, empleado público, domi-
ciliado y residente en Higüey, portador de la cédula per-
sonal de identidad No. 16, serie 28, renovada para el año- 

en que se intentó el recurso, con el sello No. 397, contra 
sentencia del Tribunal Superior de Tierras de fecha vein-
te y siete de julio de mil novecientos cincuenta y uno, re-
lativa a los solares números 1, provisional, porción A, 
y 1, provisional, porción C, del Distrito Catastral No. 1, 
de la común de Higüey, provincia de La Altagracia, cuyo 
dispositivo se rnnia más adelante; 

Oído el Magistrado Juez Relator; 

Oído el Dr. Euclides Vicioso V., portador de la cédu-
la personal de identidad No. 45820, serie 1, sello número 
13911, en representación del Lic. S. Lamela Díaz, portador 
de la cédula personal de identidad No. 5642, serie 23, 
sello No. 657, abogado de la recurrente, en la lectura de 
sus conclusiones; 

Oído el Dr. Freddy Gatón Arce, portador de la cé-
dula personal de identidad No. 24532, serie 31, sello No. 
14176, en representación del Dr. Luis R. del Castillo M., 
portador de la cédula personal de identidad No. 40583, se-
rie 1, sello No. 640, abogado de Baudilio Garrido, domi-
nicano, mayor de edad, casado, agricultor, y propietario, 
domiciliado y residente en la ciudad de Higüey, portador 
de la cédula personal de identidad No. 3679, serie. 26, par-
te intimada, en la lectura de sus conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General:  
de la República; 

Visto el memorial de casación de fecha cuatro de oc-
tubre de mil novecientos cincuenta y uno, presentado por 
el Lic. S. Lamela Díaz, abogado de la recurrente, en el 
cual se invocan los medios que luego se indican; 

Visto el memorial de defensa de fecha veinticuatro 
de mayo de mil novecientos cincuenta y dos, presentada 
por el Dr. Luis R. del Castillo Morales, abogado del in-
timado; 

Vistos los memoriales de ampliación; 
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audiencia pública del día, mes y año en él expresados, 
y fué firmada, leída y publicada por mí, Secretario Ge-
neral, que certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 

SENTENCIA DE FECHA 24 DE JUNIO DE 1952. 

Sentencia impugnada: Tribunal Superior de Tierras, de fecha 27 

de julio de 1951. 

Materia: Tierras. 

Recurrente: Común de Higüey. Abogado: Lic. S. Lamela Díaz. 

Intimado: Baudilio Garrido. Abogado: Dr. Luis R. del Castillo 

Morales. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmenté constituida por los Jueces Licenciados -
H. Herrera Billini, Presidente; Juan Tomás Mejía, Pri-
mer Sustituto de Presidente; Rafael Castro Rivera, Juan 

A. Morel, Gustavo A. Díaz, Ambrosio Alvarez Aybar, Da-
mián Báez B., y Néstor Contín Aybar, asistidos del Secre-
tario General, en la Sala donde celebra sus audiencias, 
en Ciudad Trujillo, Distrito de Santo Domingo, hoy día' 
veinticuatro del mes de junio de mil novecientos cincuen-
ta y dos, años 1099  de la Independencia, 89 4  de la Res-

tauración y 23 9  de la Era de Trujillo, dicta en audiencia 
pública, como corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por la Común 
de Higüey, representada por el Síndico Municipal, Emilio 
A. Méndez Núñez, dominicano, empleado público, domi-
ciliado y residente en Higüey, portador de la cédula per-
sonal de identidad No. 16, serie 28, renovada para el año.  

en que se intentó el recurso, con el sello No. 397, contra 
sentencia del Tribunal Superior de Tierras de fecha vein-
te y siete de julio de mil novecientos cincuenta y uno, re-
lativa a los solares números 1, provisional, porción A, 
y 1, provisional, porción C, del Distrito Catastral No. 1, 
de la común de Higüey, provincia de La Altagracia, cuyo 
dispositivo se rnnia más adelante; 

Oído el Magistrado Juez Relator; 

Oído el Dr. Euclides Vicioso V., portador de la cédu-
la personal de identidad No. 45820, serie 1, sello número 
13911, en representación del Lic. S. Lamela Díaz, portador 
de la cédula personal de identidad No. 5642, serie 23, 
sello No. 657, abogado de la recurrente, en la lectura de 
sus conclusiones; 

Oído el Dr. Freddy Gatón Arce, portador de la cé-
dula personal de identidad No. 24532, serie 31, sello No. 
14176, en representación del Dr. Luis R. del Castillo M., 
portador de la cédula personal de identidad No. 40583, se-
rie 1, sello No. 640, abogado de Baudilio Garrido, domi-
nicano, mayor de edad, casado, agricultor, y propietario, 
domiciliado y residente en la ciudad de Higüey, portador 
de la cédula personal de identidad No. 3679, serie 26, par-
te intimada, en la lectura de sus conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General:  
de la República; 

Visto el memorial de casación de fecha cuatro de oc-
tubre de mil novecientos cincuenta y uno, presentado por 
el Lic. S. Lamela Díaz, abogado de la recurrente, en el 
cual se invocan los medios que luego se indican; 

Visto el memorial de defensa de fecha, veinticuatro 
de mayo de mil novecientos cincuenta y dos, presentada 
por el Dr. Luis R. del Castillo Morales, abogado del in-
timado; 

Vistos los memoriales de ampliación; 
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audiencia pública del día, mes y año en él expresados 
y fué firmada, leída y publicada por mí, Secretario Ge-
neral, que certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 

SENTENCIA DE FECHA 24 DE JUNIO DE 1952. 

Sentencia impugnada: Tribunal Superior de Tierras, de fecha 27 

de julio de 1951. 

Materia: Tierras. 

Recurrente: Común de Higüey. Abogado: Lic. S. Lamela Díaz. 

Intimado: Baudilio Garrido. Abogado: Dr. Luis R. del Castillo 

Morales. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituída por los Jueces Licenciados -

H. Herrera Billini, Presidente; Juan Tomás Mejía, Pri-
mer Sustituto de Presidente; Rafael Castro Rivera, Juan 
A. Morel, Gustavo A. Díaz, Ambrosio Alvarez Aybar, Da-
mián Báez B., y Néstor Contín Aybar, asistidos del Secre-
tario General, en la Sala donde celebra sus audiencias, 
en Ciudad Trujillo, Distrito de Santo Domingo, hoy día 
veinticuatro del mes de junio de mil novecientos cincuen-

ta y dos, años 1099  de la Independencia, 89 9  de la Res-

tauración y 239  de la Era de Trujillo, dicta , en audiencia 

pública, como corte de casación, la siguiente sentencia: 
Sobre el recurso de casación interpuesto por la Común 

de Higüey, representada por el Síndico Municipal, Emilio 
A. Méndez Núñez, dominicano, empleado público, domi-
ciliado y residente en Higüey, portador de la cédula per-
sonal de identidad No. 16, serie 28, renovada para el año  

en que se intentó el recurso, con el sello No. 397, contra 
sentencia del Tribunal Superior de Tierras de fecha vein-
te y siete de julio de mil novecientos cincuenta y uno, re-
lativa a los solares números 1, provisional, porción A, 
y 1, provisional, porción C, del Distrito Catastral No. 1, 
de la común de Higüey, provincia de La Altagracia, cuyo 
dispositivo se rnnia más adelante; 

Oído el Magistrado Juez Relator; 

Oído el Dr. Euclides Vicioso V., portador de la cédu-
la personal de identidad No. 45820, serie 1, sello número 
13911, en representación del Lic. S. Lamela Díaz, portador 
de la cédula personal de identidad No. 5642, serie 23, 
sello No. 657, abogado de la recurrente, en la lectura de 
sus conclusiones; 

Oído el Dr. Freddy Gatón Arce, portador de la cé-
dula personal de identidad No. 24532, serie 31, sello No. 
14176, en representación del Dr. Luis R. del Castillo M., 
portador de la cédula personal de identidad No. 40583, se-
rie 1, sello No. 640, abogado de Baudilio Garrido, domi-
nicano, mayor de edad, casado, agricultor, y propietario, 
domiciliado y residente en la ciudad de Higüey, portador 
de la cédula personal de identidad No. 3679, serie 26, par-
te intimada, en la lectura de sus conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Visto el memorial de casación de fecha cuatro de oc-
tubre de mil novecientos cincuenta y uno, presentado por 
el Lic. S. Lamela Díaz, abogado de la recurrente, en el 
cual se invocan los medios que luego se indican; 

Visto el memorial de defensa de, fecha. veinticuatro 
de mayo de mil novecientos cincuenta y dos, presentada 
por el Dr. Luis R. del Castillo Morales, abogado del in-
timado; 

Vistos los memoriales de ampliación; 
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aCivil;  
La Suprema Corte de Justicia, después de haber  de- 

liberado, y vistos los artículos 1244, del Código  
a 136 de la Ley de Registro de Tierras, No. 1542 del 
año 1947; y 1 y 71 de la Ley sobre Procedimiento de Ca-
sación; 

Considerando que en la sentencia impugnada consta 
lo siguiente: "1.— Que en el saneamiento de los terrenos 
comprendidos en el Distrito Catastral No. 1 de la Común 
de Higüey, Provincia de La Altagracia, la común de Hi-
güey reclamó la porción 'A' del Solar No. 1, provisional, 
y la porción 'C' del Solar No. 1, provisional, en contradic-
ción con Baudilio Garrido; 2.— Que en fecha 22 de ene-
ro del año 1949, el Juez de Jurisdicción Original del Tri-
bunal de Tierras dictó una sentencia cuyo dispositivo di-
ce así: 'FALLA: Solar Número 1, provisional, Porción "A". 
1.— Que debe rechazar y rechaza por infund'ada la re-
clamación de la Común de Higüey sobre la totalidad de 
este solar. 2.— Que debe ordenar y ordena, el registro 
del derecho de propiedad de este solar en la forma si-
guiente: a) 1 Hectárea, 94 áreas y 16 centiáreas, en fa-
vor de la Común de Higüey y el registro de las mejoras 
en favor del señor Baudilio Garrido, dominicano, casado, 
cédula personal de identidad 3679, serie 26, domiciliado 
en La Romana con un arrendamiento en favor de este úl-
timo de acuerdo con estipulaciones convenidas. b) el resto, 
con sus mejoras, en favor del Señor Baudilio Garrido, 
de generales indicadas. Solar Número 1, Provisional Por-
ción "C". 1.— Que debe rechazar por infundada la recla-
mación de la Común de Higüey, sobre este solar. 2.—
Que debe rechazar y rechaza por infundada, la reclama-
ción presentada sobre la cantidad de 26 tareas en este 
solar, por el señor Pedro Ozuna, dominicano, comerciante, 
soltero, cédula personal de identidad No. 273, serie 28, 
domiciliado en Higüey. 3ro.— Que debe declarar y de-
clara levantadas de buena fe y por tanto regidas por la 
segunda parte del artículo 555 del Código Civil, las me- 

joras levantadas por Pedro Ozuna en la porción de 26 
tareas antes indicadas. 4 9.— Que debe ordenar y ordena, 
el registro del derecho de propiedad de este Solar v sus 
mejoras, a excepción de las anteriormente indicadas, en 
favor del señor Baudilio Garrido, mayor de edad, domini-
cano, casado, propietario, cédula personal de identidad No. 
3679, Serie 26, domiciliado en La Romana, Y por esta 
sentencia, a cargo de revisión y apelación así se pronun-
cia, ordena y firma. Dada por el Tribunal de Tierras de 
J. O., en el Palacio de Justicia de Ciudad Trujillo, hoy 
día 22 de enero del año 1949, años 106 9  de la Indepen-
dencia, 86 9  de la Restauración y 19 9  de la Era de Tru-
jillo; 3ro.— Que contra esa sentencia interpuso la Co-
mún de Higüey recurso de apelación, y el Tribunal Su-
perior de Tierras, por su sentencia de fecha 23 de sep-
tiembre de ese mismo año de 1949 :  revocó en todas sus 
partes la sentencia apelada y ordenó la celebración de un 
nuevo juicio; 4.— Que el Juez de Jurisdicción Original 
designado para conocer en nuevo Juicio, rindió en fecha 
13 de junio del año 1950 una sentencia con el siguiente 
dispositivo: 'FALLA: En el solar Número provisional, 
Porción "A". — PRIMERO: Que debe ordenar como en 
efecto ordena, el registro del derecho de propiedad de 
este solar, en favor del Ayuntamiento de la Común de 
Higüey; y SEGUNDO: Que debe rechazar por improce-
dente y mal fundada, la reclamación aue de este solar 
ha hecho el señor Baudilio Garrido, dominicano, mayor 
de edad, casado, hacendado, portador de la cédula perso-
nal de identidad número 3679, serie 26, domiciliado y re-
sidente en La Romana, ordenándose además, a ue las mejo-
ras por él fomentadas dentro de este solar, son de mala 
fe, y por tanto, se declaran regidas por la primera par-
te del artículo 555 del Código Civil.— En el solar Nú-
mero 1, provisional, Porción "C", PRIMERO: Que debe 
ordenar como en efecto ordena, el registro del derecho 
de propiedad de este solar en favor del Ayuntamiento de, 
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a 	• • 
La Suprema Corte de Justicia, después de haber 1d3e; 

 liberado, y vistos los artículos 1244, del Código 
 

a 136 de la Ley de Registro de Tierras, No. 1542 del 
año 1947; y 1 y 71 de la Ley sobre Procedimiento de Ca-
sación; 

Considerando que en la sentencia impugnada consta 
lo siguiente: "1.— Que en el saneamiento de los terrenos 
comprendidos en el Distrito Catastral No. 1 de la Común 
de Higüey, Provincia de La Altagracia, la común de Hi-
güey reclamó la porción 'A' del Solar No. 1, provisional, 
y la porción 'C' del Solar No. 1, provisional, en contradic-
ción con Baudilio Garrido; 2.— Que en fecha 22 de ene-
ro del año 1949, el Juez de Jurisdicción Original del Tri-
bunal de Tierras dictó una sentencia cuyo dispositivo di-
ce así: 'FALLA: Solar Número 1, provisional, Porción "A". 
1.— Que debe rechazar y rechaza por infundida la re-
clamación de la Común de Higüey sobre la totalidad de 
este solar. 2.— Que debe ordenar y ordena, el registro 
del derecho de propiedad de este solar en la forma si-
guiente: a) 1 Hectárea, 94 áreas y 16 centiáreas, en fa-
vor de la Común de Higüey y el registro de las mejoras 
en favor del señor Baudilio Garrido, dominicano, casado, 
cédula personal de identidad 3679, serie 26, domiciliado 
en La Romana con un arrendamiento en favor de este úl-
timo de acuerdo con estipulaciones convenidas. b) el resto, 
con sus mejoras, en favor del Señor Baudilio Garrido, 
de generales indicadas. Solar Número 1, Provisional Por-
ción "C". 1.— Que debe rechazar por infundada la recla-
mación de la Común de Higüey, sobre este solar. 2.— 
Que debe rechazar y rechaza por infundada, la reclama-
ción presentada sobre la cantidad de 26 tareas en este 
solar, por el señor Pedro Ozuna, dominicano, comerciante, 
soltero, cédula personal de identidad No. 273, serie 28, 
domiciliado en Higüey. 3ro.— Que debe declarar y de-
clara levantadas de buena fe y por tanto regidas por la 
segunda parte del artículo 555 del Código Civil, las me- 

joras levantadas por Pedro Ozuna en la porción de 26 
tareas antes indicadas. 4 9.— Que debe ordenar y ordena, 
el registro del derecho de propiedad de este Solar v sus 
mejoras, a excepción de las anteriormente indicadas, en 
favor del señor Baudilio Garrido, mayor de edad, domini-
cano, casado, propietario, cédula personal de identidad No. 
3679, Serie 26, domiciliado en La Romana, Y por esta 
sentencia, a cargo de revisión y apelación así se pronun-
cia, ordena y firma. Dada por el Tribunal de Tierras de 
J. O., en el Palacio de Justicia de Ciudad Trujillo, hoy 
día 22 de enero del año 1949, años 106 9  de la Indepen-
dencia, 86 9  de la Restauración y 19 9  de la Era de Tru-
jillo; 3ro.— Que contra esa sentencia interpuso la Co-
mún de Higüey recurso de apelación, y el Tribunal Su-
perior de Tierras, por su sentencia de fecha 23 de sep-
tiembre de ese mismo año de 1949, revocó en todas sus 
partes la sentencia apelada y ordenó la celebración de un 
nuevo juicio; 4.— Que el Juez de Jurisdicción Original 
designado para conocer en nuevo Juicio, rindió en fecha 
13 de junio del año 1950 una sentencia con el siguiente 
dispositivo: 'FALLA: En el solar Número 1, provisional, 
Porción "A". — PRIMERO: Que debe ordenar como en 
efecto ordena, el registro del derecho de propiedad de 
este solar, en favor del Ayuntamiento de la Común de 
Higüey; y SEGUNDO: Que debe rechazar por improce-
dente y mal fundada, la reclamación aue de este solar 
ha hecho el señor Baudilio Garrido, dominicano, mayor 
de edad, casado, hacendado, portador de la cédula perso-
nal de identidad número 3679, serie 26, domiciliado y re-
sidente en La Romana, ordenándose además, a ue las mejo-
ras por él fomentadas dentro de este solar, son de mala 
fe, y por tanto, se declaran regidas por la primera par-
te del artículo 555 del Código Civil.— En el solar Nú-
mero 1, provisional, Porción "C", PRIMERO: Que debe 
ordenar como en efecto ordena, el registro del derecho 
de propiedad de este solar en favor del Ayuntamiento de, 
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la Común de Higüey; y SEGUNDO: Que debe rechazar 
como en efecto rechaza, por improcedente y mal fundada 
la reclamación que de este solar ha hecho el señor Bau-
dilio Garrido, dominicano, mayor de edad, casado, hacen-
dado, portador de la cédula personal de identidad No. 
3679, serie 26, domiciliado y residente en La Romana, or-
denándose además, que las mejoras por él fomentadas 
dentro de este solar, son de mala fe, y Por tanto, se de-
claran regidas por la primera parte del artículo 555 del 
Código Civil, Y por ésta nuestra sentencia, a cargo de 
revisión y apelación, así se pronuncia, ordena, manda y 
firma. Dada por el Tribunal de Tierras en Jurisdicción 
Original, en audiencia pública, en la Ciudad de La Vega, 
República Dominicana, hoy día trece del mes de junio 
del año mil novecientos cincuenta, años 107 9  de la Inde-
pendencia, 879 de la Restauración y 20 9  de la Era de Tru-
jillo; 5.— Que sobre la apelación interpuesta por Baudi-
lio Garrido contra la anterior sentencia, el Tribunal Su-
perior de Tierras, en fecha 27 de julio del año en curso 
mil novecientos cincuenta y uno", dictó la sentencia aho-
ra impugnada "de la cual es el siguiente dispositivo: FA-
LLA: 1.— Se acoge la apelación interpuesta en fecha 26 
de junio del año 1950 por el Lic. Luis R. del Castillo M., 
a nombre del señor Baudilio Garrido, contra la Decisión 
No. 3, dictada en nuevo juicio por el Tribunal de Tierras 
de Jurisdicción Original, de fecha 13 de junio del mismo 
año. 2.— Se revoca la Decisión apelada, y, juzgando por 
contrario imperio, se ordena el registro del derecho de 
propiedad sobre los solares Nos. 1.— Provisional de la 
Porción "A" y 1 — Provisional de la Porción 'C' del Dis-
trito Catastral No. 1 de la Común de Higüey, Provincia 
de La Altagracia, en la siguiente forma: Solar Número 1—
Provisional. —Porción 'A'.— a) se ordena el registro del 
derecho de propiedad sobre este solar y sus mejoras del 
siguiente modo: En favor del señor Baudilio Garrido la 
porción limitada al Sur por la cerca de alambre paralela 

.a la prolongación de la calle 'Agustín Guerrero", la cual 
la divide de la porción denominada `La Punta del Arado'; 
y en favor de la común de Higüey el resto de la Parcela 
que comprende la prolongación de la calle 'Agustín Gue-
rrero' y la porción denominada `La Punta del Arado' b) 
Se ordena al Agrimensor Contratista de la mensura ha-
cer la localización de esta última porción en el plano de-
finitivo. Solar Número 1—Provisional.— Porción 'C'.— a) 
Se ordena el registro del derecho de propiedad sobre es-
te solar y sus mejoras, en favor del señor Baudilio Ga-
rrido, con excepción de la porción de 26 tareas (equiva-
lentes a 1 Ha.— 63 As.— 50 Cas.) ocupadas por el señor 
Pedro Ozuna, cuyo registro del derecho de propiedad se 
'ordena en favor de la Común de Higüey, y un derecho 
de arrendamiento sobre la misma porción, en favor del 
señor Pedro Ozuna. b) Se ordena al Agrimensor Contra-
tista de la mensura localizar esta última porción, en favor 
señor Pedro Ozuna.— b) Se ordena al Agrimensor Con-
tratista de la mensura localizar esta última porción al 
hacer el plano definitivo. Se ordena al Secretario del 
Tribunal de Tierras, que después de recibidos por él los 
planos definitivos de estos solares, de acuerdo con los tér-
minos de esta decisión, proceda a la expedición de los 
Decretos de Registro correspondientes"; 

Considerando que la recurrente invoca los siguientes 
medios de casación: 1 9— "Violación del artículo 2244 del 
Código Civil"; 29— "Violación de la autoridad de la cosa 
juzgada (artículo 1350-3 del Código Civil)" 3 9— "Viola-
ción de la Ley No. 890"; 49  "Violación del artículo 1315 
del Código Civil y falsa aplicación de los principios que 
rigen la prueba en materia civil"; 5 9  "Exceso de poder y 
violación del derecho de defensa", y 6 9  "Desnaturaliza-
ción de los hechos, falta de base legal e insuficiencia de 
motivos"; 

Considerando en cuanto al primer medio, que la re-
currente sostiene que "si el Tribunal a quo admite que hu- 
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la Común de Higüey; y SEGUNDO: Que debe rechazar 
como en efecto rechaza, por improcedente y mal fundada' 
la reclamación que de este solar ha hecho el señor Bau-
dilio Garrido, dominicano, mayor de edad, casado, ha cen_ 
dado, portador de la cédula personal de identidad No. 
3679, serie 26, domiciliado y residente en La Romana, or-
denándose además, que las mejoras por él fomentadas 
dentro de este solar, son de mala fe, y por tanto, se de-
claran regidas por la primera parte del artículo 555 del 
Código Civil, Y por ésta nuestra sentencia, a cargo de 
revisión y apelación, así se pronuncia, ordena, manda y 
firma. Dada por el Tribunal de Tierras en Jurisdicción 
Original, en audiencia pública, en la Ciudad de La Vega, 
República Dominicana, hoy día trece del mes de junio 
del año mil novecientos cincuenta, años 107 9  de la Inde-

pendencia, 87 9  de la Restauración y 209  de la Era de Tru-
jillo; 5.— Que sobre la apelación interpuesta por Baudi-
lio Garrido contra la anterior sentencia, el Tribunal Su-
perior de Tierras, en fecha 27 de julio del año en curso 
mil novecientos cincuenta y uno", dictó la sentencia aho-
ra impugnada "de la cual es el siguiente dispositivo: FA-
LLA: 1.— Se acoge la apelación interpuesta en fecha 26 
de junio del año 1950 por el Lic. Luis R. del Castillo M., 
a nombre del señor Baudilio Garrido, contra la Decisión 
No. 3, dictada en nuevo juicio por el Tribunal de Tierras 
de Jurisdicción Original, de fecha 13 de junio del mismo 
año. 2.— Se revoca la Decisión apelada, y, juzgando por 
contrario imperio, se ordena el registro del derecho de 
propiedad sobre los solares Nos. 1.— Provisional de la 
Porción "A" y 1 — Provisional de la Porción 'C' del Dis-
trito Catastral No. 1 de la Común de Higüey, Provincia 
de La Altagracia, en la siguiente forma: Solar Número 1—
Provisional. —Porción 'A'.— a) se ordena el registro del 
derecho de propiedad sobre este solar y sus mejoras del 
siguiente modo: En favor del señor Baudilio Garrido la 
porción limitada al Sur por la cerca de alambre paralela 

.a la prolongación de la calle 'Agustín Guerrero", la cual 
la divide de la porción denominada `La Punta del Arado'; 
y en favor de la común de Higüey el resto de la Parcela 
que comprende la prolongación de la calle 'Agustín Gue-
rrero' y la porción denominada `La Punta del Arado' b) 
Se ordena al Agrimensor Contratista de la mensura ha-
cer la localización de esta última porción en el plano de-
finitivo. Solar Número 1—Provisional.— Porción 'C'.— a) 
Se ordena el registro del derecho de propiedad sobre es-
te solar y sus mejoras, en favor del señor Baudilio Ga-
rrido, con excepción de la porción de 26 tareas (equiva-
lentes a 1 Ha.— 63 As.— 50 Cas.) ocupadas por el señor 
Pedro Ozuna, cuyo registro del derecho de propiedad se 
-ordena en favor de la Común de Higüey, y un derecho 
de arrendamiento sobre la misma porción, en favor del 
señor Pedro Ozuna. b) Se ordena al Agrimensor Contra-
tista de la mensura localizar esta última porción, en favor 
señor Pedro Ozuna.— b) Se ordena al Agrimensor Con-
tratista de la mensura localizar esta última porción al 
hacer el plano definitivo. Se ordena al Secretario del 
Tribunal de Tierras, que después de recibidos por él los 
planos definitivos de estos solares, de acuerdo con los tér-
minos de esta decisión, proceda a la expedición de los 
Decretos de Registro correspondientes"; 

Considerando que la recurrente invoca los siguientes 
medios de casación: 1 9— "Violación del artículo 2244 del 
Código Civil"; 29— "Violación de la autoridad de la cosa 
juzgada (artículo 1350-3 del Código Civil)" 3 9— "Viola-
ción de la Ley No. 890"; 4 9  "Violación del artículo 1315 
del Código Civil y falsa aplicación de los principios que 
rigen la prueba en materia civil"; 5 9  "Exceso de poder y 
violación del derecho de defensa", y 6 9  "Desnaturaliza-
ción de los hechos, falta de base legal e insuficiencia de 
motivos"; 

Considerando en cuanto al primer medio, que la re-
'currente sostiene que "si el Tribunal a quo admite que hu- 
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bo un embargo, y si este embargo tuvo a ue ser precedido 
de un mandamiento de pago, la prescripción quedó inte-
rrumpida con estos actos, de conformidad con lo estatuida 
por el artículo 2244 del Código Civil", y que, "al apoyar-
se en las reservas que se dice haber hecho Garrido al pa-
gar los arrendamientos que la exponente le cobraba por 
la vía judicial, para declarar que no hubo interrupción de 
la prescripción, no obstante existir dos actos de manda 
miento de pago y dos embargos, violó el precitado artícu-
lo"; que, ciertamente, el Tribunal a quo, para desestimar 
el alegato de la común de Higüey relativo a que la pres-
cripción que corría en favor de Baudilio Garrido fué inte-
rrumpida por el hecho de que éste hubiese pagado a la 
común dos años de arrendamiento sobre los solares objeto 
del litigio, se funda en la circunstancia de que "el pago 
realizado por el señor Garrido fué consecuencia de un co-
bro forzado mediante embargo de sus bienes, y que al efec-
tuarse este pago el señor Garrido lo hizo bajo protesta 
y con reserva de su derecho"; 

Considerando que el artículo 2244 del Código Civil 
dispone que la interrupción civil de la prescripción se rea-
liza por una citación judicial, un mandamiento o un em-
bargo, notificados a aquél cuya prescripción se quiere im-
pedir; que el mandamiento de pago no sólo interrumpe 
la prescripción extintiva del derecho de crédito relativo 
al precio del arrendamiento, sino que interrumpe también 
la prescripción adquisitiva del inmueble arrendado, pues 
el fin perseguido por el ejecutante es incompatible con 
la posesión animo domine alegada por el deudor intimado; 

Considerando que, en consecuencia, al admitir el Tri-
bunal Superior de Tierras que en la especie hubo un em-
bargo, que tuvo que ser, como en efecto lo fué, precedido' 
de un mandamiento de pago, porque se trataba del co-
bro compulsivo de un crédito proveniente del arrenda-
miento de los solares en disputa, y al no haberle atribuído 
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a dichos actos los efectos jurídicos que debían producir 
según su propia naturaleza, violó el artículo 2244 del Có-
digo Civil; 

Considerando, por otra parte, oue el actual intimado 
sostiene que "como al momento de Producirse el o los em-
bargos a que alude la parte contraria ya se había produci-
do en favor del exponente la prescripción adquisitiva, es 
claro que esas medidas de ejecución no pudieron tener 
la virtud de producir la interrupción de una prescripción 
que, como soberanamente lo reconoce el Tribunal Superior 
de Tierras, se había cumplido"; 

Considerando que el Tribunal a quo, al hacer el cóm-
puto del plazo de la prescripción, ha comprobado y admi-
tido, en hecho, que "el 28 de enero del año 1947... el 
señor Baudilio Garrido tenía más de treinta años de estar 
poseyendo el terreno"; que "limitando su posesión a 30 
años al día 28 de enero del año 1947, su posesión tuvo 
que haberse iniciado por lo menos en enero del año 1917", 
y que "en octubre del año 1941, cuando se redujo a 20 
años el tiempo requerido para prescribir, había poseído du-
rante 24 años y 9 meses, faltándole a esa fecha para com-
pletar los treinta años antes reoueridos, 5 años y 3 meses, 
tiempo que fué reducido en una tercera parte por la ley de 
octubre del año 1941, o seea a tres años y seis meses a par-
tir de dicha fecha, que se cumplían en abril del año 1945"; 

Considerando que en lo anteriormente expuesto, no 
se precisa con exactitud el punto de partida de la pose-
sión del actual intimado; que esta circunstancia no permi-
te determinar si al día once de septiembre de mil nove-
cientos cuarenta y cuatro, fecha del primer mandamiento 
de pago que le fué notificado a dicho intimado a reque-
rimiento de la Común de Higüey, había transcurrido el 
tiempo necesario para la usucapión; que en tales condi-
ciones, la sentencia atacada adolece en este aspecto del 
vicio de falta de base legal; 
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bo un embargo, y si este embargo tuvo aue ser precedido 
de un mandamiento de pago, la prescripción quedó inte-
rrumpida con estos actos, de conformidad con lo estatuido. 
por el artículo 2244 del Código Civil", y que, "al apoyar-
se en las reservas que se dice haber hecho Garrido al pa-
gar los arrendamientos que la exponente le cobraba por 
la vía judicial, para declarar oue no hubo interrupción de 
la prescripción, no obstante existir dos actos de manda 
miento de pago y dos embargos, violó el. nrecitado artícu-
lo"; que, ciertamente, el Tribunal a quo, para desestimar 
el alegato de la común de Higüey relativo a que la pres-
cripción que corría en favor de Baudilio Garrido fué inte-
rrumpida por el hecho de que éste hubiese pagado a la 
común dos años de arrendamiento sobre los solares objeto 
del litigio, se funda en la circunstancia de que "el pago 
realizado por el señor Garrido fué consecuencia de un co-
bro forzado mediante embargo de sus bienes, y que al efec-
tuarse este pago el señor Garrido lo hizo bajo protesta 
y con reserva de su derecho"; 

Considerando que el artículo 2244 del Código Civil 
dispone que la interrupción civil de la prescripción se rea-
liza por una citación judicial, un mandamiento o un em-
bargo, notificados a aquél cuya prescripción se quiere im-
pedir; que el mandamiento de pago no sólo interrumpe 
la prescripción extintiva del derecho de crédito relativo 
al precio del arrendamiento, sino que interrumpe también 
la prescripción adquisitiva del inmueble arrendado, pues 
el fin perseguido por el ejecutante es incompatible con 
la posesión animo domine alegada por el deudor intimado; 

Considerando que, en consecuencia, al admitir el Tri-
bunal Superior de Tierras que en la especie hubo un em-
bargo, que tuvo que ser, como en efecto lo fué, precedido' 
de un mandamiento de pago, porque se trataba del co-
bro compulsivo de un crédito proveniente del arrenda-
miento de los solares en disputa, y al no haberle atribuído  

a dichos actos los efectos jurídicos que debían producir 
según su propia naturaleza, violó el artículo 2244 del Có-
digo Civil; 

Considerando, por otra parte, oue el actual intimado 
sostiene que "como al momento de producirse el o los em-
bargos a que alude la parte contraria ya se había produci-
do en favor del exponente la prescripción adquisitiva, es 
claro que esas medidas de ejecución no pudieron tener 
la virtud de producir la interrupción de una prescripción 
que, como soberanamente lo reconoce el Tribunal Superior 
de Tierras, se había cumplido"; 

Considerando que el Tribunal a quo, al hacer el cóm-
puto del plazo de la prescripción, ha comprobado y admi-
tido, en hecho, que "el 28 de enero del año 1947... el 
señor Baudilio Garrido tenía más de treinta años de estar 
poseyendo el terreno"; que "limitando su posesión a 30 
años al día 28 de enero del año 1947, su posesión tuvo 
que haberse iniciado por lo menos en enero del año 1917", 
y que "en octubre del año 1941, cuando se redujo a 20 
años el tiempo requerido para prescribir, había poseído du-
rante 24 años y 9 meses, faltándole a esa fecha para com-
pletar los treinta años antes requeridos, 5 años y 3 meses, 
tiempo que fué reducido en una tercera parte por la ley de 
octubre del año 1941, o seea a tres años y seis meses a par-
tir de dicha fecha, que se cumplían en abril del año 1945"; 

Considerando que en lo anteriormente expuesto, no 
se precisa con exactitud el punto de partida de la pose-
sión del actual intimado; que esta circunstancia no permi-
te determinar si al día once de septiembre de mil nove-
cientos cuarenta y cuatro, fecha del primer mandamiento 
de pago que le fué notificado a dicho intimado a reque-
rimiento de la Común de Higüey, había transcurrido el 
tiempo necesario para la usucapión; que en tales condi-
ciones, la sentencia atacada adolece en este aspecto del 
vicio de falta de base legal; 
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Por tales motivos, PRIMERO: Casa la sentencia del 
Tribunal Superior de Tierras de fecha veinte y siete de 
julio de mil novecientos cincuenta y uno, relativa a los 
solares Nos. 1, provisional, porción A, y 1, provisional, 
porción C, del Distrito Catastral No. 1, de la Común de 
Higüey, provincia de La Altagracia, cuyo dispositivo se en-
cuentra copiado en otro lugar del presante fallo, y envía 
el asunto ante el mismo Tribunal; y SEGUNDO: Candena 
al intimado al pago de las costas. 

(Firmados): H. Herrera Billini.— J. Tomás Mejía.— 
Raf. Castro Rivera.— Juan A. Morel.— G. A. Díaz.— A. 
Alvarez Aybar.— Damián Báez B.— Néstor Contín Ay-
bar.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por 
los señores Jueces que figuran en su encabezamiento en 
la audiencia pública del día, mes y año en él expresados, 
y fué firmada, leída y publicada por mí, Secretario Gene-
ral, que certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 

SENTENCIA DE FECHA 24 DE JUNIO DE 1952. 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santiago, de fecha 

18 de marzo de 1952. 

Materia: Penal. 

Recurrente: Alfredo Haddad. Abogado: Dr. Pedro Antonio Lora. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de 
Justicia, regularmente constituida por los Jueces Licen-
ciados H. Herrera Billini, Presidente; Juan Tomás Mejía, 
Primer Sustituto de Presidente; Francisco Eloidio Beras, 
Segundo Sustituto de Presidente; Rafael Castro Rivera, 
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Juan A. Morel, Gustavo A. Díaz, Ambrosio Alvarez Aybar, 
Damián Báez B., y Néstor Contín Aybar, asistidos del Se-
cretario General, en la Sala donde celebra sus audiencias, 
en Ciudad Trujillo, Distrito de Santo Domingo, hoy día 
veinticuatro del mes de junio de mil novecientos cincuen-
ta y dos, años 1099  de la Independencia, 899 de la Res-
tauración y 23 9  de la Era de Trujillo, dicta en audiencia 
pública, como corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto nor Alfre-
do Haddad, dominicano, mayor de edad, soltero, médico, 
domiciliado y residente en la ciudad de Santiago de los 
Caballeros, de la provincia de Santiago, portador de la 
cédula personal de identidad número 20794, serie 31, re-
novada con el sello de R. I. número 6910, contra senten-
cia penal de la Corte de Apelación de Santiago, de fecha 
dieciocho de marzo de mil novecientos cincuenta y dos, 
cuyo dispositivo se copia después; 

Oído el Magistrado Juez Relator; 

Oído el abogado Dr. Augusto Luis Sánchez, portador 
de la cédula personal número 44218, serie lra., renovada 
con el sello número 14866, que representaba al Dr. Pedro 
Antonio Lora, portador de la cédula número 1519, serie 
31, renovada con el sello número 10099, abogado del re-
currente, en la lectura de sus conclusiones: 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Vista el acta de declaración del recurso levantada el 
dieciocho de marzo de mil novecientos cincuenta y dos, 
a requerimiento del recurrente, en la Secretaría de la 
Corte a qua; 

Visto el memorial contentivo de medios del recurso 
remitido a la Secretaría arriba expresada por el abogado 
del recurrente; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
liberado y vistos los artículos 1, 2 y 4 (párrafo IV) 1 y 
11 de la Ley No. 2402, del año 1950; 180, 189, 190, 194, 
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Por tales motivos, PRIMERO: Casa la sentencia del 
Tribunal Superior de Tierras de fecha veinte y siete de 
julio de mil novecientos cincuenta y uno, relativa a 1 
solares Nos. 1, provisional, porción A, y 1, provisional, 
porción C, del Distrito Catastral No. 1, de la Común de 
Higüey, provincia de La Altagracia, cuyo dispositivo se en 
cuentra copiado en otro lugar del presente fallo, y enví 
el asunto ante el mismo Tribunal; y SEGUNDO: Canden 
al intimado al pago de las costas. 

(Firmados): H. Herrera Billini.— J. Tomás Mejía. 
Raf. Castro Rivera.— Juan A. Morel.— G. A. Díaz.—
Alvarez Aybar.— Damián Báez B.— Néstor Contín Ay 
bar.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por 
los señores Jueces que figuran en. su encabezamiento en 
la audiencia pública del día, mes y año en él expresado 
y fué firmada, leída y publicada por mí, Secretario Gen 
ral, que certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 

SENTENCIA DE FECHA 24 DE JUNIO DE 1952. 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santiago, de fecha 

18 de marzo de 1952. 

Materia: Penal. 

Recurrente: Alfredo Haddad. Abogado: Dr. Pedro Antonio Lora. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de 
Justicia, regularmente constituída por los Jueces Licen-
ciados H. Herrera Billini, Presidente; Juan Tomás Mejía, 
Primer Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio Beras, 
Segundo Sustituto de Presidente; Rafael Castro Rivera, 

Juan A. Morel, Gustavo A. Díaz, Ambrosio Alvarez Aybar, 
Damián Báez B., y Néstor Contín Aybar, asistidos del Se-
cretario General, en la Sala donde celebra sus audiencias, 
en Ciudad Trujillo, Distrito de Santo Domingo, hoy día 
veinticuatro del mes de junio de mil novecientos cincuen-
ta y dos, años 109v de la Independencia, 899 de la Res-
tauración y 23 9  de la Era de Trujillo, dicta en audiencia 
pública, como corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Alfre-
do Haddad, dominicano, mayor de edad, soltero, médico, 
domiciliado y residente en la ciudad de Santiazo de los 
Caballeros, de la provincia de Santiago, portador de la 
cédula personal de identidad número 20794, serie 31, re-
novada con el sello de R. I. número 6910, contra senten-
cia penal de la Corte de Apelación de Santiago, de fecha 
dieciocho de marzo de mil novecientos cincuenta y dos, 
cuyo dispositivo se copia después; 

Oído el Magistrado Juez Relator; 
Oído el abogado Dr. Augusto Luis Sánchez, portador 

de la cédula personal número 44218, serie lra., renovada 
con el sello número 14866, que representaba al Dr. Pedro 
Antonio Lora, portador de la cédula número 1519, serie 
31, renovada con el sello número 10099, abogado del re-
currente, en la lectura de sus conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Vista el acta de declaración del recurso levantada el 
dieciocho de marzo de mil novecientos cincuenta y dos, 
a requerimiento del recurrente, en la Secretaría de la 
Corte a qua; 

Visto el memorial contentivo de medios del recurso 
remitido a la Secretaría arriba expresada Por el abogado 
del recurrente; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
liberado y vistos los artículos 1, 2 y 4 (párrafo IV) 1 y 
11 de la Ley No. 2402, del año 1950; 180, 189, 190, 194, 
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Por tales motivos, PRIMERO: Casa la sentencia del 
Tribunal Superior de Tierras de fecha veinte y siete de 
julio de mil novecientos cincuenta y uno, relativa a los 
solares Nos. 1, provisional, porción A, y 1, provisional 
porción C, del Distrito Catastral No. 1, de la Común 
Higüey, provincia de La Altagracia, cuyo dispositivo se en 
cuentra copiado en otro lugar del presente fallo, y env 
el asunto ante el mismo Tribunal; y SEGUNDO: Conde 
al intimado al pago de las costas. 

(Firmados): H. Herrera Billini.— J. Tomás Mejía. 
Raf. Castro Rivera.— Juan A. Morel.— G. A. Díaz.—
Alvarez Aybar.— Damián Báez B.— Néstor Contín Ay 
bar.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por 
los señores Jueces que figuran en. su encabezamiento en 
la audiencia pública del día, mes y año en él expresad 
y fué firmada, leída y publicada por mí, Secretario Gen 
ral, que certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 

SENTENCIA DE FECHA 21 DE JUNIO DE 1952. 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santiago, de fecha 

18 de marzo de 1952. 

Materia: Penal. 

Recurrente: Alfredo Haddad. Abogado: Dr. Pedro Antonio Lora_ 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de 

Justicia, regularmente constituída por los Jueces Licen-
ciados H. Herrera Billini, Presidente; Juan Tomás Mejía, 
Primer Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio Beras, 
Segundo Sustituto de Presidente; Rafael Castro Rivera, 
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Juan A. Morel, Gustavo A. Díaz, Ambrosio Alvarez Aybar, 
Damián Báez B., y Néstor Contín Aybar, asistidos del Se-
cretario General, en la Sala donde celebra sus audiencias, 
en Ciudad Trujillo, Distrito de Santo Domingo, hoy día 
veinticuatro del mes de junio de mil novecientos cincuen-
ta y dos, años 109 9  de la Independencia, 899 de la Res-
tauración y 239 de la Era de Trujillo, dicta en audiencia 
pública, como corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Alfre-
do Haddad, dominicano, mayor de edad, soltero, médico, 
domiciliado y residente en la ciudad de Santiago de los 
Caballeros, de la provincia de Santiago, portador de la 
cédula personal de identidad número 20794, serie 31, re-
novada con el sello de R. I. número 6910, contra senten-
cia penal de la Corte de Apelación de Santiago, de fecha 
dieciocho de marzo de mil novecientos cincuenta y dos, 
cuyo dispositivo se copia después; 

Oído el Magistrado Juez Relator; 

Oído el abogado Dr. Augusto Luis Sánchez, portador 
de la cédula personal número 44218, serie lra., renovada 
con el sello número 14866, que representaba al Dr. Pedro 
Antonio Lora, portador de la cédula número 1519, serie 
31, renovada con el sello número 10099, abogado del re-
currente, en la lectura de sus conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Vista el acta de declaración del recurso levantada el 
dieciocho de marzo de mil novecientos cincuenta y dos, 
a requerimiento del recurrente, en la Secretaría de la 
Corte a qua; 

Visto el memorial contentivo de medios del recurso 
remitido a la Secretaría arriba expresada por el abogado 
del recurrente; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
liberado y vistos los artículos 1, 2 y 4 (párrafo IV) 1 y 
11 de la Ley No. 2402, del año 1950; 180, 189, 190, 194, 
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como al efecto Condena, a dicho inculoado a sufrir Dos 
Años de Prisión Correccional en la cárcel pública de es- 
ta ciudad, por el delito de incumplir sus obligaciones de 
padre de la menor referida arriba, persistiendo en su ne- 
gativa después de haber sido legalmente requerido a sa-
tisfacerlas; TERCERO: que debe fijar, como al efecto fija, 
en la suma de Quince Pesos Oro (RD$15.00) mensuales, pa-
gaderos a partir del día de la querella, la pensión que de-
berá suministrar el padre en falta a la madre querellante 
para ayudar a subvenir las necesidades de la menor pro-
creada en común; CUARTO: aue debe ordenar, como al 
efecto ordena, la ejecución provisional de la nresente sen-
tencia; QUINTO: que debe Dercargar, como al efecto des-
carga, a los testigos Luis Rodríguez, Pablo Martínez, Vite-
lio A. Bisonó (a) Blanco, Rafael Ureña, Alida López y Con-
cha Poliné, de generales conocidas, de la multa de Diez 
Pesos Oro (RD$10.00) cada uno, aue les fuera impuesta 
por este Juzgado en fecha 17 de octubre de 1951, por en-
tender justas las excusas presentadas al tribunal por su 
falta de comparecer; SEXTO: que debe condenar, como al 
efecto condena, al inculpado Alfredo Haddad, al pago de 
las costas procedimentales"; d) que Alfredo Haddad inter-
puso recurso de alzada contra el fallo dicho, y la Corte 
de Apelación de Santiago conoció contradictoriamente de 
tal recurso en audiencia pública del diecisiete de marzo 
de mil novecientos cincuenta y dos, en la que les aboga-
dos del prevenido presentaron estas conclusiones: "1 9  que 
declaréis bueno y válido su recurso de anelacijn, por ha-
berlo interpuesto en tiempo hábil; 29 que obrando por 
propia autoridad revoquéis totalmente la sentencia del pri-
mer grado, que lo declaró padre de la menor Jacquelina, 
procreada por la Sra. Consuelo Rodríguez; lo condenó a 
dos años de prisión y le fijó RD$15.00 de pensión, que de-
be suministrar a dicha menor; y lo descarguéis de toda 
responsabilidad; 39  que declaréis las costas de oficio"; y 
el Ministerio Público concluyó oralmente, en su dicta- 
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195, 200, 210, y 211 del Código de Procedimiento Criminal; 
141 del Código de Procedimiento Civil; 1 y 71 de la Ley 
sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada  consta 
lo que sigue: a) que en fecha veintitrés del mes de agos-
to del año mil novecientos cincuenta y uno, compareció 
por ante el Cuartel de la Policía Nacional de la ciudad 
de Santiago, la señora Consuelo Rodríguez y dejó estable-
cida querella contra el nombrado Alfredo Haddad, médico, 
ambos del domicilio y residencia de la ciudad de Santia-
go, "por cl hecho de éste no cumplir con sus obligaciones 
de padre de una hija que tienen procreada entre ambos 
de nombre Jacquelina, de 9 meses de edad, exigiendo la 
querellante la suma de RD$15.00 mensuales, para la ma-
nutención de dicha menor"; b) aue en fecha treintiuno 
del mes de agosto del expresado año, mil novecientos cin-
cuenta y uno, la querellante y el prevenido, previamente 
citados, comparecieron por ante el Juzgado de Paz de la 
Primera Circunscripción de la común de Santiago, para 
fines de conciliación, la que no se realizó en razón de que, 
mientras la primera solicitó una pensión mensual de quin-
ce pesos oro, para atender a las necesidades de la menor, 
el prevenido expresó que no asignaba la pensión solicitada 
en virtud de que no era el padre de la expresada menor, 
de todo lo cual se levantó el acta correspondiente; e) que 
remitido el expediente al Magistrado Procurador Fiscal de 
la Primera Cámara Penal del Juzgado de Primera Instan-
cia del Distrito Judicial de Santiago, éste apoderó del asun-
to, por la vía directa, a dicha Primera Cámara Penal, la 
que lo decidió por su sentencia dictada, en atribuciones co-
rreccionales, en fecha veintinueve de enero del año en 
curso (1952), de la cual es el dispositivo siguiente: "FA- 
LLA: PRIMERO: Que debe Declarar, como al efecto de- 
clara, al prevenido Alfredo Haddad, cuyas generales cons- 
tan, padre de la menor Jacquelin, procreada por la seño- 
ra Consuelo Rodríguez; SEGUNDO: que debe Condenar, 
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195, 200, 210, y 211 del Código de Procedimiento Criminal; 
141 del Código de Procedimiento Civil; 1 y 71 de la Ley 
sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada  consta 
lo que sigue: a) que en fecha veintitrés del mes de agos-
to del año mil novecientos cincuenta y uno, compareció 
por ante el Cuartel de la Policía Nacional de la ciudad 
de Santiago, la señora Consuelo Rodríguez y dejó estable-
cida querella contra el nombrado Alfredo Haddad, médico, 
ambos del domicilio y residencia de la ciudad de Santia-
go, "por el hecho de éste no cumplir con sus obligaciones 
de padre de una hija que tienen procreada entre ambos 
de nombre Jacquelina, de 9 meses de edad, exigiendo la 
querellante la suma de RD$15.00 mensuales, para la ma-
nutención de dicha menor"; b) aue en fecha treintiuno 
del mes de agosto del expresado año, mil novecientos cin-
cuenta y uno, la querellante y el prevenido, previamente 
citados, comparecieron por ante el Juzgado de Paz de la 
Primera Circunscripción de la común de Santiago, para 
fines de conciliación, la que no se realizó en razón de que, 
mientras la primera solicitó una pensión mensual de quin-
ce pesos oro, para atender a las nececidades de la menor, 
el prevenido expresó que no asignaba la pensión solicitada 
en virtud de que no era el padre de la expresada menor, 
de todo lo cual se levantó el acta correspondiente; c) que 
remitido el expediente al Magistrado Procurador Fiscal de 
la Primera Cámara Penal del Juzgado de Primera Instan- 
cia del Distrito Judicial de Santiago, éste apoderó del asun- 
to, por la vía directa, a dicha Primera Cámara Penal, la 
que lo decidió por su sentencia dictada, en atribuciones co- 
rreccionales, en fecha veintinueve de enero del año en 
curso (1952), de la cual es el dispositivo siguiente: "FA-
LLA: PRIMERO: Que debe Declarar, como al efecto de-
clara, al prevenido Alfredo Haddad, cuyas generales cons-
tan, padre de la menor Jacquelin, procreada por la seño-
ra Consuelo Rodríguez; SEGUNDO: que debe Condenar,  

como al efecto Condena, a dicho inculpado a sufrir Dos 
Años de Prisión Correccional en la cárcel pública de es- 
ta ciudad, por el delito de incumplir sus obligaciones de 
Padre de la menor referida arriba, persistiendo en su ne- 
gativa después de haber sido legalmente requerido a sa-
tisfacerlas; TERCERO: que debe fijar, como al efecto fija, 
en la suma de Quince Pesos Oro (RD$15.00) mensuales, pa-
gaderos a partir del día de la querella, la pensión que de-
berá suministrar el padre en falta a la madre querellante 
para ayudar a subvenir las necesidades de la menor pro-
creada en común; CUARTO: aue debe ordenar, como al 
efecto ordena, la ejecución provisional de la presente sen-
tencia; QUINTO: que debe Dercargar, como al efecto des-
carga, a los testigos Luis Rodríguez, Pablo Martínez, Vite-
lio A. Bisonó (a) Blanco, Rafael Ureña, Alida López y Con-
cha Poliné, de generales conocidas, de la multa de Diez 
Pesos Oro (RD$10.00) cada uno, aue les fuera impuesta 
por este Juzgado en fecha 17 de octubre de 1951, por en-
tender justas las excusas presentadas al tribunal por su 
falta de comparecer; SEXTO: que debe condenar, como al 
efecto condena, al inculpado Alfredo Haddad, al pago de 
las costas procedimentales"; d) que Alfredo Haddad inter-
puso recurso de alzada contra el fallo dicho, y- la Corte 
de Apelación de Santiago conoció contradictoriamente de 
tal recurso en audiencia pública del diecisiete t marzo 
de mil novecientos cincuenta y dos, en la que lcs aboga-
dos del prevenido presentaron estas conclusiones: "1 9  que 
declaréis bueno y válido su recurso de apelacijn, por ha-
berlo interpuesto en tiempo hábil; 2 9  que obrando por 
propia autoridad revoquéis totalmente la sentencia del pri-
mer grado, que lo declaró padre de la menor Jacquelina, 
procreada por la Sra. Consuelo Rodríguez; lo condenó a 
dos años de prisión y le fijó RD$15.00 de pensión, que de-
be suministrar a dicha menor; y lo descarguéis de toda 
responsabilidad; 39  que declaréis las costas de oficio"; y 
el Ministerio Público concluyó oralmente, en su dicta- 
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men de este modo: "1 9  que se admita en la forma, el re-

curso de apelación; 2 9  que en cuanto al fondo, se confir-
me en todas sus partes la sentencia apelada, y se condene, 
además, al prevenido al pago de las costas de su recurso; 

Considerando que la Corte de Apelación de Santiago 
pronunció en audiencia pública, en fecha dieciocho de 
marzo de mil novecientos cincuenta y dos, la sentencia 
ahora impugnada, con el dispositivo que a continuación 
se copia: "FALLA: PRIMERO: Admite en la forma, el re-
curso de apelación; SEGUNDO: Confirma la sentencia dic-
tada por la Primera Cámara Penal del Juzgado de Primera 
Instancia del Distrito Judicial de Santiago, el veintinueve 
de enero del año en curso 11952), en sus ordinales Prime-
ro, Segundo Tercero, Cuarto y Sexto, los cuales dicen así: 
`PRIMERO: que debe declarar, como al efecto declara, al 
prevenido Alfredo Haddad, cuyas generales constan, padre 
de la menor Jacquelín, procreada por la señora Consuelo 
Rodríguez; SEGUNDO: Que debe condenar, como al efec-
to condena, a dicho inculpado a sufrir dos arios de prisión 
correccional en la cárcel pública de esta ciudad, por el de-
lito de incumplir sus obligaciones de padre de la menor 
referida arriba, persistiendo en su negativa después de ha-
ber sido legalmente requerido a satisfacerlas; TERCERO: 
Que debe fijar, como al efecto fija, en la suma de quince 
pesos oro (RDS15.00), mensuales, pagaderos a partir del 
día de la querella, la pensión que deberá suministrar el 
padre en falta a la madre querellante para ayudarla a 
subvenir las necesidades de la menor procreada en co-
mún; CUARTO: Que debe ordenar, como al efecto orde-
na, la ejecución provisional de la presente sentencia; SEX-
TO: Que debe condenar, como al efecto condena, al in-
culpado Alfredo Haddad, al pago de las costas procedimen-
tales'; TERCERO: Condena al apelante al pago de las costas 

de su recurso"; 
Considerando que el recurrente expuso, en la decla-

ración de su recurso, lo siguiente: "Que interpone dicho 

recurso por no estar conforme con la referida sentencia 
y por los motivos que aducirá en el memorial que depo-
sitará oportunamente"; y en memorial que luego remi-
tió su abogado y cuyas conclusiones fueron leídas en au-
diencia, se expresa que "el recurrente funda su recurso, 
además del alcance general que le adjudica, esto es, para 
comprender todo aspecto jurídico no determinado de mo-
do específico, en las siguientes violaciones: "Violación del 
artículo 189 del Código de Procedimiento Criminal combi-
nado con el artículo 11 de la Ley 2402 sobre asistencia 
obligatoria de los hijos menores de dieciocho años"; a lo 
cual agrega, después de varios razonamientos, que en el 
fallo se "revelan" estos vicios: a) la violación de los tex-
tos legales citados; b) además, la falta de base legal de 
la sentencia impugnada; c) la contradicción de motivos; 
d) la desnaturalización evidente de importantes hechos de 
la causa; e) la falta de motivos; 

Considerando, respecto de todas las violaciones de 
la ley indicadas, que son reunidas para su examen por 
la estrecha relación con que aparecen las alegaciones de 
las unas respecto de las de las otras, que el recurrente 
ataca en los siguientes puntos al fallo, para apoyar en 
ello sus alegatos: 1 9  en que a pesar de que el artículo 
11 de la Ley 2402 diga que "una posesión de estado bien 
noto.-ia; cualquier hecho incontestable, concluyente o ra-
zonable relativo a la paternidad que se investiga, que, podrá 
servir de prueba; y el tribunal correccional decidirá de-
finitivamente de acuerdo con los hechos", y no obstante 
lo dispuesto en el artículo 189 del Código de Procedi-
miento Criminal, la Corte de Santiago ha admitido como 
única prueba contra el prevenido la declaración de la que-
rellante, calificándola de idónea; 2 9  en que a tal idoneidad 
se opone la circunstancia, consignada en el fallo atacado, 
de que la repetida querellante afirma que el recurrente 
es el padre de la menor Jacquelina, hija de aquélla, y 
por otra parte admite que cuando dicha niña nació, la hi- 

j. 
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men de este modo: "1 9  que se admita en la forma, el re-

curso de apelación; 2 9  que en cuanto al fondo, se confir-
me en todas sus partes la sentencia apelada, y se condene 
además, al prevenido al pago de las costas de su recurso; 

Considerando que la Corte de Apelación de Santiago 
pronunció en audiencia pública, en fecha dieciocho de 
marzo de mil novecientos cincuenta y dos, la sentencia 
ahora impugnada, con el dispositivo que a continuación 
se copia: "FALLA: PRIMERO: Admite en la forma, el re-
curso de apelación; SEGUNDO: Confirma la sentencia dic-
tada por la Primera Cámara Penal del Juzgado de Primera 
Instancia del Distrito Judicial de Santiago, el veintinueve 
de enero del año en curso 11952), en sus ordinales Prime-
ro, Segundo Tercero, Cuarto y Sexto, los cuales dicen así: 
`PRIMERO: que debe declarar, como al efecto declara, al 
prevenido Alfredo Haddad, cuyas generales constan, padre 
de la menor Jacquelín, procreada por la señora Consuelo 
Rodríguez; SEGUNDO: Que debe condenar, como al efec-
to condena, a dicho inculpado a sufrir dos arios de prisión 
correccional en la cárcel pública de esta ciudad, por el de-
lito de incumplir sus obligaciones de padre de la menor 
referida arriba, persistiendo en su negativa después de ha-
ber sido legalmente requerido a satisfacerlas; TERCERO: 
Que debe fijar, como al efecto fija, en la suma de quince 
pesos oro (RD$15.00), mensuales, pagaderos a partir del 
día de la querella, la pensión que deberá suministrar el 
padre en falta a la madre querellante para ayudarla a 
subvenir las necesidades de la menor procreada en co-
mún; CUARTO: Que debe ordenar, como al efecto orde-
na, la ejecución provisional de la presente sentencia; SEX-
TO: Que debe condenar, como al efecto condena, al in-
culpado Alfredo Haddad, al pago de las costas procedimen-
tales'; TERCERO: Condena al apelante al pago de las costas 

de su recurso"; 
Considerando que el recurrente expuso, en la decla-

ración de su recurso, lo siguiente: "Que interpone dicho  

recurso por no estar conforme con la referida sentencia 
y por los motivos que aducirá en el memorial que depo-
sitará oportunamente"; y en memorial que luego remi-
tió su abogado y cuyas conclusiones fueron leídas en au-
diencia, se expresa que "el recurrente funda su recurso, 
además del alcance general que le adjudica, esto es, para 
comprender todo aspecto jurídico no determinado de mo-
do específico, en las siguientes violaciones: "Violación del 
artículo 189 del Código de Procedimiento Criminal combi-
nado con el artículo 11 de la Ley 2402 sobre asistencia 
obligatoria de los hijos menores de dieciocho años"; a lo 
cual agrega, después de varios razonamientos, que en el 
fallo se "revelan" estos vicios: a) la violación de los tex-
tos legales citados; b) además, la falta de base legal de 
la sentencia impugnada; cl la contradicción de motivos; 
d) la desnaturalización evidente de importantes hechos de 
la causa; e) la falta de motivos; 

Considerando, respecto de todas las violaciones de 
la ley indicadas, que son reunidas para su examen por 
la estrecha relación con que aparecen las alegaciones de 
las unas respecto de las de las otras, que el recurrente 
ataca en los siguientes puntos al fallo, para apoyar en 
ello sus alegatos: 1 9  en que a pesar de que el artículo 
11 de la Ley 2402 diga que "una posesión de estado bien 
nota-ia; cualquier hecho incontestable, concluyente o ra-
zonable relativo a la paternidad que se investiga, que, podrá 
servir de prueba; y el tribunal correccional decidirá de-
finitivamente de acuerdo con los hechos", y no obstante 
lo dispuesto en el artículo 189 del Código de Procedi-
miento Criminal, la Corte de Santiago ha admitido como 
única prueba contra el prevenido la declaración de la que-
rellante, calificándola de idónea; 2 9  en que a tal idoneidad 
se opone la circunstancia, consignada en el fallo atacado, 
de que la repetida querellante afirma que el recurrente 
es el padre de la menor Jacquelina, hija de aquélla, y 
por otra parte admite que cuando dicha niña nació, la hi- 
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zo declarar como hija de Luis Rodríguez; 3? en aue las  
dos declaraciones de la querellante que quedan Mencio-
nadas son contradictorias entre sí, y esto impide que ellas 
puedan ser consideradas como razonables, y concluyen-
tes, para conformarse con lo dispuesto en el artículo 11 
de la Ley No. 2402; 4 9  en que la declaración dada cuando 
ocurrió el nacimiento de la niña Jacquelina, de que ésta 
era hija de Luis Rodríguez, dió a dicha niña una pose-
sión de estado que la Corte a qua ha querido destruir des-
naturalizando los hechos; haciendo contradictorios, y por 
ello inexistentes, los motivos de su fallo y dejando a éste 
sin base legal; 

Considerando que los jueces del fondo gozan de un 
poder soberano para ponderar el valor de los elementos 
de prueba sometidos al debate y para establecer, median-
te tal ponderación, los hechos de la causa; Que a tales 
poderes no ponen limitación alguna los cánones legales 
citados por el recurrente, pues la condición de razonables 
y concluyentes deben tenerla, en toda materia, los hechos 
que se tomen como base para una decisión, y son los jue-
ces los llamados a verificar si en tales hechos existen esos 
requisitos; que la sentencia impugnada presenta explica-
ciones suficientes sobre la circunstancia de que la quere-
llante, no obstante serlo contra el Dr. Haddad hubiese 
hecho declarar primeramente a su hija como el fruto de 
sus relaciones con Luis Rodríguez, por sugestión del verda-
dero padre Dr. Alfredo Haddad, a quien hacía daño el 
confesar su paternidad por prestar querellante y preveni-
do sus servicios en un mismo Hospital, el José María Ca-
bral y Báez en la verdadera época de la concepción; que 
las mencionadas explicaciones excluyen la posibilidad de 
que haya la contradicción de motivos alegada por el recu -

rrente; que comparadas las declaraciones de la querellan -

te en primera instancia con las que dió en apelación, se 
comprueba que no existen diferencias esenciales entre las 
unas y las otras, que las hicieran contradictorias; que si 

bien el artículo 11 de la Ley No. 2402 expres ,,  oue "una 
posesión de estado bien notoria" puede servir 'para esta-
blecer la paternidad de un niño, esto no ouiere decir 
que ello no pueda ser destruido por "cuz:(;uier hecho 
incontestable, concluyente.o razonable" aludido en el mis-
mo canon legal; que ni la contradicción de m)tivos, ni 
la falta de éstos, ni la desnaturalización de hezlics de la 
-causa porque no fueran mencionados expresamente tes-

-timonios que no había necesidad de citar, una vez ponde-
rados por los jueces, ni la f;3.9 ce 1-:ase legal ni los de-
más vicios alegados expresamente por cl recurrente, exis-
ten en el fallo impugnado, de acuerdo con el examen que 

, de dicho fallo ha realizado la Suprema Corte de Justicia; 

Considerando que en la sentencia de que se trata, no 
sólo no se encuentran las violaciones de la ley aducidas de 
modo determinado y expreso, sino tampoco se revelan 
otras, de forma o de fondo, aue pudieran conducir a la 
casación que se pretende, y tal fallo está ajustado por com-
pleto a las disposiciones legales que fueron aplicadas; 

Por tales motivos, PRIMERO: Rechaza el recurso de 
casación interpuesto por el Dr. Alfredo Haddad, contra 
.Qentencia de la Corte de Apelación de Santiago, de fecha 
dieciocho de marzo de mil novecientos cincuenta y dos, 
cuyo dispositivo se encuentra copiado en otro lugar del 
presente fallo, y condena a dicho recurrente al pago de 
las costas. 

(Firmados): H. Herrera Billini.— JI Tomás Mejía.— 
Fco. Elpidio Beras.— Raf. Castro Rivera.— Juan A. Mo-
rel.— G. A. Díaz.— A. Alvarez Aybar.— Damián Báez 
B.— Néstor Contín Aybar.— Ernesto Curiel hijo, Secreta-
rio General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
Señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
firmada leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico. (Fdo.): Ernesto Curiel hijo. 
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zo declarar como hija de Luis Rodríguez; 3 9  en aue las 
dos declaraciones de la querellante que quedan r-nencio-
nadas son contradictorias entre sí, y esto impide que ellas 
puedan ser consideradas como razonables, y concluyen.. 
tes, para conformarse con lo dispuesto en el artículo 11 
de la Ley No. 2402; 49  en que la declaración dada cuando 
ocurrió el nacimiento de la niña Jacquelina, de que ésta 
era hija de Luis Rodríguez, dió a dicha niña una pose-
sión de estado que la Corte a qua ha querido destruir des-
naturalizando los hechos; haciendo contradictorios, y por 
ello inexistentes, los motivos de su fallo y dejando a éste 
sin base legal; 

Considerando que los jueces del fondo gozan de un 
poder soberano para ponderar el valor de los elementos 
de prueba sometidos al debate y para establecer, median-
te tal ponderación, los hechos de la causa; aue a tales 
poderes no ponen limitación alguna los cánones legales 
citados por el recurrente, pues la condición de razonables 
y concluyentes deben tenerla, en toda materia, los hechos 
que se tomen como base para una decisión, y son los jue-
ces los llamados a verificar si en tales hechos existen esos 
requisitos; que la sentencia impugnada presenta explica-
ciones suficientes sobre la circunstancia de que la quere-
llante, no obstante serlo contra el Dr. Haddad hubiese 
hecho declarar primeramente a su hija como el fruto de 
sus relaciones con Luis Rodríguez, por sugestión del verda-
dero padre Dr. Alfredo Haddad, a quien hacía daño el 
confesar su paternidad por prestar querellante y preveni-
do sus servicios en un mismo Hospital, el José María Ca-
bral y Báez en la verdadera época de la concepción; que 
las mencionadas explicaciones excluyen la posibilidad de 
que haya la contradicción de motivos alegada por el recu -

rrente; que comparadas las declaraciones de la querellan -

te en primera instancia con las que dió en apelación, se 
comprueba que no existen diferencias esenciales entre las 
unas y las otras, que las hicieran contradictorias; que si  

bien el artículo 11 de la Ley No. - 2402 expresa oue. "una 
posesión de estado bien notoria" puede servir 'ara esta- 
blecer la paternidad de un niño, esto no ouiere decir 
que ello no pueda ser destruido por "cuz.:quier hecho 
incontestable, concluyente ,o razonable" aludido en el mis-- 
mo canon legal; que ni la contradicción de naptivos, ni 
la falta de éstos, ni la desnaturalización de hechos de la 
causa porque no fueran mencionados expresamente tes-

-timonios que no había necesidad de citar, una vez ponde-
rados per los jueces, ni la fa.'.ie c e base legal ni los de-
más vicios alegados expresamente por cl recurrente, exis-
ten en el fallo impugnado, de acuerdo con el examen que 
.de dicho fallo ha realizado la Suprema Corte de Justicia; 

Considerando que en la sentencia de que se trata, no 
sólo no se encuentran las violaciones de la ley aducidas de 
modo determinado y expreso, sino tampoco se revelan 
otras, de forma o de fondo, que pudieran conducir a la 
casación que se pretende, y tal fallo está ajustado por com-
pleto a las disposiciones legales que fueron aplicadas; 

Por tales motivos, PRIMERO: Rechaza el recurso de 
casación interpuesto por el Dr. Alfredo Haddad, contra 
.Qentencia de la Corte de Apelación de Santiago, de fecha 
dieciocho de marzo de mil novecientos cincuenta y dos, 
cuyo dispositivo se encuentra copiado en otro lugar del 
presente fallo, y condena a dicho recurrente al pago de 
las costas. 

(Firmados): H. Herrera Billini.— JI Tomás Mejía.—
Feo. Elpidio Beras.— Raf. Castro Rivera.— Juan A. Mo-
rel.— G. A. Díaz.— A. Alvarez Aybar.— Damián Báez 
B.--- Néstor Contín Aybar.— Ernesto Curiel hijo, Secreta-
rio General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
Señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
firmada leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico. (Fdo.): Ernesto Curiel hijo. 
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SENTENCIA DE FECHA 27 DE JUNIO DE 1952. 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Ciudad Trujillo,._ 

de fecha 28 de febrero de 1952. 

Materia: Penal. 

Recurrente: Carlos Báez y Natalio Rodríguez. parte Civil cons-- 
tituída. Abogado: Dr. Pedro L. Fanduiz Guzmán. 

Interviniente: Dominican Motor.> Co., C. por A. Abogado: Dr. 

César A. Ramos F. 

Dios, Patria y Libertad. 

República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente, Juan Tomás Mejía, Primer 
Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Gustavo A. Díaz, 
Ambrosio Alvarez Aybar, Damián Báez B. y Néstor Con-

o-In Aybar, asistidos del Secretario General, en la Sala 
conde celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Distrito 
de Santo Domingo, hoy día veintisiete de junio de mil 

novecientos cincuenta y dos, años 109 9  de la Independen-

cia, 899  de la Restauración y 23 9  de la Era de Trujillo, 

dicta en audiencia pública, como corte de casación, la si-

guiente sentencia: 
Sobre los recursos de casación interpuestos por Carlos 

Báez, dominicano, mayor de edad, casado, chófer, domici-
liado y residente en Ciudad Trujillo, portador de la cédu-
la personal de identidad número 72, serie 24 (cuyo sello 
de renovación no consta) y Natalio Rodríguez, dominica-
no, mayor de edad, casado, agricultor, domiciliado y re-
sidente en Jarabacoa y con domicilio de elección en la ca-
sa número 6, de la calle "Mercedes", de Ciudad Trujillo,-  

portador de la cédula personal de identidad número 2241, 
serie 50, renovada para el presente año con sello número 
1345560, contra sentencia correccional de la Corte de Ape-
lación de Ciudad Trujillo, de fecha veintiocho de febre-
ro de mil novecientos cincuenta y dos, cuyo dispositivo se 
copia más adelante; 

Oído el Magistrado Juez Relator; 
Oído el Dr. Pedro L. Fanduiz Guzmán, portador de la 

cédula personal de identidad No. 19672, serie 56, sello de 
renovación para el presente año, No. 1676, abogado del 
recurrente Natalio Rodríguez, parte civil constituida, en 
la lectura de sus conclusiones; 

Oído el Dr. César A. Ramos F., portador de la cédula 
personal de identidad No. 22842, serie 47, sello de reno-
vación para el presente año, No. 7364, abogado de la Do-
minican Motors Co., C. por A., parte interviniente, en la 
lectura de sus conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Vistas las actas de los recursos, levantadas en la Se-
cretaría de la Corte a qua, en fechas seis y doce de marzo 
del mil novecientos cincuenta y dos; 

Visto el memorial de casación suscrito por el Dr. Pe-
dro L. Fanduiz Guzmán, en fecha veintitrés de mayo del 
mil novecientos cincuenta y dos; 

Visto el memorial de intervención suscrito por el Dr. 
César A. Ramos F. en fecha veintitrés de mayo de mil 
novecientos cincuenta y dos; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
liberado, y vistos los artículos 3 9, letra d) párrafos 2 9, 
39  y 49  de la Ley No. 2022, de 1949; 1384 del Código Civil 
y 19, 28, 61, 66 y 71 de la Ley sobre Procedimiento de 
Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada consta 
lo siguiente: a) que en fecha tres del mes de mayo de mil 
novecientos cincuenta y uno, el Oficial Comandante de la 
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SENTENCIA DE FECHA 27 DE JUNIO DE 1952. 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Ciudad Trujillo, 

de fecha 28 de febrero de 1952. 

Materia: Penal. 

Recurrente: Carlos Báez y Natalio Rodríguez. parte Civil cons-- 
tituída. Abogado: Dr. Pedro L. Fanduiz Guzmán. 

Interviniente: Dominican Motors Co., C. por A. Abogado: Dr. 

César A. Ramos F. 

Dios, Patria y Libertad. 

República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente, Juan Tomás Mejía, Primer 
Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Gustavo A. Díaz, 
Ambrosio Alvarez Aybar, Damián Báez B. y Néstor Con- 

Aybar, asistidos del Secretario General, en la Sala 
conde celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Distrito 
de Santo Domingo, hoy día veintisiete de junio de mil 
novecientos cincuenta y dos, años 109 9  de la Independen-

cia, 899  de la Restauración y 23 9  de la Era de Trujillo, 
dicta en audiencia pública, como corte de casación, la si-

guiente sentencia: 
Sobre los recursos de casación interpuestos por Carlos 

Báez, dominicano, mayor de edad, casado, chófer, domici-
liado y residente en Ciudad Trujillo, portador de la cédu-
la personal de identidad número 72, serie 24 (cuyo sello 
de renovación no consta) y Natalio Rodríguez, dominica-
no, mayor de edad, casado, agricultor, domiciliado y re-
sidente en Jarabacoa y con domicilio de elección en la ca-
sa número 6, de la calle "Mercedes", de Ciudad Trujillo,_ 
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portador de la cédula personal de identidad número 2241, 
serie 50, renovada para el presente año con sello número 
1345560, contra sentencia correccional de la Corte de Ape-
lación de Ciudad Trujillo, de fecha veintiocho de febre-
ro de mil novecientos cincuenta y dos, cuyo dispositivo se 
copia más adelante; 

Oído el Magistrado Juez Relator; 
Oído el Dr. Pedro L. Fanduiz Guzmán, portador de la 

cédula personal de identidad No. 19672, serie 56, sello de 
renovación para el presente año, No. 1676, abogado del 
recurrente Natalio Rodríguez, parte civil constituida, en 
la lectura de sus conclusiones; 

Oído el Dr. César A. Ramos F., portador de la cédula 
personal de identidad No. 22842, serie 47, sello de reno-
vación para el presente año, No. 7364, abogado de la Do-
minican Motors Co., C. por A., parte interviniente, en la 
lectura de sus conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Vistas las actas de los recursos, levantadas en la Se-
cretaría de la Corte a qua, en fechas seis y doce de marzo 
del mil novecientos cincuenta y dos; 

Visto el memorial de casación suscrito por el Dr. Pe-
dro L. Fanduiz Guzmán, en fecha veintitrés de mayo del 
mil novecientos cincuenta y dos; 

Visto el memorial de intervención suscrito por el Dr. 
César A. Ramos F. en fecha veintitrés de mayo de mil 
novecientos cincuenta y dos; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
liberado, y vistos los artículos 3 9, letra d) párrafos 2 9, 
39  y 49  de la Ley No. 2022, de 1949; 1384 del Código Civil 
y 19, 28, 61, 66 y 71 de la Ley sobre Procedimiento de 
Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada consta 
lo siguiente: a) que en fecha tres del mes de mayo de mil 
novecientos cincuenta y uno, el Oficial Comandante de la 
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Compañía de Tránsito de la Policía Nacional, Capitán 
Francisco de Olmos, sometió a la acción de la justicia, al 
nombrado Carlos Báez, por el hecho de éste haberle prp-
ducido golpes y heridas con el manejo del camión placa 
No. 9696 a Natalio Rodríguez; b) que en el expediente 
obra un certificado médico legal, expedido en fecha diez 
del mes de mayo del año mil novecientos cincuenta v uno, 
por el Médico Legista y de la Cárcel Pública de-1 Dis-
trito Judicial de Santo Domingo, en el cual consta que Na-
talio Rodríguez presenta: "Fractura del fémur derecho. 
Contusiones y rasguños diversos. Curará después de veinte 
días, salvo complicación. Estará imposibilitado de dedicar-
se a sus trabajos habituales durante igual tiempo al de 
curación"; c) que la Segunda Cámara Penal del Juzgado 
de Primera Instancia del Distrito Judicial de Santo Do-
mingo, después de conocer regularmente del caso, dictó 
en fecha once de diciembre de mil novecientos cincuenta 
y uno, una sentencia cuyo dispositivo es el siguiente: "FA-
LLA: PRIMERO: Que debe Declarar, como al efecto Decla-
ra, que el nombrado Carlos Báez, de generales expresadas, 
no es autor del delito de violación a la Ley No. 2022 (gol-
pes y heridas involuntarios), en perjuicio de Natalio Ro-
dríguez, por haberse establecido en el plenario que no 
existe falta alguna imputable a dicho prevenido, sino la 
falta exclusiva de la propia víctima; y como tal, lo des-
carga del mencionado hecho, declarando las costas pena-
les de oficio; SEGUNDO: Que debe declarar, y al efecto 
declara, regular y válida, en cuanto a la forma, la cons-
titución en parte civil del señor Natalio Rodríguez, con-
tra el prevenido Carlos Báez y contra la Compañía Domi-
nican Motors, C. por A., puesta en causa como persona 
civilmente responsable del hecho puesto a cargo del nom-
brado Carlos Báez; TERCERO: Que debe rechazar, como 
rechaza, las conclusior?.s formuladas por el Dr. Pedro L. 
Fanduiz, abogado de la parte civil constituída, por im-
procedentes y mal fundadas; CUARTO: Que debe conde- 

nar, y condena, al nombrado Natalio Rodríguez, parte civil 
constituida que sucumbe, al pago de las costas civiles"; 
d) que disconforme con la antes mencionada sentencia, en 
fecha once de diciembre del mil novecientos cincuenta y 
uno y tres de enero del mil novecientos cincuenta y dos, 
interpusieron recursos de apelación contra la mima, la 
parte civil y el Magistrado Procurador General de la Cor-
te de Apelación de Ciudad Trujillo, según actas levanta-
das en la Secretaría del indicado Tribuna], cuyas copias 
certificadas obran en el expediente; 

Considerando que la sentencia ahora impugnada con-
tiene el siguiente dispositivo "FALLA: PRIMERO: Decla-
ra regulares y válidos, en cuanto a la forma, los presen-
tes recursos de apelación; SEGUNDO: Revoca el ordinal 
primero del dispositivo de la sentencia apelada, dictada 
por la Segunda Cámara Penal del Juzgado de Primera 
Instancia del Distrito Judicial de Santo Domingo, en fecha 
once del mes de diciembre del año mil novecientos cincuen-
ta y uno, mediante el cual fué descargado el inculpado 
Carlos Báez, del delito de Violación a la Ley No. 2022 
(golpes y heridas involuntarias), en perjuicio de Natalio 
Rodríguez, y, obrando por propia autoridad, condena al re-
ferido inculpado, a sufrir la pena de cuatro meses y me-
dio de prisión correccional y al pago de una multa de 
cien pesos oro (RD$100.00), compensable en caso de insol-
vencia, a razón de un día por cada peso dejado de pagar, 
por el delito de golpes involuntarios que dejaron lesión per-
manente al señor Natalio Rodríguez, producidos con el 
manejo de un vehículo de motor, teniendo en cuenta la 
falta imputable a la víctima; TERCERO: Ordena la can-
celación de la licencia para el manejo de vehículo de mo-
tor del señor Carlos Báez, por un año, a partir de la fe-
cha de la extinción de la pena impuesta; CUARTO: Re-
chaza las conclusiones formuladas por la parte civil cons-
tituida, señor Natalio Rodríguez, por improcedentes y mal 
fundadas, ya que no ha quedado establecido en los ele- 
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Compañía de Tránsito de la Policía Nacional, Capitán 
Francisco de Olmos, sometió a la acción de la justicia, al 
nombrado Carlos Báez, por el hecho de éste haberle prp-
ducido golpes y heridas con el manejo del camión placa 
No. 9696 a Natalio Rodríguez; b) que en el expediente 
obra un certificado médico legal, expedido en fecha diez 
del mes de mayo del año mil novecientos cincuenta v uno, 
por el Médico Legista y de la Cárcel Pública del Dis-
trito Judicial de Santo Domingo, en el cual consta que Na-
talio Rodríguez presenta: "Fractura del fémur derecho. 
Contusiones y rasguños diversos. Curará después de veinte 
días, salvo complicación. Estará imposibilitado de dedicar-
se a sus trabajos habituales durante igual tiempo al de 
curación"; c) que la Segunda Cámara Penal del Juzgado 
de Primera Instancia del Distrito Judicial de Santo Do-
mingo, después de conocer regularmente del caso, dictó 
en fecha once de diciembre de mil novecientos cincuenta 
y uno, una sentencia cuyo dispositivo es el siguiente: "FA-
LLA: PRIMERO: Que debe Declarar, como al efecto Decla-
ra, que el nombrado Carlos Báez, de generales expresadas, 
no es autor del delito de violación a la Ley No. 2022 (gol-
pes y heridas involuntarios), en perjuicio de Natalio Ro-
dríguez, por haberse establecido en el plenario que no 
existe falta alguna imputable a dicho prevenido, sino la 
falta exclusiva de la propia víctima; y corno tal, lo des-
carga del mencionado hecho, declarando las costas pena-
les de oficio; SEGUNDO: Que debe declarar, y al efecto 
declara, regular y válida, en cuanto a la forma, la cons-
titución en parte civil del señor Natalio Rodríguez, con -

tra el prevenido Carlos Báez y contra la Compañía Domi-
nican Motors, C. por A., puesta en causa como persona 
civilmente responsable del hecho puesto a cargo del nom-
brado Carlos Báez; TERCERO: Que debe rechazar, como 
rechaza, las conclusior es formuladas por el Dr. Pedro L. 
Fanduiz, abogado de la parte civil constituída, por im-
procedentes y mal fundadas CUARTO: Que debe conde- 

nar, y condena, al nombrado Natalio Rodríguez, parte civil 
constituída que sucumbe, al pago de las costas civiles"; 
d) que disconforme con la antes mencionada sentencia, en 
fecha once de diciembre del mil novecientos cincuenta y 
uno y tres de enero del mil novecientos cincuenta y dos, 
interpusieron recursos de apelación contra la misma, la 
parte civil y el Magistrado Procurador General de la Cor-
te de Apelación de Ciudad Trujillo, según actas levanta-
das en la Secretaría del indicado Tribunal, cuyas copias 
certificadas obran en el expediente; 

Considerando que la sentencia ahora impugnada con, 
tiene el siguiente dispositivo "FALLA: PRIMERO: Decla-
ra regulares y válidos, en cuanto a la forma, les presen-
tes recursos de apelación; SEGUNDO: Revoca el ordinal 
primero del dispositivo de la sentencia apelada, dictada 
por la Segunda Cámara Penal del Juzgado de Primera 
Instancia del Distrito Judicial de Santo Domingo, en fecha 
once del mes de diciembre del año mil novecientos cincuen-
ta y uno, mediante el cual fué descargado el inculpado 
Carlos Báez, del delito de Violación a la Ley No. 2022 
(golpes y heridas involuntarias), en perjuicio de Natalio 
Rodríguez, y, obrando por propia autoridad, condena al re-
ferido inculpado, a sufrir la pena de cuatro meses y me-
dio de prisión correccional y al pago de una multa de 
cien pesos oro (RD$100.00), compensable en caso de insol-
vencia, a razón de un día por cada peso dejado de pagar, 
por el delito de golpes involuntarios nue dejaron lesión per-
manente al señor Natalio Rodríguez, producidos con el 
manejo de un vehículo de motor, teniendo en cuenta la 
falta imputable a la víctima; TERCERO: Ordena la can-
celación de la licencia para el manejo de vehículo de mo-
tor del señor Carlos Báez, por un año, a partir de la fe-
cha de la extinción de la pena impuesta; CUARTO: Re-
chaza las conclusiones formuladas por la parte civil cons-
tituida, señor Natalio Rodríguez, por improcedentes y mal 
fundadas, ya que no ha quedado establecido en los ele- 
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mentos del presente proceso, la relación de empleado a co-
mitente entre el inculpado Carlos Báez y la Dominican 
Motors, Co., C. por A.; QUINTO: Condena al inculpado 
Carlos Báez al pago de las costas penales; y SEXTO: 
Condena así mismo a la parte civil constituida, señor Na-

talio Rodríguez, al pago de las costas"; 

Considerando, en cuanto al recurso interpuesto por 
el procesado Carlos Báez, que éste, al intentarlo declaró 
que lo hacía "contra la antes mencionada sentencia por no 
estar conforme con ella, por los motives que serán expues-
tos en su memorial correspondiente que oportunamente - 
será presentado ante la Honorable Suprema Corte de Jus-
ticia"; que, al no haber depositado ningún memorial y, 
en consecuencia, no haber expuesto ningún medio deter-
minado en apoyo de su recurso, procede examinar la sen-
tencia impugnada en todo cuanto concierna a su interés; 

Considerando, que la sentencia impugnada estable-
ce los siguientes hechos, como consecuencia de los medios 
de prueba regularmente aportados al rroceso y de la pon-
deración que de los mismos hizo la Corte a qua: a) que el 
agraviado Natalio Rodríguez estaba trabajando en la cons-
trucción de un pozo y en el momento del accidente estaba 
situado en el centro de la calle con un hilo tomando me-
didas; b) que el camión conducido Dor el prevenido Carlos 
Báez, venía de la fábrica de cemento y marchaba por el 
sitio donde se encontraba el agraviado Natalio Rodríguez; 

e) que la parte de la calle donde ocurrió el hecho es recta 
y permite a cualquier chófer ver los objetos que se en-
cuentren en la ruta; d) que el Prevenido Carlos Báez no 
tocó bocina en las inmediaciones del lugar del accidente; 

f) que la parte de la calle donde ocurrió el hecho permite 
el paso fácil de dos vehículos; g) que el lugar donde esta-
ba situada la víctima permitía al vehículo pasar de ma-
nera franca por la parte izquierda de la calle; y h) que el 
agraviado, al recibir el impacto del camión, cayó sobre el 
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pavimento de la calle, un poco hacia la derecha con rela-
zion a la ruta que seguía el delincuente; 

Considerando que en tales hechos y circunstancias 
así establecidos y comprobados soberanamente por la Cor-
te a qua se encuentran los elementos legales de la infrac-
ción penal puesta a cargo del recurrente Carlos Báez; que 
las penas de cuatro meses y medio de prisión coreccional 
y de multa de cien pesos oro (RD$100.00), compensable en 
caso de insolvencia, a razón de un día de prisión por cada 
peso dejado de pagar, impuéstales, teniendo en cuenta que 
el agraviado Natalio Rodríguez también cometió una fal-
ta; pero no exclusiva de la responsabilidad penal del 
.autor, y las penas accesorios de cancelación de la licencia 
para manejo de vehículo de motor por un año, a partir 
de la fecha de extinción de la nena impuesta, lo fueren 
dentro de los límites fijados para el caso por la Ley apli-
cada; y, que, en cuanto concierne al interés del recurren-
te, el examen de la decisión impugnada no revela la exis-
tencia de vicios de cualquiera índole, que pudiesen pro-
-clucir su anulación; 

Considerando, en cuanto al recurso de la parte civil, 
que al interponer su recurso la parte civil constituida, Na-
talio Rodríguez, contra la sentencia impugnada, declaró 
que lo hacía por no estar conforme con ella "por los mo-
tivos que serán expuestos en el memorial aue será depo-
sitado oportunamente en la Secretaría de la Suprema Cor-
te de Justicia, en lo que concierne a los Ordinales Cuarto 
y Sexto de dicha sentencia" y aue en el memorial que 
efectivamente depositó expresa que fundamenta su re-
curso en la violación del artículo 1384 del Código Civil, 
por haber desconocido dicha sentencia "la relación de pre-
posé a comitente", que existe en la especie "entre la Com-
pañía Dominican Motors Company, C. por A. y el señor 
Carlos Báez, ya que éste en el momento de ocurrir el ac-
-eidente.... conducía el camión placa N° 9696, propiedad de 
la Dominican Motors Co., C. por A., sobre el cual tenía 



1180 
	 BOLETÍN JUDICIAL 

mentos del presente proceso, la relación de empleado a co-
mitente entre el inculpado Carlos Báez y la Dominican 
Motors, Co., C. por A.; QUINTO: Condena al inculpado 
Carlos Báez al pago de las costas penales; y SEXTO: 
Condena así mismo a la parte civil constituida, señor Na-

talio Rodríguez, al pago de las costas"; 

Considerando, en cuanto al recurso interpuesto por 
el procesado Carlos Báez, que éste, al intentarlo declaró 
que lo hacía "contra la antes mencionada sentencia por no 
estar conforme con ella, por los motives que serán expues-
tos en su memorial correspondiente que oportunamente 
será presentado ante la Honorable Suprema Corte de Jus-
ticia"; que, al no haber depositado ningún memorial y, 
en consecuencia, no haber expuesto ningún medio deter-
minado en apoyo de su recurso, procede examinar la sen-
tencia impugnada en todo cuanto concierna a su interés; 

Considerando, que la sentencia impugnada estable-
ce los siguientes hechos, como consecuencia de los medios 
de prueba regularmente aportados al rroceso y de la pon-
deración que de los mismos hizo la Corte a qua: a) aue el 
agraviado Natalio Rodríguez estaba trabajando en la cons-
trucción de un pozo y en el momento del accidente estaba 
situado en el centro de la calle con un hilo tomando me-
didas; b) que el camión conducido Dor el prevenido Carlos 
Báez, venía de la fábrica de cemento y marchaba por el 
sitio donde se encontraba el agraviado Natalio Rodríguez; 
c) que la parte de la calle donde ocurrió el hecho es recta 
y permite a cualquier chófer ver los objetos que se en-
cuentren en la ruta; d) que el prevenido Carlos Báez no 
tocó bocina en las inmediaciones del lugar del accidente; 
f) que la parte de la calle donde ocurrió el hecho permite 
el paso fácil de dos vehículos; g) que el lugar donde esta-
ba situada la víctima permitía al vehículo pasar de ma-
nera franca por la parte izquierda de la calle; y h) que el 
agraviado, al recibir el impacto del camión, cayó sobre el 
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pavimento de la calle, un poco hacia la derecha con rela-
cion a la ruta que seguía el delincuente; 

Considerando que en tales hechos y circunstancias 
así establecidos y comprobados soberanamente por la Cor-
te a qua se encuentran los elementos legales de la infrac-

,ción penal puesta a cargo del recurrente Carlos Báez; que 
las penas de cuatro meses y medio de prisión coreccional 
y de multa de cien pesos oro (RD$100.00), compensable en 
caso de insolvencia, a razón de un día de prisión por cada 
peso dejado de pagar, impuéstales, teniendo en cuenta que 
el agraviado Natalio Rodríguez también cometió una fal-
ta; pero no exclusiva de la responsabilidad penal del 
.autor, y las penas accesorios de cancelación de la licencia 
para manejo de vehículo de motor por un año, a partir 
de la fecha de extinción de la pena impuesta, lo fueron 
dentro de los límites fijados para el caso por la Ley apli-
cada; y, que, en cuanto concierne al interés del recurren-
te, el examen de la decisión impugnada no revela la exis-
tencia de vicios de cualquiera índole, que pudiesen pro-
ducir su anulación; 

Considerando, en cuanto al recurso de la parte civil, 
que al interponer su recurso la parte civil constituida, Na-
talio Rodríguez, contra la sentencia impugnada, declaró 
que lo hacía por no estar conforme con ella "por los mo-
tivos que serán expuestos en el memorial aue será depo-
sitado oportunamente en la Secretaría de la Suprema Cor-
te de Justicia, en lo que concierne a los Ordinales Cuarto 
y Sexto de dicha sentencia" y aue en el memorial que 
efectivamente depositó expresa que fundamenta su re-
curso en la violación del artículo 1384 del Código Civil, 
por haber desconocido dicha sentencia "la relación de pre-

-posé a comitente", que existe en la especie "entre la Com-
pañía Dominican Motors Company, C. por A. y el señor 
'Carlos Báez, ya que éste en el momento de ocurrir el ac-
-cidente.... conducía el camión placa N 9  9696, propiedad de 
la Dominican Motors Co., C. por A., sobre el cual tenía 
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la repetida entidad comercial, el deber de guarda, y habi-
da cuenta, que la falta cometida por el señor Carlos Báez, 
se une directamente a la conducción del vehículo"; pero ,  

Considerando que si bien es cierto que, a los térmi-
nos del artículo 1384 del Código Civil, los amos y comi-
tentes son responsables del daño causado nor sus criados 
y apoderados en las funciones en que estén empleados, no , 

 es menos verdadero que la existencia de la relación de 
comitente a apoderado debe ser establecida nor anuel que , 

 la alega, sin que baste, como pretende la parte civil en 
la especie, que se haya comprobado que la persona indi-

cada como civilmente responsable, fuera propietaria del 
vehículo manejado por el autor del hecho, en el momento. 
de ocurrir el accidente; que al haber establecido la Corte 
a qua, en la sentencia impugnada, que "resulta evidente, 
por los documentos del proceso, así como nor los hechos 
de la causa, que no se ha comprobado que entre la Domi-
nican Motors, C. por A., y el acusado Carlea Báez, existan 
relaciones de comitente a emplear:.:' y, consecuentemen 
te, haber rechazado las conclusiones formuladas nor la 
parte civil constituida, no ha violado con ello el artículo 
1384 del Código Civil, por lo cual el único medio de ca-
sación invocado por la parte civil recurrente, carece de 

fundamento. 

Por tales motivos, PRIME ;.0: Admite como Darte in-
terviniente a la Dominican Motora Co., C. nor A., SEGUN-
DO: Rechaza el recurso de casación interpuesto por Car-
los Báez contra sentencia correccional de la Corte de Ape-
lación de Ciudad Trujillo, de fecha veintiocho de febre-
ro de mr, novecientos cincuenta y dos, cuyo dispositivo 
se copia en otro .lugar del presente fallo; TERCERO: Re-
chaza el recurso de casación interpuesto por Natalio Ro-
dríguez, parte civil constituída, contra los ordinales Cuar-
to y Sexto de la misma sentencia; y CUARTO: Condena 
a los recurrentes al pago de las costas"; 

BOLETÍN JUDICIAL 	 1183 

(Firmados) H. Herrera Billini.— J. Tomás Mejía.—
Juan A. Morel.— A. Alvarez Aybar.— G. A. Díaz.— Da-
mián Báez B.— Néstor Contín Aybar.— Ernesto Curiel 
hijo, Secretario General.— 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
Señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y 
fué firmada, leída y publicada por mí, Secretario Gene-
ral, que certifico. (Fdo.) Ernesto Curiel hijo.— 

SENTENCIA DE FECHA 27 DE JUNIO DE 1952 

Sentencia impugnada: Juzgado de Primera Instancia del D. J. 
de Trujillo Valdez, en grado de apelación, de fecha 
10 de Octubre de 1951. 

Materia: Civil. 

Recurrente: Demetrio Arias, Abogado: Dr. Aquiles Melo Sánchez 

Intimado: Reinardo Arias Sepúlveda. Abogado: Dr. Fernando A. 
Silié Gatón. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de 
Justicia, regularmente constituida por los Jueces Licen-
ciados H. Herrera Billini, Presidente; Juan Tomás Mejía, 
Primer Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio Beras, 
Segundo Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Gustavo 
A. Díaz, Ambrosio Alvarez Aybar, Damián Báez B. y Nés-
tor Contín Aybar, asistidos del Secretario General, en la 
Sala donde celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, 
Distrito de Santo Domingo, hoy día veintisiete del mes de 
junio de mil novecientos cincuenta y dos, años 1099  de la 
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la repetida entidad comercial, el deber de guarda, y habi-
da cuenta, que la falta cometida por el señor Carlos Báez, 
se une directamente a la conducción del vehículo"; pero 

Considerando que si bien es cierto que, a los térmi-
nos del artículo 1384 del Código Civil, los amos y comi-
tentes son responsables del daño causado nor sus criados 
y apoderados en las funciones en que estén empleados, no , 

 es menos verdadero que la existencia de la relación de 
comitente a apoderado debe ser establecida nor aouel que. 

la  alega, sin que baste, como pretende la parte civil en 
la especie, que se haya comprobado que la persona indi-
cada corno civilmente responsable, fuera propietaria del 
vehículo manejado por el autor del hecho, en el momento. 
de ocurrir el accidente; que al haber establecido la Corte 

a qua, en la sentencia impugnada, que "resulta evidente, 
por les documentos del proceso, así como nor los hechos 
de la causa, que no se ha comprobado que entre la Domi-
nican Motors, C. por A., y el acusado Caries Báez, existan 
relaciones de comitente a emplea(;.:' y, consecuentemen-
te, haber rechazado las conclusiones formuladas nor la 
parte civil constituida, no ha violado con ello el artículo 
1384 del Código Civil, por lo cual el único medio de ca-
sación invocado por la parte civil recurrente, carece de 

fundamento. 

Por tales motivos, PRIMEn0: Admite como parte in-. 
terviniente a la Dominican Motors Co., C. nor A., SEGUN-
DO: Rechaza el recurso de casación interpuesto por Car-
los Báez contra sentencia correccional de la Corte de Ape-
lación de Ciudad Trujillo, de fecha veintiocho de febre-
ro de mi, novecientos cincuenta y dos, cuyo dispositivo 
se copia en otro .lugar del presente fallo; TERCERO: Re-
chaza el recurso de casación interpuesto por Natalio Ro-
dríguez, parte civil constituída, contra los ordinales Cuar-
to y Sexto de la misma sentencia; y CUARTO: Condena. 

a los recurrentes al pago de las costas"; 
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(Firmados) H. Herrera Billini.— J. Tomás Mejía.—
Juan A. Morel.— A. Alvarez Aybar.— G. A. Díaz.— Da-
mián Báez B.— Néstor Contín Aybar.— Ernesto Curiel 
hijo, Secretario General.— 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
Señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y 
fué firmada, leída y publicada por mí, Secretario Gene-
ral, que certifico. (Fdo.) Ernesto Curiel hijo.— 

SENTENCIA DE FECHA 27 DE JUNIO DE 1952 

Sentencia impugnada: Juzgado de Primera Instancia del D. J. 
de Trujillo Valdez, en grado de apelación, de fecha 
10 de Octubre de 1951. 

Materia: Civil. 

Recurrente: Demetrio Arias, Abogado: Dr. Aquiles Melo Sánchez 

Intimado: Reinardo Arias Sepúlveda. Abogado: Dr. Fernando A. 
Silié Gatón. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de 
Justicia, regularmente constituída por los Jueces Licen-
ciados H. Herrera Billini, Presidente; Juan Tomás Mejía, 
Primer Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio Beras, 
Segundo Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Gustavo 
A. Díaz, Ambrosio Alvarez Aybar, Damián Báez B. y Nés-
tor Contín Aybar, asistidos del Secretario General, en la 
Sala donde celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, 
Distrito de Santo Domingo, hoy día veintisiete del mes de 
junio de mil novecientos cincuenta y dos, años 109 9  de la 
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la repetida entidad comercial, el deber de guarda, y habi- 
da cuenta, que la falta cometida por el señor Carlos Báez

, se une directamente a la conducción del vehículo"; pero 

Considerando que si bien es cierto que, a los térmi-
nos del artículo 1384 del Código Civil, los amos y comi-
tentes son responsables del daño causado nor sus criados 

y apoderados en las funciones en que estén empleados, no. 
es menos verdadero que la existencia de la relación de 
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vehículo manejado por el autor del hecho, en el momento. 
de ocurrir el accidente; que al haber establecido la Corte 
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por los documentos del proceso, así como nor los hechos 
de la causa, que no se ha comprobado que entre la Domi-
nican Motors, C. por A., y el acusado Carlos Báez, existan 
relaciones de comitente a ernpleac«,;' y, consecuentemen-
te, haber rechazado las conclusiones formuladas nor la 
parte civil constituida, no ha violado con ello el artículo 
1384 del Código Civil, por lo cual el único medio de ca-
sación invocado por la parte civil recurrente, carece de 
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Por tales motivos, PRIME .9,0: Admite como parte in-
terviniente a la Dominican Motors Co., C. nor A., SEGUN-
DO: Rechaza el recurso de casación interpuesto por Car-
los Báez contra sentencia correccional de la Corte de Ape-
lación de Ciudad Trujillo, de fecha veintiocho de febre-
ro de mi", novecientos cincuenta y dos, cuyo dispositivo 

se copia en otro .lugar del presente fallo; TERCERO: Re 
chaza el recurso de casación interpuesto por Natalio Ro-
dríguez, parte civil constituída, contra los ordinales Cuar-
to y Sexto de la misma sentencia; y CUARTO: Condena 

a los recurrentes al pago de las costas"; 
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(Firmados) H. Herrera Billini.— J. Tomás Mejía.—
Juan A. Morel.— A. Alvarez Aybar.— G. A. Díaz.— Da-
mián Báez B.— Néstor Contín Aybar.— Ernesto Curiel 
hijo, Secretario General.— 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
Señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y 
fué firmada, leída y publicada por mí, Secretario Gene-
ral, que certifico. (Fdo.) Ernesto Curiel hijo.— 
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Sentencia impugnada: Juzgado de Primera Instancia del D. J. 
de Trujillo Valdez, en grado de apelación, de fecha 
10 de Octubre de 1951. 

Materia: Civil. 

Recurrente: Demetrio Arias, Abogado: Dr. Aquiles Melo Sánchez 

Intimado: Reinardo Arias Sepúlveda. Abogado: Dr. Fernando A. 
Silié Gatón. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de 
Justicia, regularmente constituída por los Jueces Licen-
ciados H. Herrera Billini, Presidente; Juan Tomás Mejía, 
Primer Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio Beras, 
Segundo Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Gustavo 
A. Díaz, Ambrosio Alvarez Aybar, Damián Báez B. y Nés-
tor Contín Aybar, asistidos del Secretario General, en la 
Sala donde celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, 
Distrito de Santo Domingo, hoy día veintisiete del mes de 
junio de mil novecientos cincuenta y dos, años 109 9  de la 
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Independencia, 899  de la Restauración y 23 9  de la Era de 
Trujillo, dicta en audiencia pública, como corte de casa-
ción, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Deme-
trio Arias, dominicano, mayor de edad, casado, domicilia-
do y residente en "El Tejal" de El Fundo, de la Común 
de Baní, portador de la cédula personal de identidad nú-
mero 9423, serie 3, con sello número 43492, contra senten-
cia del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial 
de Trujillo Valdez, de fecha diez de octubre de mil nove-
cientos cincuenta y uno, cuyo dispositivo se copia más ade- 

lante: 
Oído el Magistrado Juez Relator; 
Oído el Dr. José A. Silié Gatón, portador de la cédula 

personal de identidad número 36281, serie 1, sello número 
2299, en representación del Dr. Fernando A. Silié Gatón, 
portador de la cédula personal de identidad número 26797, 
serie 1, sello número 1542, abogado de la parte intimada, 
en la lectura de sus conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador Gene- 

ral de la República; 
Visto el memorial de casación presentado por el Dr. 

Aquiles Melo Sánchez, portador de la cédula -nrscrial de 
identidad número 6132, serie 10, con sello número 2538, 
para el año 1951, abogado de la parte recurrente, en el 
cual se invocan las violaciones de la ley que luego se ex- 

presan; 
Visto el memorial de defensa presentado por el Dr. 

Fernando A. Silié Gatón, abogado de la parte recurrida, 
Reinarda Arias Sepúlveda, dominicana, mayor de edad, 
soltera, de quehaceres domésticos, domiciliada y residen-
te en la ciudad de Baní, Provincia Trujillo Valdez, porta-
dora de la cédula personal de identidad número 10337, 

serie 3, sello número 73962; 
Visto el memorial de ampliación de la parte intima- 

da; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
liberado, y vistos los arts. 1 9, párrafo 49  y 133 del Código 
de Procedimiento Civil, y 1 9, 24 y 71 de la Ley sobre Pro-
cedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada cons- 
ta: a) que con motivo de la demanda en desalojo inmedia- 
to de la casa No. (—) de la calle 19 de marzo, de la ciudad 
de Baní, intentada por Demetrio Arias contra Reynarda 
Arias Sepúlveda, el Juzgado de Paz de la Común de Ba-
ní, apoderado del caso, dictó en fecha nueve de febrero 
de mil novecientos cincuenta y uno, una sentencia cuyo 
dispositivo dice así: "FALLA: PRIMERO: Que debe pro-
nunciar como al efecto pronuncia el defecto contra la se-
ñora Reinarda Arias, por no haber comparecido a la 
audiencia no obstante haber sido legalmente emplazada;—
SEGUNDO: Que debe ordenar como al efecto ordena a 
la señora Rumalda Arias, desalojar inmediatamente la ca-
sa No. (—) de la calle '19 de Marzo', de esta ciudad, pro-
piedad del señor Demetrio Arias, parte demandante, con 
ejecución no obstante cualquier recurso que se interpon-
ga.— TERCERO: Que debe condenar como al efecto con-
dena a la señora Rumalda Arias, al pago de las costas cau-
sadas y por causarse hasta la completa ejecución de la 
sentencia que intervenga y que estas sean distraídas en 
favor del Dr. Aquiles Melo Sánchez, por haberlas avanza-
do en su totalidad y por esta nuestra sentencia, así se pro-
nuncia, manda y firma"; b) que contra este fallo interpu-
so recurso de apelación Reynarda Arias Sepúlveda, por 
acto de alguacil notificado al demandante, en fecha nue-
ve de marzo del mismo año; 

Considerando que la sentencia impugnada en casa-
ción contiene el siguiente dispositivo: "FALLA: PRIME-
RO: Que debe rechazar como al efecto rechazamos, las 
conclusiones del abogado del señor Demetrio Arias, por 
improcedentes y mal fundadas;— SEGUNDO: Condenar 
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Independencia, 899  de la Restauración y 23 9  de la Era de 
Trujillo, dicta en audiencia pública, como corte de casa-
ción, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Deme-
trio Arias, dominicano, mayor de edad, casado, domicilia-
do y residente en "El Tejal" de El Fundo, de la Común 
de Baní, portador de la cédula personal de identidad nú-
mero 9423, serie 3, con sello número 43492, contra senten-
cia del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial 
de Trujillo Valdez, de fecha diez de octubre de mil nove-
cientos cincuenta y uno, cuyo dispositivo se copia más ade- 

lante: 
Oído el Magistrado Juez Relator; 
Oído el Dr. José A. Silié Gatón, portador de la cédula 

personal de identidad número 36281, serie 1, sello número 
2299, en representación del Dr. Fernando A. Silié Gatón, 
portador de la cédula personal de identidad número 26797, 
serie 1, sello número 1542, abogado de la »arte intimada, 

en la lectura de sus conclusiones; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador Gene- 

ral de la República; 
Visto el memorial de casación presentado por el Dr. 

Aquiles Melo Sánchez, portador de la cédula nzreenal de 
identidad número 6132, serie 10, con sello número 2538, 
para el año 1951, abogado de la parte recurrente, en el 
cual se invocan las violaciones de la ley que luego se ex- 

presan; 
Visto el memorial de defensa presentado por el Dr. 

Fernando A. Silié Gatón, abogado de la parte recurrida, 
Reinarda Arias Sepúlveda, dominicana, mayor de edad, 
soltera, de quehaceres domésticos, domiciliada y residen-

te en la ciudad de Baní, Provincia Trujillo Valdez, porta-
dora de la cédula personal de identidad número 10337, 

serie 3, sello número 73962; 
Visto el memorial de ampliación de la parte intima- 

da; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
liberado, y vistos los arts. 1 9, párrafo 49  y 133 del Código 
de Procedimiento Civil, y 1 9, 24 y 71 de la Ley sobre Pro-
cedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada cons-
ta: a) que con motivo de la demanda en desalojo inmedia-
to de la casa No. (—) de la calle 19 de marzo, de la ciudad 
de Baní, intentada por Demetrio Arias contra Reynarda 
Arias Sepúlveda, el Juzgado de Paz de la Común de Ba-
ní, apoderado del caso, dictó en fecha nueve de febrero 
de mil novecientos cincuenta y uno, una sentencia cuyo 
dispositivo dice así: "FALLA: PRIMERO: Que debe pro-
nunciar como al efecto pronuncia el defecto contra la se-
ñora Reinarda Arias, por no haber comparecido a la 
audiencia no obstante haber sido legalmente emplazada;—
SEGUNDO: Que debe ordenar como al efecto ordena a 
la señora Rumalda Arias, desalojar inmediatamente la ca-
sa No. (—) de la calle '19 de Marzo', de esta ciudad, pro-
piedad del señor Demetrio Arias, parte demandante, con 
ejecución no obstante cualquier recurso que se interpon-
ga.— TERCERO: Que debe condenar como al efecto con-
dena a la señora Rumalda Arias, al pago de las costas cau-
sadas y por causarse hasta la completa ejecución de la 
sentencia que intervenga y que estas sean distraídas en 
favor del Dr. Aquiles Melo Sánchez, por haberlas avanza-
do en su totalidad y por esta nuestra sentencia, así se pro-
nuncia, manda y firma"; b) que contra este fallo interpu-
so recurso de apelación Reynarda Arias Sepúlveda, por 
acto de alguacil notificado al demandante, en fecha nue-
ve de marzo del mismo año; 

Considerando que la sentencia impugnada en casa-
ción contiene el siguiente dispositivo: "FALLA: PRIME-
RO: Que debe rechazar como al efecto rechazamos, las 
conclusiones del abogado del señor Demetrio Arias, por 
improcedentes y mal fundadas;— SEGUNDO: Condenar 
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como al efecto condenamos, al señor Demetrio Arias al pa-
go de las costas"; 

Considerando que el recurrente invoca en su memo-
rial de casación los siguientes medios contra el fallo im-
pugnado: 19— Desnaturalización de los hechos y docu-
mentos de la causa y falta de base legal; 2 9—Violación 
del artículo 455 del Código de Procedimiento Civil; 

Considerando que de conformidad con el artículo 1 9, 

párrafo 49 , del Código de Procedimiento Civil, los Juz-
gados de Paz sólo son competentes para conocer de las 
acciones en lanzamiento o expulsión de lugares cuando 
éstas se fundan en la falta de pago de los alquileres o 
arrendamientos; 

Considerando que la incompetencia rationae materiae 
es de orden público, y puede por ello ser declarada de 
oficio por los jueces de casación; 

Considerando que en la especie, según consta en el 
mismo fallo impugnado, la demanda en expulsión de lu-
gares intentada por Demetrio Arias, contra Reynarda Arias 
Sepúlveda, no está fundada en la existencia de un contrato 
de inquilinato; que, por consiguiente, el Juzgado a quo 
ha debido declarar la incompetencia del tribunal del pri-
mer grado para conocer del caso y, consecuentemente, su 
propia incompetencia para conocer del mismo en grado 
de apelación; que debiendo ser casado el fallo por este 
motivo, es innecesario examinar los medios propuestos 
por el recurrente en su memorial de casación; 

Considerando que para cuando la sentencia es casa- . 
da por causa de incompetencia, el artículo 24 de la Ley 

\ sobre Procedimiento de Casación ordena que la Suprema 
Corte de Justicia dispondrá el envío del asunto ante el 

) tribunal que debe conocer de él y lo designará igualmen- 

te; 
Considerando que, en la especie, al fallar el Tribu-

nal a quo, en grado de apelación, sobre un incidente del 
procedimiento, reconoció implícitamente que el Juzgado 
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de Paz de la Común de Baní, era competente para el co-
nocimiento, en primera instancia, de la demanda de que 
se trata; que, en tales condiciones, procede designar otro 
Juzgado de Primera Instancia para que, previo apodera-
miento, conozca del asunto como tribunal de primer gra- 
do; 

Por tales motivos, PRIMERO: casa, por causa de in-
competencia, la sentencia dictada por el Juzgado de Pri-
mera Instancia del Distrito Judicial de Trujillo Valdez, 
en fecha diez de octubre de mil novecientos cincuenta y 
uno, cuyo dispositivo se copia en otra parte del presente 
fallo; SEGUNDO: designa al Juzgado de Primera Instan-
cia del Distrito Judicial de Trujillo para el conocimiento 
del asunto; TERCERO: condena al intimado al pago de 
las costas. 

(Firmados): H. Herrera Billini.— J. Tomás Mejía.—
Feo. Elpidio Beras.— Juan A. Morel.— G. A. Díaz.— A. 
Alvarez Aybar.— Damián Báez B.— Néstor Contín Ay-
bar.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
Señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y 
fué firmada, leída y publicada por mí, Secretario Gene-
ral.— (Firmado): Ernesto Curiel hijo.— 
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gares intentada por Demetrio Arias, contra Reynarda Arias 
Sepúlveda, no está fundada en la existencia de un contrato 
de inquilinato; que, por consiguiente, el Juzgado a quo 
ha debido declarar la incompetencia del tribunal del pri-
mer grado para conocer del caso y, consecuentemente, su 
propia incompetencia para conocer del mismo en grado 
de apelación; que debiendo ser casado el fallo por este 
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nal a quo, en grado de apelación, sobre un incidente del 
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de Paz de la Común de Baní, era competente para el co-
nocimiento, en primera instancia, de la demanda de que 
se trata; que, en tales condiciones, procede designar otro 
Juzgado de Primera Instancia para que, previo apodera-
miento, conozca del asunto como tribunal de primer gra- 
do; 

Por tales motivos, PRIMERO: casa, por causa de in-
competencia, la sentencia dictada por el Juzgado de Pri-
mera Instancia del Distrito Judicial de Trujillo Valdez, 
en fecha diez de octubre de mil novecientos cincuenta y 
uno, cuyo dispositivo se copia en otra parte del presente 
fallo; SEGUNDO: designa al Juzgado de Primera Instan-
cia del Distrito Judicial de Trujillo para el conocimiento 
del asunto; TERCERO: condena al intimado al pago de 
las costas. 

(Firmados): H. Herrera Billini.— J. Tomás Mejía.— 
Feo. Elpidio Beras.— Juan A. Morel.— G. A. Díaz.— A. 
Alvarez Aybar.— Damián Báez B.— Néstor Contín Ay-
bar.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
Señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y 
fué firmada, leída y publicada por mí, Secretario Gene-
ral.— (Firmado): Ernesto Curiel hijo.— 
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SENTENCIA DE FECHA 27 DE JUNIO DE 1952 

Sentencia impugnada: Corte de Apelcaión de Santiago, de fecha 

14 de febrero de 1952. 

Materia: Penal. 

Recurrente: Procurador general de la Corte de Apelación de 
Santiago y Flor Idalia Tavárez Reyes parte civil cons-

tituida en la causa seguida a Juan Ulises Lantigua. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de 
Justicia, regularmente constituida por los Jueces Licen-
ciados H. Herrera Billini, Presidente; Juan Tomás Mejía, 
Primer Sustituto de Presidente; Francisco Elnidio Beras, 
Segundo Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Gustavo 
A. Díaz, Ambrosio Alvarez Aybar, Damián Báez B., y Nés-
tor Contín Aybar, asistidos del Secretario General, en la 
Sala donde celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, 
Distrito de Santo Domingo, hoy día veintisiete lel mes 
de junio del año mil novecientos cincuenta y dos, años 

109 9  de la Independencia, 89 9  de la Restauración y 239  de 

la Era de Trujillo, dicta en audiencia pública, como corte 

de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre los recursos de casación interpuestos por el Pro-
curador General de la Corte de Apelación de Santiago y 
por Flor Idalia Tavárez Reyes, dominicana de 25 años de 

edad, soltera, de oficios domésticos y portadora de la cé-
dula personal de identidad No. 9957, serie 37, con sello 
de renovación No. 626807 para el año de 1951, del domi-
cilio y residencia de Imbert, común de Puerto Plata, en 

su calidad de parte civil constituída, contra sentencia de  

la Corte de Apelación de Santiago, dictada en atribucio-
nes criminales, en fecha catorce de febrero del año de mil 
novecientos cincuenta y dos, cuyo dispositivo se copia más 
adelante; 

Oído el Magistrado Juez Relator; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador Gene-
ral de la República; 

Vistas las actas de ambos recursos, levantadas en la 
Secretaría de la Corte a qua, en fecha catorce del mes de 
febrero del año de mil novecientos cincuenta y dos en 
curso, por Flor Idalia Tavárez Reyes, parte civil consti-
tuida; y por el Procurador General de la Corte de Apela-
ción, el día dieciséis del mismo mes y año; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artícu,los 2 y 332 del Código Penal, 272 
del Código de Procedimiento Criminal y 1 y 71 de la Ley 
Sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en 
los documentos a que ella se refiere consta lo siguiente: 
a) que por su providencia calificativa de fecha treinf de 
mayo de mil novecientos cincuenta y uno, el Magistrado 
Juez de Instrucción del Distrito Judicial de Puerto Plata, 
envió al procesado Juan Ulises Lantigua ante el Juzga-
do de Primera Instancia de dicho Distrito Judicial, in-
culpado del crimen de tentativa de estunro en perjuicio 
de la joven Flor Idalia Tavárez, de 26 años de edad; bl 
que contra dicha providencia hizo oposición el procesado, 
en tiempo oportuno, providencia que fué confirmada por 
el Jurado de Oposición; e) que apoderado del asunto el 
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de 
Puerto Plata, en sus atribuciones criminales, éste dictó 
en fecha seis de septiembre de mil novecientos cincuenta 
y uno una sentencia con el siguiente dispositivo: "PRIME-
RO: que debe declarar y Declara al nombrado Juan Uli-
ses Lantigua, de generales anotadas, culpable del crimen 
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SENTENCIA DE FECHA 27 DE JUNIO DE 1952 

Sentencia impugnada: Corte de Apelcaión de Santiago, de fecha 

14 de febrero de 1952. 

Materia: Penal. 

Recurrente: Procurador general de la Corte de Apelación de 
Santiago y Flor Idalia Tavárez Reyes parte civil cons-

tituida en la causa seguida a Juan Ulises Lantigua. 

Dios, Patria y Libertad. 

República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de 
Justicia, regularmente constituida por los Jueces Licen-
ciados H. Herrera Billini, Presidente; Juan Tomás Mejía, 
Primer Sustituto de Presidente; Francisco Elnidio Beras, 
Segundo Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Gustavo 
A. Díaz, Ambrosio Alvarez Aybar, Damián Báez B., y Nés-
tor Contín Aybar, asistidos del Secretario General, en la 
Sala donde celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, 
Distrito de Santo Domingo, hoy día veintisiete 91e1 mes 
de junio del año mil novecientos cincuenta y d'os, años 

1099  de la Independencia, 89 9  de la Restauración y 23 9  de 

la Era de Trujillo, dicta en audiencia pública, como corte 
de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre los recursos de casación interpuestos por el Pro-
curador General de la Corte de Apelación de Santiago y 

por Flor Idalia Tavárez Reyes, dominicana de 25 años de 
edad, soltera, de oficios domésticos y portadora de la cé-
dula personal de identidad No. 9957, serie 37, con sello 
de renovación No. 626807 para el año de 1951, del domi-
cilio y residencia de Imbert, común de Puerto Plata, en 
su calidad de parte civil constituída, contra sentencia de 
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la Corte de Apelación de Santiago, dictada en atribucio-
nes criminales, en fecha catorce de febrero del año de mil 
novecientos cincuenta y dos, cuyo dispositivo se copia más 
adelante; 

Oído el Magistrado Juez Relator; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador Gene-
ral de la República; 

Vistas las actas de ambos recursos, levantadas en la 
Secretaría de la Corte a qua, en fecha catorce del mes de 
febrero del año de mil novecientos cincuenta y dos en 
curso, por Flor Idalia Tavárez Reyes, parte civil consti-
tuida; y por el Procurador General de la Corte de Apela-
ción, el día dieciséis del mismo mes y año; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 2 y 332 del Código Penal, 272 
del Código de Procedimiento Criminal y 1 y 71 de la Ley 
Sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en 
los documentos a que ella se refiere consta lo siguiente: 
a) que por su providencia calificativa de fecha treinfél de 
mayo de mil novecientos cincuenta y uno, el Magistrado 
Juez de Instrucción del Distrito Judicial de Puerto Plata, 
envió al procesado Juan Ulises Lantigua ante el Juzga-
do de Primera Instancia de dicho Distrito Judicial, in-
culpado del crimen de tentativa de estunro en perjuicio 
de la joven Flor Idalia Tavárez, de 26 años de edad; b) 
que contra dicha providencia hizo oposición el procesado, 
en tiempo oportuno, providencia que fué confirmada por 
el Jurado de Oposición; e) que apoderado del asunto el 
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de 
Puerto Plata, en sus atribuciones criminales, éste dictó 
en fecha seis de septiembre de mil novecientos cincuenta 
y uno una sentencia con el siguiente dispositivo: "PRIME-
RO: que debe declarar y Declara al nombrado Juan Uli-
ses Lantigua, de generales anotadas, culpable del crimen 
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de tentativa de estupro en perjuicio de Flor Idalia Tavá-
rez, mayor de diez y ocho años, y en consecuencia se le 
condena, acogiendo en su favor circunstancias atenuantes,  
a sufrir la pena de Un Año de prisión correccional; SE-
GUNDO: que debe declarar y Declara Buena y Válida la 
constitución en parte civil hecha por Flor Idalia Tavárez 
contra el acusado Lantigua, y en consecuencia condena a 
éste a pagarle a Flor Idalia Tavárez, la suma de Un Peso 
Oro, que es la que reclama a título de daños y perjuicios 
por el hecho cometido en su contra por el acusado; TER-
CERO: que debe condenar y condena a Juan Ulises Lanti-
gua, al pago de las costas penales y civiles, ordenándose 
la distracción de las civiles en provecho del Licenciado 
M. Justiniano Martínez, quien afirma haberlas avanzado"; 
d) que contra esta sentencia recurrió en apelación en fe-
cha siete del mes de su pronunciamiento el procesado Juan 
Ulises Lantigua, y en fecha doce del mismo mes y año 
lo hizo el Procurador General de la Corte de Apelación 
de Santiago; e) que en fecha catorce de febrero del mismo 
año más arriba citado, la Corte de Apelación de Santia-
go, apoderada de la alzada, dictó la sentencia ahora im-
pugnada, cuyo dispositivo es el siguiente: "FALLA: PRI-
MERO: Admite en la forma los recursos de apelación; SE-
GUNDO: Revoca la sentencia dictada por el Juzgado de 
Primera Instancia del Distrito Judicial de Puerto Plata, 
el seis de septiembre de mil novecientos cincuenta y uno, 
que declara al nombrado Juan Ulises Lantigua, de gene-
rales anotadas, culpable del crimen de tentativa de estupro 
en perjuicio de Flor Idalia Tavárez, mayor de dieciocho 
años; le Condena a Un Año de Prisión Correccional, aco-
giendo en su favor circunstancias atenuantes; a Un Peso 
de indemnización en provecho de la mencionada Flor Ida-

lia Tavárez, parte civil constituída, como reparación de 
los perjuicios causádoles con ese hecho; al pago de las 
costas del procedimiento; TERCERO: Descarga al referido 
acusado del hecho que se le imputa, por insuficiencia de 

pruebas y, en consecuencia, a ueda libre de la acusación 
y se ordena sea puesto en libertad, a no ser que se halle 
retenido por otra causa; CUARTO: Rechaza ,x3r ir:1pr°- 
.cedente y mal fundada la reclamación en daños y perjui-
cios solicitada por la mencionada parte civil constituida; 

• QUINTO: Declara de oficio las costas del procedimien- 
to"; 

Considerando que al declarar su recurso el Magistra-
do Procurador General de la Corte de Apelac i ón de San-
tiago expuso que interponía formal recurso de casación 
"de Manera General" contra la precitada sentencia "por 
no estar conforme" y en especial "porque de acuerdo con 
el certificado médico que fué leído y debatido en audien-
cia, las numerosas lesiones o traumatismos aue se consta-
tan en dicho certificado médico, especialmente las de las 
partes genitales de la joven agraviada, no han po-
dido ser producidas sino en la lucha que ella sostenía para 
impedir, como impidió, que el acusado Juan Ulises Lanti-
gua, consumara su hecho de estupro que sólo por circuns-
tancias independientes de la voluntad del acusado, pudo 
evitar la agraviada, lo que carecteriza suficientemente la 
tentativa de estupro por la cual fué condenado Juan Uli-
ses Lantigua en Puerto Plata, haciendo anuel Tribunal 
una exacta apreciación de los hechos y una correcta apli-
cación de los artículos 2 y 332 reformado del Código Pe-
nal"; que dados los términos en que ha sido declarado, 
este recurso tiene un alcance general; que igual alcance 
en cuanto a sus intereses concierne debe reconocérsele al 
recurso de la parte civil, al no expresar éste los medios 
en que lo funda; 

Considerando que la Corte a qua dió por establecido, 
como resultado de la ponderación de las pruebas legal-
mente admisibles que fueron sometidas al debate lo si-
guiente: a) que la noche del sábado catorce de abril del 
año mil novecientos cincuenta y uno, se celebró un baile 
en la planta alta de la casa en que funcionan las oficinas 
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• 

de tentativa de estupro en perjuicio de Flor Idalia Tavá-
rez, mayor de diez y ocho años, y en consecuencia se le 
condena, acogiendo en su favor circunstancias  atenuantes

'  a sufrir la pena de Un Año de prisión correccional; SE-

GUNDO: que debe declarar y Declara Buena y Válida la 
constitución en parte civil hecha por Flor Idalia Tavárez 
contra el acusado Lantigua, y en consecuencia condena a 
éste a pagarle a Flor Idalia Tavárez, la suma de Un Peso 
Oro, que es la que reclama a título de daños y perjuicios 
por el hecho cometido en su contra por el acusado; TER-
CERO: que debe condenar y condena a Juan Ulises Lanti-
gua, al pago de las costas penales y civiles, ordenándose 
la distracción de las civiles en provecho del Licenciado 
M. Justiniano Martínez, quien afirma haberlas avanzado"; 
d) que contra esta sentencia recurrió en apelación en fe-
cha siete del mes de su pronunciamiento el procesado Juan 
Ulises Lantigua, y en fecha doce del mismo mes y año 
lo hizo el Procurador General de la Corte de Apelación 
de Santiago; e) que en fecha catorce de febrero del mismo 
año más arriba citado, la Corte de Apelación de Santia-
go, apoderada de la alzada, dictó la sentencia ahora im-
pugnada, cuyo dispositivo es el siguiente: "FALLA: PRI-
MERO: Admite en la forma los recursos de apelación; SE-
GUNDO: Revoca la sentencia dictada por el Juzgado de 
Primera Instancia del Distrito Judicial de Puerto Plata, 
el seis de septiembre de mil novecientos cincuenta y uno, 
que declara al nombrado Juan Ulises Lantigua, de gene-
rales anotadas, culpable del crimen de tentativa de estupro 
en perjuicio de Flor Idalia Tavárez, mayor de dieciocho 
años; le Condena a Un Año de Prisión Correccional, aco- 
giendo en su favor circunstancias atenuantes; a Un Peso 
de indemnización en provecho de la mencionada Flor Ida- 
lia Tavárez, parte civil constituída, como reparación de 
los perjuicios causádoles con ese hecho; al pago de las 
costas del procedimiento; TERCERO: Descarga al referido 
acusado del hecho que se le imputa, por insuficiencia de 

pruebas y, en consecuencia, a ueda libre de la acusación 
y se ordena sea puesto en libertad, a no ser que se halle 
retenido por otra causa; CUARTO: Rechaza ror impro-
-cedente y mal fundada la reclamación en deños y perjui-
cios solicitada por la mencionada parte civil constituida; 
QUINTO: Declara de oficio las costas del procedimien-
to"; 

Considerando que al declarar su recurso el Magistra-
do Procurador General de la Corte de Anclac'ón de San-
tiago expuso que interponía formal recurso de casación 
"de Manera General" contra la precitada sentencia "por 
no estar conforme" y en especial "porque de acuerdo con 
el certificado médico que fué leído y debatido en audien-
cia, las numerosas lesiones o traumatismos a ue se consta-
tan en dicho certificado médico, especialmente las de las 
partes genitales de la joven agraviada, no han po-
dido ser producidas sino en la lucha que ella sostenía para 
impedir, como impidió, que el acusado Juan Ulises Lanti-
gua, consumara su hecho de estupro que sólo por circuns-
tancias independientes de la voluntad del acusado, pudo 
evitar la agraviada, lo que carecteriza suficientemente la 
tentativa de estupro por la cual fué condenado Juan Uli-
ses Lantigua en Puerto Plata, haciendo aquel Tribunal 
una exacta apreciación de los hechos y una correcta apli-
cación de los artículos 2 y 332 reformado del Código Pe-
nal"; que dados los términos en que ha sido declarado, 
este recurso tiene un alcance general; que igual alcance 
en cuanto a sus intereses concierne debe reconocérsele al 
recurso de la parte civil, al no expresar éste los medios 
en que lo funda; 

Considerando que la Corte a qua dió por establecido, 
como resultado de la ponderación de las pruebas legal-
mente admisibles que fueron sometidas al debate lo si-
guiente: a) que la noche del sábado catorce de abril del 
año mil novecientos cincuenta y uno, se celebró un baile 
en la planta alta de la casa en que funcionan las oficinas 
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del Ayuntamiento de Imbert, Pto. Plata; b) aue a este baile 
concurrieron, formando parte de un mismo grupo, el acu-
sado Juan Ulises Lantigua, su novia Flor Idalia Tavárez 
Reyes, y la hermana de ésta de nombre Josefina; e) que 
hacia las tres de la madrugada, habiéndose sentido indis-
puesta, y sin que lo advirtiera su hermana que la acom-
pañaba en la fiesta, Idalia Tavárez Reyes pidió a Juan 
Ulises Lantigua que la acompañara a su casa; d) que al 
llegar a la planta baja del local donde se celebraba el bai-
le penetraron en la Tesorería Municipal y allí se entre 
garon voluntariamente a efusiones amorosas sin llegar a 
consumar el acto carnal, yéndose después uno y otro, ha-
cia la casa de Flor Idalia; e) que durante los días lunes y 
martes, tanto ésta como el procesado Lantigua, empleado 
de la Tesorería, trabajaron juntos en dicha oficina, y el 
miércoles dieciocho la pretendida agraviada se trasladó 
a Puerto Plata, presentando querella ante el Procurador 
Fiscal contra Lantigua "por haber intentado celebrar con 
ella ayuntamiento carnal contra su voluntad"; f) que al 
siguiente día, respondiendo a requerimiento del Procura-
dor Fiscal, el Médico Legista de Puerto Plata hizo un re-
conocimiento físico a la querellante, en el que se compro-
baron: "Impresiones digitales en el tejido subcutáneo de 
la cara interna del brazo derecho, rasguño en ambos co-
dos, signos de violencias en sus genitales externos a ni-
vel del piso inferior de la vulva, pequeña contusión en la 
región glutea izquierda, contusión en el tercio superior y 
externo del muslo izquierdo, contusión en el tercio infe-
rior y externo del muslo derecho, en la parte interna de la 
rodilla izquierda, y en el tercio superior de la pierna de-
recha, rasguño en la región lumbar e interglútea, contu-
sión en la región interescapular "No hubo desfloración"; 

En cuanto a la acción pública. 

Considerando que para declarar la no culpabilidad 
del prevenido y descargarlo de las condenaciones penales 
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pronunciadas contra él por el juez de primer grado, la 
Corte de la cual procede el fallo atacado se fundó, sin in-
currir en desnaturalización alguna, en la insuficiencia 
probatoria de los elementos de convicción aportados al 
debate, los cuales fueron soberanamente ponderados por 
los jueces del fondo, sin excluir la certificación médica le-
gal, que se refiere a la existencia de traumatismos en la 
persona de la supuesta agraviada, que, a juicio de la Cor-
te a qua, tal como consta expresamente en la sentencia 
impugnada fueron recibidos en sitios en que es posible su-
frirlos en circunstancias normales; que al proceder de es-
ta manera la Corte a qua no incurrió en violación alguna 
de la ley; 

Considerando, en cuanto a la acción civil, que al ser 
descargado el procesado del crimen de que fué acusado 
sin que subsista en los hechos objeto de la prevención por 
los que fué perseguido, ninguna falta generadora de per-
juicios, la Corte a qua hizo una correcta aplicación de la 
ley al rechazar la demanda en daños y perjuicios de la 
parte civil; 

Considerando que la sentencia objeto de impugna-
ción tiene motivos suficientes que justifiquen su disposi-
tivo, y que examinada en sus demás aspectos no presenta 
vicio alguno que pueda conducir a su anulación; 

Por tales motivos, PRIMERO: Rechaza los recursos 
de casación interpuesto por el Magistrado Procurador Ge-
neral de la Corte de Apelación de Santiago y por Flor 
Idalia Tavárez Reyes, en su calidad de parte civil consti-
tuida, contra sentencia de la Corte de Apelación de San-
tiago, de fecha catorce de febrero de mil novecientos cin-
cuenta y dos, cuyo dispositivo se copia en otro lugar del 
presente fallo; y SEGUNDO: Condena a la parte civil al 
pago de las costas. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— J. Tomás Mejía.—
Feo. Elpidio Beras.— Juan A. Morel.— G. A. Díaz.— A. 
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del Ayuntamiento de Imbert, Pto. Plata; b) que a este baile 
concurrieron, formando parte de un mismo grupo, e acu- 
sado Juan Ulises Lantigua, su novia Flor Idalia Tavárez 
Reyes, y la hermana de ésta de nombre Josefina; e) q ue 

 hacia las tres de la madrugada, habiéndose sentido indis-
puesta, y sin que lo advirtiera su hermana que la acom-
pañaba en la fiesta, Idalia Tavárez Reyes pidió a Juan 
Ulises Lantigua que la acompañara a su casa; d) que al 
llegar a la planta baja del local donde se celebraba el bai-
le penetraron en la Tesorería Municipal y allí se entre 
garon voluntariamente a efusiones amorosas sin llegar a 
consumar el acto carnal, yéndose después uno y otro, ha-
cia la casa de Flor Idalia; e) que durante los días lunes y 
martes, tanto ésta como el procesado Lantigua, empleado 
de la Tesorería, trabajaron juntos en dicha oficina, y el 
miércoles dieciocho la pretendida agraviada se trasladó 
a Puerto Plata, presentando querella ante el Procurador 
Fiscal contra Lantigua "por haber intentado celebrar con 
ella ayuntamiento carnal contra su voluntad"; f) que al 
siguiente día, respondiendo a requerimiento del Procura-
dor Fiscal, el Médico Legista de Puerto Plata hizo un re-
conocimiento físico a la querellante, en el que se compro-
baron: "Impresiones digitales en el tejido subcutáneo de 
la cara interna del brazo derecho, rasguño en ambos co-
dos, signos de violencias en sus genitales externos a ni-
vel del piso inferior de la vulva, pequeña contusión en la 
región glutea izquierda, contusión en el tercio superior y 
externo del muslo izquierdo, contusión en el tercio infe-
rior y externo del muslo derecho, en la parte interna de la 
rodilla izquierda, y en el tercio superior de la pierna de-
recha, rasguño en la región lumbar e interglútea, contu-
sión en la región interescapular "No hubo desfloración"; 

En cuanto a la acción pública. 

Considerando que para declarar la no culpabilidad 
del prevenido y descargarlo de las condenaciones penales 

pronunciadas contra él por el juez de primer grado, la 
Corte de la cual procede el fallo atacado se fundó, sin in-
currir en desnaturalización alguna, en la insuficiencia 
probatoria de los elementos de convicción aportados al 
debate, los cuales fueron soberanamente ponderados por 
los jueces del fondo, sin excluir la certificación médica le-
gal, que se refiere a la existencia de traumatismos en la 
persona de la supuesta agraviada, que, a juicio de la Cor-
te a qua, tal como consta expresamente en la sentencia 
impugnada fueron recibidos en sitios en aue es posible su-
frirlos en circunstancias normales; aue al proceder de es-
ta manera la Corte a qua no incurrió en violación alguna 
de la ley; 

Considerando, en cuanto a la acción civil, que al ser 
descargado el procesado del crimen de que fué acusado 
sin que subsista en los hechos objeto de la prevención por 
los que fué perseguido, ninguna falta generadora de per-
juicios, la Corte a qua hizo una correcta aplicación de la 
ley al rechazar la demanda en daños y perjuicios de la 
parte civil; 

Considerando que la sentencia objeto de impugna-
ción tiene motivos suficientes que justifiquen su disposi-
tivo, y que examinada en sus demás aspectos no presenta 
vicio alguno que pueda conducir a su anulación; 

Por tales motivos, PRIMERO: Rechaza los recursos 
de casación interpuesto por el Magistrado Procurador Ge-
neral de la Corte de Apelación de Santiago y por Flor 
Idalia Tavárez Reyes, en su calidad de parte civil consti-
tuida, contra sentencia de la Corte de Apelación de San-
tiago, de fecha catorce de febrero de mil novecientos cin-
cuenta y dos, cuyo dispositivo se copia en otro lugar del 
presente fallo; y SEGUNDO: Condena a la parte civil al 
pago de las costas. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— J. Tomás Mejía.—
Feo. Elpidio Beras.— Juan A. Morel.— G. A. Díaz.— A. 
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Alvarez Aybar.— Damián Báez B.— Néstor Contín Ay-
bar.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
Señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y 
fué firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, 
que certifico.— (Firmado) Ernesto Curiel hijo. 

SENTENCIA DE FECHA 30 DE JUNIO DE 1952 

Sentencia impugnada: Juzgado de Primera Instancia del D. J. 
de San Pedro de Macorís, como Tribunal de Trabajo 
de Segundo Grado, de fecha 9 de febrero de 1952. 

Materia: Trabajo. 

Recurrente: "La Metalúrgica Perera, C. por A." Abogados: Lics.: 
Federico Nina hijo, y Laureano Canto Rodríguez y Dr. 

,Luis Silvestre Nina Mota. 

Intimado: Carlos García y Mejía. Abogado: Dr. Francisco 

Febrillet Sardá. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la Vepública, la Suprema Corte de 
Justicia, regularmente constituída por los Jueces Licen-
ciados H. Herrera Billini, Presidente; Juan ',más Mejía, 
Primer Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio Beras, 
Segundo Sustituto de Presidente; Juan A. Moret, Gusta-
vo A. Díaz, Ambrosio Alvarez Aybar, Damián Báez B. y 
Néstor Contín Aybar, asistidos del Secretario General, en 
la Sala donde celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, 
Distrito de Santo Domingo, hoy día treinta, del mes de 
junio de mil novecientos cincuenta y dos, años 1099  de la 
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Independencia, 899 de la Restauración y 23 9  de la Era de 
Trujillo, dicta en audiencia pública, como corte de casa-
ción, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación ir terpuesto por "La Me-
talúrgica Perera, C. por A.", Compañía de comercio orga-
nizada de acuerdo con las Leyes de la República Domini-
cana, con domicilio y asiento social en el kilómetro dos y 
medio de la carretera "Mella", en la ciudad de San Pedro 
de Macorís, contra sentencia del Juzgado de Primera Ins-
tancia del Distrito Judicial de San Pedro de Macorís, en 
atribuciones de Tribunal de Trabajo de Segundo Grado, 
de fecha nueve de febrero de mil novecientos cincuenta 
y dos, cuyo dispositivo se copia después; 

Oído el Magistrado Juez Relator; 
Oído el Dr. Narciso Abréu Pagan, portador de la cé-

dula personal de identidad No. 28556, serie 1, con sello 
de renovación para el año 1952, número 8182, en repre-
sentación de los Licenciados Federico Nina hijo y Lau-
reano Canto Rodríguez y Dr. Luis Silvestre Nina y Mo-
ta, abogados de la recurrente, en la lectura de sus con-
clusiones; 

Oído el Lic. Francisco Febrillet Sardá, abogado del 
demandado, en la lectura de sus conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Visto el Memorial de Casación presentado por los Li-
cenciados Federico Nina hijo y Laureano Canto Rodrí-
guez y Dr. Luis Silvestre Nina y Mota, portadores, respec-
tivamente, de las cédulas personales de identidad números 
670, serie 23, sello No. 427; 7667, serie 23, sello No. 9361, 
y 22398, serie 23, sello No. 9362, todos con sellos de reno-
vación para el año 1952, memorial en que se alegan las 
violaciones de la ley que luego se señalan; 

Visto el Memorial de Defensa presentado por el Dr. 
Francisco Febrillet Sardá, portador de la cédula No. 2862, 
serie lra., con sello de renovación para el año 1952, nú- 
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Alvarez Aybar.— Damián Báez B.— Néstor Contín Ay-
bar.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
Señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y 
fué firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, 
que certifico.— (Firmado) Ernesto Curiel hijo. 

SENTENCIA DE FECHA 30 DE JUNIO DE 1952 

Sentencia impugnada: Juzgado de Primera Insta Itcia del D. J. 
de San Pedro de Macorís, como Tribunal de Trabajo 
de Segundo Grado, de fecha 9 de febrero de 1952. 

Materia: Trabajo. 

Recurrente: "La Metalúrgica Perera, C. por A." Abogados: Lics.: 

Federico Nina hijo, y Laureano Canto Rodríguez y Dr 
,Luis Silvestre Nina Mota. 

Intimado: Carlos García y Mejía. Abogado: Dr. Francisco 

Febrillet Sardá. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la ktepública, la Suprema Corte de 
Justicia, regularmente constituida por los Jueces Licen-
ciados H. Herrera Billini, Presidente; Juan Tomás Mejía, 
Primer Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio Beras, 
Segundo Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Gusta-
vo A. Díaz, Ambrosio Alvarez Aybar, Damián Báez B. y 
Néstor Contín Aybar, asistidos del Secretario General, en 
la Sala donde celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, 
Distrito de Santo Domingo, hoy día treinta, del mes de 
junio de mil novecientos cincuenta y dos, años 109 9  de la 

Independencia, 899 de la Restauración y 23 9  de la Era de 
Trujillo, dicta en audiencia pública, como corte de casa-
ción, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por "La Me-
talúrgica Perera, C. por A.", Compañía de comercio orga-
nizada de acuerdo con las Leyes de la República Domini-
cana, con domicilio y asiento social en el kilómetro dos y 
medio de la carretera "Mella", en la ciudad de San Pedro 
de Macorís, contra sentencia del Juzgado de Primera Ins-
tancia del Distrito Judicial de San Pedro de Macorís, en 
atribuciones de Tribunal de Trabajo de Segundo Grado, 
de fecha nueve de febrero de mil novecientos cincuenta 
y dos, cuyo dispositivo se copia después; 

Oído el Magistrado Juez Relator; 
Oído el Dr. Narciso Abréu Pagán, portador de la cé-

dula personal de identidad No. 28556, serie 1, con sello 
de renovación para el año 1952, número 8182, en repre-
sentación de los Licenciados Federico Nina hijo y Lau-
reano Canto Rodríguez y Dr. Luis Silvestre Nina y Mo-
ta, abogados de la recurrente, en la lectura de sus con-
clusiones; 

Oído el Lic. Francisco Febrillet Sardá, abogado del 
demandado, en la lectura de sus conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Visto el Memorial de Casación presentado por los Li-
cenciados Federico Nina hijo y Laureano Canto Rodrí-
guez y Dr. Luis Silvestre Nina y Mota, portadores, respec-
tivamente, de las cédulas personales de identidad números 
670, serie 23, sello No. 427; 7667, serie 23, sello No. 9361, 
y 22398, serie 23, sello No. 9362, todos con sellos de reno-
vación para el año 1952, memorial en que se alegan las 
violaciones de la ley que luego se señalan; 

Visto el Memorial de Defensa presentado por el Dr. 
Francisco Febrillet Sardá, portador de la cédula No. 2862, 
serie Ira., con sello de renovación para el año 1952, nú- 
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Sentencia impugnada: Juzgado de Primera Instaltcia del D. J. 
de San Pedro de Macorís, como Tribunal de Trabajo 
de Segundo Grado, de fecha 9 de febrero de 1952. 

Materia: Trabajo. 

Recurrente: "La Metalúrgica Perera, C. por A." Abogados: Lics.: 
Federico Nina hijo, y Laureano Canto Rodríguez y Dr. 
,Luis Silvestre Nina Mota. 

Intimado: Carlos García y Mejía. Abogado: Dr. Francisco 
Febrillet Sardá. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la lepública, la Suprema Corte de 
Justicia, regularmente constituida por los Jueces Licen-
ciados H. Herrera Billini, Presidente; Juan Tomás Mejía, 
Primer Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio Beras, 
Segundo Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Gusta-
vo A. Díaz, Ambrosio Alvarez Aybar, Damián Báez B. y 
Néstor Contín Aybar, asistidos del Secretario General, en 

la Sala donde celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, 
Distrito de Santo Domingo, hoy día treinta, del mes de 

junio de mil novecientos cincuenta y dos, años 109 9  de la 
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Alvarez Aybar.— Damián Báez B.— Néstor Contín Ay-
bar.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
Señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y 
fué firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, 
que certifico.— (Firmado) Ernesto Curiel hijo. 

SENTENCIA DE FECHA 30 DE JUNIO DE 1952  

Independencia, 899  de la Restauración y 23 9  de la Era de 
Trujillo, dicta en audiencia pública, como corte de casa-
ción, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por "La Me-
talúrgica Perera, C. por A.", Compañía de comercio orga-
nizada de acuerdo con las Leyes de la República Domini-
cana, con domicilio y asiento social en el kilómetro dos y 
medio de la carretera "Mella", en la ciudad de San Pedro 
de Macorís, contra sentencia del Juzgado de Primera Ins-
tancia del Distrito Judicial de San Pedro de Macorís, en 
atribuciones de Tribunal de Trabajo de Segundo Grado, 
de fecha nueve de febrero de mil novecientos cincuenta 
y dos, cuyo dispositivo se copia después; 

Oído el Magistrado Juez Relator; 
Oído el Dr. Narciso Abréu Pagán, portador de la cé-

dula personal de identidad No. 28556, serie 1, con sello 
de renovación para el año 1952, número 8182, en repre-
sentación de los Licenciados Federico Nina hijo y Lau-
reano Canto Rodríguez y Dr. Luis Silvestre Nina y Mo-
ta, abogados de la recurrente, en la lectura de sus con-
clusiones; 

Oído el Lic. Francisco Febrillet Sardá, abogado del 
demandado, en la lectura de sus conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Visto el Memorial de Casación presentado por los Li-
cenciados Federico Nina hijo y Laureano Canto Rodrí-
guez y Dr. Luis Silvestre Nina y Mota, portadores, respec-
tivamente, de las cédulas personales de identidad números 
670, serie 23, sello No. 427; 7667, serie 23, sello No. 9361, 
y 22398, serie 23, sello No. 9362, todos con sellos de reno-
vación para el año 1952, memorial en que se alegan las 
violaciones de la ley que luego se señalan; 

Visto el Memorial de Defensa presentado por el Dr. 
Francisco Febrillet Sardá, portador de la cédula No. 2862, 
serie ira., con sello de renovación para el año 1952, nú- 
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mero 9382, abogado de la parte demandada, señor Car-
melo García y Mejía, dominicano, mayor de edad, solte-
ro, estudiante, domiciliado y residente en San Pedro de 
Macorís, casa No. 9 de la calle Domingo Isamber, portador 
de la cédula personal de identidad No. 53115, serie Ira 
sello de renovación para el año 1952, número 116723; " 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
liberado, y vistos los artículos 141 del Código de Procedi-
miento Civil; 1, 24 y 71 de la Ley sobre Procedimiento de 
Casación; 

Considerando que en el fallo impugnado consta: a) 
que con motivo de la demanda en pago de preaviso, auxi-
lio de cesantía y daños y perjuicios intentada por Carmelo 
García Mejía, contra la "Metalúrgica Perera, C. por A.", 
por causa de despido injustificado, el Juzgado de Paz de 
la Común de San Pedro de Macorís, apoderado del caso 
como Tribunal de Trabajo de primer grado, dictó en fe-
cha seis de junio de mil novecientos cincuenta y uno, una 
sentencia, cuyo dispositivo es el siguiente: "FALLA: PRI-
MERO: que debe condenar, como en efecto condena, la 
Metalúrgica Perera, C. por A., a pagar inmediatamente al 
señor Carmelo García Mejía, la suma de cincuenta y dos 
pesos oro (RD$52.00), por concepto de dos meses de pre-
aviso, ciento cuatro pesos oro (RD$104.00) por concepto 
de dos meses de auxilio de cesantía, y la suma de ciento 
cincuenta y seis pesos óro (RD$156.00), por concepto de 
daños y perjuicios consistente en los salarios dejados de 
percibir correspondientes a tres meses de sueldo; SEGUN-
DO: que debe condenar, como en efecto condena a la par-
te demandada la Metalúrgica Perera, C. por A., al pago 
de las costas"; b) que contra este fallo interpuso recurso 
de apelación "La Metalúrgica Perera, C. por A"; 

Considerando que el fallo ahora impugnado en casa-
ción contiene el siguiente dispositivo: "FALLA: PRIME-
RO: que debe declarar y declara regular y válido en cuan-
to a la forma, el presente recurso de apelación interpuesto  

por la Compañía comercial La Metalúrgica Perera, C. por 
A., contra sentencia dictada en fecha seis del mes de junio 
del año mil novecientos cincuenta y uno por el Juzgado de 
Paz de esta común de San Pedro de Macorís, como Tribu-
nal de Trabajo, en primer grado, en favor del señor Car-
melo García Mejía; SEGUNDO: aue en cuanto al fondo 
debe confirmar y confirma en todas sus partes la senten-
cia apelada, cuyo dispositivo ha sido copiado en otro lu-
gar de esta misma sentencia; TERCERO: aue debe conde-
nar y condena a la compañía comercial La Metalúrgica 
Perera, C. por A., al pago de las costas, con distración de 
las mismas en favor del Dr. Francisco Febrillet Sardá, 
quien ha afirmado haberlas avanzado en su mayor par-
te";— 

Considerando que en su memorial de casación la com-
pañía recurrente invoca los siguientes medios de casación: 
"Primer Medio. —Violación de las disposiciones del ar-
tículo 141 del Código de Procedimiento Civil, y falta de 
base legal, en cuanto la sentencia impugnada ha desna-
turalizado los hechos y deducido de los mismos consecuen-
cias contrarias a las disposiciones legales; Segundo Me-
dio: Violación por falsa aplicación y desconocimiento de 
las disposiciones de los apartados "D" y "L" del artículo 
36 de la Ley No. 637, año 1944, sobre Contratos de Traba-
jo";— 

Considerando que en apoyo de su primer medio de 
casación la compañía recurrente alega que del "análisis 
de los hechos precedentes, resulta clara y suficientemen-
te establecido, y clara y suficientemente comprobado por 
el propio Juez a quo, que el trabajador Carmelo García, 
al servicio de la Compañía "La Metalúrgica Perera, C. por 
A", condujo, en consorcio con otros empleados de la mis-
ma compañía, en las horas de la madrugada siguiente aI 
día 17 de febrero de 1951, la camioneta propiedad de su 
patrono, y que tal viaje no tenía relación alguna con las 
órdenes del Presidente y único Administrador de la com- 
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mero 9382, abogado de la parte demandada, señor Car-
melo García y Mejía, dominicano, mayor de edad, solte-
ro, estudiante, domiciliado y residente en San Pedro de 
Macorís, casa No. 9 de la calle Domingo Isamber, portador 
de la cédula personal de identidad No. 53115, serie Ira 
sello de renovación para el año 1952, número 116723; " 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
liberado, y vistos los artículos 141 del Código de Procedi-
miento Civil; 1, 24 y 71 de la Ley sobre Procedimiento de 
Casación; 

Considerando que en el fallo impugnado consta: a) 
que con motivo de la demanda en pago de preaviso, auxi-
lio de cesantía y daños y perjuicios intentada por Carmelo 
García Mejía, contra la "Metalúrgica Perera, C. por A.", 
por causa de despido injustificado, el Juzgado de Paz de 
la Común de San Pedro de Macorís, apoderado del caso 
como Tribunal de Trabajo de primer grado, dictó en fe-
cha seis de junio de mil novecientos cincuenta y uno, una 
sentencia, cuyo dispositivo es el siguiente: "FALLA: PRI-
MERO: que debe condenar, como en efecto condena, la 
Metalúrgica Perera, C. por A., a pagar inmediatamente al 
señor Carmelo García Mejía, la suma de cincuenta y dos 
pesos oro (RD$52.00), por concepto de dos meses de pre-
aviso, ciento cuatro pesos oro (RD$104.00) por concepto 
de dos meses de auxilio de cesantía, y la suma de ciento 
cincuenta y seis pesos óro (RD$156.00), por concepto de 
daños y perjuicios consistente en los salarios dejados de 
percibir correspondientes a tres meses de sueldo; SEGUN-
DO: que debe condenar, como en efecto condena a la par-
te demandada la Metalúrgica Perera, C. por A., al pago 
de las costas"; b) que contra este fallo interpuso recurso 
de apelación "La Metalúrgica Perera, C. por A"; 

Considerando que el fallo ahora impugnado en casa-
ción contiene el siguiente dispositivo: "FALLA: PRIME-
RO: que debe declarar y declara regular y válido en cuan-
to a la forma, el presente recurso de apelación interpuesto 

por la Compañía comercial La Metalúrgica Perera, C. por 
A., contra sentencia dictada en fecha seis del mes de junio 
del año mil novecientos cincuenta y uno por el Juzgado de 
Paz de esta común de San Pedro de Macorís, como Tribu-
nal de Trabajo, en primer grado, en favor del señor Car-
melo García Mejía; SEGUNDO: aue en cuanto al fondo 
debe confirmar y confirma en todas sus partes la senten-
cia apelada, cuyo dispositivo ha sido copiado en otro lu-
gar de esta misma sentencia; TERCERO: aue debe conde-
nar y condena a la compañía comercial La Metalúrgica 
Perera, C. por A., al pago de las costas, con distración de 
las mismas en favor del Dr. Francisco Febrillet Sardá, 
quien ha afirmado haberlas avanzado en su mayor par-
te";— 

Considerando que en su memorial de casación la com-
pañía recurrente invoca los siguientes medios de casación: 
"Primer Medio. —Violación de las disposiciones del ar-
tículo 141 del Código de Procedimiento Civil, y falta de 
base legal, en cuanto la sentencia impugnada ha desna-
turalizado los hechos y deducido de los mismos consecuen-
cias contrarias a las disposiciones legales; Segundo Me-
dio: Violación por falsa aplicación y desconocimiento de 
las disposiciones de los apartados "D" y "L" del artículo 
36 de la Ley No. 637, año 1944, sobre Contratos de Traba-
jo";— 

Considerando que en apoyo de su primer medio de 
casación la compañía recurrente alega que del "análisis 
de los hechos precedentes, resulta clara y suficientemen-
te establecido, y clara y suficientemente comprobado por 
el propio Juez a quo, que el trabajador Carmelo García, 
al servicio de la Compañía "La Metalúrgica Perera, C. por 
A", condujo, en consorcio con otros empleados de la mis-
ma compañía, en las horas de la madrugada siguiente al 
día 17 de febrero de 1951, la camioneta propiedad de su 
patrono, y que tal viaje no tenía relación alguna con las 
órdenes del Presidente y único Administrador de la com- 
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pañía, ni con el interés de la misma.— Tal hecho que re-
sulta de las propias declaraciones precedentemente trans-
critas y producidas tanto en el informativo como en el 
contrainformativo, ha sido desnaturalizado nor el Juez 
a quo al concluir en que la circunstancia de que la camio-
neta fué ocupada o tomada del taller de la Compañía, ori-
ginalmente, por el señor Francisco Perera Núñez, también 
empleado y ejerciendo funciones de Jefe de Oficina y Vice-
presidente, no constituía una falta para Carmelo García 
Mejía.— De ese análisis concluye el Juez a quo en que 
Carmelo García Mejía no incurrió en las faltas que le 
atribuyó "La Metalúrgica Perera, C. por A", para justi-
ficar su despido.— Sin embargo, el Juez descuidó para 
analizar este hecho, la falta de Carmelo García Mejía al 
tener conocimiento de que estaba utilizando, en compañía 

de otros empleados y de personas extrañas, el vehículo de; 
la compañía, a pesar de la prohibición expresa que había 
dictado el Presidente y en asuntos extraños al interés de 
la misma; pero la falta mayor en que incurrió el Juez 

a quo desnaturalizando los hechos es cuando al referir el 
hecho comprobado del viaje a Ciudad Trujillo no le atri-
buye importancia a la circunstancia de que durante eI 
mismo el vehículo fué conducido por Carmelo Mejía, y 
continúa más adelante desnaturalizando los hechos el pro-
pio Juez a-quo cuando afirma que en una empresa inte-
grada por familiares no puede constituir falta o delito el 
hecho de que uno o más obreros sean transportados fuera 
de horas del trabajo en el vehículo que usa un Director 
o Miembro del Consejo de Administración y por invita- 

ción de éste"; 

Considerando que el juez a-quo para confirmar la 
sentencia apelada y acoger en consecuencia la demanda 
intentada por Carmelo García Mejía contra la actual re-
currente expresa en los motivos de su fallo lo que a con-
tinuación se transcribe: "que para justificar el despido de 
su empleado Carmelo García Mejía, la compañía intima

- 

da alega que éste cometió una falta o delito contra pro-
piedad de su patrón, tal como lo prevé el artículo 36 de 
la ley 637, pero contrariamente a ese alegato el informa-
tivo realizado en primera instancia, y los hechos de la 
causa, así como las confesiones de las partes, revelan que 
en la tarde del día diez y siete del mes de febrero del año 
mil novecientos cincuenta y unc, después de concluida la 
labor en los talleres, el señor Francisco Perera Núñez, hi-
jo del presidente de la Compañía y vicepresidente él mis-
mo de la empresa tomó una camioneta propiedad de esa 
entidad industrial, en el cual vehículo condujo desde la 
fundición situada en las afueras de la localidad, hasta la 
ciudad, a un grupo de trabajadores y empleados entre los 
cuales se hallaba el intimado; que durante la noche el vice-
presidente, Francisco Perera Núñez, el intimado Carmelo 
García Mejía y otro empleado continuaron Paseando en el 
vehículo hasta trasladarse a Ciudad Trujillo en donde per-
maneció el actual intimado y aue cuando regresaba a San 
Pedro de Macorís el señor Francisco Perera Núñez con-
duciendo sin licencia el referido vehículo, sufrió una volea-
dura, de donde no puede inferirse en modo alguno que eI 
empleado Carmelo García Mejía haya cometido ningún 
delito contra la propiedad de su patrono";— "a que tra-
tándose de una empresa organizada entre familiares cer-
canos (padre, hijos como accionistas) el uso de un vehícu-
lo realizado por uno de los hijos del presidente de la so-
ciedad, en la cual a su vez desempeña un cargo de direc-
tor, como en la especie, no puede ser en principio una 
"falta o delito" contra la propiedad en perjuicio de la em-
presa ni tampoco la circunstancia de que uno o más obre-
ros sean transportados fuera de horas de trabajo en el 
vehículo que use un director o miembro del consejo de 
administración de una compañía y por invitación de éste, 
no puede constituir, como no constituye en la esnecie la 
falta señalada en el artículo 36, párrafo b) de la ley 637 
a cargo de los empleados así transportados, cuando a ma- 
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pañía, ni con el interés de la misma.— Tal hecho que re-
sulta de las propias declaraciones precedentemente trans-
critas y producidas tanto en el informativo como en el 
contrainformativo, ha sido desnaturalizado nor el Juez 

a quo al concluir en que la circunstancia de que la camio-
neta fué ocupada o tomada del taller de la Compañía, ori-
ginalmente, por el señor Francisco Perera Núñez, también 
empleado y ejerciendo funciones de Jefe de Oficina y  Vice-
presidente, no constituía una falta nara Carmelo García 
Mejía.— De ese análisis concluye el Juez a quo en que' 
Carmelo García Mejía no incurrió en las faltas nue le 
atribuyó "La Metalúrgica Perera, C. por A", para justi-
ficar su despido.— Sin embargo, el Juez descuidó para 
analizar este hecho, la falta de Carmelo García Mejía al 
tener conocimiento de que estaba utilizando, en compañía 
de otros empleados y de personas extrañas, el vehículo de 
la compañía, a pesar de la prohibición expresa que había 
dictado el Presidente y en asuntos extraños al interés de 
la misma; pero la falta mayor en que incurrió el Juez 

a quo desnaturalizando los hechos es cuando al referir el 
hecho comprobado del viaje a Ciudad Trujillo no le atri-
buye importancia a la circunstancia de que durante eI 
mismo el vehículo fué conducido por Carmelo Mejía, y 
continúa más adelante desnaturalizando los hechos el pro-
pio Juez a-quo cuando afirma que en una empresa inte-
grada por familiares no puede constituir falta o delito el 
hecho de que uno o más obreros sean transportados fuera 
de horas del trabajo en el vehículo que usa un Director 
o Miembro del Consejo de Administración y por invita- 

ción de éste"; 

Considerando que el juez a-quo para confirmar la 
sentencia apelada y acoger en consecuencia la demanda 
intentada por Carmelo García Mejía contra la actual re-
currente expresa en los motivos de su fallo lo que a con-
tinuación se transcribe: "que para justificar el despido de 
su empleado Carmelo García Mejía, la compañía intima

- 
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da alega que éste cometió una falta o delito contra pro-
piedad de su patrón, tal como lo prevé el artículo 36 de 
la ley 637, pero contrariamente a ese alegato el informa-
tivo realizado en primera instancia, y los hechos de la 
causa, así como las confesiones de las partes, revelan que 
en la tarde del día diez y siete del mes de febrero del año 
mil novecientos cincuenta y uno, después de concluida la 
labor en los talleres, el señor Francisco Perera Núñez, hi-
jo del presidente de la Compañía y vicepresidente él mis-
mo de la empresa tomó una camioneta propiedad de esa 
entidad industrial, en el cual vehículo condujo desde la 
fundición situada en las afueras de la localidad, hasta la 
ciudad, a un grupo de trabajadores y empleados entre los 
cuales se hallaba el intimado; que durante la noche el vice-
presidente, Francisco Perera Núñez, el intimado Carmelo 
García Mejía y otro empleado continuaron paseando en el 
vehículo hasta trasladarse a Ciudad Trujillo en donde per-
maneció el actual intimado y aue cuando regresaba a San 
Pedro de Macorís el señor Francisco Perera Núñez con-
duciendo sin licencia el referido vehículo, sufrió una volea-
dura, de donde no puede inferirse en modo alguno que el. 
empleado Carmelo García Mejía haya cometido ningún 
delito contra la propiedad de su patrono";— "a que tra-
tándose de una empresa organizada entre familiares cer-
canos (padre, hijos como accionistas) el uso de un vehícu-
lo realizado por uno de los hijos del presidente de la so-
ciedad, en la cual a su vez desempeña un cargo de direc-
tor, como en la especie, no puede ser en principio una 
"falta o delito" contra la propiedad en perjuicio de la em-
presa ni tampoco la circunstancia de que uno o más obre-
ros sean transportados fuera de horas de trabajo en el 
vehículo que use un director o miembro del consejo de 
administración de una compañía y por invitación de éste, 
no puede constituir, como no constituye en la especie la 
falta señalada en el artículo 36, párrafo b) de la ley 637 
a cargo de los empleados así transportados, cuando a ma- 



yor abundamiento en el momento de la volcadura del ve-
hículo de que se trata, en la especie ocurrió en la carretera, 
quien lo conducía (como en todo momento) era el propio 
Francisco Perera Núñez, vicepresidente del consejo de ad-
ministración de la Metalúrgica Perera, C. por A., y ya Car-
melo García Mejía ni siquiera era ocupante en dicho ve-
hículo por haber permanecido en Ciudad Trujillo"; 

Considerando que en el informativo practicado por 
el Magistrado Juez de Paz de la común de San Pedro de 
Macorís, en fecha veintisiete de abril de mil novecientos 
cincuenta y uno, declararon como testigos Feliciano Pot-
ter Vanderpcol y Francisco Perera Núñez, presentados 
por la compañía demandada y en el contra informativo 
sólo fué oída la parte demandante; que esta medida de 
instrucción es la que le ha servido de fundamento al juez 
a quo para establecer los hechos de la causa y hacer las 
apreciaciones que expresa en su sentencia; 

Considerando que la mencionada Compañía sostuvo 

ante el tribunal a quo que el , Presidente de la misma, Leo-
poldo Perera, le había prohibido tanto a su hijo Francisco 
Perera Núñez como a los demás empleados hacer uso de 
la camioneta de que se trata, sin su nermise; cue, a csz. , 

 respecto, dicho testigo reconoció como cierto en el infor-
mativo que esa prohibición le había sido hecha a todos los 
empleados y que él esa noche hizo uso de la camioneta 
por su propia cuenta; que, sin embargo, el juez a quo, des-
pués de rechazar el pedimento subsidiario formulado por 
la Compañía, tendente a que se ordenara una nueva in-
formación testimonial para dejar más ampliamente esta-
blecida la prueba de la falta que le imputó a su empleado, 
no ponderó el valor de la referida declaración sobre este 
punto, la cual, de ser reconocida como sincera, pondría 
en evidencia que dicho empleado García Mejía se asoció 
a la falta grave cometida por Francisco Perera Núñez, y 
que, por tanto, existiera en el caso una j'asta causa de des- 

pido; que, en tales condiciones, el fallo impugnado no está 
legalmente justificado; 

Por tales motivos, PRIMERO: Casa la sentencia del 
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de San 
Pedro de Macorís, de fecha nueve de febrero de mil no-
vecientos cincuenta y dos, y envía el asunto a la Cámara 
Civil y Comercial del Juzgado de Primera Instancia del 
Distrito Judicial de Santo Domingo; y SEGUNDO: conde-
na a la parte intimada al pago de las costas. (Firmados) H. 
Herrera Billini.— J. Tomás Mejía.— Fco. Elpidio Beras.-- 
Juan R. Morel.— G. A. Díaz.— A. Alvarez Aybar.— Da-
mián Báez B.— Néstor Contín Aybar.— Ernesto Curiel 
hijo, Secretario General.— La presente sentencia ha sido 
dada y firmada por los Señores Jueces cale figuran en su 
encabezamiento, en la audiencia pública del día, mes y 
año en él expresados, y fué firmada, leída y publicada por 
mí, Secretario General, que certifico.— (Fdo.) Ernesto Cu- 
riel hijo".— 
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yor abundamiento en el momento de la volcadura del ve-
hículo de que se trata, en la especie ocurrió en la carretera, 
quien lo conducía (como en todo momento) era el propio 
Francisco Perera Núñez, vicepresidente del consejo de ad-
ministración de la Metalúrgica Perera, C. por A., y ya Car-
melo García Mejía ni siquiera era ocupante en dicho ve-
hículo por haber permanecido en Ciudad Trujillo"; 

Considerando que en el informativo practicado por 
el Magistrado Juez de Paz de la común de San Pedro de 
Macorís, en fecha veintisiete de abril de mil novecientos 
cincuenta y uno, declararon como testigos Feliciano Pot-
ter Vanderpool y Francisco Perera Núñez, presentados 
por la compañía demandada y en el contra informativo 
sólo fué oída la parte demandante; que esta medida de 
instrucción es la que le ha servido de fundamento al juez 
a quo para establecer los hechos de la causa y hacer las 
apreciaciones que expresa en su sentencia; 

Considerando que la mencionada Compañía sostuvo 
ante el tribunal a quo aue el/Presidente de la misma, Leo-
poldo Perera, le había prohibido tanto a su hijo Francisco 
Perera Núñez como a los demás empleados hacer uso de 
la camioneta de que se trata, sin su nermise; c;=, a ose 
respecto, dicho testigo reconoció como cierto en el infor-
mativo que esa prohibición le había sido hecha a todos los 
empleados y que él esa noche hizo uso de la camioneta 
por su propia cuenta; que, sin embargo, el juez a quo, des-
pués de rechazar el pedimento subsidiario formulado por 
la Compañía, tendente a que se ordenara una nueva in-
formación testimonial para dejar más ampliamente esta-
blecida la prueba de la falta que le imputó a su empleado, 
no ponderó el valor de la referida declaración sobre este 
punto, la cual, de ser reconocida como sincera, pondría 
en evidencia que dicho empleado García Mejía se asoció 
a la falta grave cometida por Francisco Perera Núñez, y 

que, por tanto, existiera en el caso una j'asta causa de des- 
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pido; que, en tales condiciones, el fallo impugnado no está 
legalmente justificado; 

Por tales motivos, PRIMERO: Casa la sentencia del 
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de San 
Pedro de Macorís, de fecha nueve de febrero de mil no-
vecientos cincuenta y dos, y envía el asunto a la Cámara 
Civil y Comercial del Juzgado de Primera Instancia del 
Distrito Judicial de Santo Domingo; y SEGUNDO: conde-
na a la parte intimada al pago de las costas. (Firmados) H. 
Herrera Billini.— J. Tomás Mejía.— Feo. Elpidio Bcras.— 
Juan R. Morel.— G. A. Díaz.— A. Alvarez Aybar.— Da-
mián Báez B.— Néstor Contín Aybar.— Ernesto Curiel 
hijo, Secretario General.— La presente sentencia ha sido 
dada y firmada por los Señores Jueces que figuran en su 
encabezamiento, en la audiencia pública del día, mes y 
año en él expresados, y fué firmada, leída y publicada por 
mí, Secretario General, que certifico.— (Fdo.) Ernesto Cu- 
riel hijo".— 
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Materia: Tierras 

Recurrente: Lorenzo Alcántara y compartes. Abogado: Lic. J. 

Humberto Terrero. 

Intimado: Dr. Manuel Lara Fernández. Abogado: Lic. José A. 

Ramírez Alcántara. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Juan Tomás Mejía, Primer 
Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio Beras, Segundo 
Sustituto de Presidente; Rafael Castro Rivera, Juan A. Mo-
rel, Gustavo A. Díaz, Ambrosio Alvarez Aybar, Damián 
Báez B., y Néstor Contín Aybar, asistidos del Secretario 
General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en Ciu-
dad Trujillo, Distrito de Santo Domingo, hoy día treinta 
del mes de junio de mil novecientos cincuenta y dos, años 

1099  de la Independencia, 89 9  de la Restauración y 23 9  de 

la Era de Trujillo, dicta en audiencia pública, como corte de 
casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Lorenzo 
Alcántara, dominicano, mayor de edad, casado, agricultor, 
del domicilio y residencia de la sección de Buenavista de 
la Común de San Juan de la Maguana, portador de la cédu-
la personal de identidad número 1695 serie 3, renovada pa- 

ra el presente año con el sello 50727; Rufino Cuevas, do-
minicano, mayor de edad, agricultor, del domicilio y resi-
dencia de la sección de Buenavista de la Común de San 
Juan de la Maguana, portador de la cédula personal nú-
mero 8832 serie 12, renovada para el presente año con el 
sello 495599; Andrés Alcántara, dominicano, mayor de 
edad, soltero, agricultor, del domicilio y residencia de la 
sección de Buenavista de la Común de San Juan, portador 
de la cédula de identidad personal 4964 serie 12, renovada 
para este año con el sello 462769 y José Leonidas de la Ro-
sa, dominicano, mayor de edad, soltero, agricultor, del do-
micilio y residencia de la sección de Buenavista de la Co-
mún de San Juan, portador de la cédula persotal de iden-
tidad número 12107 serie 12, renovada para el presente ario 
con el sello 496546, contra sentencia del Tribunal de Tie-
rras de jurisdicción original de fecha dos de julio de mil 
novecientos cincuenta y uno dictada, como tribunal de ape-
lación en materia posesoria sobre terrenos en curso de re-
gistro catastral, cuyo dispositivo se copia después; 

Oído el Magistrado Juez Relator; 

Oído el Lic. Rafael A. Ortega Peguero, portador de la 
cédula personal número 3111, serie lra. renovada con el 
sello No. 7289, en representación del Lic. J. Humberto Te-
rrero, abogado de las partes demandantes, en la lectura de 
sus conclusiones; 

Oído el Dr. César Lara y Mieses, portador de la cédula 
número 17238, serie 47, renovada con el sello No. 7372, en 
representación del Lic. José A. Ramírez Alcántara, aboga-
do de la parte demandada Manuel Lara Fernández, domi-
nicano, mayor de edad, casado, doctor en Medicina y Ci-
rugía, domiciliado y residente en Ciudad Trujillo, Distrito 
de Santo Domingo, portador de la cédula personal número 
676, serie 47, exonerado del pago de sellos por ser Capi-
tán del Cuerpo Médico del Ejército Nacional, en la lectura 
de sus conclusiones; 

SENTENCIA DE FECHA 30 DE JUNIO DE 1952 

Sentencia impugnada: Tribunal de Tierras de Jurisdicción 
Original, como tribunal de Apelación en materia pose-
soria, acerca de terrenos en curso de saneamiento catas-

tral, de fecha 2 de julio de 1951. 
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Sentencia impugnada: Tribunal de Tierras de Jurisdicción 

Original, como tribunal de Apelación en materia pose-

soria, acerca de terrenos en curso de saneamiento catas-

tral, de fecha 2 de julio de 1951. 

Materia: Tierras 

Recurrente: Lorenzo Alcántara y compartes. Abogado: Lic. J. 

Humberto Terrero. 

Intimado: Dr. Manuel Lara Fernández. Abogado: Lic. José A. 

Ramírez Alcántara. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Juan Tomás Mejía, Primer 
Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio Beras, Segundo 
Sustituto de Presidente; Rafael Castro Rivera, Juan A. Mo-
rel, Gustavo A. Díaz, Ambrosio Alvarez Aybar, Damián 
Báez B., y Néstor Contín Aybar, asistidos del Secretario 
General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en Ciu-
dad Trujillo, Distrito de Santo Domingo, hoy día treinta 
del mes de junio de mil novecientos cincuenta y dos, años 

1099  de la Independencia, 899  de la Restauración y 23 4  de 

la Era de Trujillo, dicta en audiencia pública, como corte de 
casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Lorenzo 
Alcántara, dominicano, mayor de edad, casado, agricultor, 
del domicilio y residencia de la sección de Buenavista de 
la Común de San Juan de la Maguana, portador de la cédu-
la personal de identidad número 1695 serie 3, renovada pa- 

ra el presente año con el sello 50727; Rufino Cuevas, do-
minicano, mayor de edad, agricultor, del domicilio y resi-
dencia de la sección de Buenavista de la Común de San 
Juan de la Maguana, portador de la cédula personal nú-
mero 8832 serie 12, renovada para el presente año con el 
sello 495599; Andrés Alcántara, dominicano, mayor de 
edad, soltero, agricultor, del domicilio y residencia de la 
sección de Buenavista de la Común de San Juan, portador 
de la cédula de identidad personal 4964 serie 12, renovada 
para este año con el sello 462769 y José Leonidas de la Ro-
sa, dominicano, mayor de edad, soltero, agricultor, del do-
micilio y residencia de la sección de Buenavista de la Co-
mún de San Juan, portador de la cédula personal de iden-
tidad número 12107 serie 12, renovada para el presente ario 
con el sello 496546, contra sentencia del Tribunal de Tie-
rras de jurisdicción original de fecha dos de julio de mil 
novecientos cincuenta y uno dictada, como tribunal de ape-
lación en materia posesoria sobre terrenos en curso de re-
gistro catastral, cuyo dispositivo se copia después; 

Oído el Magistrado Juez Relator; 

Oído el Lic. Rafael A. Ortega Peguero, portador de la 
cédula personal número 3111, serie lra. renovada con el 
sello No. 7289, en representación del Lic. J. Humberto Te-
rrero, abogado de las partes demandantes, en la lectura de 
sus conclusiones; 

Oído el Dr. César Lara y Mieses, portador de la cédula 
número 17238, serie 47, renovada con el sello No. 7372, en 
representación del Lic. José A. Ramírez Alcántara, aboga-
do de la parte demandada Manuel Lara Fernández, domi-
nicano, mayor de edad, casado, doctor en Medicina y Ci-
rugía, domiciliado y residente en Ciudad Trujillo, Distrito 
de Santo Domingo, portador de la cédula personal número 
676, serie 47, exonerado del pago de sellos por ser Capi-
tán del Cuerpo Médico del Ejército Nacional, en la lectura 
de sus conclusiones; 
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Oído el dictamen del Magistrado Procurador  General 
de la República; 

Visto el Memorial de Casación recibido en la Secreta-
ría de la Suprema Corte de Justicia el seis de septiembre 
de mil novecientos cincuenta y uno, suscrito en nombre de 
los demandantes, por el abogado Lic. J. Humberto Terrero, 
portador de la cédula número 2716, serie 10, renovada en-
tonces con el sello No. 1735, memorial en que se alegan las 
violaciones de la ley que luego se mencionan; 

Visto el Memorial de Defensa del demandado ya indi-
cado, de fecha veintitrés de febrero de mil novecientos cin-
cuenta y dos, recibido en la Secretaría de la Suprema Cor-
te el cuatro de marzo del mismo año, suscrito por el aboga-
do de dicho demandado, Lic. José Antonio Ramírez Alcán-
tara, portador de la cédula número 19452, serie lra. reno-

vada con el sello No. 1755; 
La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-

liberado, y vistos los artículos 1351 y 2229 del Código Ci-
vil; 23 del Código de Procedimiento Civil; 84, 132, 133, 134, 
254 y 255 de la Ley de Registro de Tierras; .1 y 71 de la 

Ley sobre Procedimiento de Casación; 
Considerando que en la sentencia impugnada consta 

lo que sigue: A), que en fecha diez de diciembre de mil no-

vecientos cuarenta y siete, el Juzgado de Paz de la común 
de San Juan de la Maguana dictó, en materia posesoria, 
una sentencia en favor del Dr. Manuel Lara Fernández y 
en contra de los actuales recurrentes, respecto de terrenos 
del Distrito Catastral No. 2 (dos) de la común de San Juan 
de. la Maguana, sección de Buena Vista, sitio de Santomé, 
cuyo dispositivo se encuentra inserto en el de la decisión 
ahora impugnada que luego se expresará; B), que contra 
la decisión del Juzgado de Paz mencionado interpusieron 
recurso de apelación los actuales intimantes, de acuerdo 
con la Ley No. 1542 del año 1947, y el Tribunal Superior 
de Tierras designó, para conocer de dicha apelación, al 
Juez del Tribunal de Tierras Residente, en San Juan de 
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la Maguana; C), que dicho Juez Residente conoció del ca-
so en audiencia de fecha dieciocho de abril de mil novecien-
tos cincuenta y uno, en la que comparecieron personalmen-
te los actuales demandantes y pidieron la revocación del 
fallo que era entonces impugnado; y en nombre del intima-
do Manuel Lara Fernández compareció el Licenciado José 
Antonio Ramírez Alcántara, abogado, quien concluyó de 
este modo: "Que os plazca fallar confirmando en todas sus 
partes la sentencia dictada por el Juzgado de Paz de San 
Juan de la Maguana, de fecha 10 de "iciembre de 1947, 
que es objeto del recurso de apelación de que se está cono-
ciendo en esta audiencia y que condenéis a los señores Lo-
renzo Alcántara, José Leonidas de la Rosa, Rufino Cuevas 
y Andrés Alcántara (a) Venero, al pago de las costas"; 

Considerando que el Tribunal de Tierras, constituído 
para este caso por el Juez Residente de San Juan de la Ma-
guana, dictó el dos de julio de mil novecientos cincuenta y 
uno, la sentencia ahora impugnada, con este dispositivo: 
"FALLA: En el Distrito Catastral número (2) dos de la Co-
mún de San Juan de la Maguana, Sección de "Buena Vis-
ta", sitio de Santomé' y "Lugar La Primera Agua", Pro-
vincia Benefactor, lo siguiente: PRIMERO: Que debe De-
clarar como al efecto se Declara regular y válido en cuan-
to a la forma el recurso de apelación interpuesto por los 
señores Lorenzo Alcántara, José de la Rosa, Rufino Cue-
vas y Andrés Alcántara (a) Venero, de generales anotadas, 
contra la sentencia del Juzgado de Paz de San Juan de la 
Maguana, de fecha 10 de Diciembre del año 1947, sobre la 
demanda en turbación de posesión interpuesta por el Doc-
tor Manuel Lara Fernández.— SEGUNDO.— Que debe 
Confirmar como al efecto Confirma en todas sus partes la 
mencionada sentencia cuyo dispositivo dice "FALLA: PRI-
MERO: que debe declarar y al efecto declara, turbada por 
parte de los demandados Lorenzo Alcántara, José Leonidas 
de la Rosa, Rufino Cuevas y Andrés Alcántara (a) Venero, 
de las generales anotadas, la posesión del demandante Dr. 
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Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Visto el Memorial de Casación recibido en la Secreta-
ría de la Suprema Corte de Justicia el seis de septiembre 
de mil novecientos cincuenta y uno, suscrito en nombre de 
los demandantes, por el abogado Lic. J. Humberto Terrero, 
portador de la cédula número 2716, serie 10, renovada en-
tonces con el sello No. 1735, memorial en que se alegan las 
violaciones de la ley que luego se mencionan; 

Visto el Memorial de Defensa del demandado ya indi-
cado, de fecha veintitrés de febrero de mil novecientos cin-
cuenta y dos, recibido en la Secretaría de la Suprema Cor-
te el cuatro de marzo del mismo año, suscrito por el aboga-
do de dicho demandado, Lic. José Antonio Ramírez Alcán-
tara, portador de la cédula número 19452, serie lra. reno-
vada con el sello No. 1755; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
liberado, y vistos los artículos 1351 y 2229 del Código Ci-
vil; 23 del Código de Procedimiento Civil; 84, 132, 133, 134, 
254 y 255 de la Ley de Registro de Tierras; .1 y 71 de la 

Ley sobre Procedimiento de Casación; 
Considerando que en la sentencia impugnada consta 

lo que sigue: A), que en fecha diez de diciembre de mil no-

vecientos cuarenta y siete, el Juzgado de Paz de la común 
de San Juan de la Maguana dictó, en materia posesoria, 
una sentencia en favor del Dr. Manuel Lara Fernández y 
en contra de los actuales recurrentes, respecto de terrenos 
del Distrito Catastral No. 2 (dos) de la común de San Juan 
de•la Maguana, sección de Buena Vista, sitio de Santomé, 
cuyo dispositivo se encuentra inserto en el de la decisión 
ahora impugnada que luego se expresará; B), que contra 
la decisión del Juzgado de Paz mencionado interpusieron 
recurso de apelación los actuales intimantes, de acuerdo 
con la Ley No. 1542 del año 1947, y el Tribunal Superior 
de Tierras designó, para conocer de dicha apelación, al 
Juez del Tribunal de Tierras Residente, en San Juan de 

la Maguana; C), que dicho Juez Residente conoció del ca-
so en audiencia de fecha dieciocho de abril de mil novecien-
tos cincuenta y uno, en la que comparecieron personalmen-
te los actuales demandantes y pidieron la revocación del 
fallo que era entonces impugnado; y en nombre del intima-
do Manuel Lara Fernández compareció el Licenciado José 
Antonio Ramírez Alcántara, abogado, quien concluyó de 
este modo: "Que os plazca fallar confirmando en todas sus 
partes la sentencia dictada por el Juzgado de Paz de San 
Juan de la Maguana, de fecha 10 de Tliciembre de 1947, 
que es objeto del recurso de apelación de que se está cono-
ciendo en esta audiencia y que condenéis a los señores Lo-
renzo Alcántara, José Leonidas de la Rosa, Rufino Cuevas 
y Andrés Alcántara (a) Venero, al pago de las costas"; 

Considerando que el Tribunal de Tierras, constituído 
para este caso por el Juez Residente de San Juan de la Ma-
guana, dictó el dos de julio de mil novecientos cincuenta y 
uno, la sentencia ahora impugnada, con este dispositivo: 
"FALLA: En el Distrito Catastral número (2) dos de la Co-
mún de San Juan de la Maguana, Sección de "Buena Vis-
ta", sitio de `Santomé' y "Lugar La Primera Agua", Pro-
vincia Benefactor, lo siguiente: PRIMERO: Que debe De-
clarar como al efecto se Declara regular y válido en cuan-
to a la forma el recurso de apelación interpuesto por los 
señores Lorenzo Alcántara, José de la Rosa, Rufino Cue-
vas y Andrés Alcántara (a) Venero, de generales anotadas, 
contra la sentencia del Juzgado de Paz de San Juan de la 
Maguana, de fecha 10 de Diciembre del año 1947, sobre la 
demanda en turbación de posesión interpuesta por el Doc-
tor Manuel Lara Fernández.— SEGUNDO.— Que debe 
Confirmar como al efecto Confirma en todas sus partes la 
mencionada sentencia cuyo dispositivo dice "FALLA: PRI-
MERO: aue debe declarar y al efecto declaró, turbada por 
parte de los demandados Lorenzo Alcántara, José Leonidas 
de la Rosa, Rufino Cuevas y Andrés Alcántara (a) Venero, 
de las generales anotadas, la posesión del demandante Dr. 
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Manuel Lara Fernández, establecida y sostenida por éste 
con las condiciones legales sobre las condiciones del terre-
no, el cual tiene las colindancias siguientes: al Norte, terre-
nos comuneros o sueltos, al Este, camino de las Yayas y te-
rrenos comuneros, al Sur, terrenos ocupados por el señor 
Santiago de León y Cañada de la Primera Agua, y al Oeste, 
camino de la Primera Agua; SEGUNDO: que debe ordenar 
como al efecto ordena, la suspensión inmediata por parte 
de los expresados demandados Lorenzo Alcántara, José 
Leonidas de la Rosa, Rufino Cuevas y Andrés Alcántara 
.(a) Venero, de cualquier obra emprendida por ellos en la 
superficie de terreno, así como el levantamiento de cual-
quiera obra ya concluida, declarando las mejoras de buena 
fe; TERCERO: que debe ordenar y al efecto ordena, el des-
alojo inmediato por parte de los mismos demandados, de 
la superficie del terreno en litigios, y CUARTO: que debe 
condenar como al efecto condena a los repetidos demanda-
dos Lorenzo Alcántara, José Leonidas de la Rosa, Rufino 
Cuevas y Andrés Alcántara (a) Venero, al pago de las cos-
tas causadas y por causarse hasta la completa ejecución 
de la presente sentencia". 3 9  Que debe condenar como al 
efecto condena a los señores Lorenzo Alcántara, José de la 
Rosa, Rufino Cuevas y Andrés Alcántara (a) Venero al pa-
go de las costas.— Y por esta sentencia, a cargo de revi-
sión y apelación, así se ordena, manda y firma"; 

Considerando que la sentencia cuyo dispositivo acaba 
de ser transcrito fué dictado en segunda y última instancia, 
por aplicación de la ley, no obstante la errada indicación 
de la parte final de dicho dispositivo; 

Considerando que las partes demandantes alegan, en 
apoyo de su recurso, que en la sentencia impugnada se in-
currió en los vicios señalados en los medios siguientes: 
'PRIMERO: Violación de los artículos 23 del Código de 
Procedimiento Civil y 2229 del Código Civil, y errada apli-
cación o apreciación de los hechos de la causa, con viola-
ción del derecho"; "SEGUNDO: Violación del artículo 1351  

-del Código Civil"; "TERCERO: Violación del artículo 84 de 
la Ley de Registro de Tierras"; 

Considerando, respecto del primer medio, en el que se 
alega, esencialmente, que los artículos 23 del Código de 
Proceclimie.nto Civil y 2229 del Código Civil fueron viola-
dos porque, según los intimantes, el intimado no tenía la 
posesión aue alegaba, con los requisitos previstos en el pri-
mero de dichos cánones legales, y el juez a quo hizo unza 
errada "aplicación o apreciación de los hechos" para llegar 

. .a la solución del asunto -a que lleno. 

Considerando que la sentencia atacada expresa en su 
tercer considerando, como fundamento de lo que fué de-
cidizio, lo siguiente: "Que en el caso de la especie y de 
acuerdo con los hechos de la causa revelados en el expe-
diente, se comprueba que el Doctor Manuel Lara Fernán-
dez fué turbado por los señores Lorenzo Alcántara, José de 
la Rosa y Rufino Cuevas y Andrés Alcántara (a) Venero en 
el goce pacífico de la posesión mantenida por aquél en la 
Sección de "Buena Vista", Sitio de "Santomé", Lugar de 
"La Primera Agua" de la Común de San Juan de la Ma-
guana, Provincia Benefactor, posesión que está compren-
dida dentro de los siguientes linderos: al Norte, terrenos 
comuneros; al Este, camino de "Las Yayas" y terrenos co-
muneros; al Sur, terrenos ocupados por Santiago de León 
y la cañada de "La Primera Agua"; y al Oeste, camino que 

,•conduce a dicha cañada, encontrándose reunidos en el pre-
sente caso todos los elementos exigidos por la ley, habien-
do aportado el demandante ostensiblemente, tanto por an-
te el primer Juez como por ante este Tribunal, la prueba 
de los hechos constitutivos de la turbación sufrida; Que en 
.esas circunstancias procede declarar que el demandante 
Doctor Manuel Lara Fernández ha sido turbado en su po-
sesión por los señores Lorenzo Alcántara, José de la Rosa, 
Rufino Cuevas y Andrés Alcántara, (a) Venero, debiendo 
por consiguiente confirmarse en todas sus partes la senten-

cia apelada o sea la dictada por el juzgado de Paz de San 
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go de las costas.— Y por esta sentencia, a cargo de revi-
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Considerando que las partes demandantes alegan, en 
apoyo de su recurso, que en la sentencia impugnada se in-
currió en los vicios señalados en los medios siguientes: 
"PRIMERO: Violación de los artículos 23 del Código de 
Procedimiento Civil y 2229 del Código Civil, y errada apli-
cación o apreciación de los hechos de la causa, con viola-
ción del derecho"; "SEGUNDO: Violación del artículo 1351  

-del Código Civil"; "TERCERO: Violación del artículo 84 de 
la Ley de Registro de Tierras"; 

Considerando, respecto del primer medio, en el que se 
alega, esencialmente, que los artículos 23 del Código de 
Procedimiento Civil y 2229 del Código Civil fueron viola-
dos porque, según los intimantes, el intimado no tenía la 
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dida dentro de los siguientes linderos: al Norte, terrenos 
comuneros; al Este, camino de "Las Yayas" y terrenos co-
muneros; al Sur, terrenos ocupados por Santiago de León 
y la cañada de "La Primera Agua"; y al Oeste, camino que 
conduce a dicha cañada, encontrándose reunidos en el pre-
sente caso todos los elementos exigidos por la ley, habien-
do aportado el demandante ostensiblemente, tanto por an-
te el primer Juez como por ante este Tribunal, la prueba 
de los hechos constitutivos de la turbación sufrida; Que en 
.esas circunstancias procede declarar que el demandante 
Doctor Manuel Lara Fernández ha sido turbado en su po-
sesión por los señores Lorenzo Alcántara, José de la Rosa, 
Rufino Cuevas y Andrés Alcántara, (a) Venero, debiendo 
por consiguiente confirmarse en todas sus partes la senten-

cia apelada o sea la dictada por el juzgado de Paz de San 
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Juan de la I'laguana, en fecha 10 del mes de Diciembre del 
ario 1947, cuyo (sic) aparece copiado en otra parte de esta 
Decisión"; que en lo que queda copiado en que se encuen-
tran implícitamente adoptados los motivos de hecho y de 
derecho del primer juez, el Tribunal de Tierras de Juris-
dicción Original hizo uso de los poderes soberanos que, 
para la ponderación de los medios de prueba sometidos al 
debate y para el consecuente establecimiento de los hechos 
de la causa, corresponden a los jueces del fondo; que el ar-
tículo 2229 del Código Civil concierne a los derechos de 
propiedad que puedan tener las partes, y no a los de mera 
posesión, a ue era de lo ene se trataba y que no podía ser 
involucrado con lo primero, por aplicación del artículo 25 
del Código de Procedimiento Civil; que, como consecuen-
cia de cuanto queda expresado, el primer medio que ha ve-
nido siendo examinado carece de fundamento; 

Considerando, sobre el segundo medio, en que se ale-
ga lo siguiente: "En el presente caso se han violado las dis-
posiciones del artículo 1351 del Código Civil, pues habien-
do el Tribunal Superior de Tierras por su sentencia de fe-
cha 14 de Octubre de 1946, dispuesto en relación con esa 
misma porción de terreno, en la cual fueron partes los in-
timantes en casación y el Doctor Lara Fernández, y al no 
tomar en consideración el Juez a-quo los alegatos que en 
relación con ese mismo asunto y con la sentencia ya indi-
cada, le fueron indicados, a fines de revocación de senten-
cia, violó las disposiciones del artículo 1351 del Código Ci-
vil, por cuanto estableció acerca de una cosa objeto ya de 
un fallo, entre las mismas personas y formulada por ellas 
y contra ellas, teniendo la autoridad de la cosa juzgada"; 

Considerando que la sentencia del Tribunal Superior 
de Tierras de fecha catorce de octubre de mil novecientos 
cuarenta y seis, cuya copia figura en el expediente, se re-
fiere a una concesión de prioridad para la mensura de la 
Parcela No. 304 del Distrito Catastral No. 2 de la común 
de San Juan de la Maguana, lugar y Sección de Buena Vis- 

ta, Sitio de Santomé, concesión aue es limitada a lo poseído 
por el Dr. Manuel Lara Fernández; pero, nada dispone res-
pecto de la extensión de lo poseído, por dicho Dr. Lara Fer-
nández ni acerca de las características de dicha posesión; 
que, por lo tanto, en la decisión ahora impugnada no se ha 
violado la autoridad de la cosa juzgada del fallo alegado 
por los demandantes y prevista por el artículo del Código 
Civil invocado por ellos, lo que evidencia que el medio se-
gundo no tiene más- fundamento que el primero; 

Considerando acerca del tercero y último medio: qué 
los fundamentos que presenta la sentencia de que se tra-
ta, son completados por la amplia y pormenorizada moti-
vación, en hecho y en derecho del fallo del Juzgado de 
Paz de San Juan de la Maguana que resulta aprobada, y 
consecuentemente adoptada, por aquella; que así comple-
tada una motivación por la otra, la decisión atacada se en-
cuentra exenta del vicio de falta de motivos previsto en el 
artículo 84 de la Ley de Registro de Tierras, por lo anal 
el tercero y último medio debe ser desestimado; 

Por tales motivos, rechaza el recurso de casación in-
terpuesto, por Lorenzo Alcántara, Andrés Alcántara, Ru-
fino Cuevas y José Leonidas de la Rosa, contra sentencia 
del Tribunal de Tierras, como juzgado de apelación en ma-
teria posesoria a cerca de terrenos en curso de saneamiento 
catastral de fecha dos de julio de mil novecientos cincuen-
ta y uno, cuyo dispositivo ha sido ya copiado, y condena a 
dichos intimantes al pago de las costas. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— J. Tomás Mejía.— 
Fco. Elpidio Beras.— Raf. Castro Rivera.— Juan A. Mo-
rel.— G. A. Díaz.— A. Alvarez Aybar.— Damián Báez B., 
Néstor Contín Aybar.— Ernesto Curiel hijo, Secretario Ge-
neral. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
Señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
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de Tierras de fecha catorce de octubre de mil novecientos 
cuarenta y seis, cuya copia figura en el expediente, se re-
fiere a una concesión de prioridad para la mensura de la 
Parcela No. 304 del Distrito Catastral No. 2 de la común 
de San Juan de la Maguana, lugar y Sección de Buena Vis- 

ta, Sitio de Santomé, concesión que es limitada a lo poseído 
por el Dr. Manuel Lara Fernández; pero, nada dispone res-
pecto de la extensión de lo poseído, por dicho Dr. Lara Fer-
nández ni acerca de las características de dicha posesión; 
que, por lo tanto, en la decisión ahora impugnada no se ha 
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audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y 
fué firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, 
que certifico.— (Firmado) Ernesto Curiel hijo. 

SENTENCIA DE FECHA 30 DE JUNIO DE 1952 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Ciudad Trujillo de 
fecha 22 de Octubre de 1952 

Materia: Civil 

Recurrente: Compañía Eléctrica de Santo Domingo, C. por A. 
Abogados: Dr. Eduardo Paradas Veloz, Lics. Julio Orte-

ga Frier y Luis Sosa Vásquez. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia regularmente constituida por los Jueces Licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Francisco Elpidio Beras, Se-
gundo Sustituto de Presidente; Rafael Castro Rivera, Juan 
A. Morel, Gustavo A. Díaz, Ambrosio Alvarez Aybar, Da-
mián Báez B. y Néstor Contín Aybar, asistidos del Secre-
tario General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en 
Ciudad Trujillo, Distrito de Santo Domingo, hoy día treinta 
del mes de junio de mil novecientos cincuenta y dos, años 

1099  de la Independencia, 89 9  de la Restauración y 23 9  de 

la Era de Trujillo, dicta en audiencia pública, como corte 
de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por la Com-
pañía Eléctrica de Santo Domingo, C. por A., sociedad co-
mercial e industrial, organizada de acuerdo con las leyes 
de la República Dominicana, con su domicilio social en es-
ta ciudad, en la casa No. 40 de la calle de "El Conde" con-
tra sentencia de la Corte de Apelación de Ciudad Trujillo,  

de fecha veintidós de octubre de mil novecientos cincuen-
ta y uno, cuyo dispositivo se copia más adelante; 

Oído el Magistrado Juez Relator; 
Oído el Dr. Eduardo Paradas Veloz, portador de la 

cédula personal de identidad No. 39565, serie 1, sello No. 
512, por sí y en representación de los Licds. Julio Ortega 
Frier, portador de la cédula personal de identidad No. 
3941, serie 1, sello No. 3, y Luis Sosa Vásquez, portador 
de la cédula de identidad No. 3789, serie 1, sello No. 45, 
abogados de la recurrente, en la lectura de sus conclusio; 
nes; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Visto el memorial de casación suscrito por los Licds. 
Julie Ortega Frier y Luis Sosa Vásquez y el Dr. Eduardo 
Paradas Veloz, en el cual se alegan los medios que luego 
se indican; 

Vista la sentencia de la Suprema Corte de Justicia de 
fecha tres de marzo del corriente año, que declaró el de-
fecto contra el intimado Luis García, por no haber cons-
tituido abogado; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
liberado, y vistos los artículos 1315 y 1351 del Código Ci-
vil; y 1, 24 y 71 de la Ley sobre Procedimiento de Casa-
ción; 

Considerando que en el fallo impugnado consta lo si-
guiente: 1) Que sobre la demanda en daños y perjuicios 
interpuesta en fecha veintiuno de diciembre de mil no-
vecientos cuarenta y seis, por Luis García contra la Com-
pañía Eléctrica de Santo Domingo, C. por A., la Cámara 
Civil y Comercial del Juzgado de Primera Instancia del 
Distrito Judicial de Santo Domingo dictó, en fecha dos de 
mayo de mil novecientos cuarenta y siete, una sentencia 
con el siguiente dispositivo: "FALLA: PRIMERO: Que de-
be rechazar, como al efecto rechaza, por los motivos ya in-
dicados, la demanda en reparación de daños y perjuicios 
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Julie Ortega Frier y Luis Sosa Vásquez y el Dr.• Eduardo 
Paradas Veloz, en el cual se alegan los medios que luego 
se indican; 

Vista la sentencia de la Suprema Corte de Justicia de 
fecha tres de marzo del corriente año, que declaró el de-
fecto contra el intimado Luis García, por no haber cons-
tituido abogado; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
liberado, y vistos los artículos 1315 y 1351 del Código Ci-
vil; y 1, 24 y 71 de la Ley sobre Procedimiento de Casa-
ción; 

Considerando que en el fallo impugnado consta lo si-
guiente: 1) Que sobre la demanda en daños y perjuicios 
interpuesta en fecha veintiuno de diciembre de mil no-
vecientos cuarenta y seis, por Luis García contra la Com-
pañía Eléctrica de Santo Domingo, C. por A., la Cámara 
Civil y Comercial del Juzgado de Primera Instancia del 
Distrito Judicial de Santo Domingo dictó, en fecha dos de 
mayo de mil novecientos cuarenta y siete, una sentencia 
con el siguiente dispositivo: "FALLA: PRIMERO: Que de-
be rechazar, como al efecto rechaza, por los motivos ya in-
dicados, la demanda en reparación de daños y perjuicios 
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audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y 
fué firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, 
que certifico.— (Firmado) Ernesto Curiel hijo. 

SENTENCIA DE FECHA 30 DE JUNIO DE 1952 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Ciudad Trujillo de 

fecha 22 de Octubre de 1952 

Materia: Civil 

Recurrente: Compañia Eléctrica de Santo Domingo, C. por A. 
Abogados: Dr. Eduardo Paradas Veloz, Lics. Julio Orte-

ga Frier y Luis Sosa Vásquez. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia regularmente constituída por los Jueces Licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Francisco Elpidio Beras, Se-
gundo Sustituto de Presidente; Rafael Castro Rivera, Juan 
A. Morel, Gustavo A. Díaz, Ambrosio Alvarez Aybar, Da-
mián Báez B. y Néstor Contín Aybar, asistidos del Secre-
tario General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en 
Ciudad Trujillo, Distrito de Santo Domingo, hoy día treinta 
del mes de junio de mil novecientos cincuenta y dos, años 

1099  de la Independencia, 89 9  de la Restauración y 23 9  de 

la Era de Trujillo, dicta en audiencia pública, como corte 
de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por la Com-
pañía Eléctrica de Santo Domingo, C. por A., sociedad co-
mercial e industrial, organizada de acuerdo con las leyes 
de la República Dominicana, con su domicilio social en es-
ta ciudad, en la casa No. 40 de la calle de "El Conde" con-
tra sentencia de la Corte de Apelación de Ciudad Trujillo, 
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de fecha veintidós de octubre de mil novecientos cincuen-
ta y uno, cuyo dispositivo se copia más adelante; 

Oído el Magistrado Juez Relator; 
Oído el Dr. Eduardo Paradas Veloz, portador de la 

cédula personal de identidad No. 39565, serie 1, sello No. 
512, por sí y en representación de los Licds. Julio Ortega 
Frier, portador de la cédula personal de identidad No. 
3941, serie 1, sello No. 3, y Luis Sosa Vásquez, portador 
de la cédula de identidad No. 3789, serie 1, sello No. 45, 
abogados de la recurrente, en la lectura de sus conclusio; 
nes; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Visto el memorial de casación suscrito por los Licds. 
Julie Ortega Frier y Luis Sosa Vásquez y el Dr. Eduardo 
Paradas Veloz, en el cual se alegan los medios que luego 
se indican; 

Vista la sentencia de la Suprema Corte de Justicia de 
fecha tres de marzo del corriente año, que declaró el de-
fecto contra el intimado Luis García, por no haber cons-
tituido abogado; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
liberado, y vistos los artículos 1315 y 1351 del Código Ci-
vil; y 1, 24 y 71 de la Ley sobre Procedimiento de Casa-
ción; 

Considerando que en el fallo impugnado consta lo si-
guiente: 1) Que sobre la demanda en daños y perjuicios 
interpuesta en fecha veintiuno de diciembre de mil no-
vecientos cuarenta y seis, por Luis García contra la Com-
pañía Eléctrica de Santo Domingo, C. por A., la Cámara 
Civil y Comercial del Juzgado de Primera Instancia del 
Distrito Judicial de Santo Domingo dictó, en fecha dos de 
mayo de mil novecientos cuarenta y siete, una sentencia 
con el siguiente dispositivo: "FALLA: PRIMERO: Que de-
be rechazar, como al efecto rechaza, por los motivos ya in-
dicados, la demanda en reparación de daños y perjuicios 
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de que se trata, intentada por Luis García, contra la Com-
pañía Eléctrica de Santo Domingo, C. por A., según acto 
de emplazamiento notificado en fecha veintiuno del mes 
de diciembre del año mil novecientos cuarenta y seis por 
el ministerial Fermín Suncar hijo; y SEGUNDO: Que de-
be condenar, como al efecto condena, a dicho demandante 
Luis García parte que sucumbe, al pago de todas las cos-
tas causadas y por causarse en la presente instancia"; 2) 
Que sobre apelación interpuesta por Luis García, la Cor-
te de Apelación de Ciudad Trujillo, dictó la sentencia aho-
ra impugnada, la cual contiene el dispósitivo que se copia 
a continuación: "FALLA: PRIMERO: Declara regular y 
válido, en cuanto a la forma y justo en el fondo, el pre-
sente recurso de apelación; SEGUNDO: Revoca la senten-
cia apelada, dictada por la Cámara de lo Civil y Comer-
cial del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial 
de Santo Domingo, en fecha 2 del mes de Mayo del año 
mil novecientos cuarenta y siete (1947), cuyo dispositivo 
aparece copiado en otro lugar del presente fallo, y obran-
do por propia autoridad, acoge en parte, las conclusiones 
del intimado, señor Luis García, por ser justas y reposar 
en prueba legal, y en consecuencia, Condena a la Com-
pañía Eléctrica de Santo Domingo, C. por A., a pagar al 
dicho señor Luis García, los daños y perjuicios ocasioná-
doles con motivo del incendio que causó la destrucción 
del taller de mecánica, los muebles, maquinarias y efectos 
que en dicho taller se encontraban, de la propiedad del 
señor García, ordenando que el monto de esos daños y 
perjuicios se justifiquen por estado; rechaza por improce-
dentes las conclusiones del intimante en cuanto pide: a) 
que le acuerden daños y perjuicios morales; y b) que se 
condene a la Compañía intimada al pago de los intereses 
legales de la suma que a títulos de daños y perjuicios se 
justifique por estado, a partir de la fecha de la demanda; 
TERCERO: Condena a la Compañía Eléctrica de Santo 
Domingo, C. por A., parte que sucumbe al pago de las cos- 
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tas de ambas instancias, ordenando su distracción en pro- 
vecho del Licenciado Osvaldo B. Soto, abogado del inti- 
mante, quien afirma haberlas avanzado en su totalidad"; 

Considerando que la recurrente invoca los siguientes 
medios de casación: "Primer Medio: 'Violación del Art. 
1384, párr. primero del Código Civil, combinada con la 
violación del Art. 141 del Código de Procedimiento Civil 
por desnaturalización de documentos"; "Segundo Medio: 
`Violación de los artículos 1351 y 1315 del Código Civil';" 

Considerando, en cuanto al segundo medio, que el 
principio según el cual las decisiones de la justicia repre-
siva tienen la autoridad de la cosa juzgada y se imponen 
al juez apoderado de un proceso civil, se aplica exclusiva-
mente a las disposiciones de la sentencia que son necesa-
rias e indispensables para la solución del proceso penal; 
que las demás disposiciones contenidas en el fallo relativo 
a la acción pública son supérfluas o inútiles, y como tales 
carecen de autoridad en lo civil; 

Considerando que en el presente caso la Corte a qua, 
para determinar el sitio en donde se originó el incendio 
que destruyó el taller de mecánica del actual intimado, y 
para situarlo en el contador que registraba el consumo de 
la energía eléctrica que le era suministrada por la compa-
ñía recurrente, se funda exclusivamente en la sentencia 
pronunciada por la Cámara Penal del Juzgado de Primera 
Instancia del Distrito Judicial de Santo Domingo, en fecha 
veintidós de octubre de mil novecientos cuarenta y seis, 
que descargó al prevenido Teófilo Alcalá del delito de in-
cendio por imprudencia que se le imputaba, por no haber-
lo cometido; que, en efecto en el fallo impugnado se con-
signa que Teófilo Alcalá fué descargado "porque el in-
cendio se originó a consecuencia de un cortocircuito del 
contador que registraba el consumo de energía eléctrica 
del taller propiedad del señor Juan Bautista Fernández, 
desde donde las chispas que desprendía dicho contador 
prendieron fuego a las líneas conductoras exteriores de 
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de que se trata, intentada por Luis García, contra la Com-
pañía Eléctrica de Santo Domingo, C. por A., según acto 
de emplazamiento notificado en fecha veintiuno del mes 
de diciembre del año mil novecientos cuarenta y seis por 

be condenar, como al efecto condena, a dicho 
el ministerial Fermín Suncar hijo; y SEGUNDO: Qem: anudeandtee- 

Luis García parte que sucumbe, al pago de todas las cos-
tas causadas y por causarse en la presente instancia"; 2) 
Que sobre apelación interpuesta por Luis García, la Cor-
te de Apelación de Ciudad Trujillo, dictó la sentencia aho-
ra impugnada, la cual contiene el dispósitivo que se copia 
a continuación: "FALLA: PRIMERO: Declara regular y 
válido, en cuanto a la forma y justo en el fondo, el pre-
sente recurso de apelación; SEGUNDO: Revoca la senten-
cia apelada, dictada por la Cámara de lo Civil y Comer-
cial del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial 
de Santo Domingo, en fecha 2 del mes de Mayo del año 
mil novecientos cuarenta y siete (1947), cuyo dispositivo 
aparece copiado en otro lugar del presente fallo, y obran-
do por propia autoridad, acoge en parte, las conclusiones 
del intimado, señor Luis García, por ser justas y reposar 
en prueba legal, y en consecuencia, Condena a la Com-
pañía Eléctrica de Santo Domingo, C. por A., a pagar al 
dicho señor Luis García, los daños y perjuicios ocasioná-
doles con motivo del incendio que causó la destrucción 
del taller de mecánica, los muebles, maquinarias y efectos 
que en dicho taller se encontraban, de la propiedad del 
señor García, ordenando que el monto de esos daños y 
perjuicios se justifiquen por estado; rechaza por improce-
dentes las conclusiones del intimante en cuanto pide: a) 
que le acuerden daños y perjuicios morales; y b) que se 
condene a la Compañía intimada al pago de los intereses 
legales de la suma que a títulos de daños y perjuicios se 
justifique por estado, a partir de la fecha de la demanda; 
TERCERO: Condena a la Compañía Eléctrica de Santo 
Domingo, C. por A., parte que sucumbe al pago de las cos- 
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tas de ambas instancias, ordenando su distracción en pro- 
vecho del Licenciado Osvaldo B. Soto, abogado del inti- 
mante, quien afirma haberlas avanzado en su totalidad"; 

Considerando que la recurrente invoca los siguientes 
medios de casación: "Primer Medio: 'Violación del Art. 
1384, párr. primero del Código Civil, combinada con la 
violación del Art. 141 del Código de Procedimiento Civil 
por desnaturalización de documentos"; "Segundo Medio: 
`Violación de los artículos 1351 y 1315 del Código Civil';" 

Considerando, en cuanto al segundo medio, que el 
principio según el cual las decisiones de la justicia repre-
siva tienen la autoridad de la cosa juzgada y se imponen 
al juez apoderado de un proceso civil, se aplica exclusiva-
mente a las disposiciones de la sentencia que son necesa-
rias e indispensables para la solución del proceso penal; 
que las demás disposiciones contenidas en el fallo relativo 
a la acción pública son superfluas o inútiles, y como tales 
carecen de autoridad en lo civil; 

Considerando que en el presente caso la Corte a qua, 
para determinar el sitio en donde se originó el incendio 
que destruyó el taller de mecánica del actual intimado, y 
para situarlo en el contadór que registraba el consumo de 
la energía eléctrica que le era suministrada por la compa-
ñía recurrente, se funda exclusivamente en la sentencia 
pronunciada por la Cámara Penal del Juzgado de Primera 
Instancia del Distrito Judicial de Santo Domingo, en fecha 
veintidós de octubre de mil novecientos cuarenta y seis, 
que descargó al prevenido Teófilo Alcalá del delito de in-
cendio por imprudencia que se le imputaba, por no haber-
lo cometido; que, en efecto en el fallo impugnado se con-
signa que Teófilo Alcalá fué descargado "porque el in-
cendio se originó a consecuencia de un cortocircuito del 
contador que registraba el consumo de energía eléctrica 
del taller propiedad del señor Juan Bautista Fernández, 
desde donde las chispas que desprendía dicho contador 
prendieron fuego a las líneas conductoras exteriores de 
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la corriente eléctrica y de ésta al interior de la casa y 
anexidades de la misma", y que como "esos motivos cons-
tituyen la base esencial, el sostén de la sentencia de des-
cargo de Teófilo Alcalá", es necesario, expresa el fallo 
impugnado, "atribuirle la misma autoridad de cosa juz-
gada que al dispositivo de dicha sentencia", para termi-
nar, la Corte a qua, afirmando categóricamente que ella 
"no puede desconocer lo admitido por la referida Cámara 
Penal, en cuanto a que el incendio se originó a consecuen-
cia de un cortocircuito que se produjo en el contador ins-
talado por la compañía intimada, en un poste situado pró-
ximo al lugar del siniestro, desde donde se comunicó al 
interior de la casa por medio de los alambres conductores 
de la corriente eléctrica"; pero, 

Considerando que el examen de la sentencia penal 
que descargó al prevenido Teófilo Alcalá, y a la cual la 
Corte a qua le atribuye una autoridad absoluta, en cuan-
to consagra que el incendio se originó en el contador que 
registraba la corriente eléctrica y que de allí se comuni-
có al taller de Juan Bautista Fernández y sus anexidades,. 
pone de manifiesto que si bien dicha sentencia establece 
en sus motivos "que el incendio.... se inició en el contador 
 de donde se comunicaron las llamas al interior del 
mencionado taller por los cables conductores de la energía 
eléctrica"; éste no fué el motivo determinante del descar-
go, puesto que la misma decisión termina expresando tex-
tualmente que "no existiendo, por otra parte, elementos 
de culpabilidad a cargo de Teófilo Alcalá como autor a 
cómplice del hecho que se le imputa, procede en la espe-
cie el descargo de la prevención puesta a su cargo, por 
no haberla cometido"; que, en efecto para justificar su 
sentencia de descargo la justicia represiva no tenía para 
qué decidir si el incendio se originó en el contador, puesto , 

 que esta sola circunstancia no podía excluir la culpabili-
dad del prevenido; que para pronunciar el descargo de 
éste lo único que tenía necesariamente que establecerse  

era que él no cometió ninguna de las faltas que el artícu-
lo 458 del Código Penal enumera limitativamente, y que 
son las que carecterizan el incendio por imprudencia; 

Considerando que, en tales condiciones, es evidente 
que las disposiciones de la sentencia penal que determina 
el sitio en donde se originó el incendio son supérfluas, y 
no han podido constituir, por tanto, el elemento necesario 
que ha condicionado la solución del proceso penal; que, 
consecuentemente, al atribuirle la Corte a qua a tales dis-
posiciones la autoridad absoluta de la cosa juzgada, ha 
incurrido en la violación de los artículos 1315 y 1351 del 
Código Civil, invocado en el medio que se examina; 

Por tales motivos, PRIMERO: Casa la sentencia de 
la Corte de Apelación de Santo Domingo de fecha veinti-
dós de octubre de mil novecientos cincuenta y uno, cuyo 
dispositivo se copia en otro lugar del presente fallo, y en-
vía el asunto ante la Corte de Apelación de San Pedro de 
Macorís; y SEGUNDO: Condena al intimado al pago de 
las costas. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Feo. Elpidio Be-
ras.— Rafael Castro Rivera.— Juan A. Morel.— G. A. 
Díaz.— A. Alvarez Aybar.— Damián Báez B.— Néstor 
Contín Aybar.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada nor los 
Señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y año en el expresados, y 
fué firmada, leída y publicada por mí, Secretario Gene-
ral, que certifico.— (Firmado) Ernesto Curiel hijo. 
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la corriente eléctrica y de ésta al interior de la casa y 
anexidades de la misma", y que como "esos motivos cons-
tituyen la base esencial, el sostén de la sentencia de des-
cargo de Teófilo Alcalá", es necesario, expresa el fallo 
impugnado, "atribuirle la misma autoridad de cosa juz-
gada que al dispositivo de dicha sentencia", para termi-
nar, la Corte a qua, afirmando categóricamente que ella 
"no puedo desconocer lo admitido por la referida Cámara 
Penal, en cuanto a que el incendio se originó a consecuen-
cia de un cortocircuito que se produjo en el contador ins-
talado por la compañía intimada, en un poste situado pró-
ximo al lugar del siniestro, desde donde se comunicó al 
interior de la casa por medio de los alambres conductores 
de la corriente eléctrica"; pero, 

Considerando que el examen de la sentencia penal 
que descargó al prevenido Teófilo Alcalá, y a la cual la 
Corte a qua le atribuye una autoridad absoluta, en cuan-
to consagra que el incendio se originó en el contador que 
registraba la corriente eléctrica y que de allí se comuni-
có al taller de Juan Bautista Fernández y sus anexidades, 
pone de manifiesto que si bien dicha sentencia establece 
en sus motivos "que el incendio.... se inició en el contador• 
 de donde se comunicaron las llamas al interior del 
mencionado taller por los cables conductores de la energía 
eléctrica"; éste no fué el motivo determinante del descar-
go, puesto que la misma decisión termina expresando tex-
tualmente que "no existiendo, por otra parte, elementos 
de culpabilidad a cargo de Teófilo Alcalá como autor o, 
cómplice del hecho que se le imputa, procede en la espe-
cie el descargo de la prevención puesta a su cargo, por 
no haberla cometido"; que, en efecto para justificar su 
sentencia de descargo la justicia represiva no tenía para 
qué decidir si el incendio se originó en el contador, puesto , 

 que esta sola circunstancia no podía excluir la culpabili-
dayl del prevenido; que para pronunciar el descargo de 
éste lo único que tenía necesariamente que establecerse  

era que él no cometió ninguna de las faltas que el artícu-
lo 458 del Código Penal enumera limitativamente, y que 
son las que carecterizan el incendio por imprudencia; 

Considerando que, en tales condiciones, es evidente 
que las disposiciones de la sentencia penal que determina 
el sitio en donde se originó el incendio son supérfluas, y 
no han podido constituir, por tanto, el elemento necesario 
que ha condicionado la solución del proceso penal; que, 
consecuentemente, al atribuirle la Corte a qua a tales dis-
posiciones la autoridad absoluta de la cosa juzgada, ha 
incurrido en la violación de los artículos 1315 y 1351 del 
Código Civil, invocado en el medio que se examina; 

Por tales motivos, PRIMERO: Casa la sentencia de 
la Corte de Apelación de Santo Domingo de fecha veinti-
dós de octubre de mil novecientos cincuenta y uno, cuyo 
dispositivo se copia en otro lugar del presente fallo, y en-
vía el asunto ante la Corte de Apelación de San Pedro de 
Macorís; y SEGUNDO: Condena al intimado al pago de 
las costas. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Fco. Elpidio Be-
ras.— Rafael Castro Rivera.— Juan A. Moret.— G. A. 
Díaz.— A. Alvarez Aybar.— Damián Báez B.— Néstor 
Contín Aybar.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
Señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y año en el expresados, y 
fué firmada, leída y publicada por mí, Secretario Gene-
ral, que certifico.— (Firmado) Ernesto Curiel hijo. 
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SENTENCIA DE FECHA 30 DE JUNIO DE 1952 

 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Vista el acta contentiva del recurso de casación le-
vantada en la Secretaría del Juzgado a quo en fecha diez 
y nueve de marzo de mil novecientos cincuenta y dos; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
liberado, y vistos los artículos 9 bis y 14 de la Ley No. 
1688 de 1948, reforinados por la Ley No. 1746 también de 
1948, 188 y 208 del Código de Procedimiento Criminal, y 
1, 34 y 71 de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en 
los documentos a que ella se refiere consta lo aue sigue: 
a) que en fecha veinticinco de noviembre de mil nove-
cientos cincuenta y uno el Guardabosque Leopoldo Ca-
marena de la Sección de El Llano, Común de Elías Piña, 
Provincia de San Rafael, sorprendió en la sección de "La 
Jagua" de dicha Común de Elías Piña, una violación a la 
Ley No. 1688 sobre Conservación Forestal y Arboles Fru-
tales, consistente en el hecho de haber cortado Pedro del 
Rosario diez troncos de caoba sin permiso de la Secretaría 
de Estado de Agricultura, Pecuaria y Colonización; b) que 
apoderado del asunto el Juzgado de Paz de la Común de 
Elías Piña, condenó al prevenido del Rosario juntamente 
con Francisco Soldevilla Florentino, según sentencia del 
quince de enero de mil novecientos cincuenta y dos, que 
dispone así: "FALLA: PRIMERO:— Que debe pronunciar 
como al efecto pronuncia el defecto contra el prevenido 
Francisco Soldevilla Florentino, de generales ignoradas, 
por no haber comparecido a la audiencia, siendo debida-
mente citado y lo declara conjuntamente con el prevenido 
Pedro del Rosario, de generales anotadas, culpables del 
delito de cortar árboles maderables (caobas) sin sus per-
misos correspondientes, y en consecuencia lob condena a 
sufrir treinta (30) días de prisión correccional y al pago 
de veinticinco pesos (RD$25.00) de multa y las costas a 
cada uno, compensables las multas, a razón de un día de 

Sentencia impugnada: Juzgado de Primera Instancia del D. J. 

de San Rafael, en grado de apelación, de fecha 15 de 
febrero de 1952. 

Materia: Penal 

     

Recurrente: Pedro del Rosario 

   

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de 
Justicia, regularmente constituída por los Jueces Licen-
ciados H. Herrera Billini, Presidente; Juan Tomás Mejía, 
Primer Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio Beras, 
Segundo Sustituto de Presidente; Rafael Castro Rivera, 
Juan A. Morel, Gustavo A. Díaz, Ambrosio Alvarez Aybar, 
Damián Báez B., y Néstor Contín Aybar, asistidos del Se-
cretario General, en la Sala donde celebra sus audiencias, 
en Ciudad Trujillo, Distrito de Santo Domingo, hoy día 
treinta del mes de junio del mil novecientos cincuenta y 
dos, años 109 9  de la Independencia, 89° de la Restaura-

ción y 239  de la Era de Trujillo, dicta en audiencia públi-
ca, como corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto nor Pedro 

del Rosario, dominicano, soltero, agricultor, domiciliado y 
residente en la Sección de El Llano, Provincia de San Ra-
fael, portador de la cédula personal de identidad número 
6250, serie 11, renovada con sello número 63480 vara el 
año 1951, contra sentencia del Juzgado de Primera Ins-
tancia del Distrito Judicial de San Rafael, dictada en gra-
do de apelación, de fecha quince de febrero de mil nove-
cientos cincuenta y dos; 

Oído el Magistrado Juez Relator; 
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SENTENCIA DE FECHA 30 DE JUNIO DE 1952 

     

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Vista el acta contentiva del recurso de casación le-
vantada en la Secretaría del Juzgado a quo en fecha diez 
y nueve de marzo de mil novecientos cincuenta y dos; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
liberado, y vistos los artículos 9 bis y 14 de la Ley No. 
1688 de 1948, reforinallos por la Ley No. 1746 también de 
1948, 188 y 208 del Código de Procedimiento Criminal, y 
1, 34 y 71 de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en 
los documentos a que ella se refiere consta lo aue sigue: 
a) que en fecha veinticinco de noviembre de mil nove-
cientos cincuenta y uno el Guardabosque Leopoldo Ca-
marena de la Sección de El Llano, Común de Elías Piña, 
Provincia de San Rafael, sorprendió en la sección de "La 
Jagua" de dicha Común de Elías Piña, una violación a la 
Ley No. 1688 sobre Conservación Forestal y Arboles Fru-
tales, consistente en el hecho de haber cortado Pedro del 
Rosario diez troncos de caoba sin permiso de la Secretaría 
de Estado de Agricultura, Pecuaria y Colonización; b) que 
apoderado del asunto el Juzgado de Paz de la Común de 
Elías Piña, condenó al prevenido del Rosario juntamente 
con Francisco Soldevilla Florentino, según sentencia del 
quince de enero de mil novecientos cincuenta y dos, que 
dispone así: "FALLA: PRIMERO:— Que debe pronunciar 
como al efecto pronuncia el defecto contra el prevenido 
Francisco Soldevilla Florentino, de generales ignoradas, 
por no haber comparecido a la audiencia, siendo debida-
mente citado y lo declara conjuntamente con el prevenido 
Pedro del Rosario, de generales anotadas, culpables del 
delito de cortar árboles maderables (caobas) sin sus per-
misos correspondientes, y en consecuencia lob condena a 
sufrir treinta (30) días de prisión correccional y al pago 
de veinticinco pesos (RD$25.00) de multa y las costas a 
cada uno, compensables las multas, a razón de un día de 

 

Sentencia impugnada: Juzgado de Primera Instancia del D. J. 

de San Rafael, en grado de apelación, de fecha 15 de 
febrero de 1952. 

   

Materia: Penal 

         

 

Recurrente: Pedro del Rosario 

       

 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

     

 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de 
Justicia, regularmente constituida por los Jueces Licen-
ciados H. Herrera Billini, Presidente; Juan Tomás Mejía, 
Primer Sustituto de Presidente; Francisco Elnidio Beras, 
Segundo Sustituto de Presidente; Rafael Castro Rivera, 
Juan A. Morel, Gustavo A. Díaz, Ambrosio Alvarez Aybar, 
Damián Báez B., y Néstor Contín Aybar, asistidos del Se-
cretario General, en la Sala donde celebra sus audiencias, 
en Ciudad Trujillo, Distrito de Santo Domingo, hoy día 
treinta del mes de junio del mil novecientos cincuenta y 
dos, años 1099  de la Independencia, 89 9  de la Restaura-

ción y 239  de la Era de Trujillo, dicta en audiencia públi-
ca, como corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto nor Pedro 

del Rosario, dominicano, soltero, agricultor, domiciliado y 
residente en la Sección de El Llano, Provincia de San Ra-
fael, portador de la cédula personal de identidad número 
6250, serie 11, renovada con sello número 63480 para el 
año 1951, contra sentencia del Juzgado de Primera Ins-
tancia del Distrito Judicial de San Rafael, dictada en gra-
do de apelación, de fecha quince de febrero de mil nove-
cientos cincuenta y dos; 

Oído el Magistrado Juez Relator; 
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prisión por cada peso dejado de pagar en caso de insolven-
cia"; c) que sobre la apelación interpuesta por Pedro del 
Rosario, el Juzgado de Primera Instancia del Distrito Ju-
dicial de San Rafael dictó el cuince de febrero de mil no-
vecientos cincuenta y dos sentencia con el siguiente dis-
positivo: "FALLA: PRIMERO: Pronunciar, como en efec-
to pronuncia el defecto contra el prevenido Pedro del Ro-
sario, por no haber comparecido a la audiencia, no obstan-
te haber sido legalmente citado; SEGUNDO: Declarar, co-
mo en efecto declara, regular y válido el recurso de ape-
lación interpuesto por dicho prevenido, por haberlo hecho 
en tiempo hábil; TERCERO: Confirmar, como en efecto 
confirma, la sentencia apelada dictada por el Juzgado de 
Paz de esta Común, de fecha 15 del mes de enero del pre-
sente año de 1952, que condenó al recurrente, Pedro del 
Rosario, a sufrir la pena de 30 días de prisión, a pagar 
RD$25.00 de multa y las costas, por el delito de violación 
a la Ley No. 1688, por considerar que la Ley ha sido bien 
aplicada por el Juez a quo; y CUARTO: Condenar, como 
en efecto condena, al recurrente Pedro del Rosario, al pa-
go de las costas del presente recurso de alzada"; d) que 
contra esta última sentencia el prevenido interpuso re-
curso de oposición, y el Juzgado a quo lo decidió por sen-
tencia del diecinueve de marzo de mil novecientos cin-
cuenta y dos, la cual contiene el dispositivo que se copia 
a continuación: "FALLA: PRIMERO: Declarar, como en 
efecto declara nulo y sin ningún valor, el recurso de opo-
sición interpuesto por el prevenido Pedro del Rosario, de 
generales ignoradas, contra la sentencia dictada por este 
Juzgado de fecha 15 del mes de febrero de 1952, que le 
confirmó en defecto en todas sus partes, la sentencia dic-
tada por el Juzgado de Paz de esta Común de fecha 15 de 
enero de este mismo año 1952, que lo condenó a sufrir la 
pena de un mes de prisión correccional, a pagar veinti-
cinco pesos oro de multa y las costas, por el delito de vio-
lación a la Ley No. 1688, sobre conservación forestal y 

BOLETÍN JUDICIAL 	 1219 

árboles frutales; y, SEGUNDO: Condenar, como en efecto 
condena a dicho prevenido, al pago de las costas del pre-
sente recurso"; 

Considerando que en la especie el recurso de casación 
ha sido interpuesto únicamente contra la primera senten-
cia por defecto que estatuyó sobre el fondo de la preven-
ción, sin comprender la sentencia correccional que declara 
nula la oposición por no haber comparecido el oponente, 
circunstancia por la cual sólo procede el examen de la 
primera decisión 

Considerando que la sentencia del quince de febrero 
de mil novecientos cincuenta y dos se hizo definitiva al 
pronunciarse la sentencia que declaró nula la oposición 
del prevenido, y que el plazo para interponer el recurso 
de casación contra la sentencia de fondo comienza a co-
rrer a partir de la notificación de la sentencia que declara 
nula la oposición; que, en consecuencia, la declaración del 
recurso del prevenido hecha el diez y nueve de marzo de 
mil novecientos cincuenta y dos, fecha de la segunda sen-
tencia en defecto, ha tenido efecto dentro del plazo a que 
se refiere el artículo 34 de la Ley sobre Procedimiento de 
Casación; 

Considerando que por la mencionada sentencia el 
Juzgado a quo condenó al prevenido Pedro del Rosario a 
las penas de treinta días de prisión y de veinticinco pesos 
de multa confirmando pura y simplemente, mediante la 
adopción de sus motivos, la sentencia del juez de primera 
instancia, en la cual se ha comprobado, al amparo de la 
confesión del prevenido y de los demás elementos de con-
vicción que fueron aportados regularmente a la causa, 
que Pedro del Rosario cortó diez árboles de caoba sin el 
permiso de la Secretaría de Estado de Agricultura, Pe-
cuaria y Colonización, hecho realizado en la sección de 
La Jagua, Común de Elías Piña, Provincia de San Ra-
fael; que ese hecho, así comprobado y admitido por el juez 
del fondo, constituye el delito que se imputa al prevenido, 



BOLETÍN JUDICIAL 1218 BOLETÍN JUDICIAL 	 1219 

prisión por cada peso dejado de pagar en caso de insolven-
cia"; c) que sobre la apelación interpuesta por Pedro del 
Rosario, el Juzgado de Primera Instancia del Distrito Ju-
dicial de San Rafael dictó el auince de febrero de mil no-
vecientos cincuenta y dos sentencia con el siguiente dis-
positivo: "FALLA: PRIMERO: Pronunciar, corno en efec-
to pronuncia el defecto contra el prevenido Pedro del Ro-
sario, por no haber comparecido a la audiencia, no obstan-
te haber sido legalmente citado; SEGUNDO: Declarar, co-
mo en efecto declara, regular y válido el recurso de ape-
lación interpuesto por dicho prevenido, por haberlo hecho 
en tiempo hábil; TERCERO: Confirmar, como en efecto 
confirma, la sentencia apelada dictada por el Juzgado de 
Paz de esta Común, de fecha 15 del mes de enero del pre-
sente año de 1952, que condenó al recurrente, Pedro del 
Rosario, a sufrir la pena de 30 días de prisión, a pagar 
RD$25.00 de multa y las costas, por el delito de violación 
a la Ley No. 1688, por considerar que la Ley ha sido bien 
aplicada por el Juez a quo; y CUARTO: Condenar, como 
en efecto condena, al recurrente Pedro del Rosario, al pa-
go de las costas del presente recurso de alzada"; d) que 
contra esta última sentencia el prevenido interpuso re-
curso de oposición, y el Juzgado a quo lo decidió por sen-
tencia del diecinueve de marzo de mil novecientos cin-
cuenta y dos, la cual contiene el dispositivo aue se copia 
a continuación: "FALLA: PRIMERO: Declarar, como en 
efecto declara nulo y sin ningún valor, el recurso de opo-
sición interpuesto por el prevenido Pedro del Rosario, de 
generales ignoradas, contra la sentencia dictada por este 
Juzgado de fecha 15 del mes de febrero de 1952, que le 
confirmó en defecto en todas sus partes, la sentencia dic-
tada por el Juzgado de Paz de esta Común de fecha 15 de 
enero de este mismo año 1952, que lo condenó a sufrir la 
pena de un mes de prisión correccional, a pagar veinti-

cinco pesos oro de multa y las costas, por el delito de vio-
lación a la Ley No. 1688, sobre conservación forestal y 

árboles frutales; y, SEGUNDO: Condenar, como en efecto 
condena a dicho prevenido, al pago de las costas del pre-
sente recurso"; 

Considerando que en la especie el recurso de casación 
ha sido interpuesto únicamente contra la primera senten-
cia por defecto que estatuyó sobre el fondo de la preven-
ción, sin comprender la sentencia correccional que declara 
nula la oposición por no haber comparecido el oponente, 
circunstancia por la cual sólo procede el examen de la 
primera decisión 

Considerando que la sentencia del auince de febrero 
de mil novecientos cincuenta y dos se hizo definitiva al 
pronunciarse la sentencia que declaró nula la oposición 
del prevenido, y que el plazo para interponer el recurso 
de casación contra la sentencia de fondo comienza a co-
rrer a partir de la notificación de la sentencia que declara 
nula la oposición; que, en consecuencia, la declaración del 
recurso del prevenido hecha el diez y nueve de marzo de 
mil novecientos cincuenta y dos, fecha de la segunda sen-
tencia en defecto, ha tenido efecto dentro del plazo a que 
se refiere el artículo 34 de la Ley sobre Procedimiento de 
Casación; 

Considerando aue por la mencionada sentencia el 
Juzgado a quo condenó al prevenido Pedro del Rosario a 
las penas de treinta días de prisión y de veinticinco pesos 
de multa confirmando pura y simplemente, mediante la 
adopción de sus motivos, la sentencia del juez de primera 
instancia, en la cual se ha comprobado, al amparo de la 
confesión del prevenido y de los demás elementos de con-
vicción que fueron aportados regularmente a la causa, 
que Pedro del Rosario cortó diez árboles de caoba sin el 
permiso de la Secretaría de Estado de Agricultura, Pe-
cuaria y Colonización, hecho realizado en la sección de 
La Jagua, Común de Elías Piña, Provincia de San Ra-
fael; que ese hecho, así comprobado y admitido por el juez 
del fondo, constituye el delito que se imputa al prevenido, 
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y que al ser condenado a las penas ya indicadas, se le han 
aplicado las sanciones previstas por los artículos 9 bis y 
14 de la citada Ley 1688, modificada por la Ley 1746, so-
bre Conservación Forestal y Arboles Frutales; 

Considerando que examinado el fallo en sus demás 
aspectos, no presenta vicio alguno que justifique su casa-
ción; 

Por tales motivos, PRIMERO:— Rechaza el recurso 
de casación interpuesto por Pedro del Rosario contra sen-
tencia del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Ju-
dicial de San Rafael, de fecha quince de febrero de mil 
novecientos cincuenta y dos, cuyo dispositivo se copia en 
otra parte del presente fallo; y SEGUNDO:— Condena al 
recurrente al pago de las costas.— 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Juan Tomás Mejía.—
Feo. Elpidio Beras.— Raf. Castro Rivera.— Juan A. Mo-
rel.— G. A. Díaz.— A. Alvarez Aybar.— Damián Báez 
B.— Néstor Contín Aybar. —Ernesto Curiel hijo, Secre- 

tario General.— 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
Señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y 
fué firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, 
que certifico. (Fdo.) Ernesto Curiel hijo.— 

SENTENCIA DE FECHA 30 DE JUNIO DE 1952 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de San Pedro de 
Macorís, de fecha 12 de marzo de 1952. 

Materia: Penal 

Recurrente: Juan Fulgencio. Abogado: Lic. Rafael Richiez 
Acevedo. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Licencia-
dos H. Herrera Billini, Presidente; Juan Tomás Mejía, 
Primer Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio Beras, 
Segundo Sustituto de Presidente; Rafael Castro Rivera, 
Juan A. Morel, Gustavo A. Díaz, Ambrosio Alvarez Ay-
bar, Damián Báez B. y Néstor Contín Aybar, asistidos del 
Secretario General, en la Sala donde celebra sus audien-
cias, en Ciudad Trujillo, Distrito de Santo Domingo, hoy 
día treinta del mes de junio de mil novecientos cincuenta 
y dos, años 1099  de la Independencia, 899 de la Restaura-
ción y 239 de la Era de Trujillo, dicta en audiencia públi-
ca, como corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Juan 
Fulgencio, dominicano, mayor de edad, casado, agricul-
tor, domiciliado y residente en Guanito, sección de la co-
mún de Higüey, de la provincia de la Altagracia, portador 
de la cédula personal de identidad número 2568. serie 28, 
renovada para el año 1951, en que se inició el expediente, 
con el sello de R. I. No. 12042, contra sentencia penal de 
la Corte de Apelación de San Pedro de Macorís, de fecha 
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y que al ser condenado a las penas ya indicadas, se le han 
aplicado las sanciones previstas por los artículos 9 bis y 
14 de la citada Ley 1688, modificada por la Ley 1746, so-
bre Conservación Forestal y Arboles Frutales; 

Considerando que examinado el fallo en sus demás 
aspectos, no presenta vicio alguno que justifique su casa- 
ción; 

Por tales motivos, PRIMERO:— Rechaza el recurso 
de casación interpuesto por Pedro del Rosario contra sen-
tencia del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Ju-
dicial de San Rafael, de fecha quince de febrero de mil 
novecientos cincuenta y dos, cuyo dispositivo se copia en 
otra parte del presente fallo; y SEGUNDO:— Condena al 
recurrente al pago de las costas.— 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Juan Tomás Mejía.—
Feo. Elpidio Beras.— Raf. Castro Rivera.— Juan A. Mo-
rel.— G. A. Díaz.— A. Alvarez Aybar.— Damián Báez 
B.— Néstor Contín Aybar. —Ernesto Curiel hijo, Secre- 

tario General.— 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
Señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y 
fué firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, 
que certifico. (Fdo.) Ernesto Curiel hijo.— 
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SENTENCIA DE FECHA 30 DE JUNIO DE 1952 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de San Pedro de 
Macorís, de fecha 12 de marzo de 1952. 

Materia: Penal 

Recurrente: Juan Fulgencio. Abogado: Lic. Rafael Richiez 
Acevedo. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituída por los Jueces Licencia-
dos H. Herrera Billini, Presidente; Juan Tomás Mejía, 
Primer Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio Beras, 
Segundo Sustituto de Presidente; Rafael Castro Rivera, 
Juan A. Morel, Gustavo A. Díaz, Ambrosio Alvarez Ay-
bar, Damián Báez B. y Néstor Contín Aybar, asistidos del 
Secretario General, en la Sala donde celebra sus audien-
cias, en Ciudad Trujillo, Distrito de Santo Domingo, hoy 
día treinta del mes de junio de mil novecientos cincuenta 
y dos, años 1099  de la Independencia, 899 de la Restaura-
ción y 239  de la Era de Trujillo, dicta en audiencia públi-
ca, como corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Juan 
Fulgencio, dominicano, mayor de edad, casado, agricul-
tor, domiciliado y residente en Guanito, sección de la co-
mún de Higüey, de la provincia de la Altagracia, portador 
de la cédula personal de identidad número 2568. serie 28, 
renovada para el año 1951, en que se inició el expediente, 
con el sello de R. I. No. 12042, contra sentencia penal de 
la Corte de Apelación de San Pedro de Macorís, de fecha 
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su propiedad le introducían animales y yo en mi calidad 
de Alcalde Pedáneo de esta sección me puse en asecho 
acompañado de 2 comisarios y epeontré 6 animales, y ha- 
bían partido 2 cuerdas de ala/Abres y 2 levantadas con 
orqueta, dichos animales fueron entregados a su dueño, 
colindante, señor Juan Fulgencio' "; C), "que apoderado 
y ventilado el caso, el Tribunal de Primera Instancia del 
Distrito Judicial de La Altagracia, dictó en fecha once de 
septiembre del año mil novecientos cincuenta y uno, una 
sentencia, en atribuciones correccionales, cuya parte dis-
positiva dice así: 'FALLA: PRIMERO: que debe declarar, 
como al efecto declara, buena y válida la constitución en 
parte civil, hecha en audiencia por el señor Luis María 
Duluc, por órgano de su abogado constituido Lic. Rodolfo 
Valdez Santana; SEGUNDO: aue debe declarar, como al 
efecto declara, al nombrado Juan Fulgencio de generales 
conocidas, no culpable del delito de destrucción de cerca, 
sin intención de destruir linderos, y en consecuencia lo 
descarga, por insuficiencia de pruebas; TERCERO: que 
debe declarar, como al efecto declara, al nombrado Juan 
Fulgencio, de generales conocidas, culpable de violación 
de propiedad y dejar pastar bestias en terreno ajeno, en 
perjuicio del Sr. Luis María Duluc, y en consecuencia lo 
condena a pagar una multa de diez pesos oro (RD$10.00), 
compensables con prisión a razón de un día por cada peso 
dejado de pagar; CUARTO: que debe condenar, como al 
efecto condena, a dicho inculpado Juan Fulgencio, al pago 
de una indemnización de cincuenta pesos oro (RD$50.00), 
en favor del señor Luis María Duluc, parte civil consti-
tuida, como justa reparación por los daños que le ha oca-
sionado con su delito; QUINTO: que debe condenar, como 
al efecto condena, al repetido inculpado Juan Fulgencio, 
al pago de las costas penales y civiles, con distracción de 
las últimas, en provecho del Licenciado Rodolfo Valdez 
Santana, quien afirma haberlas avanzado"; D), "aue no 
conforme con dicha sentencia, en fecha diez y nueve de 
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doce de marzo de mil novecientos cincuenta y dos, os, cuyo 
dispositivo se copia después; 

Oído el Magistrado Juez Relator; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador Gene-

ral de la República; 
Vista el acta de declaración del recurso levantada en 

la Secretaría de la Corte a qua, el veintiséis de marzo de 
mil novecientos cincuenta y dos, a reouerimiento del Lic. 
Rafael Richiez Acevedo, portador de la cédula personal 
número 7668, serie 23, renovada con el sello No. 9368, 
abogado del recurrente; 

Visto el memorial contentivo de medios del recurso, en-
viado a la Secretaría de la Suprema Corte por el abogado 
del prevenido, ya mencionado; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
liberado, y vistos los artículos 471, párrafo 19, del Código 
Penal; 180, 190, 191, 194, 211 del Código de Procedimien-
to Criminal; 19 y 24 y 71 de la Ley sobre Procedimiento 
de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada o en 
las actas de audiencia correspondientes consta lo que si-
gue: A) "que en fecha 6 de agosto de 1951, el señor Luis 
María Duluc, presentó por ante el Comandante del Desta-
camento de la Policía Nacional radicado en la villa de Hi-
güey, una querella contra el nombrado Juan Fulgencio, 
por el hecho de "éste haber violado su propiedad, cortán-
dole los alambres de las empalizadas e introduciéndoles 
animales"; y que "podía dar fe de ésto el Alcalde Pedáneo 
de la sección de Guanito, señor Lino Alfonso, quien fué 
que constató que los animales (vaca y caballos) se encon-
traban dentro de la propiedad, y los alambres, cortados 
por dicho sujeto' "; B), "que en fecha 29 de julio de 1951, 
el Alcalde Pedáneo de la referida sección de Guanito, di-
rigió una comunicación al Comandante del Destacamento 
de la Policía Nacional en Higüey, en la cual le participa 
que 'Luis María Duluc me presentó auerella de que en 
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doce de marzo de mil novecientos cincuenta y dos, cuyo 
dispositivo se copia después; 

Oído el Magistrado Juez Relator; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador Gene-

ral de la República; 
Vista el acta de declaración del recurso levantada en 

la Secretaría de la Corte a qua, el veintiséis de marzo de 
mil novecientos cincuenta y dos, a requerimiento del Lic 
Rafael Richiez Acevedo, portador de la cédula personal 
número 7668, serie 23, renovada con el sello No. 9368, 
abogado del recurrente; 

Visto el memorial contentivo de medios del recurso, en-
viado a la Secretaría de la Suprema Corte por el abogado 
del prevenido, ya mencionado; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
liberado, y vistos los artículos 471, párrafo 19, del Código 
Penal; 180, 190, 191, 194, 211 del Código de Procedimien-
to Criminal; 1 9  y 24 y 71 de la Ley sobre Procedimiento 

de Casación; 
Considerando que en la sentencia impugnada o en 

las actas de audiencia correspondientes consta lo que si-
gue: A) "que en fecha 6 de agosto de 1951, el señor Luis 
María Duluc, presentó por ante el Comandante del Desta-
camento de la Policía Nacional radicado en la villa de Hi-
güey, una querella contra el nombrado Juan Fulgencio, 
por el hecho de "éste haber violado su propiedad, cortán-
dole los alambres de las empalizadas e introduciéndoles 
animales"; y que "podía dar fe de ésto el Alcalde Pedáneo 
de la sección de Guanito, señor Lino Alfonso, quien fué 
que constató que los animales (vaca y caballos) se encon-
traban dentro de la propiedad, y los alambres, cortados 
por dicho sujeto' "; B), "que en fecha 29 de julio de 1951, 
el Alcalde Pedáneo de la referida sección de Guanito, di-
rigió una comunicación al Comandante del Destacamento 
de la Policía Nacional en Higüey, en la cual le participa 

que 'Luis María Duluc me presentó auerella de que en  

su propiedad le introducían animales y yo en mi calidad 
de Alcalde Pedáneo de esta sección me nuse en asecho 
acompañado de 2 comisarios y epcontré 6 animales, v ha- 
bían partido 2 cuerdas de alambres y 2 leva atadas con 
orqueta, dichos animales fueron entregados a su dueño, 
colindante, señor Juan Fulgencio' "; C), "que apoderado 
y ventilado el caso, el Tribunal de Primera Instancia del 
Distrito Judicial de La Altagracia, dictó en fecha once de 
septiembre del año mil novecientos cincuenta y uno, una 
sentencia, en atribuciones correccionales, cuya parte dis-
positiva dice así: 'FALLA: PRIMERO: que debe declarar, 
como al efecto declara, buena y válida la constitución en 
parte civil, hecha en audiencia por el señor Luis María 
Duluc, por órgano de su abogado conatituído Lic. Rodolfo 
Valdez Santana; SEGUNDO: que debe declarar, como al 
efecto declara, al nombrado Juan Fulgencio de generales 
conocidas, no culpable del delito de destrucción de cerca, 
sin intención de destruir linderos, y en consecuencia lo 
descarga, por insuficiencia de pruebas; TERCERO: que 
debe declarar, como al efecto declara, al nombrado Juan 
Fulgencio, de generales conocidas, culpable de violación 
de propiedad y dejar pastar bestias en terreno ajeno, en 
perjuicio del Sr. Luis María Duluc, y en consecuencia lo 
condena a pagar una multa de diez pesos oro (RD$10.00), 
compensables con prisión a razón de un día por cada peso 
dejado de pagar; CUARTO: que debe condenar, como al 
efecto condena, a dicho inculpado Juan Fulgencio, al pago 
de una indemnización de cincuenta pesos oro (RD$50.00), 
en favor del señor Luis María Duluc, parte civil consti-
tuida, como justa reparación por los daños que le ha oca-
sionado con su delito; QUINTO: que debe condenar, como 
al efecto condena, al repetido inculpado Juan Fulgencio, 
al pago de las costas penales y civiles, con distracción de 
las últimas, en provecho del Licenciado Rodolfo Valdez 
Santana, quien afirma haberlas avanzado"; D), "que no 
conforme con dicha sentencia, en fecha diez y nueve de 
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septiembre del año mil novecientos cincuenta y uno, el 
nombrado Juan Fulgencio interpuso formal recurso de 
apelación"; E), que del recurso mencionado conoció la Cor-
te de Apelación de San Pedro de Macorís en audiencia del 
seis de marzo de mil novecientos cincuenta y dos, en la 
que el abogado que representaba a Luis María Duluc, par-
te civil, concluyó así: "lro.— Condenéis a Juan Fulgencio 
a pagar una indemnización de RD550.00 a favor de Luis 
María Duluc, por los daños causádoles; y 2do.— que lo 
condenéis al pago de las costas civiles y penales, distra-
yendo las civiles en provecho del abogado que os habla 
por haberlas avanzado en su totalidad"; el abogado del 
prevenido presentó estas conclusiones: "que se descargue 
a Juan Fulgencio del delito de violación de propiedad en 
perjuicio de Luis María Duluc, declarando previamente 
bueno y válido el recurso de apelación interpuesto por el 
mencionado Juan Fulgencio, por no haberlo cometido; Que 
condenéis a Luis María Duluc al pago de las costas de esta 
audiencia, distrayéndolas en favor del abogado suscribien-
te por haberlas avanzado en su mayor parte; y el Minis-
terio Público dictaminó, concluyendo en esta forma: "Por 
tanto somos de opinión: lro. que se declare regular en la 
forma la apelación; 2do. que se revoque la sentencia ape-
lada en cuanto declaró al prevenido culpable del delito 
de violación de propiedad, y se le descargue de este hecho, 
por insuficiencia de pruebas; 3ro. Que se declare que la 
sentencia apelada, en cuanto declaró al prevenido culpa-
ble de la infracción prevista y sancionada por el art. 171, 
párrafo 19, del Código Penal, fué dictada en última ins-
tancia; pero en consideración a que dicha infracción está 
castigada con multa de un peso se reduzca a esa suma la 
multa impuesta al prevenido; 4to. que el apelante sea 
condenado al pago de las costas penales, ya que su apela-
ción tiene un carácter general; y 5to. que el aspecto civil 
sea fallado por la Corte según sea de derecho"; 

Considerando que, en fecha doce de marzo de mil no-
vecientos cincuenta y dos, la Corte de Apelación de San 
Pedro de Macorís pronunció, en audiencia pública, la sen-
tencia ahora impugnada, con el dispositivo que a conti-
nuación se copia: "FALLA: PRIMERO: Declara regular 
y válido en cuanto a la forma, el recurso de apelación in-
terpuesto por el inculpado Juan Fulgencio, contra la sen-
tencia pronunciada en atribuciones correccionales por el 
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de La 
Altagracia, en fecha once de septiembre del año mil no-
vecientos cincuenta y uno, en cuanto lo declaró culpable 
del delito de violación de propiedad en perjuicio de la 
parte civil constituída, señor Luis María Duluc;— SEGUN-
DO: Revoca la antes expresada sentencia en ese punto, y, 
obrando por propia autoridad, descarga a dicho inculpado 
del expresado delito, por insuficiencia de pruebas en el 
mismo;— TERCERO: Declara irrecibible el recurso de 
apelación interpuesto por el inculpado, Juan Fulgencio, 
en lo relativo a la contravención de policía, de dejar pas-
tar bestias en terrenos ajenos, a que fué condenado con-
juntamente con el delito de violación de propiedad por la 
antes expresada sentencia, en razón de haber sido dada 
ésta, en último recurso, en virtud del artículo 192 del Có-
digo de Procedimiento Criminal;— CUARTO: Reduce a 
un peso la multa impuesta al prevenido Juan Fulgencio, 
por ser esta la pena establecida por el artículo 471, párra-
fo 19, del Código Penal;— QUINTO: Condena al preveni-
do Juan Fulgencio, al pago de las costas penales y civiles, 
distrayendo las últimas en provecho del Licenciado Rodol-
fo Valdez Santana, por haber declarado haberlas avanzado 
en su totalidad"; 

Considerando que el recurrente, que actuaba por ór-
gano de su abogado, expuso en el acta de declaración de 
su recurso que interponía éste "por no estar de acuerdo 
con la expresada sentencia", con lo cual dió a dicho re-
curso un carácter general y un alcance total, en la medida: 
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septiembre del año mil novecientos cincuenta v uno, el 
nombrado Juan Fulgencio interpuso formal recurso de 
apelación"; E), que del recurso mencionado conoció la Cor-
te de Apelación de San Pedro de Macorís en audiencia del 
seis de marzo de mil novecientos cincuenta y dos, en la 
que el abogado que representaba a Luis María Duluc, par-
te civil, concluyó así: "lro.— Condenéis a Juan Fulgencio 
a pagar una indemnización de RDS50.00 a favor de Luis 
María Duluc, por los daños causádoles; y 2do.— que lo 
condenéis al pago de las costas civiles y penales, distra-
yendo las civiles en provecho del abogado que os habla 
por haberlas avanzado en su totalidad"; el abogado del 
prevenido presentó estas conclusiones: "que se descargue 
a Juan Fulgencio del delito de violación de propiedad en 
perjuicio de Luis María Duluc, declarando previamente 
bueno y válido el recurso de apelación interpuesto por el 
mencionado Juan Fulgencio, por no haberlo cometido; Que 
condenéis a Luis María Duluc al pago de las costas de esta 
audiencia, distrayéndolas en favor del abogado suscribien-
te por haberlas avanzado en su mayor parte; y el Minis-
terio Público dictaminó, concluyendo en esta forma: "Por 
tanto somos de opinión: 1ro. que se declare regular en la 
forma la apelación; 2do. que se revoque la sentencia ape-
lada en cuanto declaró al prevenido culpable del delito 
de violación de propiedad, y se le descargue de este hecho, 
por insuficiencia de pruebas; 3ro. Que se declare que la 
sentencia apelada, en cuanto declaró al prevenido culpa-
ble de la infracción prevista y sancionada por el art. 171, 
párrafo 19, del Código Penal, fué dictada en última ins-
tancia; pero en consideración a que dicha infracción está 
castigada con multa de un peso se reduzca a esa suma la 
multa impuesta al prevenido; Oto. que el apelante sea 
condenado al pago de las costas penales, ya aue su apela-
ción tiene un carácter general; y Sto. que el aspecto civil 
sea fallado por la Corte según sea de derecho"; 

Considerando que, en fecha doce de marzo de mil no-
vecientos cincuenta y dos, la Corte de Apelación de San 
Pedro de Macorís pronunció, en audiencia pública, la sen-
tencia ahora impugnada, con el dispositivo que a conti-
nuación se copia: "FALLA: PRIMERO: Declara regular 
y válido en cuanto a la forma, el recurso de apelación in-
terpuesto por el inculpado Juan Fulgencio, contra la sen-
tencia pronunciada en atribuciones correccionales por el 
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de La 
Altagracia, en fecha once de septiembre del año mil no-
vecientos cincuenta y uno, en cuanto lo declaró culpable 
del delito de violación de propiedad en perjuicio de la 
parte civil constituida, señor Luis María Duluc;— SEGUN-
DO: Revoca la antes expresada sentencia en ese punto, y, 
obrando por propia autoridad, descarga a dicho inculpado 
del expresado delito, por insuficiencia de pruebas en el 
mismo;— TERCERO: Declara irrecibible el recurso de 
apelación interpuesto por el inculpado, Juan Fulgencio, 
en lo relativo a la contravención de policía, de dejar pas-
tar bestias en terrenos ajenos, a que fué condenado con-
juntamente con el delito de violación de propiedad por la 
antes expresada sentencia, en razón de haber sido dada 
ésta, en último recurso, en virtud del artículo 192 del Có-
digo de Procedimiento Criminal;— CUARTO: Reduce a 
un peso la multa impuesta al prevenido Juan Fulgencio, 
por ser esta la pena establecida por el artículo 471, párra-
fo 19, del Código Penal;— QUINTO: Condena al preveni-
do Juan Fulgencio, al pago de las costas penales y civiles, 
distrayendo las últimas en provecho del Licenciado Rodol-
fo Valdez Santana, por haber declarado haberlas avanzado 
en su totalidad"; 

Considerando que el recurrente, que actuaba por ór-
gano de su abogado, expuso en el acta de declaración de 
su recurso que interponía éste "por no estar de acuerdo 
con la expresada sentencia", con lo cual dió a dicho re-
curso un carácter general y un alcance total, en la medida 
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de su interés; y en el memorial que más tarde remitió su 
abogado a la Suprema Corte de Justicia, alega, de modo 
expreso, que en la sentencia impugnada fué violado el ar-
tículo 191 del Código de Procedimiento Criminal, por omi-
sión de estatuir, y que por ello tal decisión debe ser casa-
da, "de acuerdo con el artículo 27 de la Ley sobre Proce-
dimiento de Casación"; 

Considerando, en cuanto a la violación del artículo 
191 del Código de Procedimiento Criminal: que según el 
recurrente, la Corte a qua incurrió en dicha violación por-
que omitió estatuir respecto de las conclusiones de la par-
te civil, en cuanto ésta pidió aue se condenase al repetido 
recurrente "a pagar una indemnización de RD$50.00 a fa-
vor de Luis María Duluc, por los daños" que le había cau-
sado; y "al no decidir sobre las peticiones de la parte civil, 
no ha podido determinar si esa parte ha sucumbido o no, 
y por consiguiente si debe o nó ser condenada en costas, 
colocando a ese elevado Tribunal de Justicia" (la Suprema 
Corte), "en la imposibilidad de apreciar si el artículo 162 
del Cód. de Proc. Criminal ha sido o no correctamente apli-
cado"; pero, 

Considerando que si bien la forma regular de pre-
sentar una sentencia sus disposiciones es la de colocar es-
tas en la parte final de dicha decisión, esto es, a continua-
ción de la palabra FALLA, ello no impide que lo dispuesto 
se encuentre, total o parcialmente, en cualquier lugar de 
la sentencia; que el fallo ahora impugnado expresa, en su ._.___,—:--------_, 	. 
penultimo considerando, lo siguiente: "que es de de- 
recho mantener la indemnización de cincuenta pesos ,acor-
dada a la parte civil constituída, señor Luis María Duluc, 
como reparación de los daños morales y materiales sufri-
dos por ella por los hechos cometidos en su perjuicio por 
el prevenido Juan Fulgencio, en razón de que, siendo la 
sentencia del juez a quo, inapelable en cuanto decidió la 
contravención puesta a cargo del referido prevenido, di-
cha indemnización, es una cuestión accesoria, que de 

acuerdo con los principios legales que rigen la materia, 
sigue necesariamente la suerte de lo principal, y por tan-
to, no puede ser tocado por esta Corte"; que en lo trans-
crito, la Corte de San Pedro de Macorís decidió "mante-
ner la indemnización de cincuenta pesos" de rue se tra-
taba, manifestando, dentro del sentido oue es nreciso re-
conocer en los términos transcritos, aue el motivo de tal 
mantenimiento era el de aue la mencionada indemniza-
ción constituía, en el fallo de cuya apelación conocía, "una 
cuestión accesoria" de disposiciones principales inapela-
bles; que lo cierto es que en el caso no se trata del vicio 
de falta de estatuir o de la negativa de hacerlo, pues sí 
fué estatuído sobre los pedimentos de la parte civil, en 
la forma que ya se ha consignado; 

Considerando que si era "irrecibible" el recurso de 
apelación del prevenido, en cuanto se refiriera "a la con-
travención de policía de dejar pastar bestias en terrenos 
ajenos", la Corte a qua no quedaba investida del poder de 
fallar acerca de tal prevención, cosa contraria a la que hi-
zo, en el ordinal cuarto de su fallo, al reducir "a un peso la 
multa impuesta al prevenido" por tal contravención; que 
el examen de la sentencia de primera instancia pone de 
manifiesto que el juez de dicha instancia declaró "al nom-
brado Juan Fulgencio, de generales conocidas, culpable 
de violación de propiedad y dejar pastar bestias en terre-
no ajeno, en perjuicio del Sr. Luis María Duluc", y lo con-
denó a la pena correccional de diez nesos de multa, com-
pensable con prisión y con esto sólo impuso al prevenido 
la pena consignada, en el artículo 1ro. de la Ley No. 43, del 
año 1930, para la más grave de las dos infracciones, esto 
es, para el delito de violación de propiedad, y nó la san-
ción señalada en el artículo 471, párrafo 19, del Código 
Penal; que aunque la revocación de la única pena impues-
ta dejara sin sanción la contravención prevista en esta úl-
tima disposición legal, la Corte a qua, apoderada única-
mente del conocimiento de un recurso del prevenido, no 
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de su interés; y en el memorial que más tarde remitió su 
abogado a la Suprema Corte de Justicia, alega, de modo 
expreso, que en la sentencia impugnada fué violado el ar-
tículo 191 del Código de Procedimiento Criminal, por omi-
sión de estatuir, y que per ello tal decisión debe ser casa-
da, "de acuerdo con el artículo 27 de la Ley sobre Proce-
dimiento de Casación"; 

Considerando, en cuanto a la violación del artículo 
191 del Código de Procedimiento Criminal: que según el 
recurrente, la Corte a qua incurrió en dicha violación por-
que omitió estatuir respecto de las conclusiones de la par-
te civil, en cuanto ésta pidió que se condenase al repetido 
recurrente "a pagar una indemnización de RD$50.00 a fa-
vor de Luis María Duluc, por los daños" que le había cau-
sado; y "al no decidir sobre las peticiones de la parte civil, 
no ha podido determinar si esa parte ha sucumbido o no, 
y por consiguiente si debe o nó ser condenada en costas, 
colocando a ese elevado Tribunal de Justicia" (la Suprema 
Corte), "en la imposibilidad de apreciar si el artículo 162 
del Cód. de Proc. Criminal ha sido o no correctamente apli-
cado"; pero, 

Considerando que si bien la forma regular de pre-
sentar una sentencia sus disposiciones es la de colocar es-
tas en la parte final de dicha decisión, esto es, a continua-
ción de la palabra FALLA, ello no impide que lo dispuesto 
se encuentre, total o parcialmente, en cualquier lugar de 
la sentencia; que el fallo ahora impugnado expresa, en su 
penultimo considerando, lo siguiente: "que es de de-
recho mantener la indemnización de cincuenta pesos ,acor-
dada a la parte civil constituida, señor Luis María Duluc, 
como reparación de los daños morales y materiales sufri-
dos por ella por los hechos cometidos en su perjuicio por 
el prevenido Juan Fulgencio, en razón de que, siendo la 
sentencia del juez a quo, inapelable en cuanto decidió la 
contravención puesta a cargo del referido prevenido, di-
cha indemnización, es una cuestión accesoria, que de 
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acuerdo con los principios legales que rigen la materia, 
sigue necesariamente la suerte de lo principal, y por tan-
to, no puede ser tocado por esta Corte"; que en lo trans-
crito, la Corte de San Pedro de Macorís decidió "mante-
ner la indemnización de cincuenta pesos" de rue se tra-
taba, manifestando, dentro del sentido que es nreciso re-
conocer en los términos transcritos, aue el motivo de tal 
mantenimiento era el de a ue la mencionada indemniza-
ción constituía, en el fallo de cuya apelación conocía, "una 
cuestión accesoria" de disposiciones principales inapela-
bles; que lo cierto es que en el caso no se trata del vicio 
de falta de estatuir o de la negativa de hacerlo, pues sí 
fué estatuído sobre los pedimentos de la parte civil, en 
la forma que ya se ha consignado; 

Considerando que si era "irrecibible" el recurso de 
apelación del prevenido, en cuanto se refiriera "a la con-
travención de policía de dejar pastar bestias en terrenos 
ajenos", la Corte a qua no quedaba investida del poder de 
fallar acerca de tal prevención, cosa contraria a la que hi-
zo, en el ordinal cuarto de su fallo, al reducir "a un peso la 
multa impuesta al prevenido" por tal contravención; que 
el examen de la sentencia de primera instancia pone de 
manifiesto que el juez de dicha instancia declaró "al nom-
brado Juan Fulgencio, de generales conocidas, culpable 
de violación de propiedad y dejar pastar bestias en terre-
no ajeno, en perjuicio del Sr. Luis María Duluc", y lo con-
denó a la pena correccional de diez pesos de multa, com-
pensable con prisión y con esto sólo impuso al prevenido 
la pena consignada, en el artículo lro. de la Ley No. 43, del 
año 1930, para la más grave de las dos infracciones, esto 
es, para el delito de violación de propiedad, y nó la san-
ción señalada en el artículo 471, párrafo 19, del Código 
Penal; que aunque la revocación de la única pena impues-
ta dejara sin sanción la contravención prevista en esta úl-
tima disposición legal, la Corte a qua, apoderada única-
mente del conocimiento de un recurso del prevenido, no 
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tenía autoridad para imponer a éste, por una contraven-
ción respecto de la cual declaraba irrecibibl e la alzada, la 
sanción, que le impuso, de un peso de multa, aunaue em-
please los términos "reduce a un peso la multa impuesta 
al prevenido", ya que no era cierto aue el fallo del primer 
juez contuviese la condenación aue se decía reducía, por 
lo cual se estaba incurriendo en el vicio de desnaturali-
zación de dicho fallo; 

Considerando, por otra parte, que también evidencia 
el examen de la sentencia del primer grado de jurisdic-
ción que la condenación, en ella contenida, de Juan Ful-
gencio para que pagase a Luis María Duluc, Darte civil, 
una indemnización de cincuenta pesos, lo era como repa-
ración de los daños que el primero hubiese causado al se-
gundo, no sólo por "dejar pastar bestias en terreno aje-
no", sino también por el hecho delictuoso, oue se le atri-
buía, de "violación de propiedad"; que por lo tanto, al ha-
ber mantenido tal indemnización porque ella había sido 
únicamente, la consecuencia, en el primer fallo, del hecho 
en que consistía la contravención, con esto se incurrió, 
también, en la desnaturalización de dicho primer fallo, 
en perjuicio del actual recurrente, oue tenía derecho a 
que se decidiese sobre la magnitud del perjuicio y de la 
indemnización del hecho a su cargo que había quedado 

subsistente; 
Considerando que, sobre lo concerniente a la multa 

de un peso impuesta al recurrente, la casación del fallo no 
deja cosa alguna por juzgar; y que sólo sobre el punto que 
se refiere a la indemnización, es necesario que una nue-
va Corte decida lo que sea procedente; 

Considerando que al no haber sido puesta en causa 
la parte civil en este recurso de casación, ni haber inter- 
venido, no procede su condenación al pago de las costas; 

Por tales motivos, casa la sentencia de la Corte de 
Apelación de San Pedro de Macorís de fecha doce de mar- 
zo de mil novecientos cincuenta y dos, en lo concerniente 
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a lo consignado en los dos últimos considerandos del pre-
sente fallo y envía a la Corte de Apelación de Ciudad Tru-
jillo lo que se refiere a la indemnización concedida en fa-
vor de la parte civil. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— J. Tomás Mejía.—
Feo. Elpidio Beras.— Raf. Castro Rivera.— Juan A. Mo-
rel.— G. A. Díaz.— A. Alvarez Aybar.— Damián Báez 
B.— Néstor Contín Aybar.— Ernesto Curiel hijo, Secre-
tario General.— 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
Señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública 41e1 día, mes y año en él expresados, y 
fué firmada, leída y publicála por mí, Secretario General, 
que certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. — 

SENTENCIA DE FECHA 30 DE JUNIO DE 1952 

Dios, Patria y Libertad. 

República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de 
Justicia, regularmente constituida por los Jueces Licen-
ciados H. Herrera Billini, Presidente; Francisco Elpidio 
Beras, Segundo Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, 
Gustavo A. Díaz, Ambrosio Alvarez Aybar, Damián Báez 
B., y Néstor Contín Aybar, asistidos del Secretario Gene-
ral, en Ciudad Trujillo, Distrito de Santo Domingo, hoy 
día treinta del mes de junio del año mil novecientos cin-
cuenta y dos, años 109 9  de la Independencia, 89 9  de la Res-
tauración y 239  de la Era de Trujillo, dicta en audiencia 
pública la siguiente sentencia: 

En la causa disciplinaria seguida al Notario Público 
de los del número de la Común de Monseñor Nouel, señor 
Emilio S. de Peña, dominicano, mayor de edad, soltero, 
portador de la cédula personal de identidad No. 11302, 



1228 
	

BOLETÍN JUDICIAL 

tenía autoridad para imponer a éste, por una contraven-
ción respecto de la cual declaraba irrecibible la alzada, la 
sanción, que le impuso, de un peso de multa, aunnue em-
please los términos "reduce a un peso la multa impuesta 
al prevenido", ya que no era cierto aue el fallo del primer 
juez contuviese la condenación aue se decía reducía, por 
lo cual se estaba incurriendo en el vicio de desnaturali-
zación de dicho fallo; 

Considerando, por otra parte, que también evidencia 
el examen de la sentencia del primer grado de jurisdic-
ción que la condenación, en ella contenida, de Juan Ful-
gencio para que pagase a Luis María Duluc, parte civil, 
una indemnización de cincuenta pesos, lo era como repa-
ración de los daños que el primero hubiese causado al se-
gundo, no sólo por "dejar pastar bestias en terreno aje-
no", sino también por el hecho delictuoso, oue se le atri-
buía, de "violación de propiedad"; que por lo tanto, al ha-
ber mantenido tal indemnización porque ella había sido 
únicamente, la consecuencia, en el primer fallo, del hecho 
en que consistía la contravención, con esto se incurrió, 
también, en la desnaturalización de dicho primer fallo, 
en perjuicio del actual recurrente, o ue tenía derecho a 
que se decidiese sobre la magnitud del perjuicio y de la 
indemnización del hecho a su cargo que había quedado 

subsistente; 
Considerando que, sobre lo concerniente a la multa 

de un peso impuesta al recurrente, la casación del fallo no 
deja cosa alguna por juzgar; y que sólo sobre el punto que 
se refiere a la indemnización, es necesario que una nue-
va Corte decida lo que sea procedente; 

Considerando que al no haber sido puesta en causa 
la parte civil en este recurso de casación, ni haber inter- 
venido, no procede su condenación al pago de las costas; 

Por tales motivos, casa la sentencia de la Corte de 
Apelación de San Pedro de Macorís de fecha doce de mar- 
zo de mil novecientos cincuenta y dos, en lo concerniente 
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a lo consignado en los dos últimos considerandos del pre-
sente fallo y envía a la Corte de Apelación de Ciudad Tru-
jillo lo que se refiere a la indemnización concedida en fa-
vor de la parte civil. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— J. Tomás Mejía.-- 
Feo. Elpidio Beras.— Raf. Castro Rivera.— Juan A. Mo-
rel.— G. A. Díaz.— A. Alvarez Aybar.— Damián Báez 
B.— Néstor Contín Aybar.— Ernesto Curiel hijo, Secre-
tario General.— 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
Señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública día, mes y año en él expresados, y 
fué firmada, leída y publicáda por mí, Secretario General, 
que certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. — 

SENTENCIA DE FECHA 30 DE JUNIO DE 1952 

Dios, Patria y Libertad. 

República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de 
Justicia, regularmente constituida por los Jueces Licen-
ciados H. Herrera Billini, Presidente; Francisco Elpidio 
Beras, Segundo Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, 
Gustavo A. Díaz, Ambrosio Alvarez Aybar, Damián Báez 
B., y Néstor Contín Aybar, asistidos del Secretario Gene-
ral, en Ciudad Trujillo, Distrito de Santo Domingo, hoy 
día treinta del mes de junio del año mil novecientos cin-
cuenta y dos, años 109 9  de la Independencia, 89 9  de la Res-
tauración y 239  de la Era de Trujillo, dicta en audiencia 
pública la siguiente sentencia: 

En la causa disciplinaria seguida al Notario Público 
de los del número de la Común de Monseñor Nouel, señor 
Emilio S. de Peña, dominicano, mayor de edad, soltero, 
portador de la cédula personal de identidad No. 11302, 
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